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Madrid, 6 de julio de 1946 
Excmo. y Revdmo. Sr. D. Francisco Barbado 
Obispo de Salamanca 


Excmo. y Revdmo. Señor: 

Gon la más viva complacencia he recibido ef primer número de 
la “Revista Española de Derecho Canónico, que Duestra Excelen- 
cia tuvo la amabilidad de remitirme, lo que cordialmente le agradezco. 

May sinceramente celebro que se haya pensado en editar esta nueva 
Revista, pues se echaba de menos en España una publicación periódica 
entera y exclusivamente consagrada a los estudios canónicos, tanto en el 
orden práctico de interpretación y aplicación de las Leyes de fa Sgtesia, 
cuanto, sobre todo, en el más efevado plano de fa especulación jurídica y 
de la investigación histórico dogmática. 

La “Revista Española de Derecho Canónico viene a llenar 


perfectamente esta necesidad. Asi lo he podido comprobar, con verdadera 
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satis/acción, al repasar fas paginas de este primer numero, magnifico 
por todos los conceptos: por los interesantes temas escogidos, por el pres- 
tigio de fas firmas gue fos avaloran y por su espléndida presentación 
tipográfica. 

No me cabe duda de que, con tan valiosos elementos, la nueva 
Revista, además de difundir la cultura juridico-canénica en el dmbito de 
la Patria y de contribuir eficazmente con ello a reforzar los vinculos de la 
disciplina eclesidstica por ef mejor conocimiento y aplicación de fas leyes 
de la Sqlesia, la prestigiara altamente en el extranjero, renovando la 
gloriosa tradición canónica de la Patria de San Raimundo de Teñafort. 

No quiero terminar sin expresarte mi más calurosa J sincera feli 
citación para el Instituto de San Raimundo de Penafort, que, tan dig- 
namente presidido por Duestra Gacefencia, viene dando pruebas de su 
vitalidad y pujanza, desde su reciente fundación, en el campo de los estu- 
dios eclesiásticos españoles, y muy particularmente, por fa publicación de 
esta prometedora Revista, a cuyos colaboradores todos me es muy grato 
enviarles b bendición especialisima. 

For beato gustoso esta oportunidad para renovarle mis cordiales 
sentimientos de fraternal afecto y suscribirme 


de vuestra Gxcelencia Revdma. devmo. s. s., 


Cayetano Gieognani 
Nuncio Apostólico 
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SUGERENCIAS 
ACERCA DEL CODIGO CANONICO 


Con este titulo encabezamos la ponencia que leimos en la pri- 


mera “Semana de Derecho Canónico”, celebrada el pasado octubre 
en la Universidad Pontificia de Salamanca. 

Le intitulamos “Sugerencias” y no “Innovaciones”, por alejar 
toda sospecha de “innovador”, que siempre es sospechoso. 


Terminada su lectura, prestigiosos sacerdotes espontáneamente 
nos rogaron que la diésemos a la publicidad, juzgando que sería de 
pública utilidad. Así, pues, con todo acatamiento a la autoridad 
competente, nos determinamos a condescender con aquellas ins- 
tancias. 


EXCELENCIA DEL CÓDIGO CANÓNICO 


El día de Pentecostés de 1917 promulgaba el Sumo Pontífice Bene- 
dicto XV, por la Constitución Providentissima, el nuevo Código de Dere- 
cho Canónico, el cual había de comenzar a tener fuerza obligatoria el día 
de Pentecostés del año siguiente, 1918. En plena guerra europea se pro- 
mulgó y comenzó a regir, y en plena guerra mundial se cumplieron los vein- 
ticinco años de aquellas dos fechas memorables. 

Bien hubiera sido conmemorar el vigésimoquinto aniversario de esta 
magna obra de la codificación del derecho eclesiástico con trabajos relati- 
vos a ella. Sin duda las circunstancias de la guerra distrajeron la atención 
de este aniversario, así como la guerra europea fué causa de que el mundo 
no prestase la atención que se merecía a un hecho tan transcendental como 
la promulgación del Código. 

El Código Canónico es una obra maestra de legislación. Poco después 
de su promulgación, hallándome yo en Roma, refirióme el eminente cano- 
nista P. Hoffmann, Rector del Colegio Germánico, las grandes alabanzas 
a nuestro Código que prodigaban aún los juristas protestantes, como el 
profesor de Derecho Canónico de la Universidad de Berlín; haciéndose 
cargo de la ingente dificultad que entraña el hacer un Código, no ya para 
una sola nación, sino para la Iglesia entera, que abarca todas las naciones 


del mundo. is y 
Buena prueba de esta bondad es que en los veintiocho años que lleva 
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de vida, son relativamente pocas las aclaraciones de los cánones dadas por 
la Comisión de Intérpretes creada por el mismo Benedicto XV en el Breve 
Cum Iuris Canonici (15 septiembre 1917); y aunque en este Breve se pre- 
vé la necesidad de nuevas leyes discrepantes de los cánones actuales, y se 
dan normas para incluírlas en el Código, sin embargo hasta el presente, 
_que sepamos, no se ha hecho edición alguna de él con alteraciones, a no ser 
a raíz misma de la promulgación, cuando se corrigieron algunas erratas 
que se deslizaron en Acta Apostolicae Sedis. 

Lo cual es más de maravillar si se considera la incesante variabilidad 
de las leyes civiles, sobre todo las administrativas; tanta, que incitando yo 
al eminente tratadista de Derecho Administrativo P. Güenechea, S. L, a 
que publicase una nueva edición de su obra, me respondió que apenas es 
posible publicar obra de este Derecho, porque al enviarla a la imprenta ya 
es anticuada; y esto sucede no sólo en Espaiia, sino también en otras na- 
ciones. 

No queremos decir que el Código Canónico, como toda obra humana, 
no tenga sus deficiencias. Aunque pocas, algunas tiene. En primer lugar, 
en cuanto al lenguaje. No es de extrañar. El mismo legislador supone que 
las hay; y por eso precisamente; porque algunas leyes no estarán redacta- 
das con la suficiente claridad, o propiedad, o precisión, o coherencia con 
otras leyes, el mismo Benedicto XV, en el atio mismo de la promulgación 
del Código, creó la Comisión de Intérpretes, que determinase el sentido 
de los cánones que ofreciesen dificultad. 

Un autor alemán, Kraus Monsponr, ha escrito un libro titulado Die 
Rechtssprache des Codex Iuris Canonici (El lenguaje jurídico del Código 
de Derecho Canónico), en el cual recoge estas deficiencias. Parécenos exa- 
gerado. 

Más audaz el italiano FALCO (1), parece complacerse en buscar impro- 
piedades de lenguaje, incorrecciones, inutilidades, incoherencias y otros de- 
fectos en el Código, y proclamarlos aun donde no existen. 

Exagera, pero algunas deficiencias nosotros mismos las hemos expe- 
rimentado. 

Si la coyuntura que ofrecia la guerra europea para que se publicase sin 
que las cancillerias le pusiesen obstáculo no hubiese aconsejado una tan 
pronta promulgación, con una ültima mano se hubieran tal vez eliminado 
algunas impropiedades e inconstancias en el uso de ciertos términos defi- 
nidos por el mismo legislador; algunas incoherencias, entre ciertos cáno- 


(1) Introduzione allo studio del Codez Iuris Canonici. Torino, 1995. 
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nes, que acaso resulta difícil concordar, como sucede en los cánones 1:037 
y 2.197 con el concepto de público y oculto, según que se trate de impedi- 
mentos matrimoniales o de delitos. 

Tampoco queremos decir que en el Código Canónico no haya deficien- 
cias en cuanto a la substancia de las leyes mismas. Así contiene un largo 
titulo De Rescriptis (1. I, tit. 4") y, en cambio, falta legislación para los 
oráculos vivae vocis. 

Por eso el mismo Código da normas para llenar las lagunas de la le- 
gislación (can. 20). Por eso el mismo legislador, en el Motu proprio por 
el que creó la Comisión de Intérpretes, da normas para insertar en el Có- 
digo las nuevas leyes que se vayan dando. 

Con lo que desde la promulgación del Código hasta el presente ha ela- 
borado la Santa Sede en punto a legislación, creemos que podrían ya desde 
ahora introducirse modificaciones en las futuras ediciones de aquél. 


Primeramente, la Comisión de Intérpretes ha dado interpretaciones au- 
ténticas de algunos cánones; por lo común, meramente comprensivas o de- 
claratorias del sentido del canon, pero a veces también extensivas, amplián- 
dole para que alcance a casos no contenidos en la ley; por ejemplo, la in- 
terpretación dada al canon 522 sobre el lugar donde pueden confesarse las 
religiosas con un confesor llamado ocasional, o sea con cualquier confesor 
aprobado para oir confesiones de mujeres ad quietem suae conscien- 
tae (2). 

Otras veces las interpretaciones han sido restrictivas, sustrayendo del 
canon casos, personas o cosas que pudieran parecer comprendidos en él. 
Por ejemplo, la dada sobre el canon 542 acerca de los impedimentos diri- 
mentes para la admisión en el noviciado. Segtin el canon no pueden ser 
admitidos válidamente los que pertenecieron a secta acatólica. Mas la Co- 
misión de Intérpretes (16 octubre 1919) restringe este impedimento a los 
que apostataron de la fe católica; no comprende a los nacidos y educados 
en la herejía o en el cisma y que luego se conviertan al catolicismo (3). 

Como las interpretaciones de la Comisión de Intérpretes son auténti- 
cas y tiene fuerza de ley general de la Iglesia (can. 17, $ 2), bien pudie- 
ran recogerse en el Código, al menos, las extensivas y restrictivas (4). 

Asimismo han emanado de la Santa Sede disposiciones de carácter uni- 


L 


(2) Acta Apost. Sed., 12, 575; 26, 92. 


(3) Acta Apost. Sed., 11, 477. ; 
(4) Pueden hallarse recogidas estas interpretaciones, juntamente con las decisiones de 


la Curia Romana, en Bruno, Codicis Iur. Can. inlerpretationes authenticae. Romae, 1935. Ap- 
pendix 1940; y en SARTORI, Enchiridion Canonicum, Romae, 1945. 
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versal y perpetuo, que revisten la indole de verdaderas leyes generales, dis- 
crepantes de los cánones o complementarias de ellos. 

Tal sucede respecto a los cánones 239, $ I, n. 24, 274, n. 2, 294, 323, 
349, sobre las indulgencias: que pueden conceder los Cardenales, Arzobis- 
pos, Vicarios y Prefectos apostólicos, Abades y Prelados nullius y Obis- 
pos; cánones que deben ser corregidos conforme a la ampliación otorgada 
por la Sagrada Penitenciaría, 20 de julio de 1942, en virtud de la cual los 
Cardenales pueden en lo sucesivo conceder trescientos días de indulgen- 
cia; los Arzobispos, doscientos; los Vicarios y Prefectos apostólicos, Aba- 
des y Prelados nullius y Obispos residenciales, cien días. Y en consonancia 
con esta ampliación juzgamos que también ha de corregirse el canon 1.166, 
consignándose en él la misma ampliación de las indulgencias que pueden 
conceder el consagrante de una iglesia, según sea Cardenal, Arzobispo 
u Obispo. 

Asimismo necesita corrección el canon 914, donde se consignan las ben- 
diciones apostólicas con indulgencia plenaria que podian dar los Obispos, 
Abades y Prelados nullius, Vicarios y Prefectos apostólicos, los cuales, 
según la citada ampliación, en lo sucesivo son tres los Obispos y dos los 
demás (5). 

Bien, pues, podrían en sucesivas ediciones .del Código recogerse estas 
modificaciones. E 

El derecho no es un cadáver petrificado: es un ser viviente, que nace, 
se desarrolla, evoluciona, acomodándose a las diversas necesidades y con- 
veniencias de los tiempos. Pues es de esencia de la ley su ordenación al 
bien común. 

De aquí que de tiempo eh tiempo todas las naciones vayan reformando 
sus Códigos, y lo mismo ha hecho la Iglesia. 

A las autoridades y funcionarios públicos, que son los encargados de 
aplicar las leyes y palpan su conducencia o su disconformidad con el bien 
común; y a los jurisconsultos, llamados a explicarlas haciéndose cargo de 
las circunstancias; a unos y otros cerresponde sugerir con el debido acata- 
miento a la autoridad superior las innovaciones que juzguen oportunas 
para el bien de la sociedad. Salus populi suprema lex esto. 

Con respecto a la legislación eclesiástica, así lo hicieron muchos Prela- 
dos en el Concilio Vaticano (1870), pidiendo una nueva codificación. 
Obruimur legibus!, clamaban alli once Obispos franceses. Ingens camelo- 
rum, onus, llamaban otros a la legislación eclesiástica de entonces. De aquí 


(5) Acta Apost. Sed., 34, 239-240. 
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que la augusta asamblea, tomando en consideracién varios postulados, en- 
tre otros los de los Obispos españoles, se determinó a tratar de la codifica- 
ción del derecho eclesiástico; y hubiera quizás acometido la empresa de no 
haberse interrumpido el Concilio a causa de la invasión y Ocupación de 
Roma por los piamonteses. Tal empresa la realizó Pío X y la coronó Be- 
nedicto XV con la promulgación del Código hoy vigente. 


Los canonistas asimismo, ya en sus obras, ya en sus consejos, se per- 
miten, data occasione, insinuar y sugerir las innovaciones que estiman con- 
venientes en la legislación, bien sean praeter ius, para completarle; bien 
contra ius, para reformarle. 


Para antes del nuevo Código sirva de ejemplo el P. Wernz. A este 
insigne canonista; considerado como el primero de todo el siglo xix, an- 
tes de ser elegido General de la Compañía de Jesús, siendo profesor de la 
Universidad Gregoriana, preocupábale el peligro que pudiera amenazar a 
la Iglesia de un nuevo cisma semejante al del siglo xiv, llamado el Cisma 
de Occidente, en que llegaron a reinar tres Papas a la vez, sin saberse cuál 
era el verdadero. 

Este peligro le temia el P. WERNz por parte de la ley dada por Julio II 
en la Const. Cum tam divino 14 en 1506, confirmada por el Concilio La- 
teranense V (ses. 5, 16 febrero 1513), en virtud de la cual se consideraba 
nula la elección simoníaca del Romano Pontifice, pues pudiera ocurrir que 
se impugnase la elección por el vicio de simonía y de ahí viniese la dis- 
cordia y el cisma. 

Para conjurar este peligro, sugería el mismo P. WERNz la convenien- 
cia de abolir aquella ley de Julio II, y recogiendo la sugerencia Pío X por 
la Const. Vacante Sede (25 diciembre 1904), decretó que en lo sucesivo 
sería válida la elección simoníaca del Romano Pontífice, si bien imponien- 
do la pena de excomunión, especialisimamente reservada al Papa, a todo 
el que diere o recibiere voto por simonía. 

En su preclara obra Ius Decretalium. (t. I, n, 190) echa de menos el 
mismo P. WERNZ, en la legislación eclesiástica de entonces, la determina- 
ción del tiempo necesario para la prescripción de la costumbre praeter ws, 
e insinúa la conveniencia de tasárla, v. gr., en veinticinco o cuarenta años, 
cosa que hizo el nuevo Código en el canon 27. 

También en los autores posteriores al Código hallamos sugerencias se- 
mejantes. Así CAPPELLO, profesor de la Universidad Gregoriana y con- 
sultor de varias Sagradas Congregaciones, en su tratado De Sacramentis 


— 299 — 


EDUARDO F. REGATILLO, S. I. 


(tomo I, n. 785, 1938), insinúa el deseo de que el Jueves Santo se permita 
a todos los sacerdotes la celebracién del Santo Sacrificio de la Misa. 

Estos testimonios alegamos para que nadie se extrafie del tema que he 
tomado para este articulo. No esta mal visto que los jurisconsultos propon- 
gan con la debida modestia y sumisión las innovaciones que estimen opor- 
tunas en la legislación vigente. 

Con estas salvedades vamos a insinuar algunas sugerencias de. las que 
nos inspira nuestra experiencia de más de veinticinco años consumidos en 
el cultivo y práctica de los cánones. 

El Código Canónico lleva ya de existencia veintiocho años. Promul- 
gado en la efervescencia de la guerra europea, especie de revolución fran- 
cesa que cambió profundamente la faz de la tierra, no pudo totalmente 
recoger las conveniencias que el nuevo estado de cosas pudiera tal vez in- 
dicar. En gran parte se atendieron en los catorce Concordatos estipulados 
por Pío XI con diversos Estados y en las decisiones que han ido emanan- 
do de la Santa Sede. 

La reciente guerra mundial, de más calibre aún que la europea, con las 
mudanzas tan transcendentales que ha inducido en la vida de las naciones, 
sin duda aconsejará variantes no pequeñas en la legislación eclesiástica. 

Si alguien estimase prematura la introducción de modificaciones en el 
Código Canónico, que todavía no lleva muchos años de vida, advierta que 
esos veintiocho años los ha vivido a través de dos guerras que han dejado 
huella muy honda en el mundo, cambiando la faz de las naciones, y que, 
por tanto, equivalen a una vida larga en tiempos normales. 


I. DERECHO LITÚRGICO 


Apenas nos atrevemos a insinuar la conveniencia de una codificación 
del Derecho litúrgico. El Código no se mete por lo común con la Liturgia, 
cuyas leyes respeta, mientras no las corrija (can. 2); quiso prescindir de 
ella, ya en atención a la naturaleza de las prescripciones litúrgicas, que des- 
cienden a mil menudencias, ya por no acrecentar desmesuradamente su vo- 
lumen. La última colección Decreta authentica Sacrorum. Rituum. Congre- 
gationis, aprobada y declarada auténtica por decreto de León XIII (16 fe- 
brero 1898), viene a ser un Código Litúrgico, según se dice en el Prólogo 
Lectori benevolenti, redactado por orden cronológico de los documentos en 
él insertos. Los cuatro volúmenes aprobados por León XIII y los dos ‘apén- 
dices declarados auténticos por Pio X y Pio XI contienen, hasta el año 1926 
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inclusive, nada menos que 4.400 decretos. Este número, con ser tan crecido, 
representa una gran ventaja sobre la Colección anterior, que lindaba con 
los seis millares. 

Reconocemos que es difícil la empresa de una codificación del Derecho 
litúrgico; mas creemos sería muy ventajosa a la Iglesia un nuevo Código 
compilado por orden lógico o sistemático de materias, que recogiese en 
cada artículo lo que ahora se halla disperso en los sitios más distantes de 
los seis volúmenes actuales. Nosotros hemos podido palpar la dificultad del 
sistema cronológico al despachar las consultas de indole litúrgica que se nos 
dirigen. 

Además, la actual Colección de decretos los inserta íntegros, y aun- 
que en su mayoría responden a consultas de casos particulares, de ellos sa- 
can los liturgistas la ley general en cada materia. Es el mismo sistema de 
las Decretales, que el nuevo Código Canónico desterró, suprimiendo: la parte 
expositiva y limitándose a la dispositiva, redactada en términos generales, 
breves y claros y por orden lógico, a imitación de los modernos Códigos 
civiles. 

¿No podríamos gozar de un Código litúrgico semejante? Creemos que 
no será éste un plan ajeno a la mente de la Santa Sede, realizable cuando 
las circunstancias sean propicias. El movimiento litúrgico que en estos úl- 
timos años se va desarrollando entre el pueblo fiel podría ser un nuevo es- 
timulo para ello. De esta manera irían más hermanados el Código Litúr- 
gico y el Canónico, que tantas relaciones tienen entre sí. 


II. DERECHO CAPITULAR 


Un punto que se nos ocurre tal vez digno de reforma es el Derecho 
capitular. La institución de los Cabildos canonicales, tan benemérita en la 
Iglesia, y que tanto contribuyó a la piedad del pueblo, a la Liturgia y a 
la ciencia sagrada, y de los cuales comúnmente se elegían los Prelados; 
hoy día, como generalmente se reconoce y se oye aún de labios de los mis- 
mos Prelados que antes fueron capitulares; hoy, como digo, la institución 
de los Cabildos canonicales, tal como hasta ahora han sido, ha perdido 
mucho de su finalidad. 

Es cosa comprobada que hoy, a diferencia de la antigúedad, el pueblo 
fiel no asiste al culto solemne de las catedrales y colegiatas, que es el fin 


de la institución canonical. 
Por otra parte, han surgido en el mundo moderno otras necesidades 
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más apremiantes: se ha desarrollado, gracias a Dios, en el clero y en el 
pueblo un ferviente espíritu de apostolado; la acción católica y la acción 
social avanzan cada día con más pujanza. En cambio, ¡ay dolor!, el nú- 
mero de sacerdotes ha decrecido en todas las naciones de un modo lamen- 
table. Por lo cual los Prelados para atender a tantas necesidades de su 
cargo pastoral se ven obligados a echar mano de los capitulares. 

Mas para esto se hallan coartados por la ley de la residencia coral 
diaria, que no permite a los capitulares libertad de movimientos. 

Tal inconveniente está muy menguado en muchos Cabildos extran- 
jeros, que solamente tienen oficio coral en.los domingos o en las fiestas 
más solemnes. Aun en España, por dispensa pontificia, a algunos Cabildos 
se ha mitigado esta obligación, eximiéndolos del coro vespertino, cosa no 
soñada en los tiempos anteriores al Código. A muchos capitulares se les 
dispensa de la residencia coral. 

Atendidas estas nuevas necesidades generales de la Iglesia, ¿no proce- 
dería una refundición del Derecho capitular, que permitiera dirigir por 
otros cauces las actividades de los capitulares? 

Es deseo manifestado por Prelados prestigiosos y a la vez eminent:s 
en Derecho canónico; y segün tengo entendido, no fué pensamiento ajeno 
a canonistas redactores del Código. 


III. CONFESORES DE RELIGIOSAS 


Hay un canon relativo a la jurisdicción penitencial sobre las religiosas 
redactado con la mayor solemnidad y el más severo rigor. Dice el ca- 


non 876: 


"Revocada cualquiera ley particular o privilegio en contrario, los sacerdotes, 
tanto seculares como religiosos, de cualquier grado u oficio, para oír válida y líci- 


tamente confesiones de cualesquiera religiosas o novicias necesitan jurisdicción pe- 
. ” 
culiar. 


Este canon, tan solemnemente enunciado, queda casi anulado por la 
salvedad que al fin de él se hace de los cánones 522 y 523; especialmente 


por el 522, en que se permite a las religiosas el llamado confesor ocasional. 
Dice así: 


“Si alguna religiosa, para tranquilidad de su conciencia, acude a un confesor 
aprobado por el Ordinario del lugar para oír confesiones de mujeres, la confesión 
hecha en cualquier iglesia u oratorio público o semipúblico es válida y lícita, que- 
dando revocado todo privilegio en contrario.” 
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No hay quizás otro canon que haya recibido tantas interpretaciones 
auténticas de la Comisión de Intérpretes, y todas para ensanchar la libertad 
de las religiosas, facilitándolos la confesión con cualquier confesor apro- 
bado para oir confesiones de mujeres (6). 


El 24 de noviembre de 1920 extendió esta facultad a cualquier otro | 
lugar legítimamente destinado para oír confesiones de mujeres. 

El 12 de febrero de 1935 amplió esta facultad a cualquier lugar legí- 
timamente designado aun per modum actus y al elegido segün la norma 
del canon gto, $ 1. En éste se dice: “Las mujeres no pueden ser oídas 
en confesión fuera del confesonario, a no ser por causa de enfermedad 
o de verdadera necesidad." En cuyo caso cualquier lugar honesto elegido, 
aun sin confesonario ni rejilla, será legítimo. 

Pues bien, a tenor de esta interpretación de 1935, en las mismas cir- 
cunstancias en que las mujeres seglares pueden confesarse lícitamente en 
cualquier lugar honesto elegido para confesonario, podrán también las re- 
ligiosas confesarse con cualquier confesor ocasional, guardando las cau- 
telas que el Ordinario local hubiere prescrito para tales casos, y si ninguna 
hubiese prescrito, las que pide la natural honestidad. 


El 28 de diciembre de 1927 declaró que este lugar legítimamente des- 
tinado para oir confesiones de mujeres se entiende atin del confesonario re- 
servado para solas las religiosas, verbigracia, las de clausura papal. 

Asimismo declaró que la religiosa puede no sólo ir adonde se halle el 
confesor en el confesonario destinado a las confesiones de mujeres segla- 
res o reservado para las religiosas, sino también llamar a cualquier confe- 
sor ocasional a uno de estos confesonarios. 

A estas interpretaciones auténticas, extensivas, se afiaden las interpre- 
taciones privadas de los doctores. Pues si bien alguno opina que el ca- 
non 522 es de estricta interpretación, por ser excepción del canon 520, 
que establece la unicidad del confesor ordinario de las religiosas, la ge- 
neralidad sostiene la interpretación lata, ya que el canon 520 es a su vez 
excepción del canon 905, que concede a todo fiel cristiano libertad para 
confesarse con cualquier confesor legítimamente aprobado. Y tal es la 
mente del legislador: favorecer la libertad de conciencia de las religiosas; 
y según la regla 15 de Derecho en el Sexto "favores convenit ampliari”. 

Conforme a esta doctrina, los doctores amplían la interpretación, di- 
ciendo, por ejemplo, que la cláusula ad suae conscientiae tranquillitatem 
no afecta a la validez de la confesión y que aquélla se verifica en cualquiera 


(6) Acta Apost. Sed., 19, 575; 20, 61; 27, 92. 
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confesión hecha sinceramente para obtener la absolución, aunque la reli- 
giosa no se halle agitada de escrúpulos o remordimientos (7). 

Por lo dicho se ve cómo queda reducida casi a la nada la necesidad 
de jurisdicción peculiar para absolver a las religiosas con tanta solemni- 
dad enunciada en el canon 876. Pues prácticamente apenas hay caso en 
que sea nula la confesión de la religiosa con cualquier confesor aprobado 
para mujeres. La nulidad sólo tendrá lugar cuando manifiestamente, sin 
causa de necesidad, por abuso, se confiesa con él en lugar ilegítimo (8). 

Por otra parte, este canon 876, que exige jurisdicción especial para la 
validez de las confesiones de religiosas, sabemos que causa no pocas an- 
gustias a los confesores ocasionales; que cuando alguna religiosa les pide 
confesión vacilan, dudando si se cumplen o no las condiciones del ca- 
non 522; y no menos inquietudes tal vez ocasiona a las religiosas mis- 
mas, titubeando si podrán acogerse o no al favor del mismo canon. 

Por lo cual: ¿no sería deseable que se derogase el canon 876, supri- 
miendo la necesidad de jurisdicción peculiar para la validez de las confe- 
siones. de las religiosas? Sin alterar los otros cánones 520-527, relativos 
a los confesores de ellas, en cuanto al ocasional, ¿mo sería oportuno de- 
jarlas en las mismas condiciones que a los religiosos varones, para los 
cuales ningún canon exige jurisdicción peculiar, y, según el canon 519, 
salvas las constituciones que prescriban confesores determinados, pueden 
para tranquilidad de su conciencia confesarse con cualquier confesor apro- 
bado por el Ordinario local? 

Esta libertad de las religiosas para sus confesiones con cualquier con- 
fesor ocasional, ad suae conscientiae tranquillitatem, la recomiendan: para 
las de vida activa, que hoy son la mayoría, su gran movilidad y su inmu- 
nidad de la clausura; y para todas, la comunión frecuente y aun diaria. 
tan recomendada especialmente a los religiosos por el canon 595, que man- 
da a los superiores promoverla entre sus súbditos. 

Sabido es cómo, gracias a Dios, hoy es práctica universal la comunión 
diaria de los religiosos y religiosas. También es conocida la propensión 
de éstas a los escrúpulos e inquietudes de conciencia; de aquí las angustias 
que con frecuencia sufren al acercarse a la Coen Comunión; por eso, 
haciéndose la Iglesia cargo de este tormento, les facilita a Ri del 
confesor ocasional. 

Así se lo recuerda, sobre todo a las de clausura, la Sagrada Congre- 
gación de Sacramentos en la instrucción reservada a los Ordinarios y Su- 


(7) VERMEERSCH, Epit. Iur. Can., I, 588, 594; CAPPELLO, De poenit, 423-442. 
(8) Comis. de Intérp., 28 dic. 1997. 
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periores religiosos (8 de diciembre de 1938) sobre la comunión frecuente, 
advirtiéndolas que pueden llamar o hacer venir al confesor ocasional a su 
convento. 

Y pues que el Derecho ha ensanchado progresivamente la facilidad de 
los confesores ocasionales, a fin de que se destierren por completo las per- 
plejidades que a ellos y a las religiosas ocasiona el canon 876, sólo falta 
que se derogue la necesidad de jurisdicción especial para la validez de las 
confesiones de ellas. 

¿Estimará oportuna la Santa Sede esta sugerencia? 


IV. Acción CATÓLICA 


Como hecho, la Acción Católica ha existido desde los tiempos apostó- 
licos, según puede verse en las cartas de San Pablo. 

Como entidad organizada, puede decirse que tiene su origen de Pío XI. 
Sin embargo, no se ha dado hasta el presente ningún documento pontificio 
de indole universal que defina la naturaleza jurídica de la Acción Católica, 
el puesto que debe ocupar en el derecho, el orden de precedencia que deba 
asignársele y otros puntos de importancia. 

Como esta meritisima institución universal va tomando tanto incre- 
mento para mucho bien de la Iglesia, ¿no sería de desear que se determi- 
nasen estos puntos y que a la Acción Católica se le asignase en el Código 
su lugar? En nuestro sentir, sería en la parte tercera del libro segundo: 
entre las asociaciones piadosas. De este modo se evitarían tantas inexacti- 
tudes canónicas de concepto y expresión como con frecuencia se vierten y 
tantas controversias que a veces agitan los ánimos con detrimento del bien 
espiritual de los fieles. 


V. AYUNO EUCARÍSTICO 


Las circunstancias de los tiempos modernos, en que es muy frecuente 
el trabajo nocturno de los obreros y en que, por otra parte, se ha exten- 
dido tanto la frecuente comunión, a menudo hace penosa la observancia 
del ayuno eucarístico desde la medianoche, y explican el anhelo de que se 
mitigue esta circunstancia, de suerte que en lugar de guardarse desde la 
medianoche se guarde desde tal número de horas antes de la comunión. 

Ya en el seno de la Comisión redactora del Código se discutió este 
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punto, y una buena porción de los canonistas de ella abogaba por que bas- 
tase guardar el ayuno eucarístico seis horas antes de la misa y de la co- 
munión; mas por entonces prevaleció la tendencia consignada en el Código. 

La Santa Sede, por indultos particulares, va ya concediendo a diócesis 
enteras y a entidades muy numerosas, más aún de lo que pretendían aque- 
llos canonistas de la Comisión. 

La Sagrada Congregación del Concilio (12 de agosto de 1942) conce- 
dió al Ordinario castrense de Italia la facultad de permitir en tiempo de la 
reciente guerra a los militares italianos en los domingos y fiestas de pre- 
cepto, los primeros viernes de mes, el día de Difuntos y otros días de pe- 
culiar devoción que pudieran comulgar a cualquier hora, con tal que hu- 
bieren guardado el ayuno durante las cuatro horas anteriores a la comu- 
nión. El Ordinario castrense podía comunicar esta facultad a los capella- 

: nes militares y demás sacerdotes al cuidado espiritual del ejército (9). 

En la diócesis de París se ha concedido recientemente a los obreros que 
trabajan de noche en las fábricas el mismo indulto de que gozan los obre- 
ros de la organización llamada Todt, a saber: que puedan comulgar después 
de cuatro horas de haber tomado alimento sólido y después de una hora de 
tomado líquido. El Obispo de Nevers tiene facultad de dispensar el ayuno 
eucarístico en los domingos y fiestas de precepto a los fieles distantes de 
la iglesia al menos tres kilómetros y a los que no pueden comulgar antes 
de las diez (10). 

Estos y otros indultos manifiestan la tendencia de la Santa Sede a mi- 
tigar la ley del ayuno para la comunión de los fieles, sobre todo en lo rela- 
tivo a la hora desde la cual ha de comenzarse el ayuno; y no sería extraño 
que multiplicándose tales concesiones, aconsejadas por las condiciones mo- 
dernas de la sociedad, la Iglesia llegase a modificar la ley actual en el sen- 
tido de que el ayuno eucarístico, o se comience a la medianoche, y entonces 
la comunión pueda recibirse después sin intervalo de tiempo determinado, 
como ahora, o bien no sea necesario guardarle desde la medianoche, con 
“tal que desde la toma de alimento sólido y la comunión medie cierto plazo, 
por ejemplo, de cuatro horas, y si se trata de líquido, una o dos. 

Algo parecido pudiera tal vez establecerse para el ayuno eucaristico de 
los sacerdotes antes de celebrar la misa. En la penuria actual del clero y 
en la costumbre moderna de levantarse los fieles a hora tardía, ¡cuántas 
veces se ven los sacerdotes obligados a celebrar muy tarde, sufriendo las 
incomodidades y peligros para la salud de un ayuno muy prolongado! 


(9) Il Monitore Eclesiástico, 1942; pág. 195. 
(10) Ecclesia, 7 abr. 1945; pág. 7. 
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VI. DisPENSA DEL AYUNO EUCARÍSTICO PARA LOS SACERDOTES 


A nuestro consultorio se han presentado casos verdaderamente lasti- 
meros. 


Antes que el Santo Oficio diese su circular de 22 de marzo de 1923 (11) 
facilitando las dispensas del ayuno anterior a la misa, me llegó el caso de 
un párroco que por cumplir su deber pastoral estaba haciendo tan doloro- 
sos sacrificios de su salud por celebrar en ayunas la misa a hora oportuna 
para los fieles, que yo mismo, aun sabiendo el sumo rigor usado por el Santo 
Oficio en las dispensas del ayuno eucarístico antes de la Santa Misa, me 
determiné a redactar las preces pidiendo dispensa para aquel pobre sacer- 
dote. El Santo Oficio se la concedió y muy pocos meses después publicó la 
mencionada. circular. 


La disposición de esta circular, en cuanto a la facultad que ella concede 
a los Ordinarios para permitir per modum actus a los sacerdotes el que 
tomen antes de la misa algo per modum potus, exclusis inebriantibus, pu- 
diera bien pasar al Código, y quizás ampliada, ya que en la misma circular 
se dice que los Ordinarios que deseen facultades más amplias las pidan al 
Santo Oficio. Sobre todo tratándose de dispensa especialmente en bien del 
pueblo. , 

Dos causas indica para la dispensa: la falta de salud del sacerdote y el 
exceso de trabajo que le dificulta el permanecer en ayunas sin grave daño 
Cualquiera de las dos bastan; porque no solu ha de atenderse a la salud 
quebrantada para curarla, sino también a la salud robusta para que no sé 
quebrante. 

.. La salud del sacerdote es muy preciosa, y hoy, en tanta escasez de clero 
y tanto aumento de trabajo pastoral, ¡con cuánta frecuencia tienen que to- 
marse tareas muy penosas, binando en pueblos distantes o celebrando a ho- 
ras muy tardías, lo cual, unido a la carga de la predicación, catequesis, 
confesiones, etc., es capaz de dar al traste con la salud más robusta! Ejem- 
plos deplorables se podrían referir. Y todo esto cede en daño del pueblo, 
cuyo bien ha de ser la norma suprema. Salus populi suprema lex esto. 


Por lo cual la benignidad de la Iglesia se ha resuelto a mitigar su an- 
tiguo rigor. 


(11) Acta Apost. Sed., 15, 151. 
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VII. La Misa DEL JUEVES SANTO 


El Código no señala taxativamente los días alitúrgicos, en los que se 
prohibe la celebración de la misa; conténtase con decir el canon 820: 


“El sacrificio de la Misa puede celebrarse todos los días, exceptuando los ex- 
cluídos por el rito propio del sacerdote.” 


En el rito romano es totalmente alitúrgico el Viernes Santo, en que no 
se permite misa alguna, pues la llamada Misa praesanctificatorum no es 
verdadero sacrificio; semialitúrgicos son el Jueves y el Sábado Santo, en 
que sólo se permiten algunas misas. 

En los tiempos modernos, en que, a diferencia de los antiguos, es prác- 
tica universal la celebración diaria del sacrificio por todos los sacerdotes, 
les resulta penoso abstenerse de él en el Jueves Santo, y no faltan cano- 
nistas que insinúan en sus obras el deseo de que se suprima la limitación 
del Jueves Santo. 

Así se expresa CAPPELLO: “Sería de desear que el Jueves Santo, en 
que se conmemora la institución del sacrificio eucarístico y de la ordena- 
ción sacerdotal, se concediese a todos los sacerdotes facultad de ofrecerle 
pía y devotamente” (12). 

No parecerá exagerada esta sugerencia si se considera que en la dióce- 
sis de París todos los sacerdotes, por cualquiera causa justa, pueden cele- 
brar la misa no sólo el Jueves Santo, sino también el Sábado Santo, sin 
necesidad de pedir licencia a la Curia diocesana. Es una facultad general 
concedida por la Santa Sede, que se publica en la epacta o calendario dio- 
cesano. Y como esta causa siempre o casi siempre existe, prácticamente to- 
dos los sacerdotes en Paris pueden celebrar y celebran el Jueves y el Sá- 
bado Santo en cualquiera iglesia u oratorio, aunque no se celebren en ellos 
los oficios de la Semana Santa. 

¡Cuánto agradecerían los sacerdotes de todo el mundo que este indulto 
de celebrar la misa el Jueves y Sábado Santo se hiciese derecho común en 
la Iglesia latina! 


VIII. LA COMUNIÓN DEL SÁBADO SANTO 


El Código no expresa en concreto cuáles son los días alitúrgicos para 
la celebración de la misa. En cambio sí los determina en orden a la comu- 


(12) De Sacram., vol. 1, n. 785 (Romae, 1938). 3 
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nión. Estos son: en absoluto, el Viernes Santo, y parcialmente, el Sábado 
Santo (can. 867). 

Agitada controversia se ha sostenido sobre el alcance de la cláusula 
“inter missarum solemnia, aut continuo ac statim ab eis expletis” del ci- 
tado canon. Unos le dan significación estricta, otros le conceden más am- 
plia extensión. No es del caso entrar ahora en la cuestión, pero sí quere- 
mos indicar que los redactores del Código se habían decidido por conside- 
rar el Sábado Santo día completamente litúrgico para la comunión como 
todos los demás del año; tanto, que en el esquema de 1913 enviado a los 
Obispos para su examen ni siquiera se hacía mención del Sábado Santo, 
omitiéndose el actual párrafo 3 del canon 867. 

Mas al fin, por influjo de cierto varón de gran autoridad, se puso la 
restricción mencionada. 

De entonces acá ha ido creciendo más y más la práctica de la comu- 
nión diaria, y la Iglesia ha ido facilitando su uso. ¿No sería, pues, hoy 
oportuno, siguiendo el criterio de los redactores de aquel esquema, que el 
legislador permitiese la comunión el Sábado Santo, sin restricciones, con 
la misma amplitud que los demás días del año, para no privar de este con- 
suelo a tantas almas santas como lo desean ? 


IX. ASOCIACIONES PIADOSAS 


Y ya que hemos mencionado las asociaciones piadosas, bien sería que 
se eliminaran ciertas faltas de precisión e inconstancia en el uso de los 
términos y ciertas incoherencias en algunas disposiciones, que se echan 
de ver en esta tercera parte del libro segundo del Código más que en nin- 
guna otra parte del mismo. 

Así, juega a menudo aquí la palabra erección, con vario sentido: unas 
veces se toma con significado genérico de creación o reconocimiento de 
cualquiera asociación como eclesiástica (cans. 684, 686, Siigye4 e707, SEN 
etcétera); otras, el término erección tiene significación específica, contra- 
puesta a la aprobación (can. 686, $ 1, 2; 708), y entonces erección parece 
significar constitución o creación como persona moral o jurídica, mien- 
tras que aprobación es el mero beneplácito de la autoridad competente 
pará que la asociación exista como eclestástica, aunque sin personalidad 
jurídica. | 

Asimismo ocurre varias veces la cláusula constitución ad modum. cor- 
poris organici (can. 686, $ 3; 707, $ 1), cuyo alcance en ninguna parte 
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sé determina, y resulta muy dificil definir, para discernir en particular si 
tal o cual asociación está o no constituida ad modum corporis organict. 
Los autores, unos, como VERMEERSCH (13), la explican diciendo que está 
constituida ad modum corporis organici aquella a la cual por derecho es 
esencial cierta jerarquía colegiada o magistratura que conste de presi- 
dente, consejeros, etc. Pero vemos que alguna jerarquía existe por sus 
estatutos en todas las asociaciones. A nosotros nos parece que la consti- 
tución ad modum corporis organici significa lo mismo que como persona 
moral. Pues antes del Código la constitución ad modum corporis orga- 
nici se consideraba como nota distintiva de las cofradías, que siempre son 
personas morales (14). 

Y adviértase que estas cuestiones de términos que acabamos de indi- 
car no son cuestiones de meras palabras; tienen consecuencias jurídicas de 
gran importancia, como puede verse en los lugares respectivos. 

Mayor es la dificultad en concordar las distintas divisiones que el Có- 
digo hace de las asociaciones piadosas. 

El canon 700 distingue tres clases: órdenes terceras, cofradías y pias 
uniones. En la: rúbrica del capitulo II, título 19, se dice solamente: De 
confraternitatibus et piis unionibus. Como se ve, aquí sólo se ponen dos 
miembros, y, en cambio, a continuación en el canon 707 se señalan tres: 
pías uniones, sodalicios y cofradías. 

Según las reglas de la lógica sobre la división, los miembros de ella 
deben excluirse mutuamente; aquí, sin embargo, se disponen los miem- 
bros en graduación de tal suerte, que el primero, las pías uniones, es como 
un género que contiene a las otras dos como especies; y el segundo, so- 
dalicios, es una especie suprema que contiene al tercero, cofradías, como 
última especie, aunque más excelente. 

A las pias uniones no las considera constituidas ad modum corporis 
organici; a los sodalicios y cofradías, si. Pero es el caso que de los soda- 
licios no vuelve. a ocuparse en todo el capítulo. En cambio, el canon 720 
pone a los sodalicios como término genérico, que comprende a las cofra- 
días, congregaciones y pias uniones. Y aqui aparece como única vez un 
nuevo término congregaciones, acerca de las cuales nada se dice en con- 
creto. i; 

Asi que Rg dificil discernir la diferencia especifica de las distintas 


clases de asociaciones y en qué especie hemos de incluir a las llamadas ton- 
gregaciones. 


(13) Epit. Iur Can. 1, 786. 
(14) S. Cong: del Con;, 10 nov. 1910; Acta Apost. Sed., 3, 390. 
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Célebre fué ya en el derecho antiguo la discusién sostenida el 2 de ju- 
lio de 1897 en el seno mismo de la Sagrada Congregación de Indulgencias 
acerca de la diferencia entre cofradía y congregación, sin que llegase a 
establecerse distinción precisa. Todos los canonistas convinieron en que 
uno y otro vocablo se usan muchas veces indistintamente, y que aun no 
se le ha dado por el derecho una significación precisa (15). 

Semejantes vacilaciones reinaron hasta la promulgación del nuevo Có- 
digo; y aunque éste ha procurado dar una significación más concreta a los 
términos, preciso es reconocer que aun se muestra un tanto vacilante y 
deja no poco campo a la disputa en este punto. 


X. JURISDICCIÓN PARA ABSOLVER EN LOS VIAJES AÉREOS 


Cuando se redactó el Código la aviación estaba en pañales, y no pudo, 
por tanto, el legislador dar leyes sobre absolución en los viajes aéreos, como 
legisló el canon 883 sobre las confesiones en los viajes marítimos. 

Cuando comenzaron los aéreos, algún autor (16) resolvía la cuestión cor- 
tando por lo sano: cualquier sacerdote que vaya en el avión podrá absolver 
a sus compañeros de viaje, pues hay peligro de muerte (canon 882). 

Hoy, que la aviación se ha perfeccionado tanto, no puede darse esta 
solución, ni la da ya aquel autor, porque el peligro de muerte no es mayor 
que en un viaje por mar o por tierra. Parece procedente, pues, acudir a la 
analogía de la legislación dada para el viaje marítimo. Claro está que el 
caso en la navegación aérea será más raro, por ser ella mucho más rápida 
y tomar tierra en poco tiempo. ¿Pero no convendría llenar esta laguna de 
la legislación con una ley expresa ? 


XI. RESERVACIÓN DE PECADOS 


El Concilio de Trento, en la sesión XIV, canon 11, definió que los Obis- 
pos tienen potestad para reservarse casos. 
__ Esta potestad la usaron en tan gran escala, que los confesores se que- 
jaban de no poderse sentar en los confesonarios sin licencias para reser- 


vados. 


(15) MULLAN, La Congregación Mariana, n. 9. 
(16) CAPELLO; De Poenit, 413 (ed. 1929). 
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A tal exceso puso remedio el Santo Oficio, en 13 de julio de 1916 (17), 
reduciendo la facultad de los Obispos a tres o a lo sumo a cuatro pecados, 
y estableciendo numerosos casos en que cesa la reservación, y concediendo 
a ciertos sacerdotes facultad de absolver de reservados, disciplina que pasó 
al Código. 

Hoy día se nota cierta tendencia a suprimir los reservados diocesanos. 
Asi, el Concilio Provincial de Malinas (Bélgica), celebrado el año 1920, 
bajo la presidencia del Cardenal Mercier, en el decreto 205, estableció que 
en ninguna diócesis de Bélgica hubiese casos reservados. 

En la misma diócesis de Roma, donde fuí confesor, pude enterarme 
de que en la diócesis del Sumo Pontífice no existían reservados diocesanos. 

He aquí cómo se expresa el Excmo. Sr. BLanco NÁJERA, actual Obis- 
po de Orense (18): 

“Por la simple lectura del canon se echa bien de ver que la mente del 
legislador, siguiendo el criterio tradicional de la Iglesia, es que no se pon- 
gan trabas ni limitaciones por la reservación a la potestad amplísima de 
perdonar los pecados; y que si se reserya algunos casos, sea por pura ne- 
cesidad o verdadera utilidad. Se equivocan, pues, los que creen que tener 
algún reservado en la diócesis es cosa poco menos que necesaria.” Hasta 
aquí al Sr. BLANCO NÁJERA. 

Bajo la disciplina actual del Código la reservación ha perdido casi por 
completo su eficacia para el fin por el que la permite el canon 897, que es 
extirpar algún vicio arraigado o restaurar la disciplina cristiana decaída. 

Así lo comprueba la experiencia, por lo menos en España. Cuando 
en 1916 dió el Santo Oficio el decreto sobre la reservación de casos, todos 
los Prelados se apresuraron a reducir los reservados, conservando por lo 
común tres o cuatro, lo sumo que el decreto permitía. De entonces acá ge- 
neralmente no han hecho mudanza alguna. Si la reservación fuese eficaz, 
en los treinta años transcurridos de entonces acá parece que debiera haber 
surtido su efecto, y, en consecuencia, debiera suprimirse la reservación, 
como lo prescribe el canon 897. 

A esta ineficacia contribuye el mismo Código, que deja tantas puertas 
abiertas para la absolución de reservados por cualquier confesor sin licen- 
cias para ellos, estableciendo en el canon 900 numerosos casos en que cesa 
la reservación; añadiéndose a esto las interpretaciones de los doctores, re- 
sulta que prácticamente cualquier simple confesor podrá casi siempre ab- 
solver del reservado que se le presente, porque siempre ocurrirá el grave in: 


* 


(17) Acta Apost. Sed., 8, 313. 
(18) El Código de Der echo canónico, traducido y comentado; can. 897. 
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comodo para diferir o negar la absolución, que basta para poder darla. Así 
lo reconocen autores como PRUMMER (19) y CAPPELLO (20). 

Por eso, cuando al confesor sin licencias para reservados se le presenta 
uno de estos casos, lo primero que trata es de hallar un camino para ab- 
solverle, y casi siempre le hallará. Pero esto mismo le produce angustias 
y perplejidades. 

Atendiendo, pues, a la escasa eficacia de la reservación y a las dificul- 
tades que ella crea al confesor, ¿no sería oportuna suprimirla, como ya se 
va haciendo en algunas diócesis, y no establecerla sino en algunos casos 
verdaderamente extraordinarios? 

En cierta ocasión pregunté a un secretario de Cámara: “¿Cuántas so- 
licitudes han llegado a la Curia pidiendo facultad para absolver de un re- 
servado que se le hubiese presentado a un confesor?” “Una sola”, me 
contestó, y nos causó extrañeza por lo insólito. 

Otro que fué secretario de Cámara diecisiete años me refirió que en 
todo ese tiempo no se recibió en la Curia ni una solicitud de esta clase. 

Esta ineficacia de la reservación resulta aún mayor si se trata de los 
reservados en las religiones clericales exentas. Pues el canon 519 concede 
a todos los religiosos, aun a los exentos, facultad de confesarse, ad suae 
conscientiae quietem, con cualquier confesor aprobado por el Ordinario del 
lugar; y a tal confesor le otorga la facultad de absolver al religioso aun 
de los pecados y censuras reservadas en su religión. 


XII. IMPEDIMENTOS MATRIMONIALES 


Tal vez no haya punto del Derecho mirado con tanta solicitud por Ja 
Iglesia, y sobre el cual hayan recaído tantas interpretaciones y decisiones 
de la Santa Sede, como el matrimonio. 

Es éste el sacramento de que más se abusa, y de ahí la solicitud de la 
Iglesia para que se contraiga lícita y, sobre todo, válidamente. 

A la validez se oponen los impedimentos dirimentes, los cuales clasifica 
el canon 1.042 en impedimentos de grado mayor y de grado menor; y aun- 
que no indica la diferencia específica entre una y otra clase, contentándose 
con enumerar los de grado menor, esta diferencia consiste en la mayor o 
menor facilidad de la dispensa: los de grado menor se dispensan válida- 
mente, aun sin causa; no así los de grado mayor (canon 1.054). 


* 
(19) Theolog. Mor., III, 430 (1923). 
(90). De Poenit, 597. 
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La legislación eclesiástica ha ido suprimiendo progresivamente impedi- 
mentos, numerosísimos en la Edad Media. También el Código suprimió 
algunos. ¿Pero no habrá ya llegado la hora oportuna de que la supresión 
alcance a los impedimentos de grado menor ? 


A la verdad, la triste experiencia atestigua que se contraen muchos ma- 
trimonios nulos por estos impedimentos, que con harta frecuencia son des- 
conocidos. Por otra parte, como se dispensan con tanta facilidad, aun sin 
causa, aunque en las preces se haya cometido maliciosamente el vicio de 
obrepción, alegando una sola causa, y ésta falsa, ¿no sería preferible evitar 
tantas nulidades del matrimonio, suprimiendo los impedimentos de grado 
menor ? 


Estos son: 1.” El de consanguinidad colateral en tercer grado. 2.” Afi- 
nidad en segundo grado de línea colateral. 3.” Pública honestidad en se- 
gundo grado. 4.” Parentesco espiritual. 5.” Crimen de adulterio con pro- 
mesa, o atentación de matrimonio (canon 1.042). 


De éstos se habían suprimido en el esquema de 1916 el de consangui- 
nidad en tercer grado y el de pública honestidad en segundo grado. 

Pues esta supresión que en aquel esquema habían decretado los redac- 
tores del Código y que al fin no se mantuvo en la redacción definitiva, 
¿no convendría hoy decretarla definitivamente y extenderla a los demás 
impedimentos de grado menor? 


Por la experiencia que llevo me consta que el impedimento de afinidad 
en segundo grado aun muchos párrocos le ignoran; otro tanto se diga del 
de pública honestidad en segundo grado. El de crimen en su primera fi- 
gura muy fácilmente se oculta. 

Además, hoy día el vínculo de familiaridad, que es la razón de los im- 
pedimentos de consanguinidad, afinidad y pública honestidad y parentesco 
espiritual, se ha relajado tanto, que en los grados que constituyen impedi- 
mento canónico de grado menor para nada se tiene ya en cuenta, en cuanto 
a los efectos civiles, verbigracia, la herencia ab intestato. Así, en España, 
por Real decreto-ley de 31 de enero de 1928, los consanguineos en quinto 
grado de línea colateral según el cómputo civil, equivalente al tercero ca- 
nónico mezclado con segundo, o sea los tíos y sobrinos segundos o reso- 


brinos y los primos segundos, dejaron de ser herederos legítimos ab in- 
testato. 


El de parentesco espiritual entre bautizante y bautizado sólo podrá te- 
ner lugar en el bautismo privado; pues en el solemne el ministro es el 
sacerdote o el diácono, que ya tienen impedimento absoluto de orden sa- 
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grado. Ahora bien: en el ambiente actual se considera tan poco ese vinculo 
nacido de un bautismo privado, hecho sin ceremonia alguna, y solo en caso 
de necesidad... Otro tanto se diga del parentesco espiritual nacido del pa- 
drinazgo. Por otra parte, uno y otro impedimento se fundan en una razon 
mistica: el ministro del bautismo y los padrinos son como padres espiri- 
tuales del bautizado; y no dice bien que sean al mismo tiempo cónyuges 
carnales de él. Mas esta razón mística está hoy tan fuera del alcance del 
pueblo cristiano... 

Por fin, el de crimen, en su primera figura, es, por lo general, oculto 
e ignorado. De ordinario ocurre entre concubinarios, porque uno de ellos 
dejó a su legítimo consorte y se arrimó a otra persona, prometiéndose ma- 
trimonio para cuando muriese el cónyuge legítimo. Ahora bien: lo primero 
que la Iglesia procura es deshacer ese concubinato; y el medio ordinario 
es unir en matrimonio a tales concubinarios. ¿A qué, pues, ponerles el im- 
pedimento de crimen? 

Por estas razones, ¿no sería bien acogida esta sugerencia de supresión ? 


XIII. LA ABSTINENCIA Y EL AYUNO DE CUARESMA 


El antiguo y saludable rigor del ayuno y abstinencia cuadragesimales 

ha ido relajándose sobre todo desde los comienzos del siglo xx. No vamos 
a investigar las causas. Es un hecho que no sólo los cristianos negligentes 
én sus deberes cristianos, sino también las personas pías no cumplían en 
su integridad la ley del ayuno cuaresmal. Esto no debe atribuirse sola- 
mente al decaimiento del fervor religioso, sino también a la debilitación 
de la naturaleza en los tiempos modernos y las condiciones de la moderna 
sociedad. 
Poco antes del Código la Sociedad de médicos de San Cosme y San 
Damián de Barcelona elevó una exposición a la Santa Sede manifestando, 
como médicos católicos, la conveniencia de mitigar la ley del ayuno, pues 
ellos por experiencia palpaban la dificultad de su observancia, viéndose 
obligados a excusar de ella a las mismas religiosas. 

Apenas terminada la guerra europea, hablando yo en Roma con uno 
de los redactores del Código, le manifesté mi extrañeza de que éste no hu- 
biese aminorado el número de ayunos; porque ¿quién guarda hoy la Cua- 
resma entera? Respondióme: “Si ya lo habíamos hecho, dejando sólo dos 
días por semana; pero al fin alguien propuso razones para dejarla como 
antes, y así se quedó.” 
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Estas razones eran: 
a) Que algunas sectas protestantes aun conservan el ayuno cuadra- 
sesimal, y podrían echarnos en cara que el catolicismo se ha relajado. 


b) Que la liturgia de la Cuaresma toda gira en torno al ayuno; y si 
éste se aminora, aquélla careceria de sentido. 

c) Que muchas naciones tienen ya sus indultos para disminuir los dias 
de ayuno y abstinencia. 

d) Finalmente, que los moralistas señalan numerosas causas excusan- 
tes del mismo. 

Consignóse, pues, en el Código el ayuno cuadragesimal íntegro; pero 
su observancia ha ido mermando de día en día. 

La terrible carestía ocasionada por la reciente guerra mundial movió 
al piadoso corazón de Pío XII a conceder, por medio de la Sagrada Con- 
gregación de Asuntos Extraordinarios (19 diciembre 1941), una dispensa 
general de ayunos y abstinencias para todo el mundo, exceptuando, para 
los fieles de rito latino, la abstinencia y ayuno del Miércoles de Ceniza y 
del Viernes Santo. | 


Cuatro años llevamos gozando de este amplísimo indulto, el cual ha 
sido prorrogado sine die, hasta que por nueva orden se revoque, según cir- 
cular de la Nunciatura Apostólica de España de 14 de diciembre de 1945. 


Es de temer que la costumbre en este plazo adquirida dificulte tanto 
la vuelta a la observancia de la ley, que prácticamente quede anulada. Sería 
cosa muy de lamentar; y para que el ayuno cuaresmal continúe de alguna 
manera y la liturgia de la Cuaresma conserve su sentido tradicional, nos 
ocurría proponer un plan de turno de ayunos y abstinencias, así como es- 
tablece el canon 340 el turno para la relación quinquenal del estado de la 
diócesis, que deberán hacer los Obispos a la Santa Sede; y la Sagrada Con- 
gregación de Religiosos (8 marzo 1922) (21), fijó el turno para la relación 
quinquenal que deben hacer los Superiores generales a tenor del canon 510. 

El turno para los ayunos y abstinencias de la Cuaresma, en líneas ge- 
nerales, podría ser, por ejemplo: lunes, el clero secular de Europa; martes, 
el clero secular restante; miércoles, las religiones clericales; jueves, las re- 
ligiones laicales; viernes, todos: el clero, los religiosos y el pueblo; sába- 
dos, las religiosas. 


El Miércoles de Ceniza podría obligar a todos. 
En cuanto a los otros ayunos y abstinencias de entre año, podrían ami- 


(21) Acta Apost. Sed. 14, 161. 
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norarse, dejando algunos obligatorios solamente para el clero y religiosos, 
y el del Viernes de Témporas, para todos. 

De esta manera siempre habria un grupo considerable de personas que, 
en representación de la Iglesia, ofreciese a Dios el sacrificio del ayuno y 
abstinencia, y la Cuaresma conservaría su carácter de tiempo de penitencia, 
haciéndose al mismo tiempo más suave su observancia y con más garantía 
de cumplimiento. 

Preciso sería resolver dificultades prácticas. Por ejemplo, a fin de evi- 
tar la molestia de poner comida distinta para el sacerdote y las personas 
que vivan con él, podrían todos cumplir la ley en el mismo día que el 
sacerdote. 

En España este plan ofrecería un inconveniente más serio. Desapa- 
recería prácticamente la Bula de la Santa Cruzada, con los ingresos que 
ella supone para la Iglesia española. 

Pero, en primer lugar, si el bien de la Iglesia universal aconsejase este 
plan, a él habría de sacrificarse el bien particular de nuestra nación. 

Además, no creemos muy difícil hallar un sustitutivo a los ingresos de 
la Cruzada. En nuestro derecho concordado se consideraba como una de 
las fuentes de dotación del culto el producto de la Bula de la Cruzada. 
Si ésta llegase a suprimirse, a consecuencia de miras más universales y de 
mitigación de la ley eclesiástica, quizás el Gobierno no se negaría a aumen- 
tar el presupuesto para las atenciones a que se destinaban aquellos ingresos. 

En fin, no faltarían otros arbitrios con que sufrir la merma. 


XIV. PEREGRINACIONES 


El Código contiene un título De sacris processiombus (lib. 3, tit. 17). 
Afines a las procesiones son las peregrinaciones, las cuales, sin embargo, 
no han hallado lugar en el Código. 

La Sagrada Congregación del Concilio (11 febrero 1936) (22) dió un 
decreto acerca de su organización y disciplina, que bien pudiera incorpo- 
rarse a él. y 

Una de las dificultades que experimentan los peregrinos es la relativa 
a sus confesiones, sobre todo cuando han de atravesar diócesis diversas 
y especialmente de distinta lengua, porque los sacerdotes que forman parte 
de la peregrinación de ordinario no tienen licencias para confesar fuera de 
su diócesis propia. 


(22) Acta Apost. Sed., 28, 167. 


— 317 — 


EDUARDO F. REGATILLO, S. I. 


Esta dificultad, cuando.se trata de un año de peregrinaciones a Roma, 
por ejemplo, para ganar el jubileo del 4ño Santo, resuélvela la Santa Sede 
concediendo a los sacerdotes peregrinos licencia de confesar a sus compa- 
ñeros de peregrinación, en el trayecto de ida y vuelta y durante su estancia 
en la ciudad, con tal que el sacerdote tenga de su Ordinario licencia para 
oir confesiones. 

¿No procedería hacer general y perpetua esta práctica de la Santa Sede, 
extendiéndola a todas las peregrinaciones en común, organizadas conforme 
a la norma del citado decreto ? 

No de otra manera procedió la Santa Sede en lo relativo a las confe- 
siones de los navegantes, hasta llegar a la disciplina del canon 883, aná- 
loga a la que nosotros sugerimos acerca de las peregrinaciones. 

Otro tanto nos atreveríamos a insinuar acerca de las excursiones, gi- 
ras de jóvenes exploradores, campamentos fijos o volantes y otras institu- 
ciones semejantes, tan frecuentes en nuestro tiempo. ¿No convendría que 
el sacerdote designado para el cultivo espiritual de esas juventudes tuviese 
ipso iure licencias para oir sus confesiones en cualquiera parte, con tal 
que tuviera jurisdicción de su Ordinario propio para confesar en su propia 
diócesis ? 


CONCLUSIÓN 


Tales son las sugerencias que se nos ocurre proponer; algunas más po^ 
drian añadirse. 

Con ellas no pretendemos darnos aire de innovadores, sino hacer lo 
que han hecho otros canonistas eminentes, y a la par sumisos de todo en 
todo a las disposiciones de la Santa Sede, a saber: indicar los puntos que 
nos ha sugerido el cultivo del Derecho canónico durante más de un cuarto 
de siglo y la práctica y experiencia del mismo en la resolución de tantos 
millares de consultas venidas de distintas naciones y de toda clase de per- 
sonas, por si los canonistas las, juzgan razonables y a juicio de los Prela- 
dos merecen tomarse en consideración, para que algün día pudieran pro- 
ponerse a.la suprema Autoridad de la Santa Sede. 


EDUARDO F. REGATILLO, S. I. 


Decano de la Facultad de Derecho Canónico en la 
Universidad Pontificia de Comillas 
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SUMARIO.—1. Los hechos sociales y el carácter realista del derecho—2. Alo- 
cución consistorial de Benedicto XV: cuestiones que suscit: 
del Concordato de Polonia: concordato y ley concordada. 


I. LOS CONCORDATOS ACUERDOS NORMATIVOS.—4. Tratados-contratos 
y Iratados-leyes o acuerdos normativos.—5. Concordato-convenio y concordato- 
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institucionales del concordato. 

DUALISMO Y MONISMO EN EL CAMPO CANÓNICO.—8. La tesis dualista y el mo-- 
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IT. CONCORDATO Y LEY CONCORDADA EN EL CODIGO DE DERECHO 
CANONICO.—10. El-cànon 3 y los eoncordatos.—11. El principio de la incor- 
poracion de la lev concordada por el Código y el de la reintegración del dere- 
cho común.—12. Codificación y unificación en el derecho canónico.—13. La ley 
concordada, el canon 6, n. 1 y el canon 22.—414. Derecho común y ley concordada. 


III. CONSECUENCIAS DE LA CESACION DEL CONCORDATO.—15. ¿Supre- 
sión o corrección de la norma concordada?—16. La extinción del concordato y 
la trasformación de sus elementos—-17. Principio de derecho concordatario.— 
18. Los concordatos complemento del Código: la aplicación y la adaptación del 
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Si al término de la otra guerra se dijo con razón del derecho inter- 
nacional que. se hallaba en plena evolución y hasta se llegó a hablar de su 
completa reconstrucción, no será aventurado colegir hoy que lo que habrá 
de caracterizar al período de convalecencia de la reciente guerra mundial 
será ante todo un esfuerzo constante, tenaz, desesperado por lograr la or- 
ganización pacífica de la comunidad internacional. Mas esto sólo se con- 
seguirá cuando se haya establecido sólidamente una organización jurídica 
y verdaderamente justa de la sociedad internacional: lo primero, porque 
no hay sociedad sin derecho, según reza el viejo aforismo ciceroniano: 
ubi societas ibi ius, y lo segundo, porque la justicia, la justicia como valor 
que se realiza por y en el derecho, será siempre la aspiración y el ideal 
de toda sociedad verdaderamente humana, pues sólo a condición y en la 
medida en que el derecho encarne y actúe la idea de justicia será capaz 
de producir el orden, y con el orden la paz y el equilibrio, en el seno de la 


sociedad. 


— 319 — 


LAUREANO PEREZ MIER 


1. Los hechos sociales y el carácter realista del derecho 


Pero el derecho no puede ser nunca pura idea o forma abstracta de 
la mente ni simple construcción lógica y apriorística del espíritu humano, 
sino que en todo momento el derecho tiene que construirse y edificarse 
sobre unos supuestos históricos y sobre unas condiciones de hecho que 
constituyen la infraestructura necesaria de aquél, o sea lo que se llaman 
los hechos sociales, siendo misión del derecho la de penetrar e informar 
los hechos sociales de la idea y del valor de justicia. 

Por esta dependencia de los hechos sociales en que el derecho vive, 
el derecho internacional, más que ninguna otra rama jurídica, se halla 
expuesto a los vaivenes de las grandes crisis y de las convulsiones que agl- 
tan a la Humanidad y hacen con frecuencia que los hechos transformen 
el derecho y le precedan, yendo delante de él. De ahí el carácter realista 
que debe tener en general el derecho, y que en el derecho internacional 
se convierte en una necesidad imperiosa de adaptarse a los hechos sociales, 
de tener en cuenta la realidad tal cual es, es decir, la realidad completa, 
tomando en consideración y valorando debidamente los hechos sociales con 
todos sus elementos, no solamente los materiales, sino también los espi- 
rituales. 

Esto supuesto, son tan numerosos los puntos de contacto y tan mani- 
fiestas las analogías entre el derecho concordatorio y el derecho interna- 
cional, y revisten una tal afinidad los hechos sociales con capacidad de ac- 
ción y de reacción sobre uno y otro derechos, que cuanto acabamos de 
decir sobre la estrecha relación de dependencia y de valoración de los he- 
chos sociales respecto del derecho internacional tiene asimismo aplicación 
al derecho concordatario. 


De todos es sabido cómo transformó el mapa político de Europa la 
primera guerra europea, dando origen a lo que se llamó entonces la nueva 
Europa. A consecuencia de la guerra, Alemania perdió Alsacia y Lorena 
en la frontera occidental y Posnania en el extremo oriental, donde, al cabo 
de siglo y medio, vimos renacer a la católica Polonia. Sobre el territorio 
desmembrado de la monarquía de los Habsburgo surgieron entonces los 
Estados independientes de Checoslovaquia, Yugoslavia, Hungría y Aus- 
tria; Rumania dilató considerablemente sus fronteras con retazos arran- 
cados al imperio austro-hüngaro y los Estados de Letonia, Lituania, Es- 
tonia y Finlandia se desgajaron de los límites occidentales de la Rusia 
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zarista. Todo esto sin tomar en consideración los cambios profundos obra- 
dos en la constitución orgánica y en las condiciones psicológicas de los di- 
versos Estados, cambios que afectaron incluso a naciones como Italia, Fran- 
cia y Alemania, que no habían experimentado grandes transformaciones 
territoriales. 


2. Alocución consistorial de Benedicto XV : cuestiones que suscita. 

Ante la nueva situación creada por la guerra europea, el Papa BENE- 
DICTO XV fijó la posición de la Iglesia en la alocución consistorial de 
21 de noviembre de 1921 en estos términos: “En medio de la renovada ale- 
gría de esta magnifica asamblea—dice—son muchos los graves cuidados 
que sobre Nos pesan; pero el mayor de todos es el que se refiere al orde- 
namiento de las mutuas relaciones entre la Iglesia y los diversos Estados. 
En efecto, nadie ignora que la réciente y cruel guerra ha dado vida a nue- 
vos Estados y ha ensanchado, con la anexión de nuevos territorios, los 
límites de otros Estados anteriores. Por consiguiente, y omitiendo otras 
cuestiones que Nos podríamos evocar en relación con esta materia, es ma- 
nifiesto que estos Estados no tienen ningún derecho a reclamar para'si los 
privilegios concedidos en otros tiempos por la Sede Apostólica a los ante- 
riores Estados en virtud de pactos solemnes y de concordatos, pues lo pac- 
tado entre unos no puede acarrear a los otros perjuicio ni ventaja. Vemos 
también que algunos Estados, a causa de los cambios tan profundos de las 
cosas, se han transformado tan radicalmente que, tal como son actualmente, 
no constituyen ya, según se dice, la misma persona moral con la cual había 
pactado en otro tiempo la Sede Apostólica. De lo cual se sigue naturalmente 
que los pactos y concordatos estipulados antes de ahora entre la Sede Apos- 
tólica y estos Estados no tienen ya ningún valor. 

Mas si los Jefes de las Naciones y de los Estados dichos quisieran pac- 
tar con la Iglesia conventos “en condiciones más acomodadas a las nuevas 
circunstancias de los tiempos, han de saber que la Sede Apostólica (a no 
ser que obste algún otro impedimento) no se negará a negociar con ellos 
sobre la materia, como ha comenzado ya a hacerlo con algunos. Pero Nos 
declaramos de nuevo en presencia vuestra, Venerables Hermanos, que no 
consentiremos de ninguna manera que se deslice en los concordatos nada 
que roce en lo más mínimo el honor o la libertad de la Iglesia, puesto que 


es de la mayor trascendencia, aun para la misma prosperidad temporal de 


. 
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los Estados en nuestro tiempo, salvaguardar cuidadosamente la libertad e in- 
dependencia de la Iglesia” (1). 

Las precedentes palabras de Benedicto XV, pronunciadas hace veinti- 
cinco años, revisten una actualidad que no puede ser mayor. Independien- 
temente de los cambios de fronteras producidos hasta la fecha y de los que 
puedan tener lugar en plazo próximo antes de que los pueblos europeos al- 
cancen una estabilización relativa, una cosa hay cierta, a saber: que la terri- 
ble guerra mundial de 1939 a 1945 ha trastornado profundamente las con- 
diciones políticas, sociales y jurídicas del continente y cambiado las bases 
mismas del derecho público de tal manera que no son ya las variaciones en 
las anteriores fronteras, sino la desaparición del ambiente moral y psicoló- 
gico, la desaparición de todo un clima espiritual, lo que ha cambiado la 
fisonomía de la Europa de hoy en relación con aquella otra que se organizó 


entre 1919 y 1938. 

En efecto, de los Estados anteriores a la última guerra, unos, como 
Letonia, Estonia y Lituania, han sido englobados en las fronteras de la 
U. R. S. S., al paso que otros, como Rumania, Hungría, Checoslovaquia 
y Polonia, para no mencionar siquiera a Finlandia, Bulgaria y Yugoslavia, 
se encuentran al otro lado de la cortina de acero levantada por la U. R. S. 5. 
y se han convertido, de grado o por fuerza, en Estados de signo comunista 
vasallos de Rusia. Si a esto se añade que Alemania ha dejado de ser un 
Estado para quedar reducida a simple expresión geográfica que designa el 
territorio sobre el que acampan las potencias vencedoras, que el fenómeno 
de la ocupación se repite asimismo en Austria y en Italia, si bien estos paí- 
ses tienen Gobierno propio, y no se pierde de vista tampoco el peligro en 


(1) Acta Apostolicae Sedis (AAS), t. 13, (1921), págs. 521-522: “In hac quidem renovata 
laetitia amplissimi conventus, multa sunt magnane Nobis curae, sed illud maximae quod est 
de rationibus mutuis Ecclesiam inter et civilem societatem plurifariam ordinandis. Etenim 
nemo est qui ignoret, post recens immane bellum, vel novas natas esse respublicas, vel res- 
publicas veteres, provinciis sibi adiunctis crevisse. Iam vero, ut alia omittamus quae huc 
possumus afferre, patet quae privilegia pridem haec Apostolica Sedes, per pactiones sollem- 
nes conventionesque, aliis concesserat, eadem nullo iure posse hasce Respublicas sibi vin- 
dicare, cum res inter alios acta neque emolumentum neque praeiudicium ceteris afferat. Item 
Civitates nonnullas videmus ex hac tanta conversione révum funditus novatas extitisse, adeo 
ut quae nunc est, non illa ipSa possit haberi moralis, ut aiunt, persona, quacum Apostolica 
Sedes olim convenerat. Ex quo illud natura consequitur ut etiam pacta et conventa, quae 
inter Apostolicam Sedem et eas Civitates antehac intercesserant, vim iam suam omnem 
amiserint. 

Verum si qui Rebuspublicis vel Civitatibus quas diximus praepositi sunt, velint cum Eccle- 
sia pacisci concordiam aliis condicionibus quae mutatis temporibus melius congruant, sciant 
Apostolicam Sedem—nisi quid aliam ob causam sit impedimento—non recusaturam quominus 
ea de re cum ipsis agat, ut cum aliquot iam agere instituit. Hoc autem vobis, Venerabiles 
Fratres, denuo confirimamus, in pactiones huiusmodi Nos minime passuros ut quidquam ir- 
repat quod sit ab Ecclesiae alienum dignitate aui libertate; quam quidem salvam esse et 


incolumen vehementer interest, hoc maxime tempore, ad ipsam civilis convictus prospe- 
ritatem". 1 : 
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que se debate por estos mismos días Francia de caer del lado de Moscú 
en su situación interior, todo esto será más que sobrado para medir el 
abismo que separa a la Europa actual de la Europa de hace veinticinco 
años. 

¿Un cambio tan radical como el apuntado podrá pasar sin repercusión 
sobre la suerte y el destino de los concordatos estipulados por Pio XI de 
acuerdo con las directrices Bus tan magistralmente trazara Benedicto XV 
en su alocución consistorial? ;Cuáles serán y hasta dónde llegarán esas 
repercusiones sobre los concordatos? He ahí un problema que el porvenir, 
un porvenir bien inmediato a nosotros, se encargará de ir revelando paula- 
tinamente. Lo que sí podemos afirmar es que no se trata de una pregunta 
caprichosa nuestra ni tampoco de una cuestión ociosa, como lo demuestra 
el hecho mismo de la denuncia del Concordato de Polonia de 1925. 


3. La denuncia del Concordato de Polonia 


Un comunicado del Gobierno de Varsovia de fecha 12 de septiembre 
de 1945 decía así: "El Gobierno polaco confirma que el Concordato acor- 
dado entre la Repüblica polaca y la Santa Sede deja de tener validez y que 
la ruptura ha sido provocada exclusivamente por la Santa Sede. Ella, efec- 
tivamente, durante la ocupación ha afirmado actos contrarios a las decisio- 
nes del Concordato" (2). 


No pretendemos examinar aquí las mültiples y complicadas cuestiones 
que envuelve la aplicación de la doctrina de Benedicto XV en las actuales 
circunstancias de los Estados concordatarios; otro es el tema que nos pro- 
ponemos desarrollar en el presente artículo y que, si bien se halla intima- 
mente relacionado con el primero, sin embargo es distinto de él, a saber: 
¿cuál es la suerte o el destino de la norma concordada? 

Quede, pues, claramente afirmado que no tratamos en ningün modo de 
inquirir cuales concordatos continüan en vigor y cuáles se hallan afectados 
de caducidad jurídica, constituyéndonos en jueces de aquella permanencia 
o de esta caducidad. Aun circunscrita la cuestión a un solo concordato, 
creemos que no sería tarea propia de esta revista suscitar el tema en el 
momento presente y que no debe un simple escritor, por autorizado que él 
fuera, incurrir en tamafia osadia en tanto que las pars interesadas no ha- 
yan planteado la cuestión. 


(3) «p Osservatore Romano", A propósito del Concordato polaco, traduccion ENE en 
“Ecclesia” (Madrid), t. 5 (1945), págs. 327-328. 
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Otra enteramente es la naturaleza del tema por nosotros propuesto. No 
se trata ya de fallar sobre la vigencia o la caducidad de un concordato de- 
terminado, con el consiguiente juicio sobre factores de hecho—la quaestio 
facti—, más propio de la autoridad del juez que de la competencia cientí- 
fica del escritor; plantéase, por el contrario, un tema estrictamente doctrinal 
y de alcance general, cual es el de la relación que guarda la ley concordada 
con el concordato en sí; en otros términos, se trata de dilucidar si la ley 
concordada es o no distinta del concordato y si derogado o caducado el 
concordato puede o no subsistir y hasta qué punto y en qué condiciones 
subsiste la ley concordada. 


Tema interesante, como se ve, y de extensas perspectivas que para nada 
roza la doctrina de Benedicto XV, la cual se refiere concretamente a deter- 
minadas causas de caducidad de los concordatos y, más particularmente 
aún, de algunos privilegios contenidos en los concordatos anteriores a la 
guerra europea. 


LOS CONCORDATOS, ACUERDOS NORMATIVOS 


Como no tratamos de abordar el problema de la naturaleza jurídica del 
concordato, pues el simple intento de revisión de las diversas doctrinas en 
orden al replanteamiento de la teoría concordataria nos apartaría del tema 
propuesto en este momento, tomamos como punto de partida en nuestra 
exposición el siguiente principio, alrededor del cual no deben existir ya 
hoy, según creemos, discrepancias fundamentales entre los juristas y cano- 
nistas católicos: 


Los concordatos son tratados o convenios püblicos de carácter norma- 


tivo que se estipulan entre la Iglesia y el Estado con igualdad de efectos 
jurídicos para ambas partes. 


La evolución de las teorías concordatarias desde la rígida formulación 
del Cardenal Tarquini, con su concordato como simple ley pontificia —justa 
réplica en su día a la teoría legal de los juristas laicos—, hasta llegar en el 
momento presente al concordato como acuerdo normativo se halla en parte 
influida y determinada por una evolución paralela de las doctrinas del de- 
recho püblico en los juristas y los internacionalistas. | 


Mos 
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4. Tratados-contratos y tratados-leyes o acuerdos normativos 


La doctrina en otro tiempo profesada con carácter casi general por 
internacionalistas y canonistas que consideraba los tratados como simples 
contratos de derecho privado entre personas soberanas está ya felizmente 
superada mediante la distinción entre tratados-contratos y tratados-leyes 
o acuerdos normativos. 

Según esta doctrina, las estipulaciones contenidas en los tratados pue- 
den ser de dos clases: a) las hay que imponen prestaciones concretas, par- 
ticulares, que se extinguen con el cumplimiento de la prestación convenida 
(cláusulas contractuales); b) y hay otras que se proponen crear verdaderas 
normas o reglas de derecho comunes a las partes, las cuales no se agotan 
ni extinguen en una realización particular, sino que, de naturaleza perma- 
nente, son susceptibles de renovación e imponen una conducta determinada, 
ora a los órganos del Estado o de la Iglesia, ora a los súbditos en general, 
y tienen, por tanto, la virtud de modificar la legislación particular de las 
partes. Así, por ejemplo, en los concordatos ellas modifican la legislación 
canónica y la legislación civil para establecer una norma conjunta de de- 
recho a la vez canónico y civil (cláusulas normativas). 

Los tratados cuyas estipulaciones son del primer género reciben la de- 
nominación de tratados-contratos porque son de naturaleza análoga a los 
contratos de derecho privado y, como ellos, producen simples derechos sub- 
jetivos en las partes. Tales son, verbigracia, los tratados traslativos de pro- 
piedad o que contienen cesiones de territorios y los que se refieren a esti- 
pulaciones financieras y, en general, los que tienen por objeto pum obli- 
gaciones particulares de dar, hacer o no hacer algo. 

Los acuerdos normativos, por el contrario, tienen por objeto crear no 
simples derechos subjetivos a cargo de las partes, sino reglas generales de 
conducta, normas permanentes de obrar, situaciones jurídicas generales de 
aplicación constante, como la ley o el reglamento, que entran en acción 
cada vez que se verifican las condiciones previstas y requeridas para su 
ejercicio. Pertenecen a esta clase los tratados o las estipulaciones que im- 
ponen un modo de obrar o un comportamiento determinado, una regla ge- 
neral de conducta, y, como tales, son capaces de abrogación y de modifi- 
cacion. 

-No hay que decir que El mismo tratado puede contener EE. 
contractuales y estipulaciones normativas, dando así lugar a los llamados 


tratados mixtos. 
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s. Concordato-convenio y concordato-ley o ley concordada 


Segtin creemos, no existe actualmente un solo canonista que no admita 
la condición de ley propia del concordato y que no coloque el carácter nor- 
mativo por encima de la misma cualidad de convenio o de contrato. 

Citemos solamente algunos : 


WERNZ, que es el portavoz de la escuela del Colegio Romano y de la 
Universidad Gregoriana, define así el concordato: “Ley pontificia y civil 
dada a una determinada nación para ordenar las relaciones entre la Tglesia 
y el Estado en materia de alguna manera concerniente a ambas potestades 
o sociedades, la cual tiene fuerza de pacto püblico entre la Sede Apostó- 
lica y el Estado, pacto que es obligatorio para ambas partes" (3). 


Dupon, defensor, asimismo, de la teoría privilegiaria, escribe: “Se en- 
tiende por concordato el acto o convenio por el que las potestades eclesiás- 
tica y civil definen el estatuto legal de las personas y de las cosas de la 
religión católica para un tiempo y un pais determinado... En todo concor- 
dato hay un elemento contractual y un elemento legislativo; los textos lo 
prueban y lo reconocen los autores" (4). 


La misma doctrina en RENARD: “Se ha sostenido que la Iglesia no se 
obliga jurídicamente con el Estado por la firma del concordato. Los con- 
cordatos no son sino privilegios concedidos por el Papa, privilegios que 
en estricta justicia no pueden de ningün modo obligarle desde el instante 
mismo en que comiencen a aparecer en contradicción con la libertad nece- 
saria a la Iglesia... A esto contestamos: lo mismo da que los concordatos 
sean puras concesiones graciosas de parte de los papas; la cuestión es indi- 
ferente desde el punto de vista jurídico, puesto que se obliga lo mismo por 
.las disposiciones a título gratuito que por las operaciones a título oneroso. 
Es claro que la Santa Sede no puede considerarse obligada a perpetuidad 
por el concordato mientras el Estado contratante cumpla sus obligaciones; 
pero esto no es sino el derecho común de todo convenio diplomático" (5). 


(3). F. X. WERNZ; Ius decretalium (Romae 1905), t. I, n. 165 II, pág. 216: “Lex pontificia 
et civilis lata pro particulari quadam republica ad ordinandas, relationes inter Ecclesiam et 
Statum circa materiam aliqua ratione utramque potestatem sive societatem concernentem, quae 
adiunctam habet vim pacti publici inter Sedem Apostolicam et illam rempublicam initi et 
utramque partem vere obligantis". WERNZ-VIDAL, Ius Canonicum, t. I (Romae 1938), n. 916 
II, pág. 297. F. CAPPELLO, Summa iuris publici ecclesiastici (Romae 1932), n. 401, pág. 401. 
ETE: REGATILLO, Concordatos (Santander 1934), n. 42, págs. 32-35. 

(4). P, Dupon, Concordat (Dictionnaire apologétique de la foi catholique, t. 1, cols. 628-631). 

(5) G. RENARD, Concordats (Dictionnaire de théhologie cotholique, t. 3. col. 729: “On a soutenu 
en effet que l'Eglise ne. s'engage pas juridiquement envers VEtat en signant un concordat. 
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[T: e x q - Ae 3 e 
Ius Pontificium”, revista romana de Derecho canónico, escribe asi- 
mismo: 


“Los concordatos son casi siempre pactos mixtos por los que cada uno 
de los contrayentes, en primer lugar, reconoce algo que interesa a la otra 
parte, tutelando o no juridicamente aquel reconocimiento, y, en segundo 
lugar, deroga en algo el derecho propio y promete hacer algo en favor de 
la otra parte... Todo lo pactado por el concordato, y precisamente según 
el tenor del pacto, desde el momento mismo que éste se corrobora. por la 
ratificación, se convierte ipso facto en derecho público de ambos contra- 
yentes” (6). ; 

Pero es a WAGNON a quien corresponde el mérito de haber traído al 
primer plano el carácter normativo de los concordatos en cuanto acuerdos 
diplomáticos: “El concordato es un convenio que se celebra entre el poder 
eclesiástico y eł poder civil para reglamentar sus mutuas relaciones en las 
múltiples cuestiones en que tienen que encontrarse mutuamente. Es un tra- 
tado bilateral nacido del acuerdo, de voluntades y por el que se establece 
una regla de derecho que es obligatoria en justicia para ambas partes en 
cuanto a su conservación y a su cumplimiento, un convenio solemne que 
instaura entre las dos autoridades llamadas, por títulos diversos, a regir 
las mismas personas un régimen de unión, de concordia y de colaboración 
altamente provechoso no sólo para los súbditos que se benefician del mismo, 
sino todavía más para la religión y para la misma sociedad civil” (7). 


CREUSEN se adhiere a la doctrina formulada por WacnoN: “Este, fun- 
dado en los mejores argumentos, sostiene que el concordato es un convenio 
diplomático entre la Santa Sede y el Estado por el que no solamente se 
imponen a las partes ciertas prestaciones mutuas, sino que se da vida a una 
ley interna común a ambas partes” (8). 

Lo mismo viene a decir PERUGINI: “Si se examinan todas y cada una 
de las prescripciones contenidas en los concordatos recientes, es evidente 


Les concordats ne sont que des priviléges accordes par le pape, priviléges que, d'aprés la 
stricte justice, ne le lient pas lui-méme, des gu’ils lui apparaissent comme inconciliables avec 
la liberté necéssaire de PEglise... Nous répondons: peu importe que Jes concordats soient de 
Ja part des papes de pures concessions gracieuses; la question est indifférente au point 
de vue juridique; on s'oblige égalment par les dispositions 4 titre gratuit et par les opérations 
4 titre onéreux. Il est clair que le saint-siége ne peut se considérer comme lié a perpétuité 
par un concordat tant que l'Etat contractant en remplit les obligations; mais c'est lá le 
droit commun a tonte convertion diplomatique"). 

(6) “Ius Pontificium", De apud varias nationes Ecclesiae conditione iuridica inquisitio, 
Romae, t. 9 (1929), pag. 271.° 

(7). H. WAGNON, Concordats et droit international (Gembloux 1935), pag. 23. y 

(8) A. VERMEERSCH-J. CREUSEN, Epitome iuris canonici, te I (Mechliniae-Romae 1937), n. 73, 


pág. 68. 
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que no se trata de meras concesiones o privilegios concedidos al Estado, 
sino de una legislación común establecida en servicio de la comunidad” (9). 

Finalmente, Naz recoge, haciéndola suya, la teoría propuesta por Wac- 
non: “Todo concordato—comienza diciendo—es a un tiempo ley civil y 
ley religiosa.” Y luego añade: “La manera como se han negociado, redac- 
tado, firmado y ratificado en todas partes los concordatos es tan seme- 
jante en todos y cada uno de sus detalles a lo que se verifica en los tratados 
diplomáticos, que casi no parece imaginable que'unos y otros no deban con- 
siderarse por ambas partes como pertenecientes exactamente a la categoría 
perfectamente definida de los convenios sinalagmáticos dentro del Derecho 
público” (10). 

Resulta, pues, meridiano como la luz que los concordatos tienden a 
asegurar el buen orden y la paz entre la Iglesia y el Estado; mas para eso 
lo que directamente-se proponen, lo que inmediatamente tienen por objeto, 
es crear una regla común de conducta e imponer un modo armónico de 
obrar a los órganos y a los miembros de las sociedades eclesiástica y civil. 


6. La soberanía de las partes en presencia 


La reglamentación contenida en los concordatos no puede proceder 
por separado de una cualquiera de las partes, sino que, en cuanto la norma 
concordada rebasa la competencia de cada una de ellas, tiene que ser ne- 
cesariamente la obra conjunta de ambas y el resultado de un concierto o 
convenio de las voluntades de una y otra sociedad. 

Cierto que la Iglesia se presenta a sí misma como sociedad jurídica- 
mente perfecta y, como tal, completamente independiente del Estado y 
soberana; pero al mismo tiempo ella afirma el deber en que se encuen- 
tra de' respetar la soberanía del Estado en su esfera, y asi como el Estado 
no puede reglamentar los asuntos propios de la Iglesia, ella tampoco tiene 
derecho a intervenir directamente en los asuntos políticos en cuanto son 
propios del Estado. 

El análisis de las cláusulas concordatarias demuestra que si unas, la 
mayor parte si se quiere, solamente pueden emanar de la suprema auto- 


(9) A. PERUGINI, en “Apollinaris”, Romae, t. 10 (1937), pág. 605. 

(10) R. Naz, Concordat (Dictionnaire de droit canonique, t. 3, col. 1369: “Or, la maniére 
dont les pactes concordataires sont partout négociés, védigés, signés, ratifiés est tellement 
semblable en chacun de ses détails á ce qui s'accomplit pour les traités diplomatiques qu'il 
parait á peine imaginable que les uns et les autres ne soient pas considérés par cachun de 
ceux quí les contractent comme appartenant exactement á la clase Pe EN définie des 
conventions synallagmatiques dans le domaine du. droit public”). 
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ridad eclesiastica, hay otras, en cambio, que necesitan del consentimiento 
del Estado y que sin su aprobacién o carecen por completo de valor o, por 
lo menos, no tienen la misma fuerza de obligar. 


Efectivamente, que el Estado en si y por si adolece de incapacidad 
para intervenir en los nombramientos eclesiásticos o para mezclarse en 
las divisiones territoriales de la Iglesia, es cosa tan clara como lo es asi- 
mismo que solamente la autoridad eclesiástica puede imponer a las per- 
sonas o a las cosas eclesiásticas limitaciones u obligaciones especiales cual 
el juramento de fidelidad o la obligación de recitar determinadas preces 
y Otras muchas disposiciones concordadas que modifican y derogan par- 
cialmente el derecho canónico. 


Mas de otro lado contiénense en los concordatos disposiciones en favor 
de la Iglesia que, en cuanto constituyen prerrogativas o derechos divino- 
naturales de ésta, no hacen sino enunciar lo que son deberes u obligaciones 
naturales por parte del Estado; así, por ejemplo, el reconocimiento de la 
personalidad, de la libertad e independencia de la Iglesia y de su jurisdic- 
ción espiritual, así como la ayuda y protección del Estado; pero tampoco 
faltan del todo otras disposiciones, como, por ejemplo, las referentes a las 
dotaciones eclesiásticas, a la renuncia de ciertos derechos legítimos, a una 
protección especial del ministerio o de los actos eclesiásticos y otras, que no 
constituyen obligaciones de derecho divino-natural. 

Esto sin considerar que, con frecuencia, tanto los derechos como las 
obligaciones de derecho natural, por sí solos, resultan genéricos e indeter- 
minados e incumbe al derecho positivo humano su ulterior especificación 
y determinación, la cual se lleva a cabo por medio de la ley o de las esti- 
pulaciones de los concordatos. Así, verbigracia, la patria potestad y tam- 
bién el derecho de propiedad y el derecho de herencia son instituciones de 
derecho natural, y, sin embargo, eso no quiere decir que se pretenda bau- 
tizar como derecho natural el derecho de familia, ni el estatuto legal de 
la propiedad o el derecho de herencia en la reglamentación variadísima 
que aquellos institutos naturales reciben en los diversos códigos civiles de 
los Estados. 

Más aún: el mismo reconocimiento positivo, tal como se contiene en 
los concordatos, de una obligación natural no se puede afirmar que sea 
siempre y en todo caso debido por derecho natural o divino, puesto que, 
según declara VITORIA, “los príncipes y los pueblos no están obligados ni 
se los puede obligar a lo más perfecto de la vida cristiana, sino solamente 
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a la ley cristiana dentro de ciertos limites” (11); y esto aparte, pueden 
producirse tales circunstancias que incluso cese la obligación de derecho 
divino-natural (12). . 

Además, cuando el Estado reconoce y sanciona positivamente por el 
concordato una obligación divino-natural, como la protección de la Igle- 
sia, impone a sus propios órganos, en cuanto le están subordinados, un 
particular comportamiento y un determinado modo de obrar, a la manera 
como la ley eclesiástica, que reconoce y sanciona un precepto de derecho 
divino o de derecho natural, impone al juez la protección del mismo; pero 
tanto la protección que presta el juez como el comportamiento señalado 
a los órganos del Estado o de la Iglesia no emanan formalmente del de- 
recho divino o natural, sino que vienen impuestos por la ley eclesiástica 
o por el concordato, respectivamente (13). 

En cuanto a las materias o cosas mixtas en las cuales la Iglesia y el 
Estado ‘son simultáneamente competentes, aunque bajo diverso aspecto, 
tales como el matrimonio, la educación, la capacidad jurídico-económica 
de la Iglesia y de los entes eclesiásticos con el estatuto jurídico de la pro- 
piedad eclesiástica, la dotación del culto y clero, de los seminarios, etc., 
etcétera, su mismo carácter demuestra que la reglamentación concordada 
no puede proceder de una sola de las partes, sino que debe ser fruto del 
acuerdo mutuo de las partes. 

Hay que reconocer, por tanto, que algunos tratadistas de derecho pú- 
blico eclesiástico se expresan de forma demasiado absoluta si afirman que 
el Estado por los concordatos no promete o no hace en relación con la 
Iglesia nada a lo que no venga ya obligado por derecho divino-natural. 

(11) F. PE VITORIA, Relección de Ecclesia prior, n. 14: “Non enim tenentur nec Principes 
nec Populi ad optimam rationem vitae Christianae, nec ad hoc possunt cogi, sed solummodo 
ad servandam legem Christianam intra certos limites et terminos.” Relecciones teológicas del 
Maestro Fr. F. de Vitoria, edic. por L. G. Alonso Getino, t. 2 (Madrid 1934), pág. 80. 

(12) F. CLAEYS-BOUAERT et G. SIMENON, Manuale iuris canonici, t. 1 (Gandae et Leodii 1934), 
n. 122, pág. 75:. "Si agitur de tutela positiva Ecclesiae promissa vel de positiva agnitione 
eius divinitatis, sane ex natura rei illa obligatio concordati, cessante obligatione ipsius legis 
divinae, pariter cessat. Hoc accidere potest, si propter nova et infausta adiuncta, illa positiva” 
officia sine magno discrimine amplius praestari nequeant." N. 68, pág. 41: “Ubi finis aliquis 
qui de coetero non pertinet ad primariam et essentialem Status missionem, intendi nequit, 
nisi cum certa sequela producendi potius malum quam bonum, potest imo debet Status a 
talis finis prosecutione abstinere. Atqui aliquando hoc periculum incurreretur, si Status om- 
nes actus adimplere vellet qui ex intima cum Ecclesia unione sequuntur .Ergo." 

(13) A. VAN HOVE, Prolegomena ad Codicem i. c. (Mechliniae-Romae 1928), n. 49, pág. 39: 
"Positive tueri iura ex sola lege positiva divina oriunda quae ad potestatem. socialem Ecclesiae 


pertinent, iudex ecclesiasticus non tenetur, nisi quantum lege ecclesiastica praecipitur (can. 


1667)". N. 48, págs. 45-46: "Iura autem naturalia positive tueri iudex tantum tenetur, quan- 
tvm lege ecclesiastiea praescribitur." ) 
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CARACTER INSTITUCIONAL DEL CONCORDATO 


Mas con haber afirmado que el concordato tiene que ser fruto de un 
concierto de voluntades, del acuerdo de la Iglesia y del Estado, no está 
dicho todo ni mucho menos. Se hace necesario además traer al primer 
plano la unidad del concordato, su unidad como convenio y su unidad 
como ley y poner al descubierto el nexo que une ambas cualidades y las 
relaciones que guardan entre sí el convenio y la ley; en una palabra, com- 
probar su carácter institucional. 


7. La unidad y los caracteres institucionales del concordato 


Con referengia a este punto conviene decir que si la tesis de WERNz 
constituyó no pequeño mérito para su tiempo en cuanto contribuyó a es- 
clarecer la doctrina concordataria asignando naturaleza y efectos jurídi- 
cos diversos a las varias cláusulas concordatarias, para lo cual distingue 
en el concordato las cosas temporales que producen obligación de justicia 
conmutativa estricta, de los simples privilegios concedidos por la Santa 
Sede, los cuales no pueden producir derecho estricto, sino simples dere- 
chos adquiridos—iura quaesita—; pero con todo, y en honor de la verdad, 
se hace necesario añadir que al gran canonista romano, y con él a sus ac- 
tuales seguidores, se les ha perdido por el camino de aquellas distinciones 
algo tan importante como la unidad del concordato en cuanto negocio ju- 
rídico y la unidad de la ley. En efecto, ¿quién duda que tanto las cláusu- 
las que corren a cargo de la Iglesia como las obligaciones que asume el 
Estado, unas y otras se hallan unidas para constituir juntas el concordato, 
que es tanto como decir un solo convenio y una ley única? Y no habiendo 
entre ellos, como no lo hay, nadie que admita tantos convenios como ar- 
tículos o tantas leyes distintas e independientes entre si como son las clau- 
sulas que se contienen en el concordato, sin embargo, es lo cierto que 
unos y otros se detienen en el carácter fragmentario de éstas y aquéllos 
sin que la teoría tenga una sola consideración para la unidad del con- 
cordato. 

Se ha dicho con razón que los concordatos modernos, y especialmente 
los contemporáneos, suministran precisiones inéditas en orden al esclare- 
cimiento de la teoría concordataria (14). Veámoslo. 


* koc 


(14) Naz, Concordat, cols. 1369-1370. 
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Si tomamos uno cualquiera de los concordatos recientes, el de Portu- 
gal, por ejemplo, nos encontramos con expresiones de un valor y signi- 
ficación extraordinarios. Dice así el preámbulo: 


“Su Santidad el Sumo Pontífice y Su Excelencia el Presidente de la 
República Portuguesa, para regular de mutuo acuerdo y de modo estable 
la situación jurídica de la Iglesia católica en Portugal en orden a la paz 
y al mayor bien de la Iglesia y del Estado, han resuelto concluir un so- 
lemne convenio que reconozca y garantice la libertad de la Iglesia y sal- 
vaguarde los legítimos intereses de la nación portuguesa.” 


Creemos que la contemplación del texto anterior a la luz de la teoría 
institucional del derecho descubre en el concordato los rasgos esenciales 
y los trazos precisos de la institución. Aparece en primer lugar: 

a) La idea de obra o de empresa, el fin comunal: “... regular de 
mutuo acuerdo y de modo estable la situación jurídica de la Iglesia en 
Portugal”. 

b) Un bien permanente, que no es otro que el bien común—bonum 


commune—: “... en orden a la paz y al mayor bien de la Iglesia y del 
Estado” 


c) Una organización, una autoridad, un sistema de normas o de re- 
glas: “... han resuelto concluir entre sí un solemne convenio” 

d) Una comunión en la obra o empresa, que se traduce en un juicio 
y un querer común y objetivado: “de mutuo acuerdo”, “han resuelto 
concluir entre sí un solemne convenio” 

"e) Y esto con caracteres de estabilidad y permanencia: “... que re- 
conozca y garantice la libertad de la Iglesia y salvaguarde los legítimos 
intereses de la nación portuguesa” (15). 

Una vez admitido el carácter institucional del concordato desaparece 
el conflicto entre el convenio y la ley, como el mismo carácter institu- 
cional en el matrimonio resuelve la antinomia entre el contrato (acto 
de voluntad) y la indisolubilidad del vínculo o el estado de vida, entre 
los votos religiosos (acto de voluntad igualmente) y el estado religioso. 

Así como en el matrimonio se distingue el matrimonio in fieri o con- - 
trato matrimonial (16)y el matrimonio im facto esse, o sea el vínculo ma- 


(15) J. RUIZ GIMÉNEZ, La concepción institucional del derecho (Madrid 1944), págs. 366-369. 

Los mismos elementos en el Concordato dustríaco: a) idea de obra o empresa: “regular de 
manera estable la situación jurídica de la Iglesia Católica en Austria”; b) bien común per- 
manente: “para el mayor bien de la vida eclesiástica y religiosa"; c) un sistema de normas: 
“han resuelto concluir un solemne tratado”; d) comunión en la idea: “concordes en el deseo 
(de regular de nuevo), en mutua inteligencia). 

(16) Can. 1.081: "Matrimonium facit partium consensus..." 
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trimonial (17); así también podemos distinguir el concordato in fieri, que 
consiste en el pacto o convenio entre la Iglesia y el Estado, y el concor- 
dato in facto esse—concordato-convenio, concordato-ley—, que es la ley 
a la vez eclesiástica y civil creada por el convenio entre la Iglesia y el 
Estado. Aquí, pues, como allí el contrato, el convenio es la causa que 
produce y da vida al efecto, que es el vínculo, la ley, es decir, la insti- 
tución. 

Desde este punto y enfocada a esta luz adquiere pleno sentido la doble 
definición de WERNZ: el concordato es el convenio solemne (concordato- 
convenio) destinado a instaurar un régimen de concordia y de colabora- 
ción entre la Iglesia y el Estado mediante una ley común, a la vez ecle- 
siástica y civil (concordato-ley), de la que se benefician no sólo los süb- 
ditos (católicos y ciudadanos), sino las mismas sociedades en cuanto que 
uno y otra se ordenan al bien comün de ambas sociedades: la eclesiástica 
y la civil. 


DUALISMO Y MONISMO EN EL CAMPO CANÓNICO 
8. La tesis dualista y el monismo de los canonistas 


Mas si se puede decir que hasta ahora todos los.canonistas están con- 
formes en admitir que los concordatos son a la vez convenios y leyes, no 
lo están ni mucho menos al determinar la relación existente entre el con- 
cordato-convenio y el concordato-ley, pues la gran mayoría de ellos en- 
sefia que la ley es distinta del concordato, y tan distinta que puede sub- 
sistir con entera independencia de aquél. Sin embargo, un grupo menos 
numeroso, pero de calidad, defiende recientemente que la ley es insepa- 
rable del concordato y que no pueden subsistir el uno sin la otra, trasla- 
dando así al campo canónico y a los concordatos una vez más la contro- 
versia, hoy más aguda que nunca, en la doctrina internacional entre la 
tesis dualista y el llamado sistema monista, que profesa la primacía del 
derecho internacional sobre el derecho interno. 

Hemos dicho que los canonistas en gran mayoría patrocinan una po- 
sición netamente dualista, y no hace falta detenerse demasiado en probarlo. 
Unicamente por vía de ejemplo aduciremos tres testimonios, que van de 
WERNz a Van Hove pasando por CHELODI. 


(47) Can. 1.110: *Ex valido matrimonio enascitur inter coniuges vinculum natura sua 


perpetuum..." 
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WERNZ escribe: “Para que el convenio sea eficaz respecto de los súb- 
ditos tiene que ser promulgado como ley en uno y otro fuero. Los con- 
cordatos, pues, tienen fuerza y valor de ley eclesiástica y civil” (18). 


CHELODI, a su vez, dice: “El concordato es un convenio o pacto pú- 
blico que se celebra entre la Iglesia y el Estado para ordenar sus mutuas 
relaciones en materias de interés común de ambos... Después, el convenio, 
para que obligue a los súbditos, tiene que ser promulgado como ley ecle- 
siástica y civil. Por tanto, tiene también el carácter de ley, la cual sub- 
siste jurídicamente por sí hasta su abrogación explícita por otra ley” (19). 


Van Hove, lo mismo: “Realmente el concordato es simultáneamente 
convenio y ley eclesiástica y civil. Sin embargo, pueden existir lo uno sin 
lo otro, pues el concordato antes de su promulgación obliga a las partes 
contratantes; y cuando cesa el concordato, como quiera que sea, no por 
eso cesa la ley eclesiástica o civil, como la cosa accesaria sigue a la prin- 
cipal. Porque la obligación de los súbditos nace directamente de la ley y 
no del pacto; pero la ley cesa por revocación expresa y, al menos en de- 


recho canónico, también por revocación tácita. Unicamente al legislador 
incumbe cambiar la ley” (20). 


WAGNON, y tras él Naz, de los canonistas, se colocan resueltamente 
al lado de los internacionalistas que defienden la primacía del derecho in- 


ternacional y del derecho concordatario sobre el derecho interno y com- 
baten el dualismo jurídico. 


“El principio de la primacía del derecho internacional —escribe LE Fur— 
es hoy universalmente reconocido; lo es casi sin excepción por la doctrina, 
y lo es también por el derecho internacional positivo: por la costumbre in- 
ternacional para el conjunto de los Estados y por textos concretos para los 
miembros de la Sociedad de Naciones... Sin embargo, en caso de conflic- 
to entre ambos derechos, se reconoce generalmente que prevalece la legis- 


(18) WERNZ, Ius decretalium, 1. 1, n..165 II, págs. 215-216: “Consensio vel conventio ut 
sit effleax pro subditis, in utroque foro tanquam ler est promulganda. Quare concordata 
‘habent’.praeterea, vim atque -auctoritatem legis ecclesiasticae et .civilis”. (W.-Vidal, ob. cit, 
n. 216 II, pág. 296.) l i , " 

(19) J. CHELODI, Ius de personis (Tridenti, 1926), n. 33, pág. 58: “Concordatum est con- 
ventio inter Ecclesiam) et, Statum, eorum relationes circa materiam quae utriusque interest 
ordinans, publico pacto inita... Conventio deinde, ut subditos obliget, tamquam lex eccle- 
siastica et civilis. esi promulganda. Quare etiam hanc rationem habet, quae iuridice per se 
stat usque ad explicitam abrogationem per aliam legem." i an 

(20).. VAN Hove, Prolegomena ad Codicem, n. 71, pág. 63: “Re vera concordatum est si- 
mul conventio et lex ecclesiastica et civilis. Unum tamen sine altero subsistere potest. Et- 
enim concordatum, ante suam promulgationem, ligat paciscentes; cessante quoquo. modo con- 
cordato, non ideo desinit lex ecclesiastica vel civilis, quasi accessorium sequeretur principale. 
Etenim obligatio subditorum directe oritur ex legé, non ex ipsa pactione; cessat autem per 


revocationem ipsius legis sive expressam, sive in iure canonico saltem, tacitam. Solius le- 
gislatoris est legem nutare.” 
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iacion interna y que es ésta la que el juez debe aplicar, dejando a salvo 
el compromiso de la responsabilidad internacional del Estado, si es que 
ha habido violación del derecho internacional” (21). 

“El convenio concordatario—escribe WAGNON-——es esencialmente el me- 
dio de que se sirven la Iglesia y el Estado para establecer en mutua coope- 
ración un conjunto de disposiciones normativas que constituyen una re- 
glamentación única que tiene pleno valor a la vez en el orden interno ecle- 
siástico y en el civil. Por el hecho mismo de adoptar semejante reglamen- 
tación en un tratado solemne, las partes contraen, en virtud de la norma 
superior pacta sunt servanda, una obligación: de derecho público externo 
(de orden internacional, se diría entre Estados) que les obliga a hacer esta 
reglamentación ejecutiva por el acto de su publicación y a mantener en 
adelante su plena eficacia. Por eso en el lenguaje corriente la palabra con- 
cordato es un término anfibológico que unas veces designa el tratado mis- 
mo y otras la legislación interna a la cual da origen” (22). 


Y Naz escribe: “La ventaja del sistema monista está en asegurar la 
primacía del derecho concordatario que se impone a las dos partes contra- 
tantes en su actividad respectiva y en sustraer el concordato a la posibilidad 
de una denuncia unilateral, mediante la necesidad del concurso de ambas 
partes para la cesación lo mismo que para su formación” (23). 


9. Nuestra posición 


No podemos ahora seguir paso a paso la sólida argumentación de 
WaGNON y la destreza con que desenvuelve su tesis, principalmente contra 
el dualismo de los internacionalistas. Limitando, pues, la consideración a 
los concordatos, concretamos nuestra opinión en los puntos siguientes : 

I. El concordato, como convenio diplomático entre la Iglesia y el Es- 
tado, que, se concierta en un plano de igualdad jurídica, constituye un 
acuerdo normativo que crea derecho entre las partes en virtud del principio 
«de derecho natural—que'es a la vez el primer principio y la regla funda- 
mental del derecho internacional positivo—: pacta sunt servanda. 

2. El acuerdo y el concierto de voluntades entre la Iglesia y el Estado 
ta communis voluntas—hace surgir el concordato como institución, pero 
no crea crea una sociedad pipere con poderes específicamente diversos, al 


(21) L. Le Fur, Le devéloppement mtori te du droit international, “Recueil des cours 
de VAcadémie de droit internacional de la Haye”, t. 41 (1932), págs. 559-562. 

(99) WaGNON, Concordats et droit international, pág., 225. 

(23) Naz, Concordat, col. 1.360. 
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modo como el contrato matrimonial produce la sociedad conyugal con su 
propia autoridad, la potestad marital, que no se contenia anteriormente en 
el varón, y cuyos poderes específicamente diversos surgen naturalmente 
con la institución familiar, o como el hecho de la paternidad, produce na- 
turalmente la patria potestad, autoridad natural de la sociedad paterno- 
filial. 

3. El concordato, como institución que por su umidad tiende intrinse- 
camente de una manera directa e inmediata al bien común de ambas so- 
ciedades, no puede tener otra causa ni otra autoridad que la communis vo- 
luntas, el acuerdo mutuo de la Iglesia y el Estado. 

4. Esto supuesto, es esa misma communis voluntas, como lazo que 
une, ata y funde los elementos varios del concordato en la unidad de la 
institución, la que hace que, a causa de la unidad del concordato, y en 
tanto esa unidad subsista jurídicamente, pertenezca a la soberanía de cada 
una de las partes imponerlo todo entero y a la vez como ley a los órganos 
que le están subordinados y a los súbditos, sin que esta función corres- 
ponda a otra autoridad distinta y superior, puesto que ella no es posible 
entre la soberanía y los órganos a ella subordinados. 

5. En tanto subsista el concordato, la Iglesia y el Estado son inca- 
paces de desligarse unilateralmente de las obligaciones contraídas por el 
mismo, y su violación por parte de cualquiera de ellos constituye un acto 
antijurídico, y, como tal, incapaz por sí solo, sin el consentimiento de la 
otra parte, de anular la obligación o de extinguir el concordato, al igual 
que la violación de lo pactado o la retractación de voluntad en una de las 
partes no suprime la obligación ni extingue el contrato en derecho privado. 


6. Esto no obstante, en materia dependiente exclusivamente de la so- 
beranía espiritual o de la soberanía temporal, la Iglesia y el Estado, es de- 
cir, la soberanía total y en su plenitud, tienen siempre, cada una en su es- 
fera, el poder jurídico de imponer eficazmente a los órganos que le están 
subordinados y a los súbditos un determinado comportamiento o modo de 
obrar, aun contrario a lo convenido por el concordato, con tal que el com- 
portamiento en cuestión no sea intrínsecamente ilícito o resulte ciertamente 
contrario al bien común. | | 

Nos serviremos para aclarar este punto de los artículos 4.° y 12 del 
Concordato de Polonia. Por el artículo 4.°, el juez, como funcionario civil, 
viene obligado a prestar su apoyo para la ejecución del decreto episcopal 
que priva a un clérigo o religioso del traje eclesiástico o del hábito reli- 
gioso. E] artículo 12, a su vez, impone a los Obispos la obligación de pres- 
tar juramento de fidelidad al Estado antes de entrar en funciones, 
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El Estado es incompetente para imponer a los Obispos el juramento 
de fidelidad, y la Iglesia no es tampoco competente, o, por lo menos, no lo 
es normalmente (24), para imponer directamente al juez civil el deber ju- 
rídico de ejecutar un decreto episcopal privando del traje eclesiástico o del 
hábito religioso. 

Si el Obispo viene obligado a prestar juramento de fidelidad es porque 
se lo impone el poder competente, o sea el poder supremo de la Iglesia, y 
si el juez civil está obligado a ejecutar el decreto episcopal que priva del 
hábito religioso o del traje eclesiástico es porque se lo ordena el poder 
superior del Estado. 


Ahora bien, si en vigor el concordato suponemos que el: Papa prohibe 
un día que los Obispos presten juramento y el Estado ordena que los 
jueces no ejecuten los decretos que prohiben llevar el traje eclesiástico, es 
claro hpotéticamente que tanto el acto del Papa como el del Estado son 
antijurídicos en cuanto que quebrantan la obligación contraída por el con- 
. cordato y, como tales, son ineficaces en orden a anular la obligación del 
concordato respecto de ellos mismos, es decir del Estado y de la Iglesia 
en sí; pero manteniéndose como se mantienen uno y otro en la esfera de 
la propia soberanía, los Obispos tendrían que abstenerse de prestar el ju- 
ramento de fidelidad y el juez civil de ejecutar el decreto episcopal, uno y 
otros en virtud de la subordinación debida al propio poder supremo, en 
cuanto que la abstención por sí no es intrínsecamente ilícita ni resulte 
tampoco atentatoria al bien común de la sociedad (25). | 


Y no se diga que ese modo de obrar sería a la vez jurídico y antijurí- 
dico, incurriendo así en contradicción, porque cabe perfectamente que 
sea antijurídico en los órganos supremos de la Iglesia y del Estado prohi- 
bir un acto, verbi gracia el juramento o la ejecución del decreto episcopal, 
y no lo sea en el órgano subordinado, o sea en el sübdito, abstenerse de 
prestar juramento el Obispo y de ejecutar el decreto episcopal el juez 
civil, por la subordinación que como órganos inferiores deben al poder 
supremo en su esfera. 


(24) Aunque no falten canonistas, como F. CAPPELLO, Summa iuris publici ecclesiasti- 
ci, n. 310, págs. 312-313, que aflrmen que la Iglesia en teoría, summo iure et. speculative, 
fiene el derecho de constituir leyes civiles en algün caso muy excepcional, con todo, es claro: 
que normalmente no puede atribuirsele semejante poder y que, por tanto, tampoco puede 
imponer directamente a los órganos subordinados del Estado un determinado comportamiento 
en la esfera propia de su actividad. [ 
(95) L. Roprico, Praelectiones theologico-morales comillenses, t. 9, Tractatus de legtbus: 
(Santander, 1944), n. 546, 2 ), pág. 404: “Superior, ex communi sententia, invalide item revocat 
per substitutionem sine iusta communis boni causa: nam legis substitutivae introductio aliter 
est invalida; sed valide sic revocaret per puram abrogationem: quia lex ut actus efficax 
Superioris, deficiente etiam arbitrarie huius voluntate non amplius in esse sustinetur." 
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Con la anterior salvedad, que, según creemos, deriva de la misma so- 
beranía, suscribimos y hacemos nuestros los siguientes conceptos de Wac- 
non: “Por el solo hecho de la ratificación de un convenio diplomático, 
éste se impone a los Órganos y a los súbditos de las dos partes contratan- 
tes. El concordato-convenio no crea, pues, dos leyes de derecho interno, 
una eclesiástica y otra civil. Insistimos en ello, porque tiene su impor- 
tancia. La regla de derecho producida por el concordato tiene pleno valor 
en los dos órdenes, sin depender exclusivamente de uno o de otro. Una 
vez confirmada por compromisos solemnes, la reglamentación concordada 
se impone al respeto de las partes y domina por eso mismo toda su legis- 
lación propia y, una vez constituida válidamente, abroga todas las dis- 
posiciones de derecho interno, eclesiástico o civil, que le sean contrarias. 
Fundada como está sobre el consentimiento mutuo de la Iglesia y el Esta- 
do, no puede ser abrogada por la voluntad unilateral de las partes, pero sí 
pueden éstas señalar unos modos de cesación. Ni la introducción de nuevas 
leyes de derecho interno, ni siquiera el mismo derecho constitucional con- 
trario al concordato, puede, en principio, atentar contra su valor. En prin- 
cipio decimos, porque la promulgación de semejantes disposiciones cons- 
tituiría una violación flagrante de la obligación contraída por el convenio 
y autorizaria a la parte agraviada a revocar la reglamentación conve- 
nida” (26). 


Creemos, dada la estrecha dependencia de Ja doctrina en que se des- 
envuelve la práctica internacional y especialmente las formalidades de los 
tratados, que nada tiene de extraño «que en tiempos pasados, en los que la 
tesis dualista dominaba sin contradicción tanto entre los internacionalistas ` 
como entre los canonistas, los modos entonces seguidos para la confirma- 
ción y publicación de los concordatos se acercaran mucho más a la tesis 
dualista que no los actualmente en uso. 

Así, por ejemplo, el concordato español de 16 de marzo de 1851, rati- 
ficado por la reina y por el Papa en 1 y 23 de abril, respectivamente, se 
publicó oficialmente en España en 12 de mayo, al día siguiente del canje 
de las ratificaciones, y fué confirmado solemnemente por el Papa en la bula 
Ad Vicariam de fecha 5 de septiembre, promulgándose finalmente dicha 
bula con el texto del concordato como ley del reino el 17 de octubre. 


(26) WAGNON, Comcordats et droit international, págs. 225-226. 


— 338 — 


CONCORDATO Y LEY CONCORDADA 


Las Letras Apostélicas confirmatorias del concordato contienen, entre 
otras cosas, lo que sigue: “Y habiendo tanto Nos como nuestra muy ama- 
da en Cristo hija María Isabel, reina católica de España, aprobado, con- 
firmado y ratificado estas convencios, pactos y concordatos en todos y cada 
uno de sus puntos, cláusulas, artículos y condiciones, y habiéndonos rogado 
con instancia aquella muy amada en Cristo hija nuestra que, para su más 
firme subsistencia, le diésemos la fuerza de la estabilidad apostólica y le 
añadiésemos la autoridad y decretos más solemnes, Nos..., de ciencia cier- 
ta, con madura deliberación y con la plenitud de la potestad apostólica, por 
el tenor de las presentes, aprobamos, ratificamos y aceptamos los capítulos, 
convenciones, concesiones, pactos y concordatos mencionados, les damos 
la fuerza y eficacia de la estabilidad y firmeza apostólica, y prometemos 
y aseguramos, tanto en nuestro nombre, como en el de nuestros suceso- 
res, que por parte de Nos y de la Santa Sede se cumplirá y observará sin- 
cera e inviolablemente todo cuanto en ellos se contiene y promete. 


Y amonestamos y exhortamos en el Señor con las instancias mayores 
posibles a todos y cada uno de los actuales prelados de España, y a los que 
instituyéremos en adelante, igualmente que a sus sucesores, a que observen 
con asiduidad y diligencia, en lo que a ellos respecta, todo lo que hemos 
aquí decretado para mayor gloria de Dios, utilidad de su Santa Iglesia 
y salvación de las almas” (27). 


El real decreto de 17 de octubre de 1851 decía en su artículo 1.°: “Las 
Letras Apostólicas expedidas en 5 de septiembre último sobre el concor- 
dato celebrado con la Santa Sede, en 16 de marzo del presente año, se 
publicarán en la forma ordinaria, sin perjuicio de las regalías, derechos y 
facultades de mi Real Corona” (28). 


El sistema seguido en la actualidad para la promulgación de los con- 
cordatos es muy otro. Después del canje de ratificaciones o coincidiendo 
con él tiene lugar simplemente la publicación del texto de los concordatos 
en el Acta Apostolicae Sedis y la inserción del mismo en el periódico ofi- 
cial del Estado para la publicación de las leyes, entrando con esto en vigor 
el concordato-ley sin más formalidades especialmente promulgatorias. El 


(27) J. TEJADA v Ramiro, Colección completa de concordatos españoles (Madrid, 1862), 
página XVII. El texto latino puede verse en “Pii IX Pontificis maximi Acta, pars prima, Vo- 
lumen 1, págs. 338-339: “Maiori autem qua possumus contentione omnes et singulos Antis- 
lites in Hispania nunc degentes, et a Nobis postmodum instituendos eorumque Successoribus 
monemus et hortamur in Domino, ut praemissa omnia ad maiorem Dei gloriam, Eiusque 
-Sanctae Ecclesiae utilitatem, et animarum salutem a Nobis decreta in iis, quae ad ipsos perti- 
nent sedulo, diligenterque servent." 

(28) TEJADA Y RAMIRO, Ob. cit, pág. XVIII. 
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sistema actual de publicación parece, pues, acercarse a la tesis monista 
cuanto podía estarlo del dualismo el anterior modo de promulgación. 


IT 


CONCORDATO Y LEY CONCORDADA EN EL CODIGO DE 
DERECHO CANONICO 


10. El canon 3 y los concordatos 


Esto nos lleva como de la mano hacia un segundo apartado, el de la 
relación entre el concordato y la ley concordada con el Código de Derecho 
canónico. Dice asi el canon 3 del mismo: “Los cánones del Código no 
revocan en lo más mínimo los pactos celebrados por la Sede Apostólica 
con diversas naciones; por lo tanto, dichos pactos continúan en vigor como 
hasta el presente sin que a ello obsten las prescripciones contrarias del 
Código” (29). 

Como se echa de ver, el Código no dice nada de la naturaleza de los 
concordatos ni cómo se producen y cómo cesan el concordato y la ley 
coneordada, limitándose simplemente a salvagaurdar su eficacia y valor 
jurídicos—los que tuviere cada concordato en sí, sin añadirle ni quitarle 
nada—frente al hecho de la promulgación del Codex. 


A primera vista llama no poco la atención que no se formule sobre el 
derecho concordatario sino este breve y enjuto precepto legal contenido 
en el umbral mismo del Codex; mas a poco que se reflexione y se con- 
sidere, primero, que desde un principio quedó positivamente excluida del 
propósito la codificación del derecho público eclesiástico y se tenga luego 
en cuenta la situación de las relaciones entre la Iglesia y el Estado a prin- 
cipios de siglo; así como el estado de las teorías concordatarias, tanto por 
la pugna entre internacionalistas y canonistas, cuanto por las hondas di- 
vergencias que dividían a los canonistas Shite si, aparece clara y evidente 
la justificación de aquella actitud. 

Mas no querríamos que se escandalizara nadie si decimos que no nos 
parece ya igualmente justificada, sino todo lo contrario, la pobreza—valga 
el eufemismo—de la mayoría de los comentarios canónicos para un tema 
como éste, que se halla en el centro de la corriente de la vida. Y sabida 


(29) MIGUELEZ-ALONSO-CABREROS, Código de Derecho Canónico (Madrid, 1945). 
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cosa es como la Historia, con la riqueza de su contenido y la vida con 
toda la gama de problemas, con la inmensa riqueza de sus formas y la 
variedad multiforme de sus relaciones, discurre continua y variada bajo 
la trama social, sin cuidarse poco ni mucho de las lagunas del ordena- 
miento jurídico, por la misma razón que no es al curso de los rios, sino 
al ingenio y a la previsión de los hombres, a quien pertenece tender los 
puentes sobre las orillas de aquéllos, 


Entre los autores no demasiado numerosos habidos a la mano, el co- 
mentario del belga Van Hove, dentro de su brevedad, resulta en éste, como 
en tantos otros puntos, uno de los más densos al par que altamente suge- 
ridor. Por eso, y aun a riesgo de pecar de prolijos en las citas, traeremos 
aquí su comentario, 


“En los concordatos hay que distinguir tres cosas: el mismo concorda- 
to, que se celebra entre la Iglesia y el Estado y que solamente obliga a los 
contratantes y no a los súbditos o ciudadanos; la ley civil y eclesiástica 
que promulga el convenio y obliga a los súbditos; los privilegios que a 
veces se conceden no por los mismos concordatos, sino con ocasión de 
ellos. Ahora bien, abrogada o cambiada la obligación del príncipe civil o 
de la Santa Sede procedente del concordato, no cesa por eso de derecho la 
ley eclesiástica o civil, que obliga a los súbditos mientras no hubiere me- 
diado declaración auténtica de la Iglesia o se hubiere cambiado la ley 
civil. Y como con esa denominación se designan las leyes concordadas, 
creemos que, aun después de cesar la obligación de la Santa Sede, no 
quedan aquéllas abrogadas en virtud del canon 6, n. 1. Los privilegios 
concedidos con ocasión del concordato permanecen en virtud del canon 4, 
segün se dirá alli; más atin, parece que deben conservarse como cosa acce- 
soria al concordato. 


Por tanto, los Obispos de Francia conservan, mientras la Santa Sede 
no disponga otra cosa, el derecho que les concedía el artículo 10 del con- 
cordato de 1801, de nombrar para todas las parroquias, no obstante las 
reservas pontificias (can. 1.435), y el indulto del cardenal Caprara de 9 de 
abril de 1802, se ha de observar en cuanto Pro no menos que por 
razón del can 1.247, $ 3. 

Los concordatos celebrados después del Código, a tenor de lo que ellos 
dicen, derogan las disposiciones del Código, porque al IES posterior 
deroga al anterior” (30). ni ed os 


XM 


(30) VAN Hove, De legibus ecclesiasticis. (Mechliniae-Romae, 1930), n. 12-13, págs. 16-17. 
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11. El principio de la incorporación de la ley concordada por el Código 
y el de la reintegración del derecho común 


Cesando el convenio no cesa ipso iure la ley eclesiástica y civil. Enún- 
ciase aquí netamente la tesis dualista de los canonistas que separa el con- 
cordato de la ley concordada. Lo contrario sostienen, como veremos, los 
patronos de la teoría monista; pero unos y otros, todos los canonistas 
coinciden por eso mismo en reconocer implicitamente que no hay en el 
Código un precepto formal en virtud del cual cese esta clase o especie 
particular de derecho que es el derecho concordatario. 

Porque el Código no enuncia expresamente el principio de la conser- 
vación o permanencia del derecho concordado después de la cesación del 
concordato, ni formula tampoco en ningún lugar el principio de la reinte- 
gración al derecho común; por eso los canonistas en gran mayoría optan 
por la permanencia de la ley concordada (31), en virtud del sistema dualis- 
ta que ellos defienden, y si los partidarios del monismo jurídico se niegan 
a admitir semejante conclusión, no es porque se lo impida ningún principio 
canónico, sino por la lógica interna del sistema concordatario que ellos pa- 
trocinan, o sea por un motivo de derecho concordatario y no de derecho 
canónico, en cuanto que identifican concordato y ley concordada. 


12. Codificación y unificación en el derecho canónico 


Creemos, pues, que el problema de la reintegración del derecho común 
al cesar el concordato no ha sido antes del Código ni lo es después del mis- 
mo un problema estrictamente canónico, y tratar de ver en el canon 6, n. 1, 
la solución junto al planteamiento de este problema, nos parece un espejis- 
mo trasplantado al campo canónico del sistema de las codificaciones civiles. 
En la Iglesia ha habido durante mucho tiempo un problema acuciante, el de 
la codificación, al que ha dado cima en nuestros días el Código de Derecho 
canónico; la unificación del derecho, en cambio, podrá constituir una difi- 
cultad y un problema en el derecho civil, pero en el derecho canónico, don- 
de podríamos decir que el problema de la codificación se renueva por eta- 
pas seculares, la unificación no lo ha sido nunca desde el Decreto de Gra- 
ciano acá e incluso desde que la reforma Gregoriana estimuló definitiva- 
mente la actividad legislativa del Pontificado. 


(31) CHELODI, lus de personis, n. 33, págs. 58: su texto, en la nota 19. 
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Es otra la grave necesidad que, sentida desde mucho tiempo atrás en la 
Iglesia, se manifiesta en el Concilio Vaticano y son los Obispos, antes aún 
que los canonistas, quienes claman por la codificación. Eso y no otra cosa, 
la seguridad del derecho, era lo que pedían los Obispos italianos en el nue- 
vo corpus turis canonici; eso lo que significaba aquel obruimur legibus de 
los Obispos franceses y la nueva colección de los cánones en vigor que pe- 
aían los alemanes, y la misma certidumbre invocaban los belgas con el nue- 
vo Código que abarcara toda la legislación general de la Iglesia y los nor- 
teamericanos con la codificación de todo el derecho. Y qué otra cosa pre- 
tendía la petición que treinta y tres Padres del Concilio elevaron al Papa 
rogándole que no retrasara la formación y la promulgación de un nuevo 
Código de derecho canónico, sino la codificación que eliminara de una vez 
la incertidumbre del derecho e hiciera posible en nuestro tiempo la vieja 
prescripción de Celestino I, repetida por el IV Concilio de Toledo: “Sciant 
igitur. sacerdotes scripturas sacras et canones” (32), prescripción de reso- 
nancias isidorianas, que transmitida a la Edad Media constituye la aspi- 
ración de Gregorio IX cuando en el latín cincelado de la Bula Rex Pact- 
ficus expresa su propósito de acabar con la inseguridad y la incertidum- 
bre del derecho, las mismas que llevaron a Bonifacio VIII a promulgar 
el Sexto de las Decretales. Y ese mismo fué también el propósito acari- 
ciado por Pío X y el mandato formulado en el “motu proprio” Arduum 
sane de recoger ordenado en un cuerpo legal el derecho general de la Igle- 
sia, propósito y mandato hechos realidad por su sucesor Benedicto XV 
mediante la promulgación del Codex como ley auténtica, una y única de 
la Iglesia universal; seguridad y certidumbre que no acaban tampoco en 
la promulgación del Codex, sino que en el “motu proprio” Cum turis ca- 
nonici le llevan a constituir la Comisión Pontificia de interpretación del 
Código y a encauzar, restringiéndola en adelante, la potestad de las Sa- 
gradas Congregaciones para dictar Decretos generales, y todo esto para 
que, como otras veces, no se desvanezcan en el tiempo la certidumbre y la 
seguridad del derecho logradas en y por el Codex (33). 


13. La ley concordada, el canon 6, n. 1, y el canon 22 


El planteamiento canónico general de las relaciones entre el derecho uni- 
versal y el derecho particular, entre el derecho común y el derecho singu- 


(32) IV Concilio de Toledo, canon 25. 
(33) Véanse el Prefacio al Codez del Emmo. Cardenal P. GASPARRI en las ediciones usua- 


les de la Poliglota Vaticana y también el del Excmo, Sr. Obispo de Túy Fr. J. LÓPEZ ORTIZ 
en la edición castellana del Codex (MIGUELEZ-ALONSO-CABREROS). 


E 


LAUREANO PEREZ MIER 


lar o privilegiario en la Iglesia (34), se contiene en el canon 22 y no en el 
canon 6, n. 1, canon éste que por el lugar mismo que ocupa en el Codigo 
esta indicando ya lo limitado de su objeto como derecho transitorio. 

La prueba fehaciente de lo que decimos nos la suministra la siguiente 
consideración. Supongamos por un momento (sin que esto equivalga a to- 
mar una posición en firme haciendo de la hipótesis, tesis) que a consecuen- 
cia de los acontecimientos señalados al principio de este artículo, el Concor- 
dato de Polonia caducara jurídicamente. Es indudable, por lo demás, que el 
problema, en uno u otro sitio, se presentará en estos mismos días que vi- 
vimos; en ese instante, cuando se plantee la cuestión de la permanencia de 
la ley concordada no se podrá invocar ya el canon 6, n. 1, puesto que en este 
caso la ley concordada data de 1925 y, por tanto, es posterior al Código. 
Habrá, pues, que acudir a los principios de los cánones 22 y 23 si se pre- 
tende resolver canénicamente y no concordatariamente la cuestión de la 
permanencia de la ley concordada (35). 


Pero cualquiera comprende que juridicamente, canónicamente la solu- 
ción no puede variar (no debe variar al menos), porque se trate de un con- 
cordato estipulado antes o después del Código, con tal que estuviera en vi- 
gor al entrar en función el canon 3, pues lo que juega aquí y lo que protege 
el canon 3 es la vigencia del concordato sin que entre en cuestión el mo- 
mento de su estipulación. En efecto, en virtud del canon dicho no sólo el 
concordato convenio, sino el concordato ley, o sea, la ley concordada, y ésta 
antes que aquél, es la que continúa en vigor como hasta entonces, o sea que 
no se produce ningún cambio intrinseco en ella, puesto que es la ley con- 
cordada la que parcialmente puede estar en oposición con las prescripciones 
del Código: “Contrariis huius Codicis praescriptis minime obstantibus.” 
Creemos, pues, que la ley concordada anterior al Código se salva de pere- 
cer en la corriente del canon 6, n. 1, y salta de la orilla del derecho anti- 
guo—ius vetus—al derecho nuevo embarcada en plena franquia a bordo 
del canon 3. 


‘Aunque estimamos más aguda y original que fundada en derecho lá 


(34) RODRIGO, Tractatus de legibus, n: 914, 3; pág. 643: "Quoad privilegia extra Codicem, 
sic distinguimus: a) Si pontificia fuerint, aut erunt rescripta, quae ex can. 60, 8 2, integra 
manebunt, nisi in ipsa lege aliud caveatur; —aut erunt ius privilegiarium speciale locorum 
vel personarum, cui ex can. 22 in ultimo eius inciso non derogabitur per legem generalem, 
nisi aliud expresse in ipsa caveatur." Eid. : 
|. (35) Canon 22: “La ley posterior, dada por una autoridad competente, abroga la anterior, 
cuando asi lo declara de manera expresa, 0 es directamente contraria a la misma, o reor- 
ganiza por completo toda la materia de la ley precedente; pero, no obstante, lo prescrito 
en el canon 6, número 1, la ley general en nada deroga los estatutos de lugares especiales 


0 de personas particulares, a no ser que en la misma ley se prevenga expresamente. otra 
cosa.” PRAT AGE ; i Eee 1 
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opinion de FEDELE (36), gran propugnador de la teoria dualista, quien 
pretende descubrir en el canon 3 el principio de trasformacién del con- 
cordato-convenio en el concordato-ley o ley concordada, he aqui cómo 
interpreta él dicho canon: “Si el canon 3 puede interpretarse en el sen- 
tido de que las normas del Codex no abrogan, en la hipótesis de que le 
sean contrarias, las normas concordatarias existentes en el instante de 
la promulgación del Codex, ni tampoco las de concordatos futuros; pue- 
de también, a mi juicio, entenderse en el sentido de que, por virtud del 
canon dicho, se producen directa y automáticamente en el ordenamiento 
canónico los cambios y variaciones necesarios para adaptar las normas 
canónicas a las normas concordatarias en oposición con ellas. Por tanto, 
la abrogación de las normas canónicas existentes, contrarias a otras con- 
cordatarias, más bien que ser el efecto jurídico de un acto de producción 
jurídica que se verifica de tarde en tarde, es un efecto que se produce 
de manera directa y autónoma por obra de una norma interna... En vir- 
tud de la remisión que el canon 3 hace al derecho concordatario cámbian- 
se el valor formal o los destinatarios de las normas concordadas aludidas, 
en el sentido de que estas normas vienen a ser jurídicas en un ordena- 
miento que no es el suyo de origen, y ya deja de ser destinataria suya la 
Iglesia del derecho concordado para serlo la Iglesia del derecho interno, 
del cual entran a formar parte en virtud de la remisión que hace el 
canon 3. 

Por el procedimiento automático del canon 3... se sigue, de un lado, 
que la adaptación de las leyes del Codex al derecho concordatario tiene 
lugar en el instante mismo en que tiene existencia el derécho concorda- 
tario que exige aquella adaptación, y de otro lado, siguese que esa adap- 
tación es completa y continua en el sentido de que a todo cambio de la 
norma concordataria sigue instantáneamente la correspondiente variación 
de las normas internas de la Iglesia, salvo que se haya manifestado una 
voluntad contraria del supremo legislador eclesiástico. 

Por tanto, si es exacta la interpretación dada al canon 3, su función 
es la de absorber y hacer inútil todo otro procedimiento de producción 
jurídica desde el ordenamiento canónico para adaptar sus normas a las 
exigencias derivadas de las obligaciones contenidas en el concordato." 

Ahora bien, al faltar en el Código el principio inverso en virtud del 
cual se haya de producir la regresión al derecho comün en el momento de 


(36) P. FEDELE, Valore delle norme concordatarie nell'ordinamento | canonico (Chiesa e 
Stato, Studi storici e giuridici per il decennale della conciliazione tra la Santa Sede e Prta- 
lia), t. 2, studi giuridici (Milano, 1939), págs. 402-403. E 
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la cesación del concordato, siguese necesariamente que la ley concordada 
deba subsistir canónicamente en tanto no. sea expresa o tácitamente re- 
vocada, a tenor de lo que establece el canon 22 sobre la revocación de las 
leyes eclesiásticas. 


Van Hove (37), siguiendo a un canonista francés, BOUDINHON, y des- 
pués de él otros canonistas también franceses extienden el argumento del 
canon 3 incluso al Concordato francés de 1801 que, si como convenio ha- 
bía cesado a consecuencia de la ley de separación de 1905, pero como ley 
concordada subsistía en 1918, así lo afirman ellos, y continúa después del 
Código. 

“oon Niola ruptura del concordato, escribe Naz (38), ni la separación de 
las Iglesias y del Estado que le siguió luego (ley de 9-12-1905), tuvieron 
el resultado de sustituir en el orden eclesiástico el derecho común al de- 
recho concordatario. El advenimiento del régimen de separación es debido 
a una decisión del poder civil, que no podía de ninguna manera producir 
efectos en la situación canónica de la Iglesia de Francia.” 


MAGNIN (39) escribe: “La característica del régimen beneficial en 
Francia durante el siglo XIX, por lo que se refiere a las parroquias, pre- 
bendas y demás, es que ellas están en poder de los Obispos como no lo 
habían estado nunca anteriormente. Después de la denuncia del concordato 
y de la ley de separación, lo están todavía más, puesto que para el nom- 
bramiento de párrocos no tienen que solicitar el beneplácito del Gobierno 
y pueden modificar por sí solos las demarcaciones parroquiales. Cierto que 
desde el Código algunas reservas pontificias, por lo menos, verbi gracia, las 
de las parroquias vacantes por promoción de su titular a una prelatura 
romana, se han introducido de nuevo en Francia.” 


Mgr. BoupiNHON (40) decía en 1907 que por el simple hecho de la 
denuncia del concordato no habían reaparecido las reservas: “Es menester 
decir, sin vacilación, que, a pesar de la ruptura del concordato, las reser- 
vas beneficiales... son tan inaplicables en Francia como lo eran antes. 
Y esto no es más que una consecuencia notable del principio formulado en 
la discusión general, a saber, que, salvo los derechos concedidos al poder 
público por el concordato, en lo demás no ha cambiado nada la situación 
de las personas y de las cosas de la Iglesia de Francia, ni siquiera en aque- 


(37) VAN Hove, De legibus ecclesiasticis, n. 12, pag. 16. 

(38) Naz, Concordat de 1801 (Dictionnaire de droit canonique, te 3, col. 1.429). 

(39) E. MAGNIN, Les bénéfices en France (Dictionnaire de droit canonique, t. 2, col. 520). 
(40) BOUDINHON, Les conséquences de la séparation pour le droit canonique en France, 


“Canoniste contemporain”, t. 30 (1907), págs. 358: Texto tomado de MAGNIN en el articulo 
citado en la nota anterior, cols, 520-521. 


+ ee 


CONCORDATO Y LEY CONCORDADA 


llas cosas que ésta no se acomoda enteramente al derecho comun, y esto 
porque semejante estado de cosas proviene de concesiones hechas a la Igle- 
sia de Francia, no a su Gobierno.” 


14. Derecho común y ley concordada 


Mas se argúirá quizá que el canon 6, n. 1, no entra en juego mientras 
subsiste el concordato; pero que, una vez que el concordato cesa, la ley 
concordada pierde el carácter de tal y se convierte en simple ley particular 
y por ello se halla sometida al imperio del canon 6, n. 

Digamos que precisamente lo contrario es lo que afirman los cano- 
nistas que propugnan la tesis dualista; a saber, que la ley concordada no 
cambia de naturaleza por la cesación del concordato, sino que sigue siendo 
la misma de antes. Mas aun en la hipótesis de que cambie la naturaleza 
de la ley y se convierta en simple ley particular—actitud más en conso- 
nancia con la tesis monista—, si el cambio tiene lugar después de la 
promulgación del Código, no vemos cómo pueda entrar en acción el ca- 
TOMÓ Md. Lo 


Admitamos que la ley concordada deje de ser tal y se convierta en ley 
particular, verbi gracia, en 1925, en 1931 o en 1945. ¿Cómo afirmar que 
una ley particular que, en cuanto tal, nace ocho, catorce o veintiocho años 
después del Código es una ley particular anterior al Código? Este entró 
en vigor en todas partes en 1918, y es en este momento y respecto del 
derecho entónces existente cuando tiene aplicación el canon 6, n. I, para 
producir la certidumbre del derecho y no precisamente su unificación, 
puesto que de la unificación del derecho, como tal, no hubo ni cuestión. 

Que esto es así lo está indicando el hecho de que se engloban en el 
mismo precepto y a la vez el derecho general y el derecho particular con- 
trarios al Codex. Sacar de ahí el canon en cuestión y perpetuar en el tiem- 
po la entrada en acción de ese precepto respecto de un derecho particular 
posterior al Código no lo entendemos, porque nos parece que desvirtúa su 
carácter esencial de derecho transitorio y, además, equivaldría a entrar 
en el campo dé acción del canon 22, que es el que ordena con carácter 
‘permanente, no transitorio, las relaciones entre derecho común y derecho 
singular, entre derecho universal y derecho particular. 

La vigencia del Codex como cuerpo legal auténtico, uno y único o ex- 
clusivo, se produce en todas partes el 19 de mayo de 1918, y es en ese 
momento cuando se aplican simultaneamente los canones 3 al 6 inclusive. 
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Posteriormente sucederá que ésta o la otra ley del Codex (mas no el Codex 
como tal y en conjunto), que aquí o allá no estaba en vigor por el óbice 
del concordato, verbi gracia, o de la costumbre, o por tratarse de un pri- 
vilegio, sobrevenga al derecho particular—un derecho particular calificado, 
si se trata de la ley concordada, y simple derecho particular cuando cesa 
el concordato—. Ahora bien; la relación entre la ley especial, pontificia 
o no, y la ley universal posterior a ella viene determinada en el canon 22. 
Al mismo resultado conduce considerar que el Codex ha entrado en 
vigor en toda su extensión como ley universal o derecho común y sobre- 
viniendo a él una ley especial pontificia—ley concordada primero, y después 
simple ley particular o especial. 
` Suscribimos plenamente la profunda y exhaustiva exposición que del 
canon 22 hace nuestro egregio maestro L. Roprico (41) en su reciente 
obra de la mejor estirpe filosófico-jurídica. “La ley general nueva en rela- 
ción con una ley especial anterior, si aquélla se opone directamente a ésta 
u ordena íntegramente toda la materia de ésta, da lugar a la excepción de 
la segunda parte del canon 22... Requiérese revocación expresa para que 
la ley general que sobreviene derogue los estatutos de los lugares espe- 
ciales o de las personas singulares, salvo lo que prescribe el canon 6, n. 1, 
por el que se revocan de una vez para siempre todas las leyes particulares 
vigentes antes del Código de derecho canónico contrarias a los preceptos 
del mismo y que no se salven expresamente... El fundamento ültimo de 
este precepto se halla en la voluntad razonable del legislador... La razón 
politica es que no es conveniente, dada la diversidad de gentes y de ins- 
tituciones existentes en la Iglesia, reducirlo todo a una estricta y rígida 
uniformidad, a no ser cuando la importancia de la cosa lo exija... Y como 
la importancia de la cosa exigía generalmente esta uniformidad para el 
derecho establecido por el Código, por eso en el umbral del mismo se de- 
cretó la revocación general de las leyes particulares contrarias, a no ser 
que el mismo Codigo salvara expresamente algunas en el lugar.oportuno.” 
(41) RODRIGO, Tractatus de legibus, n. 553, págs. 408-409: “Lex generalis nova respectu 
legis specialis veteris, si illa aut directe opponatur huic, aut totam de integro ordinet huius 
materiam, dat locum exceptioni quam nune singillatim expendimus exponendo alterum com- 
ma can. 22...” N. 554: “Les generalis et statuta. 1. Requiritur expressa revocatio... ut lex 
generalis superveniens deroget locorum specialium et personarum singularium statutis, salvo 
praescripto canonis 6, n. 1, in quo revocantur semel pro semper omnes leges. particulares 
vigentes ante Codicem IC, praescriptis huius Codicis oppositae, nisi expresse data opportu- 
nitate salvetur aliqua..." N. 555, 4: “Fundamentum huius praescripti ultimum est tandem 
rationabilis voluntas legislatoris.. Ratio politica est: quia non oportet in magna diversitate 
gentium, et institutionum intra Ecclesiam existentium omnia ad strietam et rigidam unifor- 
mifatem reducere, nisi aliquando id exigat rei momentum... Cum autéin rei momentum hanc 
uniformitatem exigeret generaliter pro iure in Codice IC statuto, ideo in eius limine decer- 


nitur generalis horum statutorum Codicem praecedentium revocatio, Mass iuri eiusdem 
Codicis opponantur, nisi expresse.in ipso opportune salventur.” fea 


ka 
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Ilumínase asi la doctrina de BOUDINHON, que, contemplada desde la 
iie de allá del Codex; aparece perfectamente lógica dentro de la teoría 
ualista y que, en aquel entonces, no fué contradicha por nadie, hasta que 
con menos rigor lógico trató de salvar la otra orilla, saltando del ius vetus 
al ius novum del Código sin naufragar en el escollo del canon 6, n. r. 


III 


CONSECUENCIAS DE LA CESACION DE LOS CONCORDATOS 


En este punto podrá invocarse, y se invocará sin duda, la necesidad 
urgente e imperiosa “de poner en armonía con el Codex los sistemas ante- 
riores a él, adaptación que debe tener lugar precisamente en el momento 
en que se produce la cesación de esos sistemas. 


15. ¿Supresión o corrección de la norma concordada? 


Somos los primeros en admitir y proclamar con tanto fervor como el 
que más esa necesidad, pero nos parece que eso se puede y se debe con- 
seguir salvaguardando al mismo tiempo otros principios fundamentales 
y básicos, cual el de la seguridad del derecho, que constituye como el suelo 
donde tiene que hincar sus raíces el derecho en cuanto ordenamiento ju- 
rídico positivo, y que es condición necesaria para que la ley llene cumplida 
. y eficazmente la cualidad de ordinatio ad bonum commune. 

De otro lado, la experiencia, una experiencia secular basada en aque- 
lla prevalencia de los hechos sociales como substratum e infraestructura 
del derecho, a que hicimos referencia al principio de este artículo, nos 
ensefia repetidamente que resulta muy difícil en la práctica, por no decir 
imposible, cortar, suprimir y extirpar de raíz un sistema u ordenamiento 
jurídico dotado de una cierta generalidad de normas, y que es no solamen- 
te más fácil, sino incluso de mejores resultados corregir, rectificar y adap- 
tar un sistema jurídico existente que sustituirlo totalmente de golpe. Eso 
fué lo que se practicó primero en Bélgica (42) y luego en Francia, según 
venimos diciendo, con el concordato de 1801, después de la ley de sepa- 


(42) CLAEYS-BOUAERT et. SIMENON, Manuale i. C., n. 123, págs. 75-76: "Adhuc hodie, in 
nonnullis punctis, concordatum actusque ipsi annexi constituunt ius particulare Belgicum." 
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ración de 1905, y eso lo que sucedió también en Austria (43) con el con- 
cordato de 1855, cuya aplicación como norma concordada tuvo lugar has- 
ta 1918 y continuó aplicándose parcialmente después de esa fecha, al igual 
que obtiene actualmente una aplicación parcial en Hungría (44). 


Por eso nos parece que hacer depender la ley eclesiástica interna que 
rige la vida religiosa de un país de las contingencias de un acto de volun- 
tad y de un simple querer accidental de los Estados, encadenar la ley de 
una sociedad a los vaivenes de la política de un momento, equivale a 
entronizar la inseguridad en el derecho, y de esa que podríamos llamar 
anarquía jurídica sabemos mucho los espafioles desde 1931 acá. Compárese 
si no la norma clara, sencilla y tradicional contenida en el artículo 18 del 
concordato de 1851: “las canonjías de oficio se proveerán, previa oposi- 
ción, por los prelados y cabildos", norma de tan buenos y hasta de exce- 
lentes resultados, considerada relativamente y en conjunto; compárese, 
decimos, esa norma con la variedad introducida después (45). 


16. La extinción del concordato y la transformación de sus elementos 


En armonía con la posición netamente institucional adoptada más 
arriba, la unidad de la institución exige el acuerdo o concierto de volun- 


(43) H. HiLDERSCHEID, Bénéfices en Allemagne (Dictionnaire de droit canonique, t. 2, 
col. 654): “Después de la denuncia del Concordato de 1855, la ley de 7 de mayo de 1874 
reglamentó las relaciones entre la Iglesia y el Estado, segun el sistema de subordinación de 
la Iglesia al Estado. Esta ley sobrevivió a la transformación de 1918 y 1919. Sin embargo, 
los derechos de nombramiento y de presentación para los obispados y canonjías desapare- 
cieron como concedidos al emperador a título personal. La ley de 1874 no fué abrogada sino 
por el Concordato de 5 de junio de 1933 entre la Santa Sede y Austria."—Véase VAN HOVE, 
Prolegomena ad Codicem, n. 71, pág. 63, nota 1: *E contra Concordatum Austriacum anni 
1855, mox a potestate civili denuntiatum, remansit obligatorium, ut lex ecclesiastica." 
J. HARING, Die Präsentation nach dem Koder und österreichischen Particularrcht, “Theol. 


prakt. Quartalschrift”, t. 77 (1924), págs. 744-746, dice que la ley concordada no fué abro- 
gada por el Codex. 


(44) S. Siros, Enchiridion iuris canonici (P'ecs, 1940), pág. 77: "Concordatum austriacum 
18 aug. 1855... velut fons iuris particularis Hungarici respici potest tunc, quando de privi- 
legiis et favoribus est in eo sermo, quae ius commune non novit." De conditione iuridica 
Ecclesiae in Hungaria “Ius Pontificium", t. 19 (1939), pág. 187: “Tales sunt art. 12 et 14 de 
abrogatione privilegii! fori: quod ergo privilegium ablatum dicendum est pro Hungaria." 

(45) Que nosotros sepamos, y es posible que haya más, las variedades—para valernos de 
una expresión entomológica—introducidas ascienden a las siguientes: a) concurso de méri- 
tos con remisión a la Datarfa para su provisión; b) oposición asimismo con remisión a la 
Dataría en virtud del canon 1.432, 8 2; c) libre colación de la Dataría sin concurso; d) libre 
colación del obispo; e) oposición y remisión a la Dataría para su provisión; f) oposición 
y provisión episcopal con imposición de cargas. La más original, sin duda, es ésta que se 
basa en la aplicación al mismo caso y al mismo acto de dos probabilidades contrarias: la 
derogación del concordato que prescribía la elección por el obispo y el cabildo y la vigencia 
del real decreto concordado de 21 de marzo de 1851, que permitía la imposición de cargas 


contra el canon 1.440. Véase Sac. Conc. Conc.: Conchen, onerum canonicalium (Votuin con- 
sultoris), AAS, t. 15 (1923), pág. 589. 
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tades en el origen, en la interpretación y en la determinación de las condi- 
ciones resolutivas del concordato, puesto que el carácter esencialmente uni- 
tario de la institución, tanto por su fin—de procurar directa e inmediata- 
mente al mismo tiempo y por el mismo acto el bien común de ambas so- 
ciedades—, cuanto por su objeto—la interdependencia de las prestaciones 
que emanan de una y de otra soberania—y, sobre todo, por el efecto for- 
mal u obligación—la constitución de una norma: jurídica única que no 
forme derecho exclusivamente eclesiástico o civil, sino que sea al mismo 
tiempo ley eclesiástica y civil—, no puede en absoluto ser la obra de una 
de las partes y requiere el concurso y la colaboración de ambas soberanías. 

Eso supuesto, la cesación del concordato rompe ipso facto la unidad de 
la institución y produce su extinción; pero la extinción del concordato lleva 
consigo no la desaparición, sino la transformación de sus elementos, trans- 
formación que consiste en que la heterogeneidad de esos elementos (dere- 
chos sujetivos y obligaciones jurídicas procedentes de la cláusulas contrac- 
tuales; derechos derivados de los privilegios; simple ordenamiento jurí- 
dico interno de la Iglesia o del Estado en cuanto depende y emana de la 
soberanía de cada uno por separado (cláusulas normativas de la competen- 
cia separada de la Iglesia’ o del Estado), etc., etc.); todo eso, rota la unidad 
del concordato, recobra su autonomía y marcha a la deriva como los restos 
de una nave que se hunde o como las células del cuerpo al que abandonó 
el alma. 

Con la cesación del concordato, la Iglesia y el Estado, que se hallaban 
unidos el uno al otro en la institución y que por el mismo acto, por una 
ley única, proveian simultáneamente al bien común de ambas sociedades, 
recobran cada cual su libertad, es decir, el derecho de intentar su propio 
bien común únicamente. La fórmula concordada de procurar simultánea 
y uhitariamente el bien común de ambas sociedades de manera igualmente 
directa e inmediata, es sustituída por esta otra: cada sociedad solamente 
debe procurár su propio bien comün, con el deber de no lesionar el derecho 
de la otra y aun procurando ayudarla. 


17. Principio de derecho concordatario 


“Las cláusulas normativas, escribe Naz siguiendo a WAGNON, pierden 
toda fuerza de obligar cuando el convenio en que se contienen deja de 
existir, y no subsisten ni como leyes civiles ni como leyes eclesiasticas.. 
Conviene, sin embargo, decir que ünicamente dejan de existir las dispo- 
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siciones contenidas en el texto mismo. del concordato; pero permanecen 
en vigor: 1. Las leyes particulares dadas por la Iglesia o por el Estado 
dentro de su competencia para asegurar la aplicación del concordato; la 
abrogación de estas leyes depende únicamente del poder que las estableció. 
2. Las leyes dadas en ejecución del concordato, por ejemplo, sobre ense- 
fianza o sobre el matrimonio, las cuales sobreviven al concordato; pero la 
otra parte pierde el derecho a exigir su conservación desde el instante en 
que cesa el convenio... Además, la Iglesia y el Estado pueden mantener 
ciertas disposiciones del concordato abrogado como elementos. de su pro- 
pia legislación. Mas para esto se requiere: 1, que la disposición en cuestión 
caiga dentro de la competencia del poder que intenta conservarla; 2, una 
manifestación formal de voluntad en la autoridad competente de man- 
tener como ley interna las estipulaciones convenidas después de cesar el 
convenio. Esta manifestación de voluntad no requiere en cada caso un 
acto especial, sino que puede encontrarse en la legislación propia de cada 
una de las partes. Así, por ejemplo, el canon 1.247, $ 3 (46), establece que 
el régimen concordatario referente a las fiestas de precepto subsiste donde 
estuviere en vigor y no puede ser modificado sin el consentimiento de la 


Santa Sede” (47). , 


(46) Canon 1.947, 8 3: "Si en algun lugar ha sido abolida o trasladad alguna de las 
flestas enumerativas, no se cambiará nada sin consultar a la Sede Apostolica.” 

Una prescripción muy. semejante a la anterior se contiene en el canon 459, 8 4: “En las 
regiones donde la provisión de parroquias se hace por concurso, bien sea especial segun la 
norma de la constitución de Benedicto XIV Cum illud del 14 de diciembre de 1742, o bien 
sea general, reténgase esta forma de proveer, mientras la Sede Apostólica no determine otra 
cosa.” 

En ambos casos, el Códigc no se limita a salvar expresamente, a tenor del canon 6, n. 1, 
la ley particular vigente en el momento de la promulgación del Codex, como lo hacen, v. gr., el 
canon 399, $ 2, y otros más, el 162, 8 1; el 172, 8 1; 397, etc., sino que las cláusulas que usa 
el Código: “nihil innovetur”, “haec forma retineatur”, imponen positivamente la permanen- 
cia del derecho vigente comoquiera que él sea—derecho privilegiario, derecho particular 
pontificio o no, derecho concordado, o también derecho tridentino y, como tal, derecho ge- 
neral—. Los casos que son mera aplicación de la excepción a que se reflere el canon 6, n. 1, 
eximen de la abrogación, pero no reservan formalmente el derecho; o sea, que el legislador 
inferior, con tal que sea competente por razón de la materia, puede suprimir la ley sal- 
vada y conformarse a la legislación general del Código. Aquí, en cambio, el legislador 
inferior nada puede, sino que se reserva a la Santa Sede cualquier innovación que altere la 
situación vigente en el momento de promulgarse el Codex. 


El canon 459, 8 4, y, con él, el canon 1.247, toto coelo differt del “salva lege concursus, 
ubi sit constituta" del canon 399, $ 2, pues mientras ésta no toca a la ley ni cambia su 
vaturaleza, aquella fórmula: “haec forma retineatur” opera la transformación completa de 
la ley del concurso parroquial elevándolo a derecho común y general. La constitución de 
Benedicto XIV Cum illud, que es uno de los ocho documentos anejos al Código, constituye 
derecho común, universal, de la Iglesia como el Código del que forma parte, y lo es pre- 
cisamente por y en cuanto se halla reservada por el canon 459, 8 4, de la misma manera 
que lo está por el canon 160 la constitución de Pío X Vacante Sede. Y si el documento re- 
servado es incuestionablemente derecho universal, tiene que serlo forzosamente, y aun más, la 
cláusula reservatoría que no se contiene en la parte narrativa del canon, sino en su parte pre- 
ceptiva: “haec forma relineatur”, la cual bien claramente expresa su carácter de ley general. 

(47) Naz, Concordat, cols. 1.378-1.379. l 
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Estamos de acuerdo con Naz en que la cesación de la ley concordada 
en su unidad y como tal es secuela necesaria e indeclinable de la cesación 
del concordato; pero los elementos legales de la misma que emanan de 
la competencia del Estado o de la Iglesia separadamente pueden subsistir, 
y de hecho subsisten, en tanto no sean objeto de una derogación expresa 
o tácita, y esto porque, a falta del principio canónico que prescriba la rein- 
tegración al derecho común, esta reintegración no se produce automática- 
mente, sino únicamente por manifestación expresa del legislador. 


18. Los concordatos, complemento del Código; función de aplicación y de 


adaptación del derecho canónico propia de la norma concordada 


La ley concordada que ha regido la vida religiosa de una sociedad y ha 
constituído su norma obligatoria se presume por eso mismo conforme al 
bien común mientras el legislador no efectúe su derogación, pues, como 
dice el canon 23, “en caso de duda, no se presume la revocación de la ley . 
precedente”, porque “es conveniente para el bien común que las leyes no 
se cambien fácilmente, pues su observancia se hace costumbre del pueblo, 
y contrariar esa costumbre sin necesidad más fácilmente puede perjudicar 
que aprovechar” (48). “Exige la razón—dice el Concilio de Trento—que 
no se burle lo justamente establecido con disposiciones contrarias” (49). 


El Código de Derecho canónico ha salvado el escollo de una aplicación 
demasiado rígida de sus preceptos en circunstancias y ambientes de tiem- 
po y de lugar extraordinariamente heterogéneos—fenómeno éste que se 
ha calificado de un cierto utopismo y ucronismo del derecho canónico por 
el carácter en ese mismo sentido inespacial e intemporal de la norma ca- 
nónica—, con fórmulas muy amplias y de gran fluctuación de límites (50), 
tanto que algunos han creído ver en ellas la acentuación del poder dis- 
crecional eclesiástico sobre el carácter preceptivo de la ley desvirtuando en 
parte la propia eficacia normativa del derecho (51). Corresponde en este 
punto a los concordatos como leyes particulares y, por tanto, lo más ale- 
jadas del ucronismo y del utopismo aludidos, una función de precisión, 


(48) RODRIGO, Tractatus de legibus, n. 546, 1, pág. 403. 

(49) Concilio Tridentino; sesión 25, cap. 5, de reforma: “Ratio postulat, ut illis quae 
bene constituta sunt, contrariis ordinationibus non detrahatur." 

(50) “Coeteris paribus”, “quantum fieri potest", “ubi id fleri poterit”, “vel ceteroquin 
vere peritus”. Véanse, entre otros, los cánones 331, § 5; 3075 S 13) 300,08 3: 398.55 12:309, 0884.5 
404, 8 2; 434, $ 2; 1.366, 8 1; 1.378; 1.573, 8 4; 1.589, § 1; 1657, S92; 120,81 

(51) M. FALCO, Introduzione allo studio del “Codex iuris canonici" (Torino, 1925), págs. 22-23. 
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de determinación, de aplicación, de adaptación y hasta cierto punto tam- 
bién de corrección del Código para un país determinado. 

“Los concordatos, escribe CHELODI, (52) constituyen una fuente de 
derecho particular que en los últimos tiempos ha alcanzado cierta forma 
común y se aproxima al derecho universal derogándole (parcialmente).” 
En el mismo sentido abunda también el ilustre decano de la Facultad de 
Derecho Canónico de la Universidad Pontificia de Comillas, mi querido 
maestro el Rvdo. P. E. F. REGATILLO, en la ponencia presentada a la 
I Semana de Derecho Canónico: “Sugerencias acerca del Código canóni- 


» 


co", como podrá ver el lector en lugar preeminente de este mismo nümero. 


19. Conclusión 


Resumiendo, pues, lo que llevamos dicho, nos creemos autorizados 
para concluir: la denuncia o la caducidad del concordato rompe su unidad 
y extingue la institución, devolviendo a la Iglesia y al Estado su libertad, 
es decir, la posibilidad juridica de ordenar sus asuntos por separado; mas 
no produce automáticamente la cesación de la ley concordada en aquellos 
elementos del ordenamiento jurídico interno que dependen de la soberanía 
de cada uno por separado y, más particularmente, en cuanto a través de 
ellos la ley concordada cumple una función altamente beneficiosa de apli- 
cación, de adaptación y en una cierta medida de corrección del Código de 
Derecho canónico para un tiempo y un pais determinados. 


LAUREANO PEREZ MIER 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca 


030) Ay ag Se E : E A 
(52) CHELODI, Ius de personis, n. 58, pág. 100: “Concordata, constituunt fontem iuris par- 


ticularis, quod recentioribus temporibus ad communem quamdam formam redactum iuri 
universali accedit eique derogat.” 


ZE 


LOS PROBLEMAS TRIBUTARIOS 
Y LA CONCESION Y ORGANIZACION 
DEL DIEZMO EN INDIAS 


I. CONCESION DEL DIEZMO 


Razón de la concesión 


De epopeya, sin duda alguna, puede calificarse, sin caer en la exagera- 
ción, nuestra obra colonizadora en América. En ella España, cumpliendo 
aquel mandato solemne y majestuoso que en el recio y apuesto castillo de 
la Mota le diera antes de morir aquella mujer, la más grande que ciñó co- 
rona, cuando encomendaba a los suyos toda la diligencia necesaria para 
“ynducir e traer los pueblos e los convertir a nuestra sancta fe chatolica”, 
puesto que para ello se “nos hizo la dicha concesión”, se vació con ansia 
apostólica, superándose a sí misma en su caridad evangélica, para ensan- 
char por doquier los campos donde el Padre de familia miraba complacido 
amarillear la mies. 

Para esta obra santa, para esta entrega total desde sus comienzos, nunca 
se pensó en la proporcionalidad con los medios materiales para llevarlos a 
cabo; he aquí una circunstancia que nos había de acompañar durante todo 
nuestro poderío, ya que nunca el gran desarrollo de éste fué acompañado 
paralelamente con el engrandecimiento económico. De este desequilibrio se 
derivaron consecuencias múltiples. Hasta qué punto y alcance puede atri- 
buirse a este desequilibrio económico la postura decisiva de Felipe III frente 
a las diversas Ordenes religiosas en América ante la detentación del derecho 
decimal, exigido por aquél y retenido por éstas, en el famoso Pleito de las 
Religiones, es lo que a modo de ligerísima introducción vamos a exponer. 

Muchos son los datos que pudieran manejarse para realizar estimacio- 
nes de costo del envío de misioneros y religiosos a las tierras de Indias; 
pero siguiendo los que a manera de resumen nos presenta el P. BAYLE en 
su “España en Indias", y sumando en cada sujeto las ayudas de “viático” 
para el traslado a Sevilla, el hospedaje o "entretenimiento", más el * mato- 
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lotaje” y “pasaje”, y verificando un promedio aritmético previa contras- 
tación de datos, es perfectamente admisible la cifra del sabio americanista 
P. Bayle al fijar en seiscientos millones de pesetas el costo del transporte 
de los misioneros durante los tres siglos de dominación. Si a esta impor- 
tante partida se añade el de edificación de iglesias, ornamentación, vino y 
aceite y el llamado “situado” del misionéro, fácilmente veríamos aumentar 
la cifra indicada en enormes proporciones, hasta duplicarla y triplicarla. 


El documento de concesión 


Para mantener empresa tan costosa exigíase necesariamente una fuente 
de ingresos con carácter permanente y ordinario, que permitiera la inver- 
sión del gasto püblico en las atenciones civiles y militares de la conquista. 
A este fin, y con objeto de que la tarea misional encontrara cuantas ayu- 
das fueran precisas, los Reyes Católicos suplicaron cerca de Roma la con- 
cesión decimal, la cual les fué concedida por el Papa Alejandro VI el 16 de 
diciembre de 1501 en los siguientes términos: 


* Alejandro Obispo, Siervo de los Siervos de Dios, al carísimo en Cristo hijo 
Fernando Rey y carísima en Cristo hija Isabel Reina de las Españas Católicas, 
salud y bendición apostólica. 

La sinceridad de la gran devoción y la entera fe con que reverenciais a Nos y 
a la Iglesia Romana, merece justamente que asintamos a vuestros ruegos y prin- 
cipalmente a los que se enderezan a que podais más gustosa y prontamente en- 
tender en lo tocante a la exaltación de la Fé Católica humillación y sumisión de 
las naciones infieles y bárbaras. Ciertamente una petición que por vuestra parte 
de próximo se nos ha presentado contenía que vosotros, llevados de piadosa' de- 
voción por la exaltación de.la Fé Católica, deseais sumamente (como ya algün 
tiempo a esta parte lo comenzásteis a hacer no sin gran costa vuestra y trabajo 
y cada día sin más y más lo vais continuando) adquirir las Iglesias y partes de 
ellas para que en ellas desterradas cualquier secta. condenada, sea conocido, ser- 
vido y venerado el Altísimo. Y porque para hacer las conquistas de las dichas 
islas y provincias, os era forzoso haber de hacer muchos gastos y pasar grandes 
peligros era conveniente que para la conservación y manutención de ellas después 
que por vosotros fuesen adquiridas y recuperadas y para poder' acudir a los gastos 
que para esto serían necesarios pudiésedes pedir, cobrar y llevar Diezmos de 
todos los vecinos y moradores que ahora o en adelante las habitasen por lo 
cual se nos suplicó humildemente por vuestra parte en orden a lo referido 
se dignase vuestra benignidad Apostólica de proveer oportunamente lo que vos- 
otros y a vuestro Estado juzgásemos convenir. 

. Nos, pues, que con sumo afecto deseamos la exaltación y aumento de la 
n misma Fé y especialmente en nuestros tiempos alabando y estimando mucho en 
el Sefior vuestro piadoso y loable propósito, inclinándonos a semejantes suplica- 
ciones os concedemos a vosotros y a los que por’tiempo os fueren sucediendo de 
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Autoridad Apostólica y Don ‘de especial gracia por el tenor de las presentes, 
que podáis percibir y llevar lícitamente y libremente los dichos Diezmos en to- 
das las dichas islas y provincias de todos sus vecinos, moradores y habitadores 
que en ellas están o por tiempo estuvieren, después que como dicho es, las hayáis 
adquirido y recuperado con que primero realmente y con afecto por vos y por 
vuestros sucesores de vuestros bienes a los suyos, se haya de dar y asignar do- 
tes suficientes a las Iglesias de las dichas Indias se hubiere de erigir, con la cuál 
sus Prelados y Rectores se puedan sustentar congroamente y llevar las cargas 
que por tiempos incumbiere a las dichas Iglesias y ejercitar cómodamente el culto 
divino a honra y gloria de Dios Omnipotente y pagar los derechos Episcopales 
conforme a la orden que en estos dieren los Diocesanos que entonces fueren de 
los dichos lugares cuya conciencia sobre esto cargaremos, no obstante las cons- 
tituciones del Concilio Lateranense y cualesquiera otras ordenaciones que a esto 
sean o puedan ser contrarias. 

Ninguno, pues, se atreva a quebrantar la Bula de esta concesión nuestra o a 
ir contra ella con temerario atrevimiento. Y si alguno presumiere atentarlo sepa 
que ha de incurrir en la indignación de Dios Omnipotente y de sus bienaventu- 
rados Apóstoles San Pedro y San Pablo. 

Dada en Roma Apud Sanctum Petrum en el año de la Encarnación del Se- 
ñor de mil quinientos uno a diez y seis de las kalendas de Diciembre en el año 


décimo de nuestro Pontificado" (1). 
Situación económica 


En uso de la amplia libertad en la disposición de este derecho decimal 
a favor de nuestros Reyes, fueron éstos permitiendo el disfrute de tal de- 
recho por las diversas religiones, para de esta forma subvenir a sus gastos 
de mantenimiento y expansión. 

Poco, ciertamente, era lo que suponía en un principio el importe de 
los: diezmos; pero, sin embargo, su importancia creció extraordinariamente 
por el incremento enorme de la agricultura y ganadería, ya que la tenden- 
cia proteccionista, manifestada fundamentalmente hasta mediados del si- 
glo xvi, mantuvo el criterio prohibitivo del establecimiento de industria 
en los territorios coloniales para favorecer la industria metropolitana. A pe- 
sar de ello, continuaban a cargo del Erario real los gastos reseñados de 
transportes de religiosos y misioneros. Muchas y profundas debieron ser 
las causas para que un siglo después justamente los tales diezmos fueran 
exigidos nuevamente por los Reyes, reclamación ésta que originó el arriba 
citado Pleito de las Religiones. 

Tales causas no fueron otras que las aparecidas como consecuencia de 
la evolución económica de Castilla, que por efecto de la conquista ameri- 
cana inició una era de pujante resurgir económico, de la que había de pa- 


(1) *Bulario de diezmos”. 
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sar a una caida casi vertical por los errores de su politica comercial. Y es 
que en la transformación económica castellana influyeron extraordinaria- 
mente todos los prejuicios económicos de la ciudad medieval. En el burgo, 
como consecuencia de la reacción al feudalismo agrario imperante, se inicia 
una amplia economía de tráfico monetario, que permitió y favoreció aquel 
fructuoso comercio, que estuvo genuinamente representado por la “Hansa” 
al Norte y por las Repúblicas italianas al Sur. En consecuencia de esta or- 
ganización se afianza la idea de que la abundancia de dinero favorece y 
estimula el comercio; de aquí, pues, el criterio favorable hacia la abundan- 
cia del mismo y, sobre todo, en ser este elemento el ideal de una segura 
capitalización por ser portador de valor en el tiempo. Junto con esta idea 
se proyecta, con no menos fuerza que la anterior, otra de marcado sabor 
gremial, que alienta siempre la idea de un proteccionismo cerrado cuasi- 
monopolístico ,en defensa del comercio y del consumidor. A partir del año 
de 1500 hasta 1550 se adoptan en consonancia con las ideas apuntadas una 
serie de disposiciones eminentemente restrictivas, tal como la prohibición 
de exportar metales preciosos, cierto tipo de ganados y productos, amplia- 
ción de los derechos de puertos secos y los de almojarifazgo, reglamentacio- 
nes estrechas de tráfico, prohibición del derecho a comerciar con las Indias 
por los extranjeros, etc., etc. 

Pero, sin embargo, el hecho capital que imprime carácter a la coyuntura 
castellana en este momento es el establecimiento del tráfico peninsular con 
Indias, de donde empezaron a afluir en pago de las mercancías ingentes 
cantidades de metales preciosos. La demanda americana, protegida y am- 
pliada por la doble prohibición del establecimiento de industrias en aquellas 
zonas, así como la de no permitir una concurrencia extranjera en dicho 
mercado, provocó, por la presión de la masa metálico-monetaria, una prós- 
pera coyuntura de la industria y de la agricultura metropolitana, hasta en- 
tonces nunca conocida. El movimiento alcista de los precios fué la conse- 
cuencia inmediata, corroborado también por la demanda belga, al verse 
desabastecida de la lana inglesa. Este movimiento alcista dura hasta 1548, 
fecha en que se provoca la crisis que había de durar diez años. Durante 
esta década se establecen medidas diametralmente opuestas, primando la 
importación, junto con la prohibición de la exportación. 

Esto puso de manifiesto lo que hasta entonces no se había querido ver, 
y era el hecho de que pretender bloquear los metales preciosos con prag- 
máticas era tanto como guardar agua en una cesta, en frase del veneciano 
Vendramino, siempre que no encontrase contrapartida en el mercado, así 
como lo ilusorio que era el detener el alza de los precios con preceptos le- 
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gales. De nada, pues, habia servido la politica monopolistica de Castilla res- 
pecto de Indias, ya que la producción nacional era incapaz de abastecer los 
nuevos mercados de consumidores. 

Este cambio repentino, supuso una franca competencia con la industria 
castellana que poco a poco se iba desmoronando alimentada también por 
la conversión en rentistas holgazanes, los que hasta el momento habían 
mantenido su resurgir. Como secuela obligada en esta ola de adinerados 
se canaliza por las atarjeas del consumo improductivo lo que hasta enton- 
ces se había dedicado a la agricultura y manufactura. 

Al irse inflando los precios por la llegada continua de metales y dismi- 
nución de la capacidad productiva de Castilla, se verifica necesariamente 
el hecho de que las colocaciones de artículos extranjeros en el mercado cas- 
tellano era siempre una bonita operación, mientras que ese mismo desnivel 
impedía las colocaciones castellanas en Europa. En el orden demográfico 
se inicia un absentismo sistemático del campo a la ciudad, para vivir a 
costa de la holganza señorial o bien para enrolarse en los Tercios o inten- 
tar buscar mejor fortuna en la India. 

Todas las circunstancias reseñadas, ponen de manifiesto el grave pro- 
blema que tenía que representar para el Erario ante la disminución pa- 
tente y progresiva de la renta nacional, base de toda ordenada distribución. 

Ante estas circunstancias de hecho, nuestros Reyes estimaron oportu- 
no hacerse cargo de los ingresos decimales americanos, detentados por las 
Religiones hasta aquel momento, por su liberalidad, ya que por aquel en- 
tonces constituían una fuente rica y abundante de ingresos, de la que no 
se podía prescindir en adelante. Este impuesto que empezó sencillo y sin 
importancia alcanzaba ya una amplia reglamentación que creemos opor- 
tuno reseñar. 


II. ORGANIZACION DEL DIEZMO 


Larga y tediosa sería la labor de numerar todas las cosas y productos 
sobre las que recaía el Diezmo, ya que entre las que se citan en la recopi- 
lación y en los distintos autores sobrepasan el centenar, sin que supongan 
un “Numerus Clausus”, pues continuamente se deja el campo abierto a 
futuras ampliaciones, al añadir siempre “...y demás productos o cosas aná- 
logas”. 

No hay que olvidar tampoco el estado rudimentario en que se encon- 
traba la agricultura de los naturales de Indias, detalle éste que hace que 
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los diezmos sean la mayoría Diezmos novales que recaian sobre productos 
llevados allí por nuestros colonizadores. Esto no supone el que no existie- 
ran también los Diezmos prediales antiguos, tales como los del azúcar, 
cacao, yuca, etc. 

Un grupo de Diezmos que fué alcanzando una gran preponderancia 
fueron los Diezmos prediales verdes, y ello era debido a la falta de calidad 
de la tierra para la producción agrícola, principalmente para los cereales, 
razón ésta que obligaba a dedicar las grandes extensiones de las llanuras 
americanas, para pastos y productos hortícolas cuando la calidad y el re- 
gadío se aunaban, especialmente para los segundos. Adquirieron grandísi- 
ma importancia sobre todo con el descubrimiento de América del Sur por 
sus grandes extensiones de prados. | 


Como notas más salientes de la organización decimal, encontramos el 
Diezmo sobre el azúcar que en realidad viene a ser un caso de rediezmo a 
pesar de la prohibición que existía sobre el mismo, y decimos que se tra- 
taba de un caso de rediezmo, ya que el azúcar se pagaba por el producto 
como tal en el proceso de transformación y posteriormente se volvía a pa- 
gar nuevo Diezmo sobre el producto ya terminado (2). i 

La inmensa mayoría, como apuntabamos líneas atrás, era sobre pro- 
ductos de la tierra, ganados, etc., pero que sin embargo encontramos dos 
imposiciones decimales que pocríamos incluirlas hoy dia en los derechos 
reales y en los impuestos sobre utilidad, que son el Diezmo sobre el pro- 
ducto de la transmisión por venta de la tierra y el que se pagaba sobre la 
renta de la misma. 


Excepciones. 


Vamos ahora, a continuación, a poner de manifiesto las principales 
excepciones a la norma general de Diezmos, asi como también las dispo- 
siciones de carácter especial sobre determinados productos y para ello enu- 
meraremos todos los casos que pueden incluirse en estas particularidades. 


En el caso de que las ovejas fuesen a pastar de un lugar à otro o es- 
tuviesen alli por espacio de medio año, poco más o menos, estaba deter- 
minado que partirían los corderos la parroquia de la que fuese feligrés el 
señor de tal ganado y la parroquia donde paciere, y si estuviesen en un lu- 
gar determinado pastando por espacio de un año, el Diezmo pertenecía a 
la parroquia donde estuvieran. 


(2) Recopi. de Leyes de Indias de 1774. Ley 3.2 de Diezmos. 
à 
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El queso y lana tenían que diezmar, respectivamente, el primero en la 
parroquia, donde se hacía, y la segunda, donde se trasquilara. 

Los becerros, potros, muletos y borricos, tenían que diezmar al tiempo 
que los herraban o debían herrar. 

En los casos de Diezmo que no llegara a diez y que por tanto hubiera 
que diezmar por mitad en el caso de los animales, debería venderse el ani- 
mal al que más diera por él y entonces pagar con el producto de la venta 
la proporción decimal establecida sobre dicho producto, que debería ser 
estimado por dos personas, una propuesta por el que pagaba el Diezmo, y 
otra, por el que lo había de cobrar. 

Quedaban exceptuados del Diezmo las piñas y las bellotas. 

La hortaliza diezmaba, bien por piezas, bien por plantaciones. En el 
caso de venta por el hortelano de alguna hortaliza, debería satisfacer el 
Diezmo con el precio, es decir, de diez maravedises pagaría uno. 

En el caso de venta de una heredad a persona que fuere de distinta 
parroquia se distinguía el caso de que los frutos estuvieran o no parecidos. 
Si lo primero, diezmaba en la parroquia donde estuviere enclavada la he- 
redad. Si lo segundo, el Diezmo quedaba a favor de la parroquia del com- 
prador. 

En el caso de heredades enclavadas en parroquias distiñtas de un solo 
dueño, diezmaban en la parroquia donde estuviesen enclavadas, 

Frutos parecidos, según nos aclara la misma real cédula de fecha de 
5 de octubre de 1501, dada por los Reyes Católicos, se entiende tal como 
lo hace ver el citado documento el sentido casuístico, que en el caso del 
pan lo será cuando éste ha salido de la tierra y cuando los árboles y las 
viñas han echado hojas, cuando los olivos están en ciernes, y en los árboles 
que no pierden la hoja, cuando están en flor. 

En cuanto a la primicia se determinaba lo siguiente. Hasta seis fanegas 
estaban exentas y de ahí en adelante, sea cual fuere la cantidad, habría 
de pagarse solamente media fanega. La leche sólo pagaría primicia la que 
se ordeñara la primera noche (3). 

En el caso de arrendamiento de una heredad a persona de distinta pa- 
rroquia, se establecía que si el arriendo se pagaba mediante la cesión de la 
mitad, tercera o cualquier otra parte del producto, diezmaría en la parro- 
quia del arrendador, y si el arrendamiento se pagaba mediante el pago de 


(3) Ibíden, ley 2.2, Recopilación de OvANDO, “Gobierno temporal y espiritual”... Véase: 


“Disposiciones sobre Diezmos”. 
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dinero o fanegas determinadas, el Diezmo correspondería a la parroquia 
del arrendatario (4). 

En el Diezmo del azúcar se establecían, como ya indicábamos atrás, 
normas especiales, ya que se disponía que del azúcar blanco cuajado y 
purificado se pagaría el 5 por 100, y por el refinado, espumas, caras, 
mascabados, coguchos, clarificados, mieles y remieles diezmarían con un 
4 por 100 (5). 

Respecto del cazabe se distinguen estos dos casos: Si está hecho pan, se 
pagará en la proporción de veinte a uno, y si está en yuca, de diez mon- 
tones se pagaría uno (6). 


Lo que a innovación de nuevas costumbres en los Diezmos se refiere 
estaba determinado que éstas tenían que ser propuestas por la Real Audien- 
cia y por el Prelado al Consejo de Indias para que Su Majestad resolviese 
en definitiva lo que creyese más en consonancia con el servicio de Dios y 
bien de los indios (7). 


El cobro de los Diezmos fué siempre por parte de nuestros monarcas 
objeto de especial atención, hasta tal punto que se establecía que nadie po- 
dría ausentarse del lugar donde viviera sin hacer constar al Gobernador o 
al Justicia mayor que no debía nada de Diezmos (8). 

Los productos procedentes de pesquerías, monterías y caza quedaban 
exentos de la obligación de Diezmar (9). 

De la misma forma quedaban suprimidos los rediezmos en los casos 
de arrendamiento de ingenios y de heredades, siempre que hubiese ya diez- 
mado antes por entero (10). 


Los Diezmos personales quedaban completamente abolidos, ordenán- 
dose a los Prelados que revocaran todas las disposiciones que con esta fi- 
nalidad hubieren dado, porque de contrario se remediaría urgentemente 
como conviniera en cada caso (11). 


Este criterio de abolición de los Diezmos personales estaba sustentado 
por nuestras Leyes de Partida (12), en una de las cuales al hablar de Diez- 
mos, decía entre otras las siguientes palabras: “Que no se puede ninguno 
excusar, que no dé ninguna cosa por diezmo de aquello que gana...” Y 


(4) Recop. de 1774, ley 2.2 de Diezmos. 

(5) Ibíden, ley 3.2 Véase Ovanbo sobre el particular. 
(6) Ibíden, ley 5.a 

(7) Ibíden, ley 13. 

(8) Ibíden, ley 15. OvaNpo, n. 104 de Diezmos. 

(9) Ibíden, ley 18. 

(10) Ibíden, lev 19. 

(11) biden, ley 20. 

(12) "Leyes de partida”, ley 7, tit. 90, partida 1.2 
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SOLÓRZANO, sustenta la opinión de que deben suprimirse si estuvieran es- 
tablecidos, y dice que podrán suprimirse en todo por la ley o costumbre, 
cuando de los prediales queda cóngrua bastante para el sustento de los ecle- 
siásticos o por otro modo les está proveído lo necesario. De aquí la cos- 
tumbre de que no se paguen Diezmos de jornales ni soldadas de oficiales 
y Otros mozos de servicio ni de la ganancia de los mercaderes (13). 


Sobre las piedras preciosas, oro y plata o cualquier metal que se encon- 
trase, había que diezmar de ellos mismos o del dinero que de ellos se hi- 
ciese, a pesar de estar concedidos directamente a nuestros Reyes por con- 
cesión apostólica (13). i 

Por último nos encontramos el caso de medio Diezmo en los cueros, que 
se estableció así por sentencia de 7 de julio y 2 de octubre de 1727, para 
que rigiera especialmente en Buenos Aires, reglamentación ésta que la ve- 
mos citada también por Ovanpo en las órdenes especiales para la Espa- 
ñola (15). 


Tributación y diezmos. 


Vamos ahora a intentar realizar un esbozo de la cobranza y adminis- 
tración de los Diezmos en Indias y para ello, nos valdremos de la interpre- 
tación analógica, estableciendo una similitud con la organización tributa- 
ria, y ello ha de suponer una labor de entresacamiento. 

El pretender nuestro objetivo de la forma indicada, no va presidido 
por la arbitrariedad, sino que para intentarlo y justificarnos a la vez, nos 
servimos de la opinión que sobre este punto mantiene SOLÓRZANO, supre- 
ma autoridad en estas materias, el cual afirma rotundamente, al tratar de 
los Diezmos a renglón seguido de los tributos, que le parece lo más indi- 
cado “...por tener en si tal hermandad estas dos cosas que vale el argu- 
‘mento de unas para otras” (16), y posteriormente, al ocuparse de la remi- 
sión de los Diezmos en determinados casos recuerda nuevamente esta con- 
cordancia con los tributos que acabamos de apuntar, y en forma silogistica 
llega a la conclusión de que si en los tributos se remiten en determinados 
casos, igual criterio habrá que sustentar respecto de los Diezmos. 

Admitiendo de plano esta relación entre Diezmos y tributos fácilmente 
se comprenderá que lo que interesa no son en sí las disposiciones privati- 
vas del tributo, sino aquellas disposiciones que revelan un criterio directivo 


(13) SOLÓRZANO PEREIRA, Política indiana (Madrid, 1647), lib. I cap 23, O ZO 
(14) Ibíden, lib. IV, cap. 21, v. 12. OVANDO, n. 186 de Diezmos. 

(15) OvANDO, n. 181 de Diezmos, sobre “Ordenes especiales para la Española”. 

(16) SOLÓRZANO, Ob. cit. lib. II, cap. 22, v. 1. 
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dentro de la organizacién general del tributo; es decir: pretendemos bus- 
car la idea que mantiene el legislador en materia tributaria, en un sentido 
amplio de justicia en la exacción y cobranza, lo cual nos puede servir, por 
así decirlo, de denominador común para estas dos clases de tributaciones, 
dejando como, es lógico suponer en cualquier momento que se nos presen- 
te, todo matiz o nota diferencial, quedándonos, como acabamos de apuntar, 
con lo que sea común para Diezmos y tributos. 


Tasaciones y empadronamientos. 


Sin duda alguna para la buena organización tributaria y fiscal es de 
una perentoria necesidad la existencia de una buena organización estadis- 
tica, sin la cual, como podrá comprenderse, faltaría la base en que se asien- 
te el edificio tributario. Pues bien, este pensamiento aparece repetidamente 
en reales Cédulas y órdenes de nustros Reyes, que insistentemente se ocu- 
pan de este problema estadístico. 

Precisamente el mismo SOLÓRZANO hace notar esta.idea directriz de la 
ordenación real cuando afirma que “...se han despachado asimismo muchas 
Cédulas antiguas y modernas por las cuales se da la forma de cómo se han 
de contar y empadronar las cabezas de estos tributarios e ir subrogando los 
que nacen en lugar de los que mueren”, encareciéndose los Virreyes y Pre- 
sidentes de Audiencia y Gobernadores que cada: uno en su provincia cuiden 
de esto con especial y gran atención (17). 


Pero la orden más importante que revela un alto sentido cristiano de 
nuestros Reyes, la hemos encontrado en una Real Cédula manuscrita del 
Emperador Carlos I, de fecha 9 de diciembre de 1541 (18). En esta Cédula 
se dan normas concretas para poder llegar a una tasación justa de la im- 
posición, impregnada toda ella de un alto sentido político y humano. 

Teniendo en cuenta las dificultades que se habían encontrado hasta 
aquel entonces para una buena organización en cuanto a la tasación ge- 
neral, y por ello precisamente, la Real Cédula que comentamos ordenaba 
muy prolija y detalladamente la forma de cómo debería hacerse esta ta- 
sación, y para ello estatuía que el Virrey y varias personas “que sean de 
confianza e temerosas de Dios”, después de oída la Santa Misa y de ha- 
ber jurado ante el Sacerdote que han de obrar bien y fielmente, sin odio 
ni afición, “recorrerian los pueblos de las comarcas y se enterarian del 
número de pobladores, conquistadores y naturales de cada pueblo”. Lo 


(17) biden, lib: H, cap 21, v. 1.e 
(18) Manuscrito, legajo n. 3.045, Archivo Nacional, fol. 89. 
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primero, pues, que se pretende es el establecer una estadistica de pobla- 
ción para en su dia poder aplicar fielmente el impuesto de capitación. 


A continuación sigue la Cédula, exigiendo que de la misma forma 
habrían de enterarse de la calidad de la tierra, de lo que antiguamente 
pagaban a los caciques y de lo que pagaban al Rey por aquel entonces 
para que, estableciendo el contraste y usando de la elasticidad del impues- 
to, pudiese asentarse lo que en adelante habrían de pagar “sin vejación”. 

Como podemos ir observando, y lo seguiremos viendo, fué siempre 
una pesadilla, valga la palabra, de nuestros Reyes el buen trato del indio, 
puesto que es usual en toda clase de disposiciones sobre la materia el que 
se abusara de los naturales, ya que en todas las disposiciones tributarias 
se pretende iguarlos al espafiol haciendo desaparecer toda diferencia, y por 
ello precisamente, y en evitación, por otra parte, de los abusos que con 
ello se cometían por parte de los encomenderos y arrendadores de tributo, 
se recalca siempre, si cabe machaconamente, este criterio proteccionista 
hacia el indio. 

Una vez que se hubiera sacado una información completa sobre esta 
materia se ordenaba que se hiciera una nueva tasación "en conciencia", 
teniendo en cuenta los tributos que se pagaban de las cosas que ellos tie- 
nen, o crian, o nacen en sus tierras y comarcas, evitando siempre, con el 
criterio que antes poníamos de relieve, que se le impusiera "ninguna cosa 
que habiéndola de pagar sea causa de su perdición”. 

“Haréis—dice—una matrícula o inventario de los dichos pueblos, po- 
bladores y tributos que ansí sefialaredeis para los naturales que es aque- 
llo, lo que deben e han de pagar a nuestros Oficiales e a los Encomen- ' 
deros”, encargando muy severamente que en adelante nadie fuere osado 
de cobrar ningün tributo que no esté tasado en el arancel que se dictara. 


Pero no es sólo una amenaza esta observación para los casos de abu- 
so, sino que en la misma Real Cédula se establecen las sanciones penales 
para cuando estos abusos se produzcan, y así manda que se pagaría cua- 
tro veces el valor de lo cobrado, y en caso de reincidencia perderá su ofi- 
cio o encomienda y la mitad de sus bienes pasaría a la Real Hacienda. 

En consecuencia de lo anterior se ordenaba que los Virreyes envia- 
rían a cada pueblo la lista de los tributos que éstos en adelante deberían 
de pagar, teniendo que entregar al cacique o principal, haciéndole ver que 
solamente aquello y nada más que aquello estaban obligados a pagar los 
indios, haciendo resaltar, para que no se llamasen a engafio, las penas que 
se impondrían por los posibles abusos en su cobranza. 
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La tasación que resultara después de hechas las gestiones que se en- 

comendaban, habían de mandarse a España para su conocimiento (19). 
Las razones que motivaron esta disposición que nos ocupa, está seña- 

lada en uno de sus últimos folios cuando dice que “... los españoles co- 
bran los tributos de los dichos indios a bulto, como a ellos les parece sin 
tener para ello padrón, ni registro, por donde se le cobren, de que los 
dichos indios han recibido e reciban mucho agravio e daño”, aclaración 
ésta de gran importancia, puesto que nos pone de relieve que por encima 
del interés puramente fiscal y hacendistico estaba una idea superior de 
colonización, profundamente humana, que preside en todo momento la 
actividad legisladora en Indias. 

No hay que entender que el establecimiento de estos aranceles con 
arreglo a los datos de que antes hablábamos eran unilaterales por parte 
de los Gobernantes, sino que una vez hecha se podía apelar por los inte- 
resados alegando los fraudes, como dice Solórzano: “... suelen ser tan- 
tos, que los han hecho mal opinados y aborrecidos en derecho, de suerte 
que se les pone obligación de que abonen y prueben lo que han actuado 
sólo con que por parte de los matriculados se alegue algo contra el pa- 
drón antes de estar aprobado” (20). 

Estas órdenes referentes a la tasación las vemos nuevamente repeti- 
das por Reales Cédulas del mismo don Carlos, con fecha de 8 de junio 
de cL SRT 2r) 


Respeto a las costumbres 


Una de las primeras tendencias que se observan al estudiar las dispo- 
siciones sobre estas materias, es la idea de que la costumbre se mantenga 
en todo momento con objeto de que estas practicas consuetudinarias cons- 
tituyan un amparo contra posibles abusos por parte de los encargados de 
recibir los tributos y diezmos, pues en ambos casos se manifiesta por parte 
de nuestros Reyes el deseo de la fiel observancia de estos usos. 

En este sentido existen numerosas Reales Cédulas que obstaculizan 
la introducción de novedades sin un previo y razonado informe, obligán- 
dose siempre a que se observe la costumbre sobre el pago de tributos, tal 
como se ordenó precisamente al Obispado de Quito y a la Audiencia de 
Lima con motivo de algunas controversias sobre este asunto (22). 


(19) De esta importante Cédula da noticia ANTONIO DE HERRERA en su Historia General de 
Irdias. Década 6.4, lib. V, pág. 307. 


(20) SOLÓRZANO, lib. II, cap. 91, v. 3.9 
(21) Manuscrito, legajo cit., fol. 112 vuelto. 
(22) SOLÓRZANO, Ob. cita lib. II, cap. 22, v. 39. 
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Esta misma norma se ordenó posterior y repetidamente en los años 
de 1603 y 1605, en las que se determina que “... los indios saben los diez- 
mos que hubieren acostumbrado y sin excéder en el modo de sus pagas y 
que si voluntariamente quisieren pagar más los prelados procedan atenta- 
mente y las Reales Audiencias cuiden que a título de esto no reciban daños, 
agravios ni vejaciones” (23). 

Más taxativamente que en las apuntadas nos encontramos otra en la 
que se dice lo siguiente: “Mandamos que en cuanto a los diezmos que 
deben pagar los indios, de cuáles cosas, en qué cantidad, sobre qué varie- 
dad en algunas provincias, se observe lo que estuviere en costumbre en 
cada provincia, y si se hubiera de hacer novedad la Audiencia y el Prelado 
informen al Consejo lo que se observa y lo que a juicio de ellos se debe 
de observar” (24). y : 

Y no se crea que esta trayectoria de conducta aparece solamente en 
el aspecto legislativo, sino que se mantiene uniforme en cuantos casos y 
litigios se presenta tal como puede verse, por ejemplo, en dos Reales Cé- 
dulas de fecha 3 de septiembre de 1536 y de 15 de marzo de 1544, al ha- 
blar la primera sobre la obligación de diezmar de los que reciben los tri- 
butos de los indios y la segunda al dictaminar sobre el pleito de la ciudad 
de México con el Obispo y su Cabildo, segün sentencia de 12 de abril 


de 1546 (25). 


Moderacion 


Como antes indicabamos, la determinación de observancia de costum- 
bres estaba basada en la idea de servir de tope a posibles abusos por parte 
de los cobradores, y como secuela de este criterio aparece lógicamente la 
idea de moderación presidiendo toda la actuación impositiva, procurando 
con ello el mayor alivio en el trato del indio y su mayor comodidad en los 
pagos, como se refleja fielmente en una Real Cédula dada en Valladolid 
a 2 de febrero de 1548 y en otras de 1551, 1552 y 1576, en las que se 
manda que, para mayor alivio de los indios, los atributos que se les car- 
guen y tasen sean en lo que más acomodadamente pudiesen pagar, habida 
cuenta y consideración a sus frutos y cosas que lleva cada provincia o a 
lo que ellos saben obrar por sus manos, por que no pudiesen ser moles- 
tados, pidiéndoles lo que no pudiesen haber y pagar fácilmente (26). 


(23) biden, Yo 40; 

(24) Ley 13 de Diezmos, recop. Cit. 

(25) Manuscrito, legajo cit., fol. 264. pu 

(26) SOLÓRZANO, Ob. cit., lib. II, cap. 19, v. 29. OVANDO, n. 33, 38 y 88 de Diezmos. 
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Esta moderación se encargó expresamente a los Virreyes don Anto- 
nio de Mendoza, de México, y al del Perú don Francisco de Toledo, que, 
al decir de Solórzano, fué hecha “... con gran suavidad, equidad y des- 
treza”. 

Esta moderación tenía además un fundamento básico en la opinión 
de los teólogos, según los cuales la regla de imposición de los tributos 
no debía exceder nunca del fin y de las necesidades en nombre de las 
cuales se cargaban, pudiéndose tener por robo todo lo que exceda de esta 
regla (27). 

Donde principalmnte se hizo hincapié en observar la templanza y mo- 
deración fué respecto de los tributos personales, que, según hemos podido 
ver, es donde mayores abusos se debieron de dar, pues parece ser que se 
cobraban esta clase de impuestos sin tener para nada en cuenta los muer- 
tos ni desaparecidos, lo que motivó el que se ordenare el que adelante 
quedasen prohibidas las tasas sobre los pueblos que se hubieran hecho en 
globo, debiendo en adelante especificarse el sujeto pagador, así como la 
cantidad y frutos que debía de pagar, tal como aparece en una Real Cé- 
dula dada en Valladolid a 29 de septiembre de 1555 (28). 


Existe sobre el particular otra Real Cédula, que el mismo SOLÓRZANO 
considera decisiva, dada en Lisboa a 27 de mayo de 1582, en la que se 
dice lo siguiente: “Somos informados que entre los demás agravios que 
los indios reciben es muy grande el rigor que se usa con ellos, en que 
si cualquier repartimiento o tasa faltan ciento o quinientos indios que 
se han muerto o ausentado hacen pagar por ello a los que quedan, sin que 
les aprovechen quejarse, ni pedir justicia.” 


“Y porque como veis es contra ella permitir que se les haga esta ve- 
jación y nuestra voluntad es que se remedie, os mandamos que si hallá-. 
redes que en esto hay algún agravio o exceso contra los dichos, preveáis 
que se remedie con toda diligencia, para que no sean molestados.” 


Justicia social 


Al lado del espíritu altamente religioso que domina toda nuestra ac- 
tividad colonizadora en Indias, y junto a él, se manifiesta pujante el sen- 
tido profundamente humano de unas Leyes, que hoy llamaríamos socia- 
les, en las que se prevén y se resuelven casuísticamente todos los proble- 


' 


(27) SOLÓRZANO, ib. v. 34. 
(28) Ibíden, v. 46 y 48. 
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mas previsibles, salvando siempre lo que en términos económicos se de- 
nomina el mínimo de existencia. 

El primer aspecto que se nos presenta dentro del sentido que empe- 
zamos ahora a examinar, es decir, el de justicia social, es la exención, 
unas veces total y en otras parcial, atendiendo al sexo y a la situac'Ón, 
de aquellas personas que por su condición familiar no pueden pagar los 
tributos. 

Aparece, pues, respondiendo a este criterio proteccionista hacia la mu- 
jer su exención total de los impuestos personales y de los servicios cor- 
porales, en razón, como es lógico, de la flaquedad y debilidad de su sexo. 

En cuanto a la exención de ciertas clases de tributos de la mujer, fué, 
en general, una práctica corrientemente admitida, aunque nos encontra- 
mos con algunas leyes (29) en las cuales se omite esta exención; pero aun 
con todo, se hace la salvedad de excepción al hablar de las negras y mu- 
latas en los casos de pobreza, niñez y vejez. 

SOLÓRZANO, al ocuparse de estas cuestiones, admite que aunque exis- 
tiera práctica de tributación en las mujeres, deben quedar de derecho 
exentas las viudas, y añade en frases posteriores que esta exención debe 
extenderse a las casadas cuyos maridos estén ausentes y no les sustentan, 
o son viejos, o enfermos, o inútiles para trabajar, ya que a estas mujeres 
se las puede tener por viudas, “pues es lo mismo o se juzga por igual 
no tener marido o tenerlo inhábil o inútil” (30). 

Este sentido proteccionista brilla en la prohibición de que no puedan 
prenderse ni encarcelarse por semejantes deudas a las mujeres (31). 

Con el mismo carácter de exención se establece respecto a los hijos 
de familia, que no pagarán ningún otro tributo ni imposiciones por estar 
debajo de la patria potestad y, por tanto, obligados a servir, ayudar y 
socorrer a sus padres, y con más razón aún si son pobres (32). 

Correlativamente con la exención del sexo, nos encontramos con la 
de la edad, y así se disponía que en los censos personales o tributos de 
capitación no se cobren de los varones menores de catorce años, ni de las 
mujeres menores de doce, ni de los viejos que pasaren de sesenta y cinco 
años, según estaba determinado por el derecho común. 

En una Real Cédula del Emperador Carlos I, dada en Zaragoza a 
9 de diciembre de 1518, se manda pagar tres pesos de oro por cada indio 
mayor de veinte años y un solo peso para las mayores de quince hasta 


(29) Ibíden, lib. II, cap. 20, v. 4.9 

(30) Ibíden, v. 7-8. . 
(31) Ibiden;, vs S- 

(39) Ibíden, v. 20. 


— 369 — 


FLORENTINO RODERO TARANCO 


que lleguen a los veinte. Y por orden posterior, dada a la Audiencia de 
Guatemala a 26 de mayo de 1673, se ordenaba la exención total de la 
tributacién a los hombres mayores de cincuenta y cinco afios y a las mu- 
jeres mayores de cincuenta (33). 

En tercer lugar aparece como causa de exención la enfermedad. Para 
que ésta lo fuera debería de ser tal que impidiera trabajar, ya que en 
estas condiciones se pueden equiparar los que la sufran “a los viejos o a 
los muertos”, y por ello en las nuevas tasas y padrones aparezcan tildados 
con este carácter de exención (34). 

La pobreza aparece también como una causa de exención de tributar, 
fundada en el principio de Gayo de “ser vana e inútil cualquier acción 
que la excluya o frustra la pobreza del obligado”. Esta pobreza, según 
OTALORA, debía ser intolerable y que la persona que la padezca no pueda 
con su trabajo y jornales ganar lo necesario para sustentarse y pagar los 
tributos (35). Esto, sin embargo, la tendencia se manifestó en un sentido 
de moderar los tributos de tal modo que pudieron prácticamente ser pa- 
gados cualquiera que fuese la situación económica del pagador. ' 

Ahora bien: si esta pobreza era originada por la esterilidad en las 
tierras y frutos sobre los cuales se establecen los tributos, quedaban exen- 
tos si era total y se atendía al carácter de esta causa según su intensidad 
para rebajarlos proporcionalmente en lo que estaban obligados, y así lo 
dice claramente una Real Cédula dada en Valladolid a 7 de agosto de 
1539 y otra de Monzón de 18 de diciembre de 1552, en las que expre- 
samente se dice que se hagan descuentos a los indios por causa de este- 
rilidad. | 

En los casos de epidemia de la que resultare gran mortandad se es- 
tablecia que habia de moderarse grandemente las condiciones con arreglo 
a la calidad del desastre y procurando que lo que resultara del rebaja- 
miento pueda pagarse suave y fácilmente, como disponía una Real Cédula 
de 1546 (36). 

Atendiendo a las personas y situación geográfica, se establecian exen- 
ciones de tributación, tal como en el Perü, en el que estaban relevados 
los caciques o curacas, sus hijos y sus segundas personas, que son los 
que le seguían en autoridad o dignidad en aquel cargo, siendo el funda- 
mento de esta exención el título de ser nobles y por tales tenidos desde 
el tiempo de la infidelidad. Del mismo privilegio gozaban las mujeres .de 


(33) Ibíden, 


Ve v. oto we stis 
(34) Ibíden, v. 19. " 
(GO) Ibiden; e A 798094 Avr OSE 
(36) Ibíden, v. 97 y 33. 
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los caciques, aun sean viudas, ya que ellas, por razón de su estado ma- 
trimonial, gozan de todos los honores y privilegios de sus maridos (37). 

De la misma forma se dictaban medidas proteccionistas respecto de 
los indios que son fronterizos de otros infieles, bárbaros o rebeldes, que 
con sus armas o cuidados defienden las incursiones en las tierras pací- 
ficas, pues ocupando en esta labor su vida y haciendas, y perdiéndolas 
de ordinario por estas hostilidades, justa, es la concesión de estos privi- 


legios (38). 
Cobranza 


Por Real Cédula de 9 de julio de 1549 se reglamentaron los plazos 
de cobro y se solucionó con ello el problema de la mora en el pago. Según 
costumbre arraigada, los plazos para el cobro eran trimestrales, o sea 
correspondia hacerse efectivo cuatro veces al afio, manteniéndose la prác- 
tca de que en los pagadores morosos se les prorrogaba un mes la fecha 
de pagó. Aunque la medida er su forma era de alivio, en el fondo se es- 
forzaba más a los indios, ya que se les juntaba la fecha próxima con la 
del ültimo pago, lo que, unido a las continuas exigencias de los caciques, 
hacía insoportable su satisfacción por parte de los indios. En dicha Cé- 
dula se solventó esta cuestión ordenando que en lo sucesivo fuesen los 
plazos de seis meses, separando con ello las fechas de pago y resolviendo 
de esta forma los continuos agobios que pesaban sobre los naturales (39). 


Los conciertos sobre diezmos estaban autorizados siempre que se hi- 
cieran en presencia de los dos primeros caciques, disposición que fué re- 
.cogida por la recopilación (40). 

Respecto de las compensac ones, a pesar de la tendencia general en 
contra, SOLÓRZANO se manifiesta partidario de e'as, pero con restriccio- 
nes especiales (41). 

El sentido proteccionista al indio que hemos visto latir en todo mo- 
mento se vuelve otra vez a manifestar en una Cédula de 9 de junio de 1549, 
en la cual se ocupa de las pesas y balanzas que se usaban para pesar los 
frutos con que se pagaban los tributos y diezmos. En ella se daba orden 
expresa a los Virreyes y Gobernantes de que en adelante controlasen las 
pesas y balanzas, las cuales han de ser oficiales y contrastadas con una 


(37) Ibíden, v. 40, 41, 42 y 43. 

(38) Ibíden, v. 48. . 
(39) Manuscrito, legajo cit., fol. 82 v. 

(40) SOLÓRZANO, lib. II, cap. 22. 

(41) OVANDO, n. 39 y 42 Diezmos. 
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marca especial, pues hasta entonces los recaudadores tenian cada cual una 
balanza y pesaban sin estar presentes ni caciques ni indios (42). 


Personal encargado 


Se establece terminantemente en la Ley 24 de la Recopilación, libro 
primero, título XVI, que “la cobranza y administración de los diezmos 
reales pertenecían a los Oficiales reales”, y en esa misma ley, posterior- 
mente, se dice que tendrán “en su cobranza y administración cuenta y ra- 
zón particular de que en cada Obispado y Arzobispado mentase”, hacién- 
dose cargo de ello los tesoreros, de la misma manera que lo hacían en las 
demás cosas y cuestiones de la Real Hacienda, enviándose cada año a Es- 
paña con las cuentas diferenciadas el total de todas ellas. Al final se su- 
plica a los Prelados y Cabildos que no obstaculicen esta labor que se enco- 
mienda a los Oficiales reales. El encargo se repite en numerosas Leyes y 
Cédulas, como la de Felipe III en 1620 y la de 9 de agosto de 1651, dada 
por Felipe TV, ambas recogidas en la Recopilación. 


Pero no se crea que los Oficiales reales tenían una mera labor de co- 
branza, sino que sus facultades se ampliaban con la labor de fiscalización 
y control sobre todas las operaciones referentes a diezmos (43), para po- 
der de esta forma defender los intereses reales, y así, por Real Cédula 
de Carlos I de 12 de marzo de 1549, ratificada posteriormente por Feli- 
pe IV y recogida en la última Recopilación en la Ley 28 de diezmos, para 
que no haya fraude en la conmutación de la cóngrua en su parte decimal 
se manda a los “Oficiales reales de cada provincia que se hallen presentes 
en los remates y almonedas de los diezmos por que los arrendamientos de. 
ellos se hagan como convengan” y se eviten con ello fraudes y otros in- 
convenientes” (44). 


En los arriendos de diezmos tenían que estar presentes los Oficiales 
reales para que tomaran en cuenta de los remates y para que se hiciera en 
estos casos la formalización de una escritura por la que los arrendadores 
se comprometían a pagar lo que montare (45). 

De la misma manera, y con el mismo carácter intervencionista, tenían 


(42) Manuscrito, legajo' cit., fol. 83. 

(43) Precisamente por ello tenía que prestar flanza, debiendo dar la mitad para la casa 
de contratación de Sevilla y la otra mitad en Indias, según estaba ordenado por acuerdo 
del Consejo Supremo de Indias y que está recogido por el oidor de la casa de contratación 
de Sevilla ANTONIO DE LEÓN PINELO en su Acuerdos, Autos i Decretos, de Gobierno, del Real i 
Supremo Consejo de las Indias. Madrid, 1658. 

(44) OVANDO, n. 106, 107 y 108. 

(45) Ley 27, tit. 16, lib. I, recop. de 1774. 
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que asistir, al tiempo que se realizaran las cuentas sobre diezmos, para que 
se efectuasen fielmente los repartos sobre los mismos (46). 


No siempre la cobranza o administración estaba en manos de los Ofi- 
ciales reales, pues podía darse el caso de que esta administración pasase 
a manos de las autoridades eclesiásticas, según puede verse en la Real 
Cédula de Felipe IV de 28 de diciembre de 1638 (correspondiente a la 
Ley 29 de la Recopilación citada), en la que se ordena que, donde no 
hubiere diezmos suficientes para la dotación de las Iglesias, se cobre los 
que hubiera por los Oficiales reales, conforme a lo proveído. Pero donde 
por ser los diezmos considerables no se diere por ello al Prelado o Capi- 
tulares de la Iglesia cosa alguna de la Real Hacienda, alzarán la mano de 
la administración de los diezmos de la Iglesia y provincias y se los remi- 
tirán y dejarán gobernar al Prelado y Cabildo de ella, precediendo para 
esto Cédula y licencia real para que ésta corra de su cuenta y riesgo y 
desde el día que asi lo hicieren no les acuda más que por cuenta de la Real 
Hacienda con cosa alguna de lo que antes les hubiere dado para su esti- 
pendio, con tal que los dos novenos que en los diezmos de las Iglesias per- 
tenecían a Su Majestad estuviesen en poder de los Oficiales reales, los cua- 
les los habían de cobrar. En este caso se les encargaba que en su cobranza 
tuvieran un particular cuidado, haciendo para su ajustamiento las diligen- 
cias necesarias y hallándose al alzameinto y cuenta del diezmo como es- 
taba dispuesto, de tal manera que los dos novenos entraran enteramente 
en la Real Casa sin fraude, confusión ni usurpación. l 

Por supuesto que los Reyes procuraban siempre que la parte que a ellos 
correspondía en las divisiones que por propia yoluntad se hacían del todo 
se cobrara y se administrara, solventándose con la rapidez necesaria los 
inconvenientes que pudieran seguir. A este fin se había ordenado a las 
Reales Audiencias que si se presentaba por parte de. los Oficiales, reales 
pedimento o querella sobre la administración y cobranza de los dos nove- 
nos, se despacharan las provisiones oportunas, para que luego, y sin di- 
lación, tuviese efecto lo contenido en ellas. 

Esta misma exigencia de rapidez estaba repetidamente RE a los 
Prelados y Cabildos de Indias, a los cuales, en la misma forma que hemos 
visto para las Audiencias, se les exigía que no pusieran impedimento al- 
guno a los Oficiales reales en el ejercicio de su labor fiscal de cobranza 
y administración de los diezmos, procurando con ello el puntual cumpli- 
miento por parte de todas las Autoridades, apercibiendo en estas mismas 


(46) Ibíden, ley 30. OvANDO, n. 84 y 85. 
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Reales Cédulas los castigos necesarios para los casos en que no se pres- 
tara la diligencia exigida (47). 

Siguiendo la táctica proteccionista, por así llamarla, y dándose siempre 
cuenta el legislador de los posibles inconvenientes que pudiera originarse 
a los indios por el pago de sus diezmos, se determinó, en cuanto a los 
diezmos que recogían las Iglesias, que se retiraran de las casas en donde 
se tenían que recoger, pues siendo tierra nueva y necesitando “mucho y 
especial cuidado, no podían llevarlos los pagadores, por el perjuicio que 
pudiera originarle su ausencia, que generalmente era larga debido a las 
malas comunicaciones” (48). 


La división de los diezmos en general 


Este aspecto de la organización decimal es, sin duda alguna, uno de 
los más importantes, pues precisamente basándose en ella se van a produ- 
cir, pasado el tiempo, continuos conflictos. 

Por otra parte, hay otro hecho que procede de origen, y es que en el 
momento de la concesión pontificia de los diezmos éstos tardan en produ- 
cirse, por las características agrícolas de las tierras recién descubiertas, y 
la congrua del clero y sostenimiento de las fábrica se tuvieron que hacer 
a costa de la Real Hacienda. Solamente cuando los diezmos van aparecien- 
do ordenaron repetidamente nuestros Reyes, para descargar al Erario pú- 
blico, que las necesidades eclesiásticas se satifacieran con la aportación de- 
cimal, creándose de esta forma una adscripción que fué sancionando la 
práctica, pero sin que en ello hubiera un abandono de un legítimo derecho, 
lo que produjo una confusión, de la que es buena prueba la falta de clari- 
dad en los tratadistas al discutirse la pertenencia de los bienes de las va- 
cantes. EE 

Un hecho constante puede observarse en este aspecto, y es la falta de 
constancia en las asignaciones, debida a la tendencia variable de nuestros 
Monarcas sobre el particular, lo que nos hace huir de todo esquematismo 
y rigidez en estas asignaciones decimales. 

Empecemos por transcribir una disposición del Consejo de Indias en 
la que se determina detalladamente la forma cómo se han de repartir estos 
bienes eclesiásticos. Dice así: 


“Su Majestad, por decreto señalado de su Real mano en San Lorenzo a 
catorce de Octubre, de mil y seiscientos y treinta y ocho manda: Que por cuan- 


(47) Recop. cit., ley 24, tit.16, lib. I. OvANDO, n. 101. 
(48) Real Cédula de 13 de diciembre de 1571; manuscrito, leg. cit., fol. 266. 
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to ha visto las consultas, que se le han hecho sobre la forma que se habrían de 
tomar, para la graduación y repartimiento entre los interesados y acreedores al 
dinero que había venido hasta entonces, y vino de allí adelante de las vacantes 
de Obispados de las Indias de que tiene S. M. hecha merced y limosnas para 
diferentes obras pías, así de Comunidades, como de personas particuares, por de- 
cretos suyos, que algunos tienen calidad de antelación, y considerado por mayor, 
y por menos, lo que en esta materia y sus circunstancias se puede ofrecer, y que 
era bien dar forma y regla para lo presente, y por venir y que sería conveniente 
reducir todos estos debitos a clases fixas y ciertas, en las cuales cada uno cobra- 
se lo que hubiese de haber.” 


“Ha resuelto distribuir en tres clases los dichos acreedores: poniendo en la 
primera a los que parece tiene más particulares razones de preferencia; y en la 
segunda a los que más se acercaren a estos, y en la tercera a los últimos: y que 
la cantidad, que entonces había en poder del Receptor del Consejo, y la que 
de allí adelante fuese viniendo de géneros, de vacantes de Obispados, se hiciesen 
cuatro partes; y las dos se repartiesen prorrata de sus débitos, entre los que tie- 
nen su consignación en la primera clase: y a los de la segunda y tercera se les 
ratee de la misma manera las otras dos partes: una a los de segunda clase y otra 
a los de tercera, como más en particular y por menor está en el papel y rela- 
ción, que fué incluso con este decreto firmada del protonotario. Y así mando 
S. M., que en esta conformidad de executase entonces, y en lo de adelante, dán- 
dose para ello los despachos necesarios. Y que si en algún año hubiera tan par- 
ticular razón que obligue a alterar, o mudar algo, o para colocar en alguna de 
las dichas tres clases lo que S. M. concediese de, nuevo en este género de vacan- 
tes, puede el Consejo consultarle lo que se ofreciere cerca de ello. Advirtiendo, 
que entre los acreedores de, primera clase, ha querido Su Majestad que se ponga 
la dotación de las tres fiestas y Redención de tres cautivos, y casamiento de tres 
huérfanas, que mandó hacer, por el buen suceso de Fuenterrabía: y que a la 
fábrica del Convento de los Capuchinos del Pardo que tiene encargado al Con- 
de de Castrillo se le señalaren diez y seis mil ducados y que. a estas partidas se 
les rateasen en la primera clase lo que les tocase de sus débitos. Y que en esta 
última forma execute el Consejo el repartimiento de dicho dinero como le pro- 
puso lo determinase S. M., reduciendo a esta orden última que es la que quiere 
que se observe, no todas las demás en contrario que sean anteriores, advirtiendo 
que a algunas partidas que están consignadas en sus clases y separaciones no se 
la ha de librar ahora nada, porque demás de que les tocara por cantidad del re- 
partimiento, no necesitan tanto della, por ser fundación y obra pía, que requiere 
tiempo para perfeccionarla, y así lo reservó para los años siguientes, y entonces 
en la clase que van puestas, y conforme al estado de las cosas, han de entrar o 
no en el rateo con las demás, en aquel grado y clase que se hallaren” (49). 


Tal disposición puede darnos idea de la variabilidad que en cuanto las 
divisiones de los bienes eclesiásticos realizaban nuestros Reyes, puesto que, 
como habrá podido observarse, tiene un carácter especial y a la vez dero- 
gatorio de las anteriores, como en la misma se dice. 

Esta variabilidad que en la práctica se observó en la división de los pro- 


(49) ANTONIO DE LEÓN PINELO, Ob. Cit., disposición 111. 
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ductos decimales no podrá alegarse por nadie como un argumento en el 
que se pretenda sustentar la ausencia de un derecho que subsiste en todo 
momento, y lo único que hace es demostrar la liberalidad con que nues- 
tros Monarcas disponían de dichos bienes precisamente por ostentar una 
indiscutible titularidad sobre los mismos, lo que les permitía la realización 
de todos los actos anejos a un derecho de propiedad. A pesar de todo, se 
tergiversó la actitud de nuestros Reyes, ya que lo que no era más que una 
liberalidad, concesión, favor o gracia se interpretó como una obligación, 
deber o prescripción, ocurriendo lo mismo con las vacantes, que eran una 
renta más de Sus Majestades por incorporación del diezmo de que ellas 
procedían. 

La misma falta de reha aparece en otra serie de disposiciones, 
y asi Felipe III ordena lo siguiente: “Mandamos a los Virreyes y Presi- 
dentes y rogamos y encargados a los Prelados de nuestras Indias que 
cuando Nos hiciéramos merced de alguna parte de las vacantes y novenos 
a las Iglesias, se gasten y distribuyan, con sus pareceres o intervención, 
en cosas que pertenezcan al servicio y culto divino, e lo más forzoso y ne- 
cesario de las Iglesias” (50). Lo mismo se previno por otra Real Orden, 
en la que se decía que el repartimiento se haga de lò que faltare sobre 
lo que hubiere valido la parte de las Sedes vacantes, lo cual se aplicaría. 
como merced y limosna, para el edificio de las Iglesias. 

En este mismo sentido se manifiesta una Real Cédula dada a 3 de di- 
ciembre de 1631 por Su Majestad Felipe IV a favor del convento de 
Santa Brigida, de Valladolid, haciéndolo merced de tres mil ducados (51). 

Realmente, si nos fijamos en esta falta de continuidad que en la divi- 
sión de los diezmos se observa encontraremos una fácil justificación fi- 
jandonos, o mejor dicho, recordando lo que atrás hemos expuesto acerca 
del momento de su concesión, y con ella nos daremos cuenta que si estos 
productos decimales fueron incorporados a la Corona Real por expresa 
disposición pontificia, una vez cubiertas las necesidades de la cóngrua cle- 
rical y demás obligaciones, el resto podía consumirse y emplearse por nues- 
tros Monarcas, en la forma que tuvieran por conveniente, en cualquier 
clasé de usos. 

De tal forma se incorporaron los diezmos a la Real Hacienda, que ve- 
mos cómo en numerosas ocasiones es ésta, y no aquéllos, quien va a res- 
ponder continuamente del sostenimiento de las cargas eclesiásticas por ra- 
zón del carácter de la concesión, en la que no se limitó, ni lejanamente, que. 


(50) Ley, tit. 2.°, lib. I- Tomado de ABREÚ, n. 21 de vac. 
($1) SOLÓRZANO, Ob. cit., lib. IV, cap. 12, v. “y en aquella...”. 
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estas necesidades habrían de cubrirse por la aportación decimal, sino que 
este gravamen alcanzaba a los distintos aspectos del Erario público de tal 
forma, que si la parte de diezmos que se asignaba a los Ministros no era 
suficiente para sus mantenimientos y decencia, el Rey la debía de. suplir 
con los bienes de la Real Hacienda hasta que llegare. 

Por esto precisamente se tenía ordenado por permisión real que en tanto 
en cuanto bastaren los diezmos para cubrir estas necesidades se aplicaren 
a ellas, sin que se entiende por ello una adscripción obligada a estos fines 
de sustentación, estando. organizados en aquellos reinos un acoplamiento 
general por el que se aplicaban los sobrantes de unas prebendas a otras. 

Existe una Ley muy importante, recogida en una de las Recopilacio- 
nes (52), que dice así: 


“A los Señores Reyes nuestros progenitores y a Nos pertenecen los Diezmos 
eclesiásticos de nuestras Indias Occidentales, por concesión apostólica, mediante 
la cual se incorporaron en nuestra Real Corona como bienes libres y temporales, * 
con carga de dar cóngrua, sustentación y alimentos a los Prelados y Ministros 
Eclesiásticos y lo hemos hecho y mandado hacer larga y copiosamente.” 

“Y por que desde los tiempos que mueren los Arzobispos hasta que los su- 
cesores presentados por Nos tienen el fiat de Su Santidad, vacan estas rentas 
asignadas para sus alimentos durante sus vidas y deben acabarse con ellas y que- 
dar por hacienda nuestra incorporadas en nuestro Real Patrimonio.” 

"Y está mandado que todo lo que procediere de las tercias de vacantes de 
Arzobispados y Obispados que hemos reservado para repartir en obras pías, se 
remita a estos reinos a poder del Tesorero General de nuestro Consejo General 
de Indias, como se acostumbra y fuere cayendo y conviene que así se ejecute.” 

“Mandamos a los Oficiales de nuestra Real Hacienda de todas las Indias 
que remitan a poder de dicho Tesorero General lo que hubiere procedido y pro- 
cediere de las tercias partes de las vacantes d Arzobispados y Obispados con 
toda puntualidad, sin reservar ni detener ninguna cantidad, estando advertido 
que si así no lo hicieren mandaremos proveer del remedio conveniente.” 


Esta Ley, que, como podrá verse, se daba para la reglamentación de 
las vacantes, la creemos muy interesante para lo que veníamos demostran- 
do, ya que en ella se resalta el carácter del diezmo como bien temporal 
y a su vez el de ser bienes libres pertenecientes a la Real Hacienda, por 
haberse incorporado al Real Patrimonio, estando por ello a la más amplia 
disposición de la regia voluntad. 


La división de los diezmos en concreto 


Estaba determinado que de la entrada total de los diezmos, reunida la 
cantidad global, se sacaran antes de nada los excusados que a cada pueblo 


(52) ABREU, n, 27 de vac. 
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pertenecen y un vez restada esta porción “se hagan de todos los diezmos 
un montón y de él se saquen las distintas partes que estaban establecidas”, 
teniéndose en cuenta que si en la parte que estaba destinada a la cóngrua 
no era suficiente, siempre respondía subsidiariamente la Real Hacienda, 
hasta completar los quinientos mil maravedises que a cada Obispo le co- 
rrespondía (53). De los diezmos netos se hacia su división de la siguiente 
manera: se dividían en cuatro partes; una cuarte parte correspondía al 
Obispo y la otra cuarta parte al Cabildo Catedral. 


Lo correspondiente a las otras dos cuartas partes se dividía en nueve 
novenos, los cuales, a su vez, se repartían de esta forma: dos reservados 
para el Rey. Tres para la fábrica de la Iglesia Catedral y el Hospital. Los 
cuatro novenos restantes se aplicaban para el pago del salario de los curas 
y lo que sobrase se entregará al mayordomo del Cabildo. 


Esta parte sobrante del pago se unirá a la cuarta que de derecho co- 
“rresponde al Cabildo, y con ambas cantidades se tenían que pagar las do- 
taciones o salario de las dignidades, canonjias, raciones y medias raciones 
y demás oficios que por erección existiesen en la Iglesia Catedral. 


Ahora bien: podía darse el caso, y esto era muy frecuente, de que el 
total de los diezmos no fuere suficiente para cubrir las cantidades asigna- 
das a las Iglesias, y entonces se proveía que los Oficiales reales habrían de 
cobrar todos los diezmos, y, sin hacer división alguna, se ingresarían en 
la Real Hacienda, mediante la apertura de cuenta nueva. El cumplimiento 
de las cargas reales referentes al sustento de los Prelados y del Clero y 
demás obligaciones procedentes de la erección habría de satisfacerse con el 
total de diezmos ingresados, más los fondos públicos necesarios para la 
satisfacción de dichas obligaciones (54). ° 


La falta de rigidez de la división de los diezmos se pone patentemente 
de manifiesto en la reglamentación transcrita párrafos atrás, ya que, como 
podrá verse de la lectura de dicha disposición, en su última parte, se pre- 
vee como caso muy corriente, y la prueba de ello es el darse normas legales 
para poder solucionarlo la no existencia de repartimiento alguno, ordenán- 
dose el pago con los fondos de la Real Caja de lo necesario para completar 
la escasez de aquéllos, lo que nos prueba que la división de los diezmos se 
realizaba solamente en tanto en cuanto cumplia los fines que se perseguia. 


En la misma Real Cédula se prevee un tercer caso, que es cuando los 
diezmos alcanzan justamente para pagar la dotación de la Iglesia y las 


(53) Recop. cit., ley 22, tit. 16, lib. I. 
(54) Ibfden, ley 2.2, tit. 16, lib. I. 
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demas cargas inherentes a su misma administracién. Entonces se determi- 
naba que pasase de los Oficiales reales al Prelado y Cabildo, por medio de 
personas nombradas por éstos y aprobadas por Cédula y licencia real, y 
se ordenaba que aquéllas cobraran los novenos reales sin ocuparse para 
nada de lo demás en lo referente a la administración de los mismos. 

Lo anteriormente dispuesto se refiere sólo y exclusivamente a los diez- 
mos catedralicios y episcopales. 


Los parroquiales también estaban sujetos por disposición real a una 
minuciosa división. En éstos se decía que después de haber hecho el arren- 
damiento se sacara, como en los anteriores, la parte correspondiente. Fun- 
damentalmente la división es la misma; lo que ocurre es que la parroquial 
se aquilata más y se ordena que de los tres novenos que se asignaban a la 
fábrica y hospital sean precisamente noveno y medio a cada fin, En cuanto 
a los restantes novenos, que, como veíamos, en la Iglesia Catedral, una vez 
cubiertos los fines que se proponían, pasaban al Cabildo, aquí, en cambio, 
después de pagar a los clérigos tenían necesariamente que quedar para el 
culto parroquial (55). 


Los novenos reales, como ya hemos indicado con anterioridad, se co- 
braban por los Oficiales sin esperar a que estuviesen repartidos los ecle- 
siásticos, sin el descuento del 3 por 100 para los Seminarios ni las rebajas 
propias del gasto de cobranza, lo cual se hacía sobre la gruesa restante (56) 

Para los casos de arrendamiento de diezmos estaba prohibido termi- 
nantemente que fueran hechos estos arrendamientos por los eclesiásticos 
e interesados, “por ser grave perjuicio al Patronato y fábrica de las Igle- 
sias”, según se dispuso por Real Cédula de Carlos I en 23 de mayo de 1539, 
ratificada posteriormente por las suresivas de Felipe II de 23 de enero 
de 1588 y de Felipe III de 12 de diciembre de 1619 (57). 


Contabilidad 


Los Oficiales reales estaban obligados a separar de la recaudación ge- 
neral la parte que estuviera señalada para la fábrica, ornamentos y Minis- 
terios de las Iglesias y ponerla en diferente arca, sin juntarla con la parte 
correspondiente al Rey. De esta arca tenían llaves diferentes los Oficiales 
reales y no podían disponer de ninguna cantidad a ella perteneciente si no 
fuera por mandato del ey o Presidente Gobernador, y siempre con el 


(55) Ibíden, ley 23, tit. 10, lib, I 
(56) Ibíden, ley 25. 
(57) Ibíden, ley 31. 
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parecer del Prelado de la Diócesis (58). Asimismo, y con vista a una me- 
jor organización, se ordena la existencia de libros aparte, dentro de la 
Contabilidad de las Cajas Reales, en los cuales se asentará lo relativo en 
las cuentas de las Iglesias (59). 

Pero en todas estas disposiciones sobre la organización contable apenas 
si se reglamenta específicamente cómo habrían de llevarse estos libros, as- 
pecto que pasamos a examinar a través del cuadrante de Contabilidad (60). 

Este formulario nos ayuda grandemente en nuestro propósito, a pesar 
de no tener más que una finalidad de ordenación puramente contable, ya 
que nos ha de fijar claramente cuanto estaba ordenado, además de la divi- 
sión que de los diezmos se hacía en esta época. Fué dado con la única in- 
tención de enseñar a los Oficiales reales y Contadores, y para ello se vale 
de una Contabilidad figurada, que transcribe en sus páginas. 

El sistema que sigue es el de partida doble, aunque el sentido de im- 
personalización, característico de este sistema, no se cumpla muy riguro- 
samente. 

Se determina que la formación de estos cuadrantes en lo tocante a las ` 
rentas decimales es del cargo de los Contadores reales nombrados por Su 
Majestad y de la misma forma les pertenece lo que se refiere a emolu- 
mentos y particulares fundaciones, siempre y ecuando los Cabildos los ha- 
yan encargado de su cuenta y razón, como les es permitido; mas si hu- 
biere resultado nombrar otros a su costa, pertenecerá a éstos formar la 
particular cuenta de aquel ramo de rentas, la cual debe pasar al Contador, 
real, para que incorporada al cuadrante esta parte, como se dice en el For- 
mulario, resulte la general noticia que Su Majestad pide en todo de las 
rentas de los prebendados. 

Tal como estaba dispuesto para su formación, era necesario saber an- 
tes el valor total de los Diezmos reducidos a dinero, y esto era fácil cuando 
su cobranza se hacia a base de arrendamientos; no así cuando ésta se rea- 
lizaba por cada uno de los partícipes, en cuyo caso había que esperar a que 
se vendieran los frutos y dieran sus cuentas a los administradores. Y si, 
en lugar de servir este sistema de liquidación a dinero, se repartía el todo 
o. parte de las rentas de los Diezmos en frutos, era necesario justipreciar- 
los, justiprecio este que correspondía hacerlo a la Junta de Diezmos. 

Una vez con estos datos se procedía ya a la realización del cuadrante y 
para ello se abría una cuenta corriente a cada uno de los partícipes. 


(58) SOLÓRZANO, ob. cit., lib. II, Cap. 22, v. 47, 48. OVANDO, n. 107 y 108. 
(59) SOLÓRZANO, ib. 50 y OVANDO, n. 108. j hy 


(60) Cuadrante de Contabilidad. Dado por el contador general del Reino con fecha de 30 
de octubre de 1786 y aprobado por Su Majestad el 9 de noviembre del mismo afio. 
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Estas cuentas llevaban las dos correspondientes partidas de Debe y 
Haber, pero eran cerradas, es decir, que al cargar o abonar algo a otra 
cuenta, no pasaba a ella, sino que quedaba en la cuenta de procedencia y 
solamente era al final cuando se totalizaba, en el llamado estado o resu- 
men, que corresponde a nuestros actuales Balances. 

En estas partidas finales se observa una particularidad y es que no se 
sigue el criterio rígido de la partida doble cuadrando sus cuentas generales 
como lo hacen los particulares, sino que lo ünico que hace es sumar lo que 
a cada cuenta corresponde en la distribución de los frutos de Diezmos. 

La primera cuenta, o sea la primera labor a realizar, es la cobranza de 
los Diezmos, o sea las cuentas de los administradores o arrendadores. Esta 
cuenta no aparece en el formulario que comentamos o debe de ir incluída 
en la que, llamada cuenta de gruesa, que es lo que hoy diríamos capital. 
En esta cuenta se hacen los cargos y abonos hechos a los administradores 
y arrendadores. 

A continuación de la Gruesa se van abriendo cuentas a cada una de las 
Tglesias en las que van apareciendo en un doble apartado los Diezmos que 
les corresponde y la distribución que de ellos se establece. 

Figuran en cada una de estas cuentas las siguientes partidas: Cuarta 
Episcopal, Cuarta Capitular, los dos Reales novenos, a la Fábrica su no- 
veno y medio, al Hospital también su noveno y medio y, por ültimo, los 
cuatro Novenos Beneficiales, todo ello sobre el total de los Diezmos. 

Cada una de estas cuentas son personales, excepto la Cuarta Capitu- 
lar que está impersonalizada, puesto que es divisible entre los prebendados 
del Cabildo. También tienen este carácter los cuatro Novenos Beneficiales 
que han de repartirse entre los curas y sacristanes. 

Una de las cuentas citadas en la repartición de los Diezmos, es la del 
noveno y medio que corresponde a un tres por ciento del total decimal y 
que se carga sobre todos los partícipes, exceptuando la partida de los dos 
Novenos Reales. Cada una de estas cuentas se descomponen en otras varias, 
donde se van especificando las diversas partidas de pago. 

Por ültimo aparece una cuenta de gastos generales con la misma fun- 
ción que actualmente tiene dentro de la ordenación contable. 


Esta era a grandes rasgos la situación del problema cuando se inició 
el tantas veces citado Pleito de las Religiones, en el que hubo de discutirse 
ampliamente todo el problema de fondo del derecho decimal real. 


FLORENTINO RODERO TARANCO 


Profesor de la Universidad Literaria de Salamanca 
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VICISITUDES DE LA PROPIEDAD 
ECLESIASTICA EN ESPANA DURANTE 
EL SIGLO XIX 


Hay dos maneras de estudiar la historia del Derecho: una, a través de 
las diversas instituciones que han existido y de los hechos realizados; otra, 
a través de las mismas leyes y de su desenvolvimiento ideológico. 

En la historia de los actos libres del hombre existen dos factores de 
suma trascendencia: los hechos y las ideas. Cuando el modo de obrar, por 
diversas circunstancias, ha cambiado, insensiblemente también cambia el 
modo de pensar: los hechos han influido en la transformación de las ideas 
E inversamente, cuando las ideas van tomando nuevos rumbos, la vida del 
hombre empieza también a manifestarse con nuevas formas y nuevas ac- 
tividades: las ideas han penetrado las acciones humanas. 

Aplicando este mutuo influjo de las ideas y de los hechos al campo del 
Derecho, podemos afirmar que no sólo los hechos humanos han influído en 
el desenvolvimiento de las leyes, sino, que también éstas han penetrado to- 
das las formas de la actividad social, dándole matices nuevos. 

Ejemplos de este mutuo influjo existen al por mayor en toda la his- 
toria del Derecho canónico. No tenemos por qué entretenernos aquí en 
esto. No hay más que recordar la gran influencia que en la Iglesia y en 
sus instituciones ha tenido, por ejemplo, el Derecho romano, y el que a su 
vez ha ejercido las mismas leyes de la Iglesia en la transformación de las 
costumbres y aun de la mentalidad del mundo romano. Es el influjo de 
las ideas sobre los hechos y de los hechos sobre las ideas. 

Descendiendo al punto que va a ser objeto de este estudio, la propie- 
dad eclesiástica, en sus muy variadas vicisitudes, puede ser estudiada desde 
dos puntos de vista: o exponiendo los bienes que poseía y los despojos de 
que ha sido objeto al correr de los años, o bien siguiendo el desenvolvi- 
miento ideológico de la idea desamortizadora tal como se presenta en las 
leyes que la han motivado y regulado en las diversas épocas en que ha sido 


aplicada. 
Vamos a seguir este segundo procedimiento, más original, menos co- 
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nocido y más.jurídico, diviendo nuestro trabajo en dos grandes partes: 
una, la idea desamortizadora en general y las leyes que se han venido su- 
cediendo como fruto de esas ideas; otra, las leyes que han regulado la des- 
amortización de aquellos bienes de la Iglesia que por estar vinculados de 
alguna manera a los que los habían donado o a sus causahabientes fueron 
objeto de un procedim ento distinto por parte de las leyes estatales. Preci- 
samente en este segundo grupo se ve más claro cuál era la idea fundamen- 
tal que regulaba toda la desamortización eclesiástica, como aparecerá en 
su lugar. 


PARTE PRIMERA.—LA DESAMORTIZACION EN GENERAL 


I. PRELIMINARES 


DESAMORTIZACIÓN : CONCEPTO 


Desamortización es lo contrario de amortización. Cuando una propie- 
dad inmueble está en manos de una persona, de tal suerte que su venta 
se halla prohibida, o al menos en gran manera restringida, se dice que está 
amortizada (porque se le sustrae a la vida de la circulación). La desamor- 
tización significa, pues, separación. de bienes de manos en que no circulan 
(manos-muertas), para que pasen a otras en que circulen. 

La propiedad puede estar amortizada lo mismo en poder de personas 
físicas o indtviduales que de personas jurídicas y colectivas. Ejemplo de 
lo primero lo ofrecen los mayorazgos. Sin embargo, la desamortización 
se refiere a la propiedad colectiva de las corporaciones y personas morales, 
pues para significar el mismo fenómeno en cuanto a los bienes de parti- 
culares se emplea la palabra “desvinculación”. 


CLASES DE DESAMORTIZACIÓN 


- Ante todo, puede distinguirse la'desamortización legal o jurídica de la 
ilegal o antijurídica. La primera es la transformación de la propiedad fija 
y estancada en propiedad libre y circulante mediante convenio entre el Es- 
tado y el propietario de los bienes. La segunda consiste en el despojo que 
hace el Estado apropiándose por la fuerza de los bienes y derechos de las 
corporaciones para ponerlos en circulación, vendiéndolos, en provecho pro- 
pio, a los particulares. En realidad, esta clase de desamortización ha sido 
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la casi exclusivamente practicada, considerándola el Estado como un re- 
curso o ingreso extraordinario. 

Por razón de las personas jurídicas propietarias de los bienes, la des-- 
amortización será eclesiástica o civil, según que los bienes pertenezcan a la 
Iglesia y fundaciones piadosas o a los municipios y establecimientos de ins- 
trucción y beneficencia. 

Por la clase de bienes desamortizados, puede ser de fincas urbanas, de 
fincas rústicas y de censos y demás derechos reales. 

Por la forma de efectuar el pago los compradores de los bienes se ha 
clasificado en “al contado” y “a plazos”, por el tiempo de pagar y en 
“a pagar en metálico” o “en efectos públicos”, atendiendo a la clase de 
valores en que se realiza. 


IDEAS DESAMORTIZADORAS DEL SIGLO XVIII 


Para conocer a fondo la razón de la legislación desamortizadora del 
siglo XIx, tan amplia y universal y tan cruda y sin respeto a la propiedad 
de la Iglesia y demás manos muertas, hay que estudiar, siquiera sea bre- 
vemente, las causas que la motivaron. Me refiero particularmente a las 
ideas desamortizadoras del siglo Xv111, que debieron su origen al libera- 
lismo naciente, por una parte; al enfriamiento de la fe y religiosidad de 
los gobernantes, por otra, y a la idea, fruto natural de estas dos causas, 
de que la propiedad de manos muertas, especialmente la eclesiástica, no sólo 
era perjudicial por limitar el nümero de contribuyentes y hacer a éstos más 
gravosa la carga comün, sino, en mayor escala, por privar a considerables 
porciones del territorio cultivado del fecundo impulso del interés personal 
de los cultivadores. Finalmente, se pretendían apoyar y propagar estas ideas 
ensefiando que la Iglesia podia poseer bienes sólo por concesión del Es- 
tado, pues que éste es el duefio del territorio, y que las personas eclesiás- 
ticas sólo por una benigna concesión de los gobernantes habían podido ad- 
quirir toda clase de bienes, y, por consiguiente, que el Estado en cualquier 
momento podía revocar lo que él mismo, por mera liberalidad, había otor- 


gado a la Iglesia. 
CAMPOMANES Y JOVELLANOS 
Dos escritos famosos responden a estas tendencias en Espafia. Uno es 
el Tratado de la regalia de la amortización, de PEDRO RODRÍGUEZ CAMPO- 


MANES, publicado en 1765, muchas veces reimpreso después, y que fué in- 
cluído por vez primera en el Indice de libros prohibidos en el aíio 1825. 
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Ha sido el arma que mas han esgrimido todos los partidarios de la des- 
amortización, y también, a su vez, se han hecho de ella muy serias y abun- 
dantes refutaciones (1). 

El libro de Campomanes es una disertación histórico-jurídica para pro- 
bar que tanto los emperadores cristianos como los reyes de España tuvie- 
ron y mantuvieron siempre la regalía de impedir las ilimitadas enajena- 
ciones de bienes raíces en iglesias, comunidades y otras manos muertas. 
El autor insiste en la necesidad urgente de poner un remedio definitivo a 
las adquisiciones de manos muertas, que iban poniendo en serio peligro 
la prosperidad material de la nación. 


“La necesidad de remedio—dice—es tan grande, que parece mengua dilatarle; 
el reino entero clama por ella siglos ha, y espera de las luces de los magistrados 
propongan una ley que conserve los bienes raíces en el pueblo y ataje la ruina que 
amenaza al Estado, continuando la enajenación en manos muertas” (2). 


Campomanes no proponía una ley desamortizadora, sino una ley que 
impidiese las amortizaciones futuras, y tal había sido la de Carlos III (3), 
cuyo texto revela haberse ya dictado disposiciones en consonancia con las 
ideas de Campoamor; mas no habiendo surtido efecto, pues continuaron 
las enajenaciones, dictó el mismo Rey la siguiente: 


“He resuelto que por ningún concepto se admitan instancias de manos muer- 
tas para la adquisición de bienes, aunque vengan vestidas de la mayor piedad y 
necesidad”, 


y previene al Consejo de Hacienda que tenga presentes 


“las órdenes dadas en contrario y los intulerables daños que se siguen a la causa 
pública de que, a título de una piedad mal entendida, se vaya acabando el patri- 
monio de legos” (4). 


El otro escrito es el Informe de la Sociedad Económica de Madrid 
al Real Supremo Consejo de Castilla en el expediente de la ley agraria. 


a» La refutación más seria y eficaz es la titulada “El dominio sagrado de la Iglesia en 
sus bienes temporales”, por PEDRO INGUANZO, Obispo de Zamora, después Cardenal de To- 
lodo. (Salamanca, 1820-1823.) 


(2) Como este estudio no tiene más objeto que el desarrollo de la idea desamortizadora, 
no me detengo en la refutación de los errores que contiene la doctrina de Campomanes y 
Jovellanos. Una refutación completa puede verse en la o. c. del Card. INGUANZO, y también 


en cuanto a los puntos principales en J. M. ANTEQUERA, La desamortización iásti - 
MH E ción eclesiástica. (Ma 


(3) CARLOS UI, cédula de 10, marzo, 1763. 
(4) Novísima Recopilación, I. 5. 17. 
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Lo encargó la Sociedad a GASPAR MELCHOR DE JOVELLANOS el 18 de ene- 
ro de 1787, y éste lo remitió desde Gijón el 26 de abril de 1793. 


El objeto de este célebre Informe es señalar los fundamentos o bases 
de una buena ley de fomento de la agricultura. Consideró Jovellanos que 
la agricultura tiende naturalmente a su progreso, estimulada por el interés 
personal de los cultivadores, y en su virtud, que el favor que pueden otor- 
garle las leyes es separar los obstáculos o estorbos entorpecedores de su 
espontáneo movimiento progresivo. Tales estorbos son: políticos o pro- 
venientes de las leyes, morales o dimanados de las opiniones erróneas y 
físicos o de la naturaleza. Entre los impedimentos políticos figura la amor- 
tización (5). Y sus conclusiones generales sobre la materia son las siguientes: 


I' Deben reducirse a propiedad particular los baldíos, usandose para 
esta enajenación diversos procedimientos segün las provincias o regiones 


2. Lo mismo las tierras concejiles, empleándose sus productos en ob- 
jetos de utilidad común, como desecación de lagos, navegación de un rio, 
construcción de puertos, canales y puentes, o imponiéndolos en fondos pü- 
blicos que darían a los ayuntamientos una renta más pingüe y de más 
fácil administración. 


3. Igualmente, los montes 


“nunca estarán mejor cuidados que cuando, reducidos a propiedad particular, se 

permita su cerramiento y aprovechamiento exclusivo, porque entonces su conserva- 

ción será tanto más segura cuanto correrá a cargo del interés individual, afianzado 
” 

en ella”. 


4.* La amortización de la propiedad es causa eficacisima de la ruina 
de la agricultura en España. Sobre el origen jurídico de la eclesiástica si- 
gue a Campomanes, y afirma que únicamente las Partidas la favorecieron; 
y esto, porque “en vez de consagrar el derecho y disciplina nacional, trans- 
cribieron las máximas ultramontanas de Graciano”. 

Menos justificado que el patrimonio del Clero secular encuentra el de 
las Ordenes religiosas. Abstiénese de proponer medida alguna sobre esta 
riqueza de los monasterios diciendo: 


» “Sea, pues, de la autoridad eclesiástica regular cuanto convenga a la existen- 

cia, número, forma y funciones de estos cuerpos religiosos, mientras nosotros, res- 

petándolos en calidad de tales, nos reducimos a proponer a V. S. el influjo fu- 
. . . M ” 

nesto que, como propietarios, tienen en la suerte de la agricultura. 


(5) Conviene advertir que solo llama amortización a la eclesiástica (clero secular y re- 
gular) y la de los mayorazgos que llama amortización civil. 
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Respecto del Clero secular es mas categórico. Propone que los Obispos 
por encargo de Su Majestad promuevan por sí mismos 


“la enajenación de sus propiedades territoriales para volverlas a las manos del 
pueblo, bien fuese vendiéndolas y convirtiendo su producto en imposiciones de 
censos o en fondos públicos, o bien dándolas en foros y enfiteusis perpetuas y li- 
bres de laudemio. Si fuese vana esta esperanza y el clero se empeñase en retener 
su propiedad territorial, a lo menos la prohibición de aumentarla es ya indispen- 


sable”. 
DIVERSAS ÉPOCAS DE LA DESAMORTIZACIÓN 


Las doctrinas desamortizadoras hasta aquí expuestas surtieron verda- 
dero efecto. Cinco años después de publicado el Informe de Jovellanos co- 
mienza la legislación abiertamente desamortizadora, que no se contentaba 
con prohibir la adquisición de nuevos bienes, sino que iba encaminada a 
despojar a las llamadas manos muertas de todos los que legítimamente 
poseían. Si bien es verdad que esta legislación se extendió tanto a las 
manos muertas civiles como eclesiásticas, también es cierto que el lugar 
principal tocó a estas últimas y que la mayor parte de los bienes desamor- 
tizados pertenecían a la Iglesia. 

Desde el principio, las leyes desamortizadoras van unidas a los Gobier- 
nos progresistas, y otros de ideas no menos avanzadas, del siglo pasado. 
Iniciada la desamortización por Carlos IV en 1798, aunque todavía bas- 
tante moderada y sólo con respecto a algunas clases de bienes, fué violen- 
tamente ejecutada por Napoleón y su hermano José (años 1808-1811). 
El período constitucional que siguió a la expulsión de los franceses (años 
de 1812-1813) siguió los pasos del rey francés, pero sus disposiciones no 
tuvieron cumplimiento en general, pues fueron anuladas por el rey Fer- 
nando VIT a su vuelta al trono (año 1814). 

Durante la segunda época constitucional (años 1820-1823) hubo un pe- 
tiodo de avance en este particular; pero de nuevo la caida del régimen 
en 1823 impidió que estas disposiciones produjesen todo su efecto. 

La tercera época constitucional (1835-1844) insistió en la desamorti- 
zación por vía de despojo, haciendo de ella un arma política que esgrimió 
contra el Clero, al que juzgaba partidario y defensor del Carlismo, al 
mismo tiempo que la utilizaba para procurarse recursos y adeptos ;epero el es- 
cándalo que en la opinión pública produjeron las ventas, contra las que la 
Iglesia urgió las penas canónicas en las personas de los compradores; los 
negocios ilícitos a que la desamortización dió lugar y el poco provecho que 
para el Fisco se obtenía vendiéndose fincas por la tercera parte de su valor, 
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fueron causa de que el partido moderado, duefio del Poder desde 1844 
2 1854, dictara ciertas disposiciones conciliadoras, hasta obtener de la 
Santa Sede el Concordato de 1851. 

Cierta tranquilidad y calma gozó la Iglesia una vez firmado el Con- 
cordato. Pero ésta duró poco: el período de 1854-1856, en el que domi- 
varon las tendencias progresistas y liberales, dió un nuevo golpe a los bie- 
nes de la Iglesia. He aquí otra época en las ya numerosas de la desamor- 
tización eclesiástica. 

Cambiada, sin embargo, la situación política en sentido conservador 
(años 1856-1868), el Gobierno se preocupó de nuevo de reparar las viola- 
ciones del Concordato, suspendiendo la venta de bienes y llegando a ce 
lebrar en 1859 un convenio adicional con la Santa Sede y otro en 1867. 

En conformidad con este resumen brevisimo podemos distinguir tres 
épocas principales en la desamortización de los bienes de la Iglesia: Pri- 
mera época: 1820-1823; ley principal, la de 11 de octubre de 1820. Segun- 
da época: 1835-1844; leyes características, las de 24-29 de julio de 1837 
y de 2 de septiembre de 1841. Tercera época: 1854-1856; ley fundamental, 
la de 1 de mayo de 1855 y su complementaria de 11 de julio de 1856. 


II. LA DESAMORTIZACIÓN ECLESIÁSTICA HASTA 1820 


Aunque el primer período de desamortización eclesiástica lo hemos se- 
ñalado a partir del año 1820, sin embargo anteriormente fueron promul- 
gadas algunas disposiciones que, si bien aisladas, son de suma trascenden- 
cia para seguir los avances de la idea desamortizadora a través de las leyes 
y demás disposiciones oficiales. Dos son las principales: el Real Decreto 
de 19 de septiembre de 1798, de Carlos IV, y el Decreto de las Cortes de 
13 de septiembre de 1813. El primero es de mayor importancia lógica, y 
vamos a exponerlo con alguna detención. 


EL REAL DECRETO DE IQ DE SEPTIEMBRE DE 1798 (6) 


De cuatro clases de bienes dispone el presente Real Decreto: Primero, 
de los bienes pertenecientes a hospitales, hospicios, casas de misericordia, 
de reclusión y expósitos, cofradías, memorias, obras pías y patronatos de 
legos; segundo, de los establecimientos, memorias y obras pias en que hu- 


(6) CARLOS Iv por R. D. de 19 septiembre 1798 inserto en Ced. del Consejo de 25 del 
mismo. N. RH. I. 5. 22. : 


es, 
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biese patronato activo o pasivo de sangre; tercero, de las fundaciones del 
primer grupo en el caso que hubiera cesado su objeto o fin propio, y, por 
último, de las capellanias colativas y otras fundaciones eclesiásticas. 


Bienes del primer grupo: ordena la enajenación de todos los bienes 
raíces, poniéndose los productos de esta venta en la Real Caja de Amor- 
tización bajo el interés anual del 3 por 100, con lo que había de atenderse 
a la subsistencia de dichos establecimientos, y a cumplir todas las cargas 
impuestas sobre los bienes enajenados. De esta regla exceptúa a los bienes 
del segundo grupo, a saber: a aquellas fundaciones en que hubiera patro- 
nato activo o pasivo de sangre; en éstos concede plena facultad de ena- 
jenarlos a los que según la fundación se hallaren encargados de la admi 
nistración de los bienes, poniendo el producto en la Caja de Amortización 
con el rédito anual del 3 por 100. 


En cuanto a los bienes de fundaciones cuyo objeto hubiese cesado, | 
mandó proceder también a su enajenación, pero llevando razón separada 
del adeudo de los mismos intereses, que se habían de retener en depósito 
hasta que el rey tuviese por conveniente su aplicación a los destinos más 
análogos a sus primeros fines. 


Finalmente, en cuanto a los bienes de capellanias colativas, se invita 
en dicho Real Decreto 


“a los MM. RR. Arzobispos y RR. Obispos y demás prelados eclesidsticos,, secu- 
lares y regulares, a que, bajo de igual libertad que los patronatos de sangre y obras 
pías laicales, promuevan espontáneamente, por un efecto de su celo por el bien del 
Estado, la enajenación de los bienes correspondientes a capellanías colativas u otras 
fundaciones eclesiásticas, poniendo su producto en la Caja de Amortización con el 
3 por 100 de renta anual, y sin perjuicio del derecho de patronato activo y pasivo 
y demás que fuese prevenido en las fundaciones y erecciones de dichos beneficios”. 


Estas son las disposiciones básicas del presente Real Decreto. Las cau- 
sas o motivos en que se funda quedan patentes en su introducción : 


“Continuando en procurar por todos los medios posibles el bien de mis amados 
vasallos, en medio de las urgencias presentes de la Corona, he creído necesario dis- 
poner un fondo cuantioso, que sirva al doble objeto de subrogar, en lugar de los 
Vales reales, otra deuda con menos interés e inconvenientes, y de poder aliviar la 
industria y comercio con la extinción de ellos, aumentando los medios que para el 
mismo intento están ya tomados, y siendo indisputable mi autoridad soberana para 
dirigir a estos y a otros fines del Estado los establecimientos públicos, he resuelto...” 


En resumen, pues, el motivo no era otro que allegar fondos con que 
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atender al pago de la deuda con que por entonces gravaban enormemente 
la Corona los vales reales (7). 

En este Real Decreto tenemos ya claramente delineado el concepto de 
amortización tal y como se había de aplicar en adelante y las causas que 
más o menos se habían de alegar para justificarla. No se trata ya de una 
simple confiscación de bienes, como en siglos anteriores habían hecho los 
reyes, cuando, por cualquier motivo, les había convenido aumentar los fon-' 
dos de la nación o acudir a alguna necesidad más urgente. Ahora el pro- 
ceder es distinto: los bienes se enajenan en provecho del Estado, pero al 
propietario se le proporcionan títulos o láminas que le producen una renta 
igual o aproximada a la que le produjera el capital por el que se le ha ven- 
dido la finca (8). Las causas que se alegan para justificar este cambio for- 
zoso en la naturaleza de los bienes de manos muertas son el bien de la 
nación y de los sübditos que se ha de conseguir al poner en circulación 
en el comercio bienes que antes no lo estaban, la amortización de la deuda 
del Estado y, finalmente, el remedio de alguna necesidad extraordinaria 
y urgente de la nación. Todo esto lo vemos en el presente Real Decreto 
y lo seguiremos viendo continuamente en todas las leyes y disposiciones 
desamortizadoras que le habían de seguir. 

Posteriormente, con fecha 18 de noviembre de 1799, publicóse una 
Real Resolución en la que se establecían las normas que habían de seguirse 
para determinar la jurisdicción competente que había de intervenir en la 
enajenación de bienes del Real Decreto anterior (9). 


A. este efecto divide los bienes en cuatro grupos: bienes espirituales 
y eclesiásticos, bienes laicales, bienes mixtos y bienes de cuya naturaleza 
se duda. Entender en la enajenación de los primeros corresponde exclusi- 
vamente a los tribunales eclesiásticos; en la de los segundos, a los tribu- 
nales y juzgados civiles, también exclusivamente; en la de bienes mixtos, 


(7) El vale real: el papel moneda que, autorizado por el Gobierno representaba ciertas 
cantidades de dinero, con un tanto por ciento a favor de sus tenedores, generalmente el 
cuatro. En 1453, el conde de Tendilla en la defensa de Alhama creó por vez primera el vale 
real, que consistía en un cartón con su firma de un lado y de otro la suma o cantidad de 
dinero que había recibido con la promesa de cambiarlo por moneda corriente pasado el 
niomento de apuro, con los cuales logró atender a los gastos de manutención y aprovisiona- 
miento del ejército. Después de varias vicisitudes, los vales reales fueron convertidos por 
la ley de 1 de agosto de 1851 en deuda consolidada del 3 por 100 al tipo del 80 por 100 del 
valor o en deuda amortizable de primera clase, segün que los vales fuesen consolidados o 
no consolidados. 

(8) Esto sin embargo no fué observado hasta el año 1844 en que empezó a dominar la 
idea de la desamortización como cambio de naturaleza de los bienes: de inmuebles en mue- 
bles. En general, lo que realmente se llevó a cabo tratándose de bienes eclesiásticos fué el 
despojo de la Iglesia sin resarcimiento de ninguna clase. 

(9) CARLos Iv por R. res. de 28 de noviembre de 1799, inserta en Cir. del Consejo del 29 


del mismo mes. N. R. I, 5, 23. 


— 391 — 


MANUEL GONZALEZ RUIZ 


a la jurisdicción eclesiástica y secular unidamente, y en la de bienes de 
cuya naturaleza se duda, a la jurisdicción real ordinaria. 

Hasta aquí, todo claro; la dificultad, o mejor dicho, la limitación de 
la jurisdicción eclesiástica, empieza cuando se determina qué bienes se han 
de considerar espiritualizados y eclesiásticos para estos efectos. Se consi- 
deran espiritualizados aquellos “que se haga constar que están espiritua- 
iizados por cláusula expresa", y eclesiásticos, los de aquellas obras pias 
“que se hayan fundado con caudales propios de la Iglesia o con el pro- 
ducto de rentas episcopales, si el derecho de patronato se halla concedido 
a alguna dignidad, cuerpo o comunidad eclesiástica”. Por consiguiente, 
no son bienes eclesiásticos, para este efecto al menos, según expresamente 
se declara, aquellos en que recaiga patronato de sangre, pues el derecho 
de patronato siempre se considera laical, y, por tanto, sus bienes, aunque 
eclesiásticos por naturaleza, deben quedar sometidos a la jurisdicción del 
patrono; como tampoco son eclesiásticos los de aquellos beneficios que ha- 
yan sido fundados no con bienes de la Iglesia, sino de particulares. 


DECRETO DE LAS CORTES DE 12 DE SEPTIEMBRE DE 1813 


Después de las disposiciones de Carlos IV que hemos visto no se dieron 
otras nuevas en la presente materia hasta el período de la invasión francesa, 
en el que Napoleón y su hermano se ensañaron contra los religiosos, su- 
primiendo muchos de sus conventos y confiscando sus bienes. El primero 
mandó reducir a una tercera parte los conventos (10), y el segundo decretó 
la extinción de las Ordenes religiosas, apoderándose de sus bienes y aun 
de las alhajas de muchas iglesias dentro del territorio ocupado (11). Po- 
dían estos bienes comprarse, y algunos de ellos, aunque pocos, se compra- 
. Ton realmente con un papel que se creó para la extinción de la deuda pú- 

blica (12). 

Escaso efecto tuvieron disposiciones tan arbitrarias; antes bien, por' la 
indignación y odio que suscitaban en los ánimos, contribuyeron al entu- 
siasmo con que se peleó contra los invasores; y allí donde los pueblos se 
libraban de su dominio, se restablecian sin demora los conventos supri- 
midos. 

Pero una vez lanzados los franceses, las Cortes no impulsaron el res- 
tablecimiento de las comunidades religiosas, antes se alegraron de que Na- 


(10) Cf. ANTEQUERA, La desamortización eclesiástica, (Afio 1808) pág. 163. 


(11) D. de 18 de agosto de 1809. Colección legislativa de España, (Madrid, 1809-1879) 
vol. I, pág. 303. 


(12) D. de 16 de noviembre de 1809. C. L. vol. I, pág. 434. 
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poleon y los suyos les hubiesen allanado el camino, y asi continuaron, no 
tanto suprimiendo conventos cuanto procurando que no se restableciesen 
los suprimidos y confiscando sus bienes. 

Esto fué lo que ordenó el Decreto de 13 de septiembre de 1813, al 
mandar que se enajenasen los bienes de 


“los ex jesuítas, los de la Orden de San Juan de Jerusalén, los predios rústicos y 
urbanos de los maestrazgos y encomiendas vacantes y que vacaren en las cuatro ór_ 
denes militares y los que pertenecían a monasterios y conventos arruinados y que 
queden suprimidos” (13). 


Como se ve, en este periodo sólo se dispuso de los bienes de regulares, 
sin llegar a tocar a los demás eclesiásticos. La restauración de 1814 im- 
pidió a las Cortes continuar sus proyectos desamortizadores, pues ya se 
preparaban vastos planes como el del ministro Alvarez Guerra (noviem- 
bre 1812), que se lisonjeaba de extinguir la deuda y eximir a la nación 
del pago de contribuciones por espacio de diez años vendiendo los baldíos, 
los bienes concejiles y todos los de la Iglesia, incluso los templos que no 
fuesen catedrales o parroquiales (14). 


III. LA DESAMORTIZACIÓN DE 1820 A 1823 


En este segundo período constitucional de 1820 a 1823 encontramos 
dos clases o grupos de leyes desamortizadoras: las dadas sobre conventos 
y bienes de religiosos y las llamadas desvinculadoras, de las que la prin- 
cipal y básica es la de 11 de octubre de 1820. 

En cuanto a los religiosos, un Decreto de las Cortes de 1 de octubre 
de 1820 (15) suprimió todos los monasterios de Ordenes monacales y otros 
conventos, reformó los subsistentes de regulares y aplicó al crédito público 
los bienes de los mismos, quedando sujetos a las cargas de justicia que 
los gravaban, así civiles como eclesiásticas. La brevedad de esta época cons- 
titucional impidió dar nuevas y más avanzadas disposiciones en la mate- 


ria (16). 


(13) D. de 13 de septiembre de 1813. Colección de Decretos de las Cortes, vol. 1V, pági- 


na 253. 
(14) Cf. MARTÍNEZ DE ALCUBILLA, Diccionario de la Administración española (6 ed., Ma- 


drid, 1914 ss.), vol. V, pág. 712. , 
(15) C. de D. de las Cortes, vol. VI, pág. 155. ALCUBILLA, Diccionario, vol. V, pág. 718. 
(16) Anteriormente a este decreto se publicarón otros relativos a los religiosos, sus con 

ventos y bienes. Entre éstos merecen especial mención el D. de las Cortes de 9 de agosto 

de 1820 por el que se restablecen todos los reglamentos establecidos en 1813, 1815, 1818 

sobre venta de bienes de religiosos, qu no habían llegado a ser aprobados; y el D. de 17 de 

agosto de 1820 por el que se vuelve à declarar suprimida en Espafia la Compafiia de Jesus, 

como ya había sido antes dispuesto en la N. R. I, 26, 4. 
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Respecto a las leyes desvinculadoras, la Ley de 11 octubre 1820 (17) 
puso término a los mayorazgos y „vinculaciones. La desamortización de 
estos bienes de vinculaciones, y en general de todos aquellos en los que 
entraban de un modo directo los intereses de los particulars, la estudiare- 
mos en otro lugar por el carácter y forma especial que revistió. Aquí sólo 
nos interesan dos artículos de esta Ley, que tocan al punto del derecho de 
la Iglesia a adquirir y poseer bienes temporales (18). Una doble prohibi- 
ción se contiene en ellos: de adquirir bienes raíces o inmuebles y de imponer 
censos e impuestos de cualquier clase sobre estos mismos bienes, prohibi- 
ción, que lleva consigo la de adquirir los capitales provenientes de estos 
títulos. Dice el articulo 15: 


“Las iglesias, monasterios, conventos y cualesquiera comunidades eclesiásticas, 
así seculares como regulares; los hospitales, hospicios, casas de misericordiá y de 
enseñanza; las cofradías, hermandades, encomiendas y cualesquiera otros estable- 
cimientos permanentes, sean eclesiásticos o laicales, conocidos con el nombre de 
manos muertas, no pueden desde ahora en adelante adquirir bienes raíces o inmue- 
bles en provincia alguna de la monarquía, ni por testamento, ni por donación, 
compra, permuta, decomiso en los censos enfitéuticos, adjudicación en prenda pre- 
toria o en pago de réditos vencidos, ni por otro título alguno, sea lucrativo u one- 

» 
roso. 


Como se ve, la disposición contenida en este artículo no puede ser ni 
mas general ni más injusta. Del mismo modo, el artículo 16 afiade: 


= “Tampoco pueden en adelante las manos muertas imponer, ni adquirir, por tí- 
tulo alguno, capitales de censo de cualquiera clase, impuestos sobre bienes raíces, 
ni adquieran ni impongan tributos, ni otra especie de gravamen sobre los mismos 
bienes, ya consista en la prestación de alguna cantidad de dinero, o de cierta parte 


de frutos, o de algún servicio a favor de la mano muerta, ya en otras respon- 
siones anuales” (19). 


De esta manera quedaba cerrado todo camino a la Iglesia para la ad- 
quisición de nuevos bienes. Respecto a los que ya entonces poseía, no hubo 
tiempo en este período de disponer de ellos, pues la nueva caída del régi- 


(17) Colección de Decretos de las Cortes, vol. VI, pág. 124. Esta ley fué sancionada el 27 
de septiembre y promulgada el 11 de octubre de 1820, según aparece en la Orden de las Cor- 
tes del mismo día, inserta en la pág. 149 del vol. VI de la colección citada. ALCUBILLA, Diccio- 
nario, vol. XI, págs. 236 y 461. 


(18) Artículos 15 y 16. 


(19) Cuando se lega a manos muertas el producto en venta de bienes inmuebles no les 
está prohibido adquirirlos en virtud de esta ley, porque “vendidos no se amortizan ni gra- 
van, ni infringen los artículos 15 y 16 de la presente ley” (T. S., sentencia 23 febrero 1857); 
pero será nulo el legado hasta de moneda corriente, si se dispone su amortización para aten- 
der con su producto a los sufragios u objeto a que se destine (T. S., sentencia 26 junio 1858). 


ME 
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men constitucional en 1823 impidió nuevos avances, anulándose además, 
a consecuencia de la declaración de 1 de octubre de 1823 (20), todos los 
actos del Gobierno constitucional, por lo que quedaron por entonces sin 
más efecto las disposiciones dictadas en dicho período. 


IV. LA DESAMORTIZACIÓN DESDE 1835 A 1844 


En este período, como en los que siguen, limito mi estudio a la expo- 
sición de las leyes principales que regularon la desamortización de los bie- 
nes eclesiásticos, prescindiendo de dar una serie ordenada de todas ellas, 
que me haría demasiado prolijo, con perjuicio del principal objeto de este 
estudio, que no es otro, como ya hemos expuesto al principio, que presen- 
tar clara y sucintamente los pasos principales dados en esta materia y los 
principios y normas que los iban regulando. Así, pues, en este período he- 
mos de citar y comentar tres disposiciones fundamentales, base y eje de 
toda la desamortización en estos nueve años: la Ley de 24-29 de’ julio 
de 1837, la de 2 de septiembre de 1841 y el Real Decreto de 11 de marzo 
de 1843. 


LEY DE 24-29 DE JULIO DE 1837 


Después del Real Decreto de 3 de septiembre de 1835 (21), con el que 
se inauguró esta época desamortizadora y en el que se restablecia “a su 
fuerza y valor la venta de los bienes que pertenecieron a varios conventos 
e institutos religiosos" (22), y la Ley de 21-25 de enero de 1837 (23), en 
la que se manda devolver los bienes nacionales a los que los compraron 
en virtud de las Leyes de 1820 a 1823; confirmadas de un modo genera? 
por la Ley de 26-28 de julio del mismo afio (24) todas las ventas ya efec- 
tuadas de bienes nacionales, las Cortes, no contentas con hacer revivir to- 
das las disposiciones desamortizadoras de afios anteriores, dieron un nue- 
vo y decisivo paso, declarando nacionales todos los bienes del Clero secu- 


(20) Gaceta 2 octubre 1823. ALCUBILLA, Diccionario, vol. XI, pág. 239. 

(91) Colección Legislativa, vol. XX, pág. 372. ALCUBILLA, Diccionario, vol. V, pág. 761. 

(92) Véase además sobre este mismo punto el Real decreto 19 febrero 1836 (Colección Le- 
gislativa, vol. XXI, pág. 77), que declara en venta los bienes de las órdenes y congregaciones 
religiosas suprimidas por Reales decretos 25 julio y 11 octubre 1835, y que en adelante se 
suprimiesen. Cfr. Real decreto 8 marzo 1836 (Col. Leg., vol. XXI, pág. 99). 

(23) ALCUBILLA, Diccionario, vol. V, pág. 719. 

(24) Col. Leg., vol. XXIII, pág. 90. 
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lar y de las iglesias y suprimiendo los diezmos y primicias. Esto lo llevó 
a cabo la Ley de 24-29 de julio de 1837 (25). 

Por ella, en primer lugar, queda suprimida “la contribución de diez- 
mos y primicias y todas las prestaciones emanadas de los mismos” (26), 
siendo subrogados por una contribución que se había de pagar al Estado 
y que éste invertiría debidamente en mantener el culto (27). 

A continuación dispone lo siguiente sobre los bienes del Clero: 


“Todas las propiedades del clero secular, en cualesquiera clase de predios, 
derechos y acciones que consistan, de cualquier origen y nombre que sean, y en 
cualquiera aplicación o destino que hayan sido donadas, compradas o adquiridas, 
son bienes nacionales” (28). 


Es decir, que se declaran bienes de la nación, y por consiguiente se ha 
de proceder a su venta a arbitrio del Gobierno y para beneficio de la na- 
ción, todos los bienes del Clero secular, sea cual fuere su naturaleza, ori- 
gen o destino, ya fuesen donados o comprados, ya para mantener el culto 
como para sustentar a sus ministros, tuviesen o no sobre sí cargas de jus- 
ticia que cumplir; en una palabra, todos, absolutamente todos los bienes 
del Clero secular. 

Una sola excepción establece: “los bienes pertenecientes a prebendas, 
capellanias, beneficios y demás fundaciones de patronato de sangre activo 
o pasivo” (29). La razón de esta excepción es fácil de comprender: los 
bienes de la Iglesia en que interviniese el patronato de sangre activo o pa- 
sivo se consideraban, igualmente que en el Real Decreto de Carlos IV (30), 
como bienes de particulares y no de la Iglesia: se pretendía despojar a la 
Iglesia, no a los particulares; por' eso bastaba disponer que dichos bienes 
pasaran, como libres, a las familias que los poseían o administraban como 
patronos según la fundación; esta disposición se dió en 1841, como vere- 
mos, y ésta fué la razón de eximirlos aquí de la desamortización. 

La venta de los bienes declarados nacionales había de hacerse por sex- 
tas partes en los seis primeros años, que habían de contarse desde 1840, 
aumentando la contribución del culto en proporción a lo que los produc- 
tores disminuyesen (31). Sdlo se exceptuaron de la venta por entonces, 
para seguir aplicandolos a sus actuales destinos, 


(25) Col. Leg., vol. XXIII, pág. 99. 

(26) Artículo 1.9. 

(27) Artículos 5.9-10. 

(28) Artículo 2.0. 

(29) Artículo 3.9. 

(30) Cfr, R. res. 18 noviembre 1799. N. R. MES sh AS 
(31) Artículo 11. 
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“los edificios de las iglesi dral i j 

iglesias catedrales, parroquiales, anejos o ayudas de parro- 
quias; el palacio de cada prelado, las rectorías, casas o habitaciones de párrocos 
y sus tenientes y los seminarios conciliares con sus huertos o Jardines adjun- 


tos” (32). 


Estos son los puntos principales de esta Ley, que fueron repetidos y 
ampliados por la de 2 de septiembre de 1841, la Ley de mayor amplitud 
y alcance de este período. 


LEY DE 2 DE SEPTIEMBRE DE 1841 


Dos días antes de aprobarse esta Ley, a saber, el 31 de agosto, había 
sido aprobada otra sobre la dotación del Culto y Clero (33). 


Aun no se había despojado al Clero de sus bienes, pero ya se prepa- 
raba el pretexto que justificara el despojo con la excusa de que, estando 
va suficientemente dotado y llenas toda sus necesidades, para qué quería 
sms bienes, bienes, por lo demás, que necesitaba el Gobierno para subvenir 
a dicha dotación. Así lo entendieron los diputados que, por ser católicos, 
hubieron de tomar sobre sí el impugnar el proyecto de ley presentado a 
las Cortes. 


“El proyecto de expropiación de la Iglesia se pone a discusión, y veo, por 
otra parte, que esta expropiación está ya aprobada: el proyecto de ley de dota- 
ción de culto y clero me lo hace creer así, purque encierra la idea de la apro- 
bación del actual, tal vez para hacer más asequible esta misma aprobación me- 
diante a la que se ha verificado del otro. Puede ser que ahora se nos diga: os 
cansáis en balde; no es tiempo ya; está aprobada la dotación de culto y clero; 
conque ocioso es esperar a que posee bienes. 'He aquí el papel desagradable que 
vamos a presentar los que impugnamos este decreto.” “Yo considero esta discu- 
sión —decía más adelante—como los últimos honores, honores fúnebres, de una 
propiedad que cuenta dieciséis siglos de existencia y que, en medio de las más 
grandes revoluciones y discordias, viene a morir en nuestras propias manos” (34). 


Efectivamente, después de una discusión que se prolongó durante cua- 
tro sesiones, en la que, junto a hermosos y valientes panegíricos defen- 
diendo los bienes de la Iglesia, se oyeron los más violentos ataques a la 
propiedad eclesiástica y las más absurdas afirmaciones sobre el derecho de 


(32) Artículo 4.0. 
(33) Ley 31 agosto 1841, publicada en la Gaceta de 4 septiembre 1841. 


(34) Del discurso del señor ALVAREZ PESTAÑA €n la sesión de 20 agosto 1841. Gaceta del 
21 agosto. Muy notables son también los discursos del Obispo de Córdoba don JUAN BONEL 
y ORBE y del señor RUIZ DE La VEGA en la sesión extraordinaria del mismo día. 


— 397 — 


MANUEL GONZALEZ RUIZ 


ia Iglesia a poseer bienes (35), fué aprobado el proyecto de ley, y confir- 
mado por la reina el 2 de septiembre, promulgándose en la “Gaceta” el 
5 del mismo mes (36). 


Resumen de la Ley.—Los diversos puntos tocados por esta Ley fue- 
ron los siguientes: 


A) Disposiciones prinicipales.—1.” Bienes declarados nacionales (ar- 
tículos 1.” y 2.°) y en estado de venta (art. 3.°). 2.” Bienes exceptuados 
(articulo 6.”). 3.” Destino de estos bienes (art. 16). 

B) Otras disposiciones.—1.° Sobre los actuales poseedores (art. 5."). 
2.” Sobre la parte de bienes que corresponde a-legos (art. 17). 3.” Ventajas 
ofrecidas a los compradores (art. 15). 4.” Obligaciones impuestas a los Pre- 
lados y demás clérigos (Instr. art. 31). 


Bienes nacionales —Todas las propiedades del Clero secular, en cua- 
lesquiera clase de predios, derechos y acciones que consistan, de cualquier 
origen y nombre que sean y con cualquiera aplicación o destino con que 
hayan sido comprados, donados o adquiridos, son declarados bienes nacio- 
nales (37). Hasta aquí sólo se copió el artículo 2.' de la Ley de 24-29 de 
julio de 1837; los mismos bienes que en aquélla se declaran aquí naciona- 
les; mas ésta, cuyo objeto no era sólo confirmar lo ya legislado, sino avan- 
zar más, añade: 


"Son igualmente nacionales los bienes, dereckos y acciones de cualquier modo 
correspondientes a las fábricas de las iglesias y a las cofradías" (38). 


Una vez declarado qué bienes han de tenerse como nacionales, se es- 
tablece en seguida su enajenación, que es el objeto principal de la Ley: el 


(35) Véanse a manera de ejemplo las afirmaciones del diputado señor MARTÍNEZ DE VELASCO 
en la sesión extraordinaria del 20 de agosto: “Tendría una grande satisfacción en que hoy se 
imitara a los primeros tiempos de la Iglesia, pues nunca debe llorarse porque el clero sea 
pobre, sino al contrario, estando en ese estado es cuando puede llamarse feliz según la doc- 
trina evangélica.” Hace después las siguientes afirmaciones: a) Que “San Agustín ha dicho que 
la Iglesia no debe poseer bienes". No aduce texto ni cita alguna. b) Que “la Iglesia debe su 
capacidad de poseer y adquirir bienes a la ley civil, y en el momento que ésta falta, la pro- 
piedad eclesiástica cae y se desploma”. c) Que “la Iglesia no puede poseer, porque la Iglesia 
no come ni bebe”; que el que come y bebe es el clero, y a éste lo alimentaba ya el Estado. 
d) Que “el Papa nada tiene que ver con las rentas de la Iglesia de España, pues que no es él 
el propietario”, y que si hace muchos siglos se le ha considerado con derecho a disponer de 
elos esto “ha nacido de las falsas Decretales de Isidoro Piscator, que se han creído y con- 
servado por la ignorancia general en que en aquella época estaba sumida la Europa” (Gace- 
ta 21 agosto 1841.) 


(36) En la misma Gaceta se publica una “Instrucción para la ejec 
enajenación de los bienes del clero secular”, 
(37) Artículo 41.0. 


(38) Artículo 2.0, 


ución de la ley sobre 
del Ministro de Hacienda PEDRO SURRÁ Y RULL. 
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declararlos nacionales es sólo para justificar la venta que de ellos había de 
hacer el Estado como de cosa propia; así, pues, 


“se declaran en venta todas las fincas, derechos y acciones del clero catedral, co- 
legial, parroquial, fábricas de iglesias y cofradías de que tratan los artículos an- 


teriores” (39). 


Bienes exceptuados.—No todos los bienes están incluídos en los pri- 
meros artículos; algunos se exceptúan. Pero adviértase que se exceptúan 
algunos bienes o porque ya se había provisto por leyes anteriores a su ena- 
jenación, como “los bienes de capellanías y fundaciones de sangre” (40), 
o porque eran de utilidad para el Estado, como “los bienes destinados a la 
beneficencia e instrucción pública” (41), o porque se consideraban como 
bienes de personas particulares, como “los de cofradías y obras pías proce- 
dentes de adquisiciones particulares para cementerios y otros usos priva- 
tivos a sus individuos” (42), o, finalmente, porque eran de gravísima nece- 
sidad para el culto, y no los podría haber enajenado el Gobierno sin grave 
protesta del mismo pueblo católico en su totalidad, como “las iglesias ca- 
tedrales, parroquiales y ayudas de parroquias (sólo éstas) y la morada de 
cada obispo y párroco” (43). Pero ninguna excepción fué hecha para fa- 
vorecer simplemente a la Iglesia o para dejar en su poder algunos bienes, 
pues aun estos últimos que quedaban en poder de la Iglesia quedaban en 
ella en cuanto al usufructo, no en cuanto al dominio y propiedad, ya que, 
si bien fueron exceptuados de la venta, no lo fueron de la declaración de 
bienes nacionales, bienes que el Gobierno podría enajenar como propios en 
cualquier momento que creyese oportuno (44). 


Destino de los bienes “nacionales”. —i Qué destino había de darse a es- 
tos bienes? ¿Quizá para cubrir el presupuesto de culto y clero? El artícu- 
lo 16 de esta ley dice escuetamente* 


“Los productos en metálico de las enajenaciones de que trata esta ley podrán 
ser aplicadas por el Gobierno para cubrir el déficit que resulte: primero, entre 
los gastos presupuestos del culto y clero y lo que se realice de lo que está apli- 
cado a cubrir aquéllos; segundo, entre los ingresos de los productos püblicos del 
Estado por obligaciones civiles y militares.” 


Una simple operación de matemáticas de suma y resta nos va a dar a 


(39) Artículo 3.9. 

(40) Artículo 6.5, párrafo 1.9. Cfr. ley 19 agosto 1841. 
(41) Artículo 6.9, párrafo 3.9. 

(42) Artículo 6.9, párrafo 2.9. 

(43) Artículo 6.°, párrafos 1.9 y 2.9. 

(44) Ley 24-29 julio 1837, art. 4.9. 
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conocer cómo realmente no pretendían (45) los legisladores aplicar estos 
bienes al primero de los destinos indicados en la ley, sino sólo al segundo 
y a otros que en la ley no se mencionan, 

Para cubrir los gastos del presupuesto de culto y clero, de que habla 
el párrafo primero de este artículo, estaban aplicados por la ley de dota- 
ción de culto y clero, aprobada, como dijimos, días antes, 105.406.412 rea- 
les (46). De esta cantidad hay que restar 33.525.605 reales, que es la parte 
destinada al culto, la cual se había de sacar de los derechos de estola y pie 
de altar, supliéndose lo que faltare en cada pueblo por un reparto entre los 
vecinos que tengan residencia en el mismo en proporción a sus haberes (47). 
Restan, por tanto, 71.880.807 reales, y para cubrir esta cantidad el Gobierno 
impuso a las provincias un tributo de 76.406.312 reales (48). Con esto. que- 
daba cubierto todo el presupuesto con un superávit de 2.525.605 reales. Por 
consiguiente, bien claro aparece que ninguna intención tenían los autores de 
la ley de 2 de septiembre de aplicar los bienes vendidos del clero a la dota- 
ción del mismo cuando tan minuciosamente se había provisto ya de ante- 
mano en una ley aprobada dos días antes (49). 


Otras disposiciones.—La mayor parte de los bienes del clero, especial- 
mente las fincas rüsticas y urbanas, estaban dadas en arriendo a colonos 
que, mediante una modesta y a veces insignificante contribución, tenian el 
uso y usufructo de ellas. La ley, sin respetar los contratos hechos entre co- 
lonos y dueños, declaró que todos estos contratos caducarian el 3 de sep- 
tiembre y que en ese mismo dia deberían los colonos dejar la posesión de 
las fincas, y que si alguno de éstos quedase perjudicado por las mejoras 
que hubiese adelantado en sus fincas, el Gobierno se encargaría de indem- 
nizarlo (50). 

Inmediatamente se había de proceder a la venta de los bienes, y como 
sabían muy bien los autores de la ley que muchos se resistirian a comprar 
bienes arrebatados a la Iglesia, hubieron de dar el máximum de ventajas 
a los compradores. Y así diéronse grandes facilidades en cuanto a los pla- 


(45) Digo que “no pretendían”, o sea que no era ésta la intención de los que legislaron, 
aunque luego, en la práctica, por el mal efecto de las ventas y porque el pueblo no pagó al 
Estado las contribuciones especiales que para cubrir el presupuesto de culto y clero se le 
habían impuesto, no resultó la combinación que en las leyes se había ordenado, perdiéndose 
los bienes de la Iglesia y no sacando de ellos el Estado, por lo mal que se hicieron las enaje- 
naciones, ni lo suficiente para cubrir todos los presupuestos y fines intentados. : 

(46) Ley 31 agosto 1841, art. 7.9. 

(47) Idem, art. 1.9. 

(48) Idem, arts. 10-13. 


(49) Col. Leg., vol. XXVII, pág. 614. ALCUBILLA, Diccionario, vol. V, pág. 720. 


(50) Ley 2 septiembre 1841, art. 5.0. Instrucción 5 septie 
Am ptiembre 1841, art. 18. Gaceta 5 sep- 
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zos de pagos (51) y modos de efectuarlos (52), y además establecióse que 


“las ventas y reventas de los bienes del clero secular quedarían en los cinco años 
siguientes absolutamente libres de todo derecho de alcabala establecido o que se 
,estableciese en adelante” (53). 


Otra disposición de esta ley mira a las cargas. Muchos, la mayor parte, 
de los bienes de la Iglesia estaban gravados con cargas. Estas solían ser de 
dos clases: o bien eran para actos de cultos o bien algunas pensiones ya re- 
servadas por el donante para sí y sus herederos, ya cedidas por la Iglesia 
a ciertas personas necesitadas en reconocimiento de beneficios recibidos de 
sus ascendientes. Las primeras no se tuvieron en cuenta en la ley, sino que 
se vendieron los bienes como libres de cargas. No así con las segundas, sino 
que se ordenó que se procediera a la liquidación de lo que legítimamente 
correspondiese a los particulares y que del importe que resultase a su favor 
se les expidiesen títulos de la deuda pública del 3 por 100 (54). 


Finalmente, para llevar a cabo todas estas ventas se obliga al mismo 
clero a denunciar y dar cuenta minuciosa de todos los bienes que poseyese, 
multando y castigando con varias penas a los que conociéndolos no los die- 
sen a conocer (55). Así se obligaba a la misma Iglesia a cooperar a su pro- 
pio despojo y ruina económica. 


Real decreto de 11 de marzo de 1843.—Las disposiciones de la ley que 
acabamos de estudiar fueron completadas y aclaradas por el Real decreto 
de 11 de marzo de 1843. Trata de las excepciones contenidas en el artícu- 
lo 6.” de la ley, explicándolas, a veces en sentido restrictivo y a veces en 
sentido extensivo (56). Además exceptúa de la venta las dotales de las mi- 
sas de alba (57) y las rentas que se pagaban al clero con el título de censos, 
foros enfiteusis o arrendamientos anteriores al año 1800, y también las que 
se les pagaban con destino al cumplimiento de misas, aniversarios y otras 
cargas piadosas (58). 

También ordena que los bienes del clero, aun cuando tuviesen sobre sí 
cargas piadosas, se venderían como libres, 


(51) Idem, art. 10. 

(52) Idem, arts. 12 y 13. 

(53) Idem, art. 15. 

(54) Idem, art. 17. Jj 
(55) Instrucción citada, arts, 3.9 y 6.9. 

(56) Real decreto 11 marzo 1843, arts. 1.9, 4.0 y 8.9. 


(54) o Idem; art: 5:2: l 
(58) Idem, art. 6.°. Es de advertir que la excepción contenida en este artículo es provi- 


sional, “mientras las Cortes no determinan lo más conveniente”. 
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“sin perjuicio de que el Gobierno quede en la obligación de proveer al cumpli- 
miento de dichas cargas por reducción, conmutación u otros medios concilia- 


bles” (59). 


V. SE INICIA UN PERÍODO DE CALMA. EL CONCORDATO DE 1851 


Todas las disposiciones desamortizadoras del período que acabamos de 
reseñar partían del concepto de que los bienes de la Iglesia eran propiedad 
del Estado, al que habían sido arrancados por malas artes, y en su virtud, 
que tenía el Estado la facultad de incautarse de ellos y aplicarlos al pago 
de su deuda (60). Aun la ley de 1841, que se ordenaba a satisfacer la do- 
tación de culto y clero con las ventas de los bienes eclesiásticos, no se apar- 
taba de esta idea fundamental, pues tal destino era sólo transitorio, mien- 
tras que se vendieran dichos bienes y se organizaba la Hacienda, de modo 
que quedase atendido el sostenimiento de la Iglesia como el de cualquier 
otro servicio püblico. 

Contra este concepto seguido por los Gobiernos progresistas de Mendi- 
zábal, Calatrava y los de la, Regencia de Espartero empezaron a reaccionar 
ios moderados en las mismas Cortes de 1837, a que trajeron considerable 
minoría. El Duque de Rivas calificó en dichas Cortes de "procedimiento 
bárbaro, atroz, cruel, antieconómico y antipolitico" el de la expoliación de 
los bienes eclesiásticos, y hasta de robo. Martínez de la Rosa, jefe a la 
sazón del partido moderado, declaró que ni uno solo de sus individuos po- 
nía en tela de juicio la legitimidad de la propiedad de la Iglesia (61). 

Estas ideas trajeron un concepto distinto de la desamortización, a sa- 
ber : ésta es conveniente desde el punto de vista económico, porque el interés 
personal es insustituíble para el cultivo de las tierras y todo trabajo fe- 
cundo; pero tal conveniencia social no autoriza el despojo o incautación, 
sino aconseja la expropiación forzosa por causa de utilidad püblica; que 
las manos muertas pierdan su propiedad inmueble, pero que sean indemni- 
zadas con valores mobiliarios intransferibles, esto es, la amortización de 
los bienes muebles como indemnización de la pérdida sobre inmuebles. 

Duefios del poder los moderados desde 1844 a 1854, se rigieron por 


(59) Idem, art. 7.0, Realmente no se adoptaron esos medios para procurar el levantamiento 
dc las cargas, las cuales quedaron consiguientemente sin ser cumplidas. 

(60) Más arriba hemos citado algunas afirmaciones del diputado sefior Martínez de Velasco 
en este sentido. Además, todas las sesiones en que se discutió la ley de 2 septiembre 1841 
están llenas de.aflrmaciones e ideas semejantes. 


(61) Cfr. ALCUBILLA, Diccionario, vol. V, pág. 713. BALMES, Escritos políticos; en  CASANO- 
vas, Obras completas de Balmes, vol. XXVI, pág. 361 s. 
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estos principios, y si no los aplicaron al momento e integramente fué por 
el mal estado de la Hacienda, antes de las reformas de Mon y Bravo Mu- 
rillo, que obligaba a continuar siempre la enajenacién de bienes nacionales 
como único recurso de allegar algunos fondos al Tesoro. Esto explica la 
variación de criterio en las disposiciones de este período. 


Por Real decreto de 26 de julio y 8 de agosto de 1844 se suspende la 
venta de bienes del clero secular y religiosas (62); por ley de 3 de abril 
de 1845 se ordena la devolución al clero secular de los bienes no enajena- 
dos (63); por Real decreto de 11 de abril de 1845 se suspende la venta de 
conventos de religiosos (64); por una Real orden de 13 de mayo de 1851 
se hace general la suspensión de ventas de todosl os bienes eclesiásticos, 
incluso los del clero regular y cofradías (65). 


Por el contrario, la Real orden de 24 de septiembre de 1845 (66) de- 
claró que los bienes procedentes de ermitas, santuarios y cofradías no ha- 
bian de incluirse en la devolución acordada por la ley de 3 de abril (67); 
el Real decreto de 11 de junio de 1847 (68) manda proceder a la venta de 


(62) Real decreto dado en Barcelona a 26 julio, y en Madrid a 8 agosto 1844. Col. Leg., vo- 
lumen XXXIII, pág. 89. Es muy interesante el predmbulo del Real decreto del Ministro de 
Hacienda ALEJANDRO MoN. En él se declara inütil y perjudicial la ley de 2 septiembre 1841, 
para conseguir los intentos mismos del Gobierno. En dicha ley se pretendía: 1) Satisfacer las 
necesidades del Gobierno y levantar su crédito; 2) Poder atender el Estado de mejor manera 
a los bienes del clero y, consiguientemente, que éste estuviera mejor remunerado; y 3) au- 
mentar el fondo destinado a la amortización de los créditos de los acreedores del Estado. En 
cuanto a lo primero, dice el Ministro que después de tres años de vigencia de dicha ley se 
necesitan aún gravísimos recursos “para satisfacer las más urgentes y precisas necesidades 
del Gobierno y de la Administración", afiadiendo, en cuanto al crédito, que aquella ley “ha 
sido insuflciente para levantar el crédito del Estado de la postración y abatimiento en que 
por diversas causas se hallaba sumergido". En cuanto a lo segundo, adviértase que en el pre- 
sente Real decreto se determina la suspensión de ventas precisamente para atender con el 
producto de los biens no vendidos “a la decente y decorosa subsistencia del culto y de sus 
ministros”. En cuanto a lo tercero, afirma el Ministro que la mejor manera de amortizar los 
créditos de los acreedores del Estado “es una buena administración publica” y no las medidas 
hasta allí tomadas. Por último, termina el preámbulo diciendo que “un sentimiento de piedad 
y de justicia" reclama urgentemente la suspensión de ventas. Cfr. Gaceta del 13 agosto 1844. 
BALMES, Obras completas, vol. XXVI, pág. 361 s. 

(63) Col. Leg., vol. XXXIV, pág. 137. BALMES, Obras, vol. XXVIII, págs. 189 y 213. 

(64) Col. Leg., vol. XXXIV, pág. 141. BALMES, Obras, vol. XXVIII, pág. 277. 

(65) Col. Leg., vol. XXXV, pág. 140. 

(66) Col. Leg., vol. XXXV, pág. 255. 

(67) Esto no obstante, otro Real decreto de 20 abril 1846 declaró nulas las ventas de bie- 
nes de ermitas, santuarios y cofradías que se hubiesen veriflcado con posterioridad al Real 
decreto de 26 julio 1844, y ordenó se indemnizase a los compradores de las cantidades que 
hubiesen satisfecho por tal concepto (Col. Leg., vol. XXXVII, pág. 130). Alzóse de nuevo, por 
dos veces, la suspensión de ventas de estos bienes por Reales decretos de 23 septiembre 1847 
(Col. Leg., vol. XLII, pág. 144) y 7 abril 1848 (Col. Leg., vol. XLIII, pág. 360), y otras tantas 
se mandó suspender por los Reales decretos de 10 octubre 1847 (Col. Leg., vol. XLII, pág. 234) 
y 11 julio 1848 (Col. Leg., vol. XLIV, pág. 219), y más tarde por Real orden de 13 mayo 1851 
(Col. Leg., vol. LIII, pág. 140). 


(68) Col. Leg., vol. XLI, pág. 175. 
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los bienes de maestrazgos y encomiendas de las cuatro Ordenes militares 
y de la de San Juan de Jerusalén (69). 

Como se ve, estas últimas disposiciones van en sentido contrario a los 
principios por los que se dirigía el Gobierno al ordenar la devolución de 
los bienes al clero y la suspensión de ventas. Pero, como en notas dejo in- 
dicado, todas estas disposiciones se fueron anulando por el mismo Gobier- 
no, una a una, poco tiempo después de su vigencia, y algunas de ellas in- 
cluso antes de que comenzaran a ejecutarse. > 

La Real orden de.13 de mayo de 1851, anteriormente citada, anuló de- 
finitivamente y en conjunto todas las disposiciones, leyes, decretos y órde- 
nes que mandasen la venta o enajenación de bienes eclesiásticos, ya fuesen 
del clero secular, ya del regular y religiosas. Con esta Real orden quedó 
restablecida por entonces la propiedad eclesiástica y reparadas, en cuanto 
era posible, las funestas consecuencias de las leyes y decretos del periodo 
anterior (70). Mas esta Real orden fué efecto del Concordato de 1851, que 
es lo más importante de este periodo (71). 


EL CONCORDATO DE 1851 (72) 


Las disposiciones del Concordato concernientes a nuestra materia ver- 
san sobre tres puntos principalmente: sobre los bienes de la Iglesia ya ven- 
didos, sobre los que aun estaban en poder del Gobierno y sobre el derecho 
de la Iglesia a adquirir y poseer bienes. 

En cuanto a los bienes vendidos, la Santa Sede sana todas aquellas 
ventas que fueron injustas y nulas, y declara que 


“los que durante las pasadas circunstancias hubiesen comprado en los dominios 
de España bienes eclesiásticos, a tenor de las disposiciones civiles a la sazón vi- 
gentes, y estén en posesión de ellos, y los que hayan sucedido o sucedan en su 
derecho a dichos compradores no serán molestadus en ningún tiempo ni manera 
por Su Santidad ni por los Sumos Pontífices sus sucesores; antes bien, así ellos 
como sus causahabientes disfrutarán segura y pacíficamente la propiedad de di- 
chos bienes y sus emolumentos y productos” (73). 


(69) Este Real decreto fué anulado por otro del 20 octubre del mismo año 1847 (Colec- 
ción Legislativa, vol. XLII, pág. 254). 

(70) Al suspenderse definitivamente en este período la venta de bienes del clero pasaba 
ya de cinco mil millones de reales el importe de lo vendido; pero aun ascendían a la sazón los 
no vendidos a la considerable suma de dos mil quinientos millones. Cf. ANTEQUERA, La des- 
amortización, pág. 235, y Diario de Sesiones de 1854 a 1860, vol. II (edición de 1880), pág. 1.872. 

(71) No tratamos aquí del Convenio fracasado de 27 abril 1845. Sobre él véase su exposi- 
ción y crítica en BALMES, Obras, vol. XXIX, pág. 209. 

(72) Concordato celebrado entre Su Santidad Pío XI y Su Majestad Católica Isabel II, Reina 
de España, firmado en Madrid a 16 marzo 1851 y publicado como ley el 17 octubre del mismo 
ano. Cf. MARQUÉS DE OLIVAR, Colección de tratados y documentos internacionales celebrados desde 


el reinado de Doña Isabel II hasta nuestros días. Madrid, 1899. Vol. II, pág. 72. 
(73) Art. 42. : 


\ 
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De otra parte, el Gobierno queda en la obligacién de hacer cumplir 
a los compradores las cargas a que los bienes vendidos estuviesen afectos, 
si es que fueron vendidos con dichas cargas, quedando el Gobierno exclu- 
sivamente responsable de las cargas impuestas sobre bienes que se hubiesen 
vendidos por el Estado como libres de toda obligacién (74). 


En cuanto a los bienes aun no vendidos, ademas de declararse perte- 
necientes en propiedad a la Iglesia, y por lo tanto de la libre administración 
de la misma (75), se ordena “la devolución inmediata y sin demora de to- 
dos los bienes eclesiásticos no comprendidos en la ley de 3 de abril de 1845 
y que todavía no hayan sido enajenados, incluso los que restan de las co- 
munidades religiosas de varones” (76), y también los de las religiosas que 
no hayan sido aún vendidos (77). Mas teniendo en cuenta las circunstan- 
cias de estos bienes, ordénase que sean vendidos en subasta pública según 
las prescripciones canónicas, convirtiéndose sus productos en láminas in- 
transferibles de la Deuda del Estado del 3 por 100, distribuyéndose el ca- 
pital y el interés según el destino y objeto de dichos bienes (78). 

Por último, reconoce el Concordato el derecho que tiene la Iglesia a 
adquirir bienes por cualquier título y forma legítima, y se promete respe- 
tar su propiedad en todo lo que entonces poseyese o adquiriese en adelan- 
te (79); se declaran abrogadas todas las disposiciones contrarias a este Con- 
cordato, y, finalmente, se establece que todo lo demás sobre lo que no se 
provea en los artículos del Concordato será dirigido y administrado según 
las normas del derecho común de la Iglesia (80). 


VI. LA DESAMORTIZACIÓN DESDE 1854 A 1856. 
EL CONVENIO DE 1859-1860 


Una vez firmado el Concordato gozó la Iglesia española de algunos 
años de relativa tranquilidad; pero el período revolucionario de 1854-1856 
volvió nuevamente a repetir los ataques a la propiedad eclesiástica. Otra 
vez fué despojada de sus bienes, incluso de aquellos que ninguna de las 
leyes anteriores le habían arrebatado. 


(74) Art. 39. 
(75) Art. 40. 
(76) Art. 38. 
(77) Art. 35. 
(78) Arts. 35 y 38. 
(79) Art. 41. 
(80) Arts. 43 y 45. 
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Mas reviste este período el carácter especial que ya dijimos anterior- 
mente: no se trata de despojar a las llamadas manos muertas de sus bienes 
mediante una mayor o menor compensación prometida y que nunca había 
de llegar; ahora se desamortiza la propiedad inmueble mediante la amorti- 
zación de valores mobiliarios. Se venden, es cierto, los títulos amortizados; 
pero al mismo tiempo se entregan al propietario títulos de la Deuda pú- 
blica que produzcan una renta igual a la que produjeran los bienes raíces 
amortizados. 

La ley principal de este período fué la de 1 de mayo de 1855, que bre- 
vemente vamos a exponer, haciendo constar sus características principales 
con relación a las disposiciones de períodos anteriores, sin descender a par- 
ticularidades menos interesantes. 


LEY DE I DE MAYO DE 1855 (81) 


Dictada esta ley por las Cortes Constituyentes en plena situación pro-. 
gresista, parte, sin embargo, como acabo de notar, del concepto de des- 
amortización que habían hecho prevalecer los moderados. 

No obstante, el espíritu sectario y antirreligioso de los autores de esta 
ley les hizo dar con el medio para, sin apartarse del concepto de desamor- 
tización que había prevalecido, poder quedarse con los bienes de la Iglesia 
sin tener que darle en su lugar títulos de la Deuda pública por el valor 
de dichos bienes o de sus rentas. Para este fin, la ley dividide los bienes 
en dos categorías: bienes del Estado y bienes de manos muertas. 

Los bienes del Estado se venden sencillamente sin más indemnización 
de ninguna clase, ya que el Estado, como propietario absoluto de ellos, 
no tiene que indemnizarse a sí mismo en forma alguna. ¿Y cuáles son esos 
bienes que son del Estado y que éste vende como propietario de los mis- 
mos? En primer lugar coloca la ley como bienes del Estado los del clero 
en su totalidad. Los bienes del clero son del Estado en virtud de las dis- 
posiciones anteriores. Claro es que se refiere a la ley de 2 de septiembre 
de 1841 (82). Por consiguiente, el Estado procede a su venta libremente 
y destina sus productos a cubrir el déficit del presupuesto general de la 
nación; amortización de la Deuda, obras públicas y pago de consignaciones 


(81) Col. Leg., vol. LXV, pág. 5. Dióse además para cumplimiento de esta Ley una Instruc- 
ción el 31 mayo del mismo año (Col. Leg., vol. LXV, pág. 163). 

(82) No quiso tener en cuenta la Ley ni la Comisión de las Cortes que formuló el proyecto 
que esta Ley había sido derogada por el Concordato, y aun anteriormente por Leyes y Reales 
decretos del Gobierno, como ya vimos en su lugar respectivo. Por consiguiente, muy impropia- 


mente llama la Comisión a la Ley de 1841 “disposición anteriormente sancionada y universal- 
mente reconocida”. EAE TN 
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para edificación y reparación de templos (83). Es verdad que también ha- 
bla la ley de “inscripciones intransferibles de la Deuda consolidada del 
3 por 100”, que se irán emitiendo conforme se vayan vendiendo los bie- 
nes del clero, cuya renta se aplicará a cubrir el presupuesto de culto y cle- 
ro (84); pero estas láminas no quedan en poder de la Iglesia, sino de la 
absoluta propiedad del Estado, de quien se decían ser los bienes vendidos: 
sólo que la ley, para justificar de alguna manera la injusticia de estas dis- 
posiciones, afirma que aplicará su producto en bien de la misma Iglesia. 

Los bienes de manos muertas se venden para convertir su valor en ins- 
cripciones intransferibles de la Deuda consolidada del 3 por 100, y que en 
esta forma los sigan poseyendo y disfrutando los mismos propietarios y 
para los mismos destinos que anteriormente tenían (85): la amortización 
de bienes inmuebles y derechos reales se transformó en amortización de 
valores mobiliarios. A la categoría de manos muertas según esta ley per- 
tenecen la beneficencia, instrucción pública y los municipios (86). 

Los artículos 15 y 16 de la ley desvinculadora de 11 de octubre de 1820 
habían prohibido a las manos muertas adquirir bienes inmuebles y dere- 
chos reales sobre los mismos. La ley de 1855 cambia esta prohibición, con- 
virtiéndola en prohibición de poseer: las manos muertas pueden adquirir 
predios rústicos y urbanos, censos y foros; pero en cuanto los adquieran 
por su aceptación legal serán puestos en venta o redención para conver- 
tirlos en títulos.de la Deuda (87). 

No menos trascendental innovación de esta ley es la de haber compren- 
dido entre las manos muertas a los municipios, y, por tanto, entre los bie- 
nes sacados a venta, “los propios y comunes de los pueblos” (88). Ya vi- 
mos cómo Jovellanos había propuesto la reducción de las tierras concejiles 
a propiedad particular; pero esta idea no tuvo eco ni en la ley desvincula- 
dora de 1820 ni en las desamortizadoras de 1837 y 1841. Ahora los pue- 
blos son súbitamente declarados manos muertas y sus bienes puestos en 
venta como los demás; pero con una agravante: que el Estado se queda 
con el 20 por 100 de su producto, no reconociendo a los municipios sino 
el 80 (89). i 

Respecto a los bienes eclesiásticos, contiene esta ley tres violaciones 


(83) Véanse los arts. 1.° y 12. 
(84) Arts. 22 y 23. 

(85) Arts. 15, 20 y 21. 

(86) Arts. 1.9, 15 y 20. 

(87) Arts. 25 y 27. 

(88) Art. 1.0 

(89) Arts. 12 y 15. 
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principales del Concordato: 1.* Conforme al artículo 41 de este convenio, 
la propiedad que en adelante adquiriese la Iglesia sería solemnemente res- 
petada, lo cual o no significa nada o quiere decir que no estaría sometida 
a las leyes desamortizadoras. La de 1855 somete a desamortización toda 
propiedad eclesiástica presente o futura. 2.” Según el artículo 35 del Con- 
cordato, la propiedad inmueble de religiosas sería vendida y convertida en 
títulos de la Deuda, pero por los prelados y en forma canónica. La ley 
de 1855 quita esta función a los prelados, encomendándola a los funcio- 
narios del Estado. Lo mismo hay que decir de los bienes del clero que ha- 
bían de venderse a tenor del artículo 39 del Concordato. 3." ¿Qué es del 
derecho de la Iglesia a poseer bienes de cualquier naturaleza, reconocido 
por el mismo Concordato? 


OTRAS LEYES DE ESTE PERÍODO 


La ley de 27 de febrero de 1856 (90) es aclaratoria de la anterior, de- 
clarando comprendidos en la venta establecida los censos enfitéuticos, con- 
signativos y reservativos de población; treudos, foros, los conocidos con 
el nombre de carta de gracia y todo capital, canon o renta de análoga na- 
turaleza pertenecientes a manos muertas. 


La ley de 20 de mayo de 1856 (91) se refiere a la redención de cargas 
espirituales que gravasen a los bienes “nacionales”, dando a los compra- 
dores facultad de verificarla ante la Hacienda, o bien, si no quieren redi- 
mirlas, obligándolos a reconocerlas y a levantarlas religiosamente. 


La ley de 11 de julio de 1856 (92) es de mayor importancia. Comple- . 
mento de la de 1855, contiene dos disposiciones que principalmente miran 
al punto que venimos estudiando. La primera extiende aún más la des- 
amortización eclesiásticas, usando términos más generales al determinar 
qué bienes quedan comprendidos en ella. Dice el artículo 3.°: 


“Se declaran comprendidos entre los bienes del clero y se procederá a su 
venta todos los pertenecientes o que se hallen disfrutando los individuos o cor- 
poraciones eclesiásticas, cualquiera que sea su nombre, origen o cláusulas de su 
fundación, a excepción de las capellanías colativas de sangre y patronatos de 
igual naturaleza; pero si sus productos constituyesen la congrua sustentación de 
aquéllos, se emitirán a favor de cada uno de ellos inscripciones intransferibles 
nominativas de la renta del 3 por 100 en cantidad bastante a producir igual 


(90) . Col. Leg., vol. LXVII, pág. 273. 


(91) Aprobada por las Cortes en 14 de mayo; sancionada “y mandada publicar como Ley 
el 20. Col. Leg., vol. LXVIII, pág. 390. 


(92) Aprobada en las Cortes el 30 de junio; mandada observar el 11 de julio. Col. Leg. vo- 
lumen LXIX, pág. 146. v 
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renta que la que actualmente perciben, cuyas inscripciones quedarán anuladas 
a la muerte de los mismos, o cuando tengan prebenda u otro beneficio ecle- 
siástico." 


La segunda repite de un modo más expreso y determinado la división 
de bienes en bienes del Estado y bienes de manos muertas, sólo que a estos 
ültimos llama bienes de corporaciones civiles (93). 


CONVENIO CON LA SANTA SEDE DE 1860 


Contra la ley de 1855 y sus aclaratorias y complementarias se hizo una 
vigorosa oposición, especialmente por lo que entrafiaban de violación del 
Concordato con la Santa Sede. Así no es de maravillar que apenas cam- 
biada la situación política en sentido conservador se apresurase el Gobierno 
a suspender la venta de bienes del clero secular (94) y más adelante la eje- 
cución general de la ley desamortizadora (95). 

El Real decreto de 2 de octubre de 1858 (96) volvió a poner en vigor 
las leyes de 1855 y 1856, con todos los reglamentos, instrucciones y órde- 
nes dictadas para su ejecución, pero sólo respecto de los predios rüsticos 
de propiedad del Estado (en el sentido recto de la palabra, no en el de la 
ley de 1855) y demás de manos muertas de carácter civil; esto es, que 
sobre los bienes eclesiásticos continuó la suspensión. 

El Gobierno había iniciado nuevas negociaciones con la Santa Sede, 
y sus resultados fueron los Convenios de 25 de agosto de 1859 y 24 de 
junio de 1867 (97). 

En el de 1859, autorizado por la ley de 4 de noviembre de 1859 y pu- 
blicado como ley del reino en 4 de abril de 1860 (98), vuélvese a reconocer 
el derecho de la Iglesia a adquirir y poseer bienes, derogando a este efecto 
la ley de 1 de mayo de 1855. Reconócese igualmente a la Iglesia como ab- 
soluta propietaria de los bienes devueltos por el Concordato de 1851; pero 
la Iglesia los cede al Estado a cambio de inscripciones intransferibles de la 
Deuda consolidada del 3 por 100. Los obispos quedan facultados para fi- 
jar el precio de los bienes sitos en sus diócesis. 

El Convenio de 1859 crea en materia de amortización eclesiástica la 


(93) Arts. 8.9, 9.» y 10. 

(94) Real orden 20 septiembre 1856. Col. Leg., vol. LXIX, pág. 513. 

(95) Real decreto 14 octubre 1856. Col. Leg., vol. LXX, pág. 80. 

96) Col. Leg., vol. LXXVIII, pág. 5. " 
dn Del fne AA de 1867, por tratar sólo de fundaciones familiares haremos mención en la 


segunda parte de este estudio. 
de Motos DE OLIVART, Colección de tratados, vol. TI, pág. 72. ALCUBILLA, Diccionario, vo- 


lumen IV, pág. 159. 
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siguiente situacién juridica: 1) Los bienes inmuebles poseidos por la Igle- 
sia en aquella fecha deben ser cedidos al Estado mediante un precio fijado 
por los obispos y que el Estado paga en los citados titulos de la Deuda: 
es el triunfo del concepto de desamortización introducido a mediados del 
siglo: los bienes inmuebles se desamortizan, amortizándose en su lugar va- 
lores de la Deuda pública. 2) Los bienes que en adelante adquiriese la Igle- 
sia puede ésta retenerlos y usufructuarlos en la forma que le convenga, sin 
tener obligación alguna de convertirlos en bienes muebles. Es libre, por lo 
tanto, para conservarlos en su calidad de inmuebles o para enajenarlos como 
le plazca, ya por dinero o valores mobiliarios, ya cambiándolos por otros in- 
muebles. Y si los enajena por títulos de la Deuda, no tienen precisamente 
que ser láminas intransferibles de la Deuda «consolidada (99). 


Conclusión.—Con razón se ha dicho, pues, que el Convenio de 1859 
liquidó con la Iglesia la resultancia de las leyes desamortizadoras. Y, aun- 
que venga a ser lo mismo, para mayor claridad puede decirse que acabó 
no sólo con la vigencia de las leyes desamortizadoras, sino con la amorti- 
zación eclesiástica: los bienes inmuebles adquiridos por la Iglesia están en 
la libre circulación del comercio, ya que no hay ley civil alguna que ponga 
trabas a su enajenación libre. La Iglesia dispone de ellos como cualquier 
propietario particular y según los principios y normas de las leyes canó- 
nicas. 


PARTE IL—LA DESAMORTIZACION EN LOS BIENES 
DE PATRONATOS DE SANGRE 


I. PRELIMINARES 


En esta segunda parte de nuestro trabajo tocamos un punto muy es- 
pecial y que pone de manifiesto una vez más el carácter de la desamor- 
tización eclesiástica y el espíritu sectario y antirreligioso de los que la 
llevaron a cabo. 

Ante todo, precisemos qué se entiende por bienes de patronato de san- 
gre. Así se llamaban siempre en Espafia a todas las fundaciones en las 


(99) En este sentido declaró la Dirección General de los Re i 

gistros, en Resolución de 16 fe- 
brero 1883, que ni el referido Convenio ni ninguna otra disposición exige que los bienes que 
LUN la Iglesia hayan de ser enajenados invirtiendo el precia en láminas intransferibles 
el 3 por 100, puesto que este precepto se limita, segün el artículo 4.» del Convenio, a los 


bienes que fueron devueltos al clero por el Concord 
ato, y en maner - 
ricrmente adquiriese la Iglesia. li AA MES rais 
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que interviniese de una u otra forma el patronato activo o pasivo fami- 
liar. Se les llamaba “de sangre” para distinguirlas de las fundaciones de 
patronato eclesiástico. 

Estas fundaciones de patronato familiar podían ser de dos clases : o bien 
los bienes raíces que formaban la dote de la fundación piadosa pasaban al 
poder y propiedad de la Iglesia, convirtiéndose en bienes eclesiásticos, o bien 
la dote quedaba en el poder de la familia que había de ejercer el patronato, 
quedando ésta obligada por las cláusulas fundacionales a levantar las car- 
gas piadosas de la fundación o de entregar la dote al Obispado para los 
cumplimientos de las obligaciones que gravaban dichos bienes. 

Las primeras se solían llamar “capellanías colativas de sangre”, ya que 
se solían fundar como verdaderos beneficios eclesiásticos, guardando todos 
los requisitos de derecho. 

Las segundas se denominaban simplemente “capellanías laicales”, y en 
realidad no eran más que bienes de dominio particular gravados con car-. 
gas eclesiásticas. 

El nombre genérico de “capellanias” les conviene a unas y a otras por, 
la naturaleza de las cargas: consistían éstas ordinariamente en la obliga- 
ción de celebrar o hacer celebrar un número determinado de misas u otros 
actos de culto por el alma o por las intenciones del fundador, y esto en 
determinada capilla o iglesia. También en ambos casos, para que sean 
verdaderas fundaciones y no simples aniversarios o memorias de misas, se 
requieren que sean determinados y concretos los bienes raíces que forman 
la dote de la fundación, segregados, incluso en el caso de capellanía laical, 
del resto de los bienes familiares. 


DIVISIÓN DE ESTA PARTE 


De estas dos clases distintas de fundaciones de sangre nace la división 
de esta parte. 

Primero, trataremos de las leyes desamortizadoras de las capellanías o 
fundaciones de sangre, cuyos bienes eran eclesiásticos, y a las que las le- 
yes desamortizadoras dan generalmente el nombre de capellanías colativas 
de sangre o familiares. 

Segundo, estudiaremos la desamortización en las fundaciones de san- 
gre de bienes de dominio particular, las cuales entran, más que en las leyes 
desamortizadoras, en las llamadas desvinculadoras que suprimieron los ma- 


yorazgos. — 
Si estudiamos esta parte separadamente de la desamortización general 
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es precisamente por la indole especial de estas fundaciones, indole que no 
permitió ni a los mismos legisladores incluirlas en las leyes generales des- 
amortizadoras, sino que, exceptuadas de éstas, fueron objeto de especiales 
leyes y disposiciones. 

En estas fundaciones entraba un doble interés: el de la Iglesia y el de 
las familias. El de la Iglesia, pues ella era la propietaria de los bienes o al 
menos la encargada de vigilar por el cumplimiento de las cargas. El de la 
familia, porque o era la usufructuaria de los bienes o al menos la que 
presentaba al que había de ser capellán de la fundación, o incluso era la 
propietaria de los bienes raíces. Los desamortizadores supieron encontrar 
el modo de despojar a la Iglesia del derecho que en estos bienes tenía sin 
perjudicar, antes bien con ganancia, de las familias interesadas. 


II. CAPELLANÍAS COLATIVAS FAMILIARES 


. En dos grandes épocas o períodos desarrollóse toda la legislación ever- 
siva. sobre las capellanias colativas familiares. El primero abarca desde 
el 1820 hasta el Concordato de 1851 y el segundo las disposiciones poste- 
riores hasta el Convenio definitivo de 1867, cuya vigencia actual estudia- 
remos en su lugar. 


A) Hasta el Concordato de 1851 


PRIMERAS DISPOSICIONES 


Ya antes de la ley de 19 de agosto de 1841, que es la principal y de- 
finitiva en esta materia, nos encontramos con una ley del periodo consti- 
tucional 1820-23 y una proposición aprobada en la sesión de Cortes de 
29 de octubre de 1834, que fueron, por decirlo así, las primeras que osa- 
ron poner sus manos en los bienes de las capellanías familiares colativas. 

1." La ley de 19 de junio de 1821 (1), aunque se refiere principal- 
mente a la reducción del diezmo y primicias, dispone, no obstante, en su 
artículo 1.° que “las fincas pertenecientes a prebendas, capellanias o bene- 
ficios de patronato pasivo de sangre, muertos los actuales poseedores, de- 
ben volver a las respectivas familias". Se trata, pues, de las capellanias 
eclesiásticas, no de las laicales, como se deduce del texto mismo, que fue- 
sen de patronato familiar pasivo; nada, por tanto, dispone sobre las de 


(1) Colección de Decretos de las Cortes, vol. Il, pág. 245. 
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patronato activo (2). Lo dispuesto en este articulo es sustancialmente lo 
que mas adelante estableceria la ley: que los bienes de estas fundaciones 
volviesen a las respectivas farhilias, quedando asi extinguidos completa- 
mente los beneficios a que dichos bienes pertenecian, los cuales habian de 
pasar a la familia como plena propiedad de la misma y libres de todo gra- 
vamen O carga espiritual. 

Esta ley, como todas las del período constitucional, fué anulada a la 
caída de éste en 1823. No obstante, el primer paso en la desamortización 
de esta clase de bienes estaba ya dado, paso que había de orientar y que 
habían de seguir los legisladores de los siguientes períodos. 


2. Sesión de las Cortes de 29 de octubre de 1834.—En esta sesión, 
después de un silencio de trece años, en los que nada se hizo sobre el par- 
ticular, volvemos a oir nuevas proposiciones sobre las capellanías de cual- 
quier clase, sean o no de patronato familiar. Sin embargo, me parece que 
la proposición aprobada en esta sesión no tuvo eficacia alguna ni siquiera 
llegó a llevarse a la práctica, ya que ni se insertó en la Colección de De- 
cretos de las Cortes ni a ella hacen referencia las leyes posteriormente 
citadas. Dice así: 


“Que se extingan las capellanías colativas, laicales, memorias de misas y le- 
gados píos, de cualquiera clase y condición que sean; las vacantes, desde el mo- 
mento; las poseídas, al fallecimiento de su posesor: que por su muerte, los bie- 
nes de las de sangre pasen a los herederos legítimos dentro del cuarto grado ci- 
vil, si los hubiere, en la condición de fincas libres, y que no habiendo tales pa- 
rientes, como asimismo en todas las fundaciones expresadas que no son de san- 
gre, recaigan sus bienes en el Crédito público para la amortización de la Deuda 


del Estado” (3). 


Se discutió y fué aprobada por 36 votos contra 33, todo en la misma 
sesión, acordándose que en vez de “cuarto” se dijese “décimo” grado. 


LEY DE I9 DE AGOSTO DE 1841 


La base de la desamortización de las capellanías colativo-familiares, 
y que todavía tiene aplicación para ciertos efectos, por lo que hemos de 
estudiarla con mayor detenimiento, es la ley de 19 de agosto de 1841 (4), 
ley promulgada, en pleno período desamortizador, unos días antes de la 
ley general de desamortización eclesiástica del 2 de septiembre. Esta ley 
fué derogada por el Concordato del 51 y por un Real decreto de 20 de 
ey Así lo declaró además el Tribunal Supremo en sent. de 23 junio 1906. 


(3) Diario de Sesiones del 30 octubre, 1834. 
(4) C. de Decretos de las C., vol. XXVII, pág. 394. 
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abril de 1852, restablecida de nuevo por otro de 6 de octubre de 1855, 
suspendida por el Real decreto de 28 de noviembre de 1856 y puesta nue- 
vamente en vigor en cuanto algunos puntos por el Convenio de 1867. 


Puntos princibales.—Las disposiciones principales versan sobre los pun- 
tos siguientes: 

1) Objeto fundamental o disposición básica. 

2) "Bienes va que Se Teflere: 

3) Qué se ha de hacer con los bienes. 

4) Quién tiene derecho a ellos. 

5) Qué se ha de hacer de las cargas. 

6) Tribunal competente para su adjudicación. 


o 


L' Disposición básica.—Es la supresión de las capellanias de sangre. 
Sus bienes, que pertenecían a la Iglesia en propiedad, aunque en virtud 
de la fundación debía gozar de ellos con el título de capellán, si reunía 
las condiciones necesarias, un pariente del fundador, o al menos dicho pa- 
riente tendría el derecho de presentar el capellán: al Ordinario, habían de 
pasar en virtud de esta ley a los parientes que según las bases de la fun- 
dación tuviesen el derecho de disfrutar la capellanía (patronato pasivo) o 
de presentar al capellán (patronato activo). 

Para este efecto la ley adjudica los bienes de capellanias colativas de 
sangre a los parientes del fundador, a los cuales sólo correspondía el mero 
derecho de patronato activo o pasivo, y de ninguna manera la propiedad 
de los bienes, que sólo y exclusivamente pertenecía a la Iglesia, pues se 
trataba de verdaderos beneficios eclesiásticos (5). 


2. Bienes a que se refiere.—Solamente tiene aplicación esta ley a los 
bienes de capellanias colativas familiares, bien sean de patronato activo 
y pasivo, bien de sólo activo (6); mas de ninguna manera se refiere a las 
capellanias laicales (7) ni a otras fundaciones que, aunque familiares, no 
son para los fines propios de capellanias, sino para fines de beneficencia, 
instrucción y otros similares (8). 


Más: el concepto de capellanías familiares, según esta ley, está res- 
tringido a aquellas a cuyo goce están llamadas ciertas y determinadas fa- 
milias, si se trata de patronato pasivo, o a aquellas a las. cuales tienen de- 
recho de presentar capellán ciertas también y determinadas familias, no 


(5) Arts. 1.9 y 4,0 

(6) Art. 4.9 

(7) Trib. Supr., sent. 20 enero 1870. 
(8) Trib. Supr., sent. 27 marzo 1847. 
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quedando, por tanto, comprendidas en esta ley aquellas a cuyo goce estén 
llamados los naturales de un pueblo, aunque en igualdad de circunstancias 
se dé preferencia a los parientes del fundador (9). 


3. Destino de los bienes.—Tres casos distingue la ley: a) Si existe 
patronato pasivo familiar. b) Si sólo existe patronato activo; y c) Si en 
alguna fundación, ya de patronato activo, ya de pasivo, se dispusiese de 
los bienes para el caso en que la capellanía dejase de existir. 

a) Si la capellania es de patronato pasivo se adjudicarán los bienes 
de ésta, como de libre disposición, 


“a los individuos de las familias llamadas a gozar de dicha capellanía en quie- 
nes concurra la circunstancia de preferente parentesco según los llamamientos; 
pero sin diferencia de sexo, edad, condición ni estado” (10). 


Esta cláusula final es debida a que en los llamamientos según la fun- 
dación sólo entraban ‘los varones y en ciertas condiciones de edad, estu- 
dios, etc., pues se trataba de conferirles un beneficio eclesiástico para el 
que se requerían ciertas cualidades según el Derecho canónico. Ahora, al 
extinguirse la capellanía y tratar de adjudicar sus bienes, no como de un 
beneficio, sino como propios y libres de toda obligación, cesa la necesidad 
de tener en cuenta las anteriores condiciones de sexo, edad, etc., debiendo 
atenderse sólo al parentesco preferente. 

b) Si la capellanía es de sólo patronato activo familiar se adjudica- 
rán también los bienes en concepto de libres a los parientes encargados de 
ejercerlo (11). 

c) Finalmente, si en alguna fundación se dispusiese de los bienes para 
el caso en que dejase de existir la capellanía, se cumplirá lo determinado 
en ella (12), teniendo en cuenta que lo allí establecido para. este caso se ha 
de aplicar con preferencia a lo dispuesto en los artículos de esta ley. 

Estas normas se han de aplicar a las vacantes y a las demás conforme 
fueren vacando (13), sin perjuicio de que los actuales poseedores puedan 
aplicarlas, si quieren, usando del derecho que le corresponda en virtud de 


esta misma ley (14). 


4.” Del derecho a los bienes.—Si la capellanía es de patronato pasivo 


(9) Real decreto sent. del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de 25 noviembre 1879. 
(40). Arts 1:9 
(11) “Art. 47° 
(19) ATI. 5.0 
(13) Art: 6.9 
(14) Art. SO 
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y activo, el derecho es de los que gozan del patronato pasivo. La razon es 
obvia, pues que ellos son los llamados a usufructuar dichos bienes. Caso 
de ser la capellanía de sólo patronato activo, los que lo gozan serán, como 
es natural, los llamados a entrar en la propiedad plena de los bienes (15). 


5." Las dargas.—Aunque los bienes habían de pasar a las familias 
como libres en el sentido de que éstas podrán enajenarlos libremente sin 
trabas de ninguna clase, sin embargo no quedarían los bienes libres de las 
cargas que tuviesen anejas, sino que como cargas reales habían de acom- 
pañar siempre a los bienes, quedando el que fuere propietario de ellos en 
la obligación de procurar su cumplimiento (16). Esta disposición es de no 
poca importancia práctica, pues muchas familias, al pretender los Ordina- 
rios que rediman o cumplan las cargas de los bienes de sus antiguas ca- 
pellanías, alegan que ellos adquirieron estos bienes como libres, aserto fa- 
cilisimo de refutar, pues que sólo pudieron adquirir estos bienes a tenor 
de lo dispuesto en esta ley de 1841, y en ella claramente se dispone que 
quedaría siempre la obligación de levantar las cargas a las que los bienes 
estuviesen afectos. 


6. Tribunal competente para la adjudicación de los bienes.—" A los 
tribunales civiles ordinarios de los partidos en que radique la mayor parte 
de los bienes corresponde hacer la aplicación de los derechos que se decla- 
ran en esta ley” (17). Posteriormente se han introducido no pocas modi- 
ficaciones a este punto que son de aplicación para la adjudicación de bie- 
nes en capellanías que según el Convenio de 1867 han de conmutarse sus 
rentas, pasando los bienes a las familias que según esta ley tienen derecho 
a ellos. 

Estas son, brevemente resumidas, las disposiciones principales de la 
ley de 19 de agosto de 1841. El espíritu que la anima es el mismo que 
impulsó la desamortización general: no sólo la necesidad urgente de en- 
riquecer al Erario público, sino también el ánimo hostil a la Iglesia, que 
una larga y eficaz propaganda había hecho surgir en nuestro suelo. Esto 
último se ve más claro y patente en esta ley que en las generales de des- 
amortización eclesiástica, pues aquí se pone todo el interés posible para al 
despojar a la Iglesia no herir los intereses de los particulares, que la jus- 
ticia reclama conservar intactos, según decían los mismos legisladores (18), 
como si el despojar a la Iglesia no fuese una injusticia aun mayor y más 


(15) Arts. 1.9 y 5,9 
(LORA BEA 
CO Art OS 


(18) Real decreto 16 diciembre 1855. Col. Leg., vol. LXVI, pág. 512. 
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inicua desde el momento que se trataba de una sociedad juridicamente per- 
fecta y plenamente independiente de cualquier intromisión del poder tem- 
poral. 


EL CONCORDATO DE 1851 


Sólo de un modo muy general toca el Concordato el punto que ve- 
nimos tratando. En su artículo 39 se preocupa de asegurar el cumplimiento 
de las cargas de las capellanías cuyos bienes fueron adjudicados a tenor 
de la ley de 19 de agosto de 1841. Para ello insta al Gobierno que dicte 
las medidas oportunas a fin de que los poseedores de dichos bienes ase- 
guren los medios de cumplirlas. Lo mismo dice en cuanto a los poseedo- 
res de los demás bienes eclesiásticos y fundaciones piadosas. 

De alguna mayor importancia es la derogación por el Concordato de 
la ley de agosto de 1841. En efecto, en el artículo 45 se dice que 


“en virtud de este Concordato se tendrán por revocadas, en cuanto a él se opo- 
2 $ ; 

nen, las leyes, órdenes y decretos publicados hasta ahora de cualquier modo y 

forma en los dominios de España”. 


Ahora bien, dispone el artículo 41 que 


“en cuanto a las antiguas y nuevas fundaciones eclesiásticas, no podrá hacerse 
k on 5 A 5 Sy ” 
ninguna supresión o unión sin la intervención de la Santa Sede”. 


En la ley presente, sin intervención alguna de autoridad eclesiástica, 
se suprimen de golpe todas las fundaciones eclesiásticas de patronato fa- 
miliar. Luego evidentemente queda derogada por el Concordato. Así lo 
ha decalrado expresamente una Real orden de 1852 (19), señalando como 
fecha de la derogación la del 17 de octubre de 1851, en que fué promul- 
gado el Concordato como ley del Estado. Es más: en este decreto se 
declaran subsistentes aun aquellas. capellanías ya adjudicadas cuyos po- 
seedores se hubiesen ordenado a título de las mismas, pues se entenderá 
que los interesados han renunciado a los beneficios de la ley de 1841 (20). 


B) Hasta el Convenio de 1867 


Este período, escaso en nuevas orientaciones desamortizadoras, es muy 
abundante en la aplicación y uso de las disposiciones ya vigentes, de suerte 


(19) Real decreto 30 abril 1852. Col. Leg., vol. LV, pág. 656. 
(20) Real decreto cit., art. 5.9 
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que si en vez de historiar la legislación desamortizadora tuviésemos que 
narrar los hechos y desamortizaciones efectivas, no sería éste uno de los 
capítulos más pequeños. 

La revolución de 1854-1856, que puso en vigor todas las leyes des- 
amortizadoras anteriores, no olvidó a las capellanías familiares: un Real 
decreto de 6 de febrero de 1855 (21) declaró “en su fuerza y vigor la ley 
de 19 de agosto de 1841 sobre capellanías de*sangre y las demás disposi- 
ciones relativas a fundaciones piadosas familiares que fueron derogadas 
por un Real decreto de 30 de abril de 1852” 

Pocos meses después, el 15 de junio de 1856, una nueva ley (22) repite 
sustancialmente los preceptos de la ley de 1841, sólo que amplía un tanto 
el campo desamortizador, pues incluye todas estas capellanías en las leyes 
generales de desamortización de bienes eclesiásticos caso de que pasado 
un período de tiempo los familiares interesados no reclamasen para sí los 
bienes de la fundación (23). e 

Finalmente, a fines del 56, con el cambio de régimen, comienzan otra 
vez las disposiciones hacia una nueva normalización del patrimonio de es- 
tas fundaciones familiares, Se intentaba volver al orden reparando las 
violaciones del solemne Concordato verificado con la Santa Sede. Tres 
etapas podemos distinguir en esta restauración: 


a 


I. El Real decreto de 28 de octubre de 1856 (24) suspende otra vez 
la ley de agosto del 41: 


“Se suspenden los efectos del Real decreto de 5 de febrero de 1855, por el 
que se restableció la Ley de 19 de agosto de 1841 sobre capellanían colativas 
de patronato familiar y demás fundaciones piadosas de igual clase”. 


Por consiguiente, 


“quedan en suspenso los juicios o reclamaciones que pendan ante los tribunales 
civiles y eclesiásticos, así respecto de.la división o secularización de bienes com- 
prendidos en dichas fundaciones y capellanías, como sobre el derecho de suceder 
en en y hasta nueva providencia no se admitirán en lo sucesivo demandas de 
esta clase . 


2." El Convenio de 1860 sobre permutación de bienes eclesiásticos 
sólo contiene referente a capellanias. familiares el siguiente artículo: 


(21) Col. Leg. vol. LXIV, pág. 177. 
(22) Col Leg., vol. LXVIII, pág. 446. 
(23) Art. 3.9 : 
(24) Col.-Leg., vol. LXX, pág. 296. 
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“Los bienes pertenecientes a capellanías colativas y otras semejantes funda- 
ciones familiares que, a causa de su peculiar índole y destino de los diferentes 
derechos que en ellas radican, no pueden comprenderse en la permutación y ce- 
sión que aquí se trata, serán objeto de un convenio particular entre la Santa Sede 
y Su Majestad Católica.” 


a 


3. El Convenio de 1867 del cual pasamos a hablar. 


C) El Convenio de 1867: su vigencia actual y 


El Convenio particular anunciado en el art. 10 del de 1860 apareció 
el 24 de junio de 1867, previamente autorizado por parte del Gobierno es- 
pañol por ley de 7 de junio del mismo año y por él quedaron completa- 
mente normalizadas las capellanias y demás fundaciones familiares. No 
obstante el parecer contrario de algunos que puedan pensar haber. cadu- 
cado al desaparecer el Concordato general de 1851, es sin embargo el vi- 
gente actualmente en España, y lo será sin que obste el nuevo Concor- 
dato general que se prepara. 


La prueba, a mi parecer, fundamental de su actual vigencia es que 
dicho Convenio se formuló para la ordenación de unos bienes de la Igle- 
sia en los que por muchos capítulos entraban intereses muy particulares y 
sagrados que no podían dejar de tenerse en cuenta; ».y mientras queden 
bienes de los que fueron incluídos en aquel Convenio, se les ha de aplicar 
las normas que para ellos se dieron. No se olvide que el Convenio de 1867 
no se dió sobre los bienes de capellanias en general, sino sobre los que ha- 
bian sido objeto de las leyes desamortizadoras, y que la Iglesia, antes y 
después de dicho acuerdo, continúa con su pleno derecho a efectuar nuevas 
fundaciones, tanto familiares como no familiares, en las que se han de 
aplicar, no las normas del Convenio, sino las del derecho común. Ahora 
bien, los bienes que queden aún como resultancia de las antiguas adju- 
dicaciones de bienes de capellanias no hay otro modo de invertirlos que el 
del citado acuerdo, ya que la Santa Sede es la única competente para mo- 
dificar las fundaciones piadosas, y además los sucesores a los bienes de 
aquellas fundaciones adquirieron un verdadero “ius quaesitum” a la con- 
mutación de rentas o redención de cargas que permite realizar el Convenio 
a los poseedores de bienes de’ capellanías comprendidas en las leyes des- 
amortizadoras de 1841 y 1856. 

De hecho se viene aplicando en todas las Curias Episcopales, y de 
acuerdo con sus normas existen en éstas los Delegados de capellanías cuya 
misión no es sino la de vigilar por el cumplimiento de lo preceptuado en 
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el Convenio y ordenar las nuevas capellanias y Acervos pios que se han 
de formar con las redenciones y conmutaciones de las fundaciones fami- 


liares antiguas. 


III. CAPELLANÍAS LAICALES 


Al hablar de la desamortización de capellanias laicales conviene acla- 
rar cuáles fueron incluídas en la desamortización y cuáles no. 

Dos clases de capellanías laicales podemos distinguir; una, de cape- 
llanías vinculaciones, y otras de capellanias gravámenes. Las primeras 
constituían verdaderas vinculaciones civiles, de la misma naturaleza que 
los mayorazgos. Las segundas no eran más que simples gravámenes so- 
bre bienes de dominio particular, y que recibían diversos nombres: legados 
píos, memorias de misas, aniversarios, etc. 


Estas ültimas no han entrado nunca ni directa ni indirectamente en 
las leyes desamortizadoras; no así las primeras que como verdaderos ma- 
yorazgos han seguido la suerte de éstos, que vamos a exponer brevemente. 


CAPELLANÍAS-MAYORAZGOS. 


Vinculaciones en general son el conjunto de todas aquellas institucio- 
nes en las que se hacia inalienable una masa de bienes, la sucesión en la 
cual estaba sujeta a un orden predeterminado e inalterable. En Espafia a 
las vinculaciones se les llamaba mayorazgos. 


Los mayorazgos por tanto podemos definirlos así: “el derecho de su- 
ceder en los bienes dejados bajo la condición de que se conserven perpe- 
tuamente integros en la familia, y que se defieran por orden sucesivo al 
primogénito próximo" (25); segün otros autores: "una vinculación civil 
y perpetua en que se sucede por el orden de la fundación o en su defecto 
por el que establece la ley de la Partida (26) para la sucesión de la Coro- 
na" (27). 

Esta segunda definición es más completa, pues la primera solo com- 
prende los mayorazgos regulares u ordinarios, en los que el sucesor es el 
primogénito de la familia; pero no comprende las innumerables excepcio- 


(25) LUIS DE MOLINA, De Hispanorum primogeniis, lb. I, cap. I, n. 22. 
(26) Código de las Siete Partidas, p. II, 15, 2. 


(27) GUTIERREZ FERNANDEZ, De los mayorazgos, en Cédigos o estudios fundamentales sobre 
el Derecho civil, vol. II, pág. 190. 
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nes que existen en dicha sucesión y que dan lugar a los mayorazgos irre. 
gulares. 

En España comenzaron a fundarse los mayorazgos en el siglo xI. 
Fijado el orden de suceder a la corona en el reinado de Alfonso X (28) y 
hecho el reino indivisible, los magnates primeramente quisieron, a su imi- 
tación, perpetuar la sucesión en sus estados, y con el transcurso del tiem- 
po, hicieron lo mismo los particulares. Muy raros al principio, fuéronse 
extendiendo poco a poco llegando a ser una verdadera plaga a partir del 
siglo xv. 

¿Cómo se aplica la noción de mayorazgos a las capellanias laicales? 
Muy sencillamente. Los fundadores dejaban una cantidad de bienes raíces 
determinada con la obligación de que siempre fueran poseídos por sus he- 
rederos en la forma y por el orden que él estableciera. El producto de estos 
bienes debía destinarse a cumplir ciertas obligaciones piadosas, y esto o 
bien toda la renta, o bien la necesaria para levantar las cargas de la fun- 
dación. Como se ve, los poseedores de estos bienes no son verdaderos pro- 
pietarios, pues que no pueden disponer a voluntad de ellos ni enajenarlos; 
son meros poseedores o usufructuarios cuando más. 


JUSTICIA DE LA LEGISLACIÓN DESVINCULADORA. 


Al tratar de exponer la legislación desvinculadora, cabe preguntar: 
¿son justas las leyes que suprimen las vinculaciones, inclusos aquellas que 
forman capellanias laicales? En general, no cabe duda que el Estado pue- 
de, por razones del bien común, regular la propiedad particular de los ciu- : 
dadanos. Realmente los mayorazgos constituían para España a principios 
del pasado siglo una verdadera plaga social. Gran parte del suelo español 
estaba bajo las leyes de los mayorazgos (29) que, sin obtener ningún fru- 
to especial, alejaban del comercio público una buena porción de bienes 
inmuebles. No hay pues duda de que el Estado podía en este sentido le- 
gislar para impedir estos daños nacionales, incluso suspendiendo los ma- 
yorazgos, con tal de que se salven todas las obligaciones de justicia que 
pesen sobre dichas vinculaciones. En e) caso por tanto de capellanías-vin- 


28) PH 1I; 15, 9. 

on El ilustre APARISI GUIJARRO decía: “Cabe afirmar que los mayorazgos que alcanzan a 
sostener una corona de duque pudieran bajo el aspecto polítioc defenderse; mas en punto a esa 
de muchos hombres, verdadero será decir: que son malos por cuanto rompen el orden sabio 
y equitativo de las sucesiones; ruinosos, pues que amortizan o sofocan la libertad de los bienes, 
con mengua no escasa de la publica riqueza, y odiosos, dado que lo es, y mucho, ese poder 
concedido a la voluntad de un hombre en grado tal, que muerto él, ella viva, y vive quizá por 
turba innumerable de vínculos que sin provecho de ninguna especie engendró la triste vanidad 
siglos encadenando las voluntades de muchas generaciones" (Obras Completas, vol. V, p. 2 8.). 
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culación; con: tal de que se asegure el cumplimiento de las cargas, puede 
el Estado intervenir para cambiar la naturaleza de esos bienes, pues que 
se trata de bienes de particulares que de ningún modo estan espirituali- 
zados. 


SUPRESIÓN DE MAYORAZGOS. 


El proceso seguido en la supresión de los mayorazgos fué el siguiente: 

Primer paso: Prohibición de fundar nuevas vinculaciones civiles, sin 
una licencia real en cada caso. Las que se hiciesen sin esa licencia se consi- 
deran jurídicamente nulas, y los herederos no quedan obligados por las 
cláusulas testamentarias (30). 

Segundo paso: Esta declaración más que para curación del mal, sirvió 

para trasladarlo de lugar. Como el R. D. prohibía las vinculaciones civi- 
les, sin hablar para nada de las que tenían fines religiosos, o mejor dicho, 
las que eran vinculaciones eclesiásticas con sus bienes espiritualizados, las 
familias que querian seguir fundando mayorazgos los ocultaban bajo la 
capa de fundaciones religiosas: tenían solo la apariencia, no la realidad, 
ya que los bienes continuaban en poder y dominio de las familias intere- 
sadas. Por esto, se multiplicaron enormemente las capellanias laicales frus- 
trando así los fines ‘del legislador. Este abuso dió lugar a una ulterior de- 
claración por.la que se extendía el R. D. anterior a las “capellanías y 
cualesquiera otras fundaciones perpetuas” (31). Como esta declaración no 
es más que una interpretación del Decreto anterior, es evidente que habla 
solo de capellanias | laicales, que son las únicas que los legisladores han in- 
cluido siempre entre las vinculaciones civiles. únicas de que habla el cita- 
do RT DIG) 
„Tercer. paso: “Un nuevo avance dió elos IV con el R. D. de 19 de 
septiembre de 1789 (33). Autoriza a todos los poseedores de vinculacio- 
nes para que no obtante cualesquiera cláusulas en contrario puedan ena- 
jenar. libremente los bienes de la vinculación (34). 


-(30) Real decreto 28 ‘abril 1789 publicado por Real circular 14 mayo 1789. N. R., X, 17, 12. 
(31)... CARLOS IV. por, B. res, à cons. de la Cámara de 20 febrero 1796 y Circular:.de 90 sep- 
tiembre 1799. N. DEDE. 

(32) No comprendo cómo un autor de tanta nota como ALCUBILLA (Diccionario, vol. II, pá- 
gina 935) quiera basarse en este Real decreto y en el de 1789 para probar que no pueden fun- 
darse hoy capellanias colativas, cuando en realidad estas disposiciones sólo hablan de vincu- 
laciones civiles, en las cuales de ninguna manera se comprenden las capellanías colativas, que 
son verdaderos beneflcios eclesiásticos. 


(33) -CARLOS IV por Real decreto 19 pepiemnbe 1798 inserto en Ced. de la Camara de. 24 del 
mismo: Ne Re AN 162. e 


(34) Véase ademas: CARLOS IV por Ced. 91 octubre 1800, caps. 4,140: y: A7. N. SR Ma 19. 


Ren; CARLOS IV en aper POR Resor a Cons, de 16 diciembre 1802 y Ced. del Cons. de 3 fe- 
brero 1803: N4R.,:V,517548. 55-8 : 
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Cuarto paso: Es el definitivo. La ley de 11 de octubre de 1820 suprime 


“todos los mayorazgos, fideicomisos, patronatos y cualquiera otra clase de vincu- 
laciones de bienes raíces, muebles, semovientes, censos, juros, foros o de cual- 
quiera otra naturaleza, los cuales se restituyen desde ahora a la clase de abso- 
lutamente libres” (35). 


LAS CARGAS DE LOS MAYORAZGOS. 


Las cargas de cualquier clase que graven los bienes de los mayorazgos 
son reconocidas por la ley, y ordena que se sigan cumpliendo y que se- 
guirán gravando indefinidamente a los bienes a que están vinculadas. 

Caso de venderse los bienes del mayorazgo a diversos compradores, 
entonces las cargas se asignarán con igualdad proporcionada a las diver- 
sas partes, a no ser que estén obligados a las cargas con hipoteca especial 
una determinada parte de los bienes del mayorazgo, en cuyo caso seguirán 
anejas a dicha parte, como es natural. 

En este punto, por tanto, que es el único que podía rozarse algo con los 
derechos de la Iglesia, se salva la justicia y la voluntad de los fundadores 
en todo lo que no mira al hecho mismo de la vinculación de los bienes, que 
es lo que únicamente tiende a suprimir la ley. 


VICISITUDES DE LA LEY DE 1820. 


No obstante ser esta ley de verdadera utilidad nacional por lo que toca 
a la supresión de mayorazgos, que tantos daños producían así económicos 
como sociales, fué sin embargo abrogada por la declaración de 1 de octu- 
bre de 1823, por la que fueron anulados todos los actos del Gobierno cons- 
titucional, y expresamente restablecidas las vinculaciones por una R. C. de 
11 de marzo de 1824 (36). ' 

Doce afios después tn R. D. de 30 de agosto de 1836 (37) volvió a 
poner en todo su vigor las leyes desvinculadoras, y en especial la de 1820, 
dictándose en años siguientes nuevas disposiciones que completaban esta 
materia en puntos accidentales (38). b 

Posteriormente no ha habido más disposiciones especiales sobre cape- 
llanías laicales, de suerte que éstas pasan ya a la historia desde esas fe- 


(35) Col. de Decretos de las C., vol. VI, p. 145. 
(36) ALCUBILLA, Diccionario, vol. XI, p. 239. 


(37) Col. Leg., vol. XXI, p. 363. 
(38) Véase Ley 3-5 mayo 1837 (Col. Leg., vol. XXII, pág. 203), Ley 19 agosto 1841 (Colec- 


ción Legislativa, vol. XXVII, pág. 392). Nótese que es distinta esta Ley de la dada en el mismo 
día sobre capellanías colativas familiares. 
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chas, sin que ninguna ley posterior se haya ocupado de ellas. Solo el Con- 
cordato de 1851 y el Convenio de 1867, principalmente, se limitan a urgir 
el cumplimiento de sus cargas, al mismo tiempo que conceden a los pro- 
pietarios que puedan, si quieren, hacer la redención de las mismas ante los 
Ordinarios de los lugares (39). 


CONCEUSTON 


Todavía a partir del año 1867 en que se efectuó el último convenio con. 
la Sante Sede referente a bienes eclesiásticos, se han dado algunas normas 
desamortizadoras. Pero han sido pocas, y sin importancia con relación al 
aspecto que hemos querido desenvolver que ha sido el del desarrollo de la 
idea desamortizadora a través de las leyes civiles españolas del siglo pa- 
sado. 

Queda para otra ocasión el estudio de la reparación de las violaciones 
que estas leyes infirieron al derecho y a la justicia. Esta reparación se lle- 
vó a cabo, como muy resumidamente hemos hecho resaltar, en tres Con- 
venios sucesivos con la Santa Sede, 1851, 1859-1860, 1867. En estos 
acuerdos, la Iglesia que sobre todo ama la paz y busca todas las maneras 
de acercar a su seno a todos los pueblos y las naciones, ha cedido genero- 
samente de sus derechos, subsanando con benignidad apostólica lo que no 
tiene otro nombre ante la justicia que el de inmenso latrocinio. A cam- 
bio de tanta condescendencia solo quiso que el Estado español prometie- 
ra solemnemente lo que ya por el mismo derecho natural tenía obligación 
de hacer: procurar a la Iglesia una decorosa atención económica. 

¿Lo han realizado así los Gobiernos que se han sucedido a partir del 
1851? Esto lo dejamos para los historiadores. Aquí solo queremos hacer 
constar el interés con que el Gobierno actual procura a toda costa no solo 
cumplir sagrados deberes del derecho natural, sino atender del modo más 
digno al esplendor del culto y al sostenimiento de todas las instituciones 
de la Iglesia católica. 


Manure, GONZALEZ RUIZ 


Prefecto de Estudios del Seminario de Mdlaga. 


(39) Convenio de 1867, art. 7.9 
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DE CRIMINE PESSIMO ET 
DE COMPETENTIA S. OFFICII RELATE 
AD ILLUD 


DE CRIMINE PESSIMO ET CAN. 2358, 2359 (1) 


Refert S. Scriptura sanctissimum illum virum, Joseph, Jacob Patriar- 
chae filium, dum "adhuc puer sexdecim annorum esset... fratres suos apud 
patrem crimine pessimo accusasse" (2). In quo huiusmodi delictum speci- 
fice consisteret, sacer auctor silentio premit. Moyses enim noluit illud no- 
minare quia horrendum, pudendum, infame (3); et theologi et exegetae 
verba illa Genesis non uno modo interpretantur (4). Quare propriam et 
specificam illius peccati malitiam moralem certo non cognoscimus. Sed ne- 
que de ea hic investigare vacat; nostrum quippe propositum solum est ali- 
qua exponere de crimine pessimo, non in sensu pure morali, sed in sensu 


(1) Can. 2358. Clerici ín minoribus ordinibus constituti rei alicuius delicti contra sextum 
decalogi praeceptum, pro gravitate culpae puniantur etiam dimissione e statu clericali, si 
delicti adiuncta id suadeant, praeter poenas de quibus in can. 2357, si his locus sit. , 


Can. 2359. $ 1. Clerici in sacris sive saeculares sive religiosi concubinarii, monitione inu- 
tiliter praemissa, cogantur ab illicito rontubernio recedere et scandalum reparare suspensione 
a divinis, privatione fructuum officii, beneficii, dignitatis, servato praescripto can. 2176-2181. 

§ 2. Si delictum admiserint contra sextum Decalogi praeceptum cum minoribus infra aeta- 
tem sexdecim annorum, vel adulterium, ‘stuprum, oestialitatem, sodomiam, lenocinium, in- 
cestum cum consanguineis aut affinibus in primo gradu exercuerint, suspendantur, infames 
declarentur, quolibet officio, beneficio, dignitate, munere, si quod habeant, et in casibus 
gravioribus deponantur. à 

§ 3. Si aliter contra sextum. Decalogi praeceptum deliquerint congruis poenis secundum 
casus gravitatem coerceantur, non excepta officii vel beneficii privatione, maxime si curam 
animarum gerant. j p « 

Cir. de crimine pessimo, inter alios, Lopez, U., in Periodica de re morali canonica liturgica 
27(1938)32-35; AERTNYS-DEMEN, Theol. Mor.* I, 626, Romae (1939), p. 449; IORIO, THOMAS A., 
Theol. Mor.* Il, 286 Neapoli (1939), p. 174; FERRERES, I. B., Theol. Mor.?.11I,.699, N. B. 2, Bar- 
cinone (1940), p. 394; F. REGATILLO, E., Inst. I. C., IT, 1106 S., Sal Terrae (1942), p. 422; B. T. in 
hesurrezit 5(1915)18. 

(2), GEN.: 37, 2. 

! (8) ABULENSIS apud. A. LAPIDE, Comment. In S. Script., I, Ed. Vives, Paris (1868), p. 357. 

(4) Nomine “Crimine pessimo" Gen. 37, 2 quidam intelligunt odium fraternum, ut NIC. DE 
Lyra, Comment. in h. 1. ed. Lugd. (1545), f.» 101 v.; alii murmurationem contra patrem, eo 
quod iuniorem, Ioseph, praeferret, apud. A. LAPIDE, 1. C.; sed communius vel “peccatum 
bestialitatis” cum Glossa interlineari et S. THOMA 2-2 q. 154 a. 12 ad 4; vel crimen sodo- 
mitici sceleris cum RUPERTO, ABBATE TUITIENSI, De Trinit. et oper. eius in Gen. libr. VIII, 
cap. 19; ML 167, 505; HUMMELAUER, Cursus S. Script., Comment. in Gen., Paris (1895), p. 256. 


ES 
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iuridico, sc., prout est delictum contentum in can. 2358 et 2359 et cuius 
COMPETENTIA ad S. Officium spectat. 


I. QUID EST CRIMEN PESSIMUM 


1. Non omnia immoralitatis delicta in praedictis canonibus enumerata: 
v. g. incestus, adulterium, fornicatio, etc, sunt de competentia illius 
Supremi Tribunalis, sed peccatum turpe commissum vel attentatum a CLE- 
RICO cum persona eiusdem sexus. Hoc autem peccatum comprehenditur a 
S. Officio nomine *CRIMINIS PESSIMI" et ab hoc S. Tribunali ita definitur: 
“Nomine criminis pessimi heic intelligitur quodcumque obscoenum factum 
externum graviter peccaminosum, quomodocumque a CLERICO patratum vel 
attentatum cum persona propii sexus." 


Annotationes 


Plura in huiusmodi delicti definitione, quam omnes unanimiter tradunt, 
consideranda sunt elementa : 


a) Subiectum, et est quivis CLERICUS sive simpliciter tonsuratus sive 
in minoribus aut in sacris constitutus. 


b) Complex vel persona, quacum delictum committitur, est vir, mas. 


c) Obiectum est "quodcumque obscoenum factum externum graviter 
peccaminosum" et "quomodocumque a CLERICO patratum vel attentatum ". 

Hinc clare elucet "crimen pessimum" restringi non posse ad actum per- 
fectum sodomiae, prout quidam Canorista primae notae putavit ac scripsit. 
Ad can. 2359, $ 2: bestialitutem, sodomiam iunctim can. 2228, ubi legi- 
tur: "Poena lege statuta non incurritur, nisi delictum fuerit in suo genere 
perfectum secundum proprietatem verborum legis", statuit ille auctor cri- 
mine pessimo secundum ius vigens non posse venire nisi “sodomiam per- 
fectam" ac bestialitatem perfectam. Huic interpretationi aperte contradi- 
cunt allata ipsius Sancti Officii verba. 


d) "Ex praxi S. Officii haec definitio late intelligitur. Unde 1) ex 
parte obiecti “comprehendit actus etiam imperfectos, uti oscula, amplexus, 
tactus, aspectus, etc., qui ex libidine peranguntur" : 2) ex parte affectus, “in 
foro externo, posito actu externo, voluntas libidinosa seu “dolus” praesu- 
mitur" (5). Quod tamen ita intelligendum. videtur. Ex actibus impudicis, 


' (5) Torro, LÓPEZ U., FERRERES, REGATILLO, 1. cc. 
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licet in se indifferentibus (secus nunquam liciti essent), alii dicuntur de se 
libidonisi, sc. qui natura sua ad venerem ciendam tendunt: v. g. tactus, as- 
pectus in verendis; alii, non in se libidinosi, at saepe ad veneream delecta- 
tionem excitandam adhibiti, utpote quae ex iis facile oritur: v. g. amplexus, 
oscula in partibus quoque honestis habita. Ideo crERICUSs tales actus sine 
ulla proportionata causa exercens, si de crimine pessimo denuntietur, se 
immunem fuisse a libidinoso affectu probare tenetur. Aliter dicendum si 
illos ex iusta causa posuit. 

Iam vero haec iusta causa a) quoad actus de se libidinosos ponendos' est 
necessitas, ut medicis, qui alicui morbo medentur; b) quoad oscula, ample- 
xus, manuum contrectationem secundum probatos auctores adesse censetur, 
cum, attentis regulis moris regionalis, urbanitatis, bonae amicitiae, etiam 
viri vinculo sanguinis devincti et boni amici amplexus et oscula sibi mutuo 
praestant, praesertim si id fit in publico, sine ullius offensione, a personis 
quoque honestis; pariter cum bladitias, oscula, etc. ex nostra humanissima 
comitate impuberibus (saltem infra decennis) coram eorum parentibus vel 
aliis personis honestis veluti obsequium quoddam exhibemus. 

Itaque ubi secundum sanum viri prudentis timorataeque conscientiae 
iudicium actus externus positus nullam fundatam. suspicionem libidinosae 
voluntatis pandit, ibi sermo de "delicto" commisso moveri nequit. Quod 
locum habet de actu posito sive circa puberem sive circa impuberem; et hoc, 
etiamsi definitio criminis pessimi /ate intelligi debeat. 

c) Patratwm vel attentatum, quia non requiritur ut delictum ex utra- 
que parte consummetur; satis enim est attentatio ex parte CLERICI sine 
ulla personae sollicitatae complicitate. j 

2. Ad hoc autem delictum addendum est etiam "quodvis obscoenum 
factum externum graviter peccaminosum, quomodocumque a CLERICO pa- 
tratum vel attentatum cum impuberibus cuiusque sexus vel cum brutis ani- 
mantibus". “Quod delictum etiam est de competentia Tribunalis S. Offi- 
cti” (6). 

Perpende censeri impuberem: masculum infra decimum quartum, femi- 
nam vero infra duodecimum annum completum (can. 88, § 2). Reliqua huius 
delicti determinare necesse non est, cum ea cuique consideranti facili pa- 
teant ex dictis. 

3. Aliqui verius non includunt in crimine pessimo quaevis i facta obs- 
coena (etiam externa, graviter peccaminosa) quomodocumque a clerico pa- 


(6) REGATILLO, AERTNYS-DAMEN, 1. cc. et alii. 
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trata vel attentata “cum impuberibus cuiusque sexus"... et "bestialitatis", 
eaque aequiparant illi, sed pro effectibus poenalibus” (7); licet auctores (8) 
generatim sub uno crimine pessimo etiam haec ipsa facta obscoena absolute 
comprehendant et sine limitatione ad solos effectus poenales. Huius rei di- 
lucidatio practici et haud parvi momenti est, ut patet ex 1, d). At exspec- 
temus AUTHENTICAM lucem, ut in eius claritate ambulemus. 


II. ALTA IN CRIMINE PESSIMO CONSIDERANDA 
A) COMPETENTIA CIRCA CRIMEN PESSIMUM 


Competentia circa hunc delictum reservatur S. Officio, quatenus sem- 
per de eo cognitionem habere debet, Nam. 

a) si criminis pessimi denuntiatio apud tribunal dioecesanum fiat, hoc 
certe competens est ad hanc materiam iudicandam, et causam agitare et re- 
solvere poteet ; sed de ea S. Congreg. Sancti Officii certiorem reddere debet ; 

b) si cLERICUS huius delicti reus primo et directe Santo Officio de- 

nuntietur, hoc causam instruit et de ea more propio decernit ; 
* C) si denique apud S. Congr. Concilii vel de Religiosis, quae cleri 
saecularis et regularis disciplinam respective tutantur, accusatio propona- 
tur, haec ab illis ad S. Officium mittitur; nulla enim alia S. Congregatio 
vel Tribunal Romanum praeter hoc Supremum Tribunal competens est in 
his causis agitandis. 

d) Idem dicendum est, quando ex tribunali dioecesano interponitur 
recursus ad S. Sedem. Ideo dicebamus competentiam super crimine pes- 
simo S. Officio reservari. 


B) CoMPETENTIA S. OFFICII RELATE AD CRIMINA IN CAN. 2559 
ENUMERATA 


Ex datis definitionibus delicti pessimi liquido patet competentiam S. Of- 
ficii non extendi ad omnia delicta contra sextum Decalogi praeceptum in 


GAY Aske TE o 

(8) AERTNYS-DAMEN, Theol. Mor.? 1, 626: “Nomine autem delicti pessimi secumdum 
ipsius S. Officii definitionem heic intelligitur: “Quodcumque obscoenum factum externum 
&raviter peccaminosum, quomodocumque a clerico patratum vel attentatum cum persona 
proprii sexus; sicut etiam quodvis obscoenum factum externum graviter peccaminosum quo- 


modocumque a Clerico patratum vel attentatum cum impuberibus ciusque sexus vel cum 
brutis animantibus". Eadem habent Ionio, LÓPEZ, U., ll. cc. et alii. 
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citato canone contenta, quae gravissimis poenis plectuntur; immo nec omne 
peccatum obscoenum a CLERICIS commissum “cum minoribus sexdecim an- 
norum": v. g. fornicatio cum puella tredecim annorum, cadit sub ambitu 
competentiae, de qua nunc loquimur, illius Supremi Tribunalis; talia enim 
delicta, exceptis commissis a CLERICIS cwm viro pubere vel impubere, cum 
femina impubere et cum brutis animantibus, non veniunt nomine criminis 
pessimi (9). Quare tribunal dioecesanum, absoluta causa super quocumque 
alio delicto obscoeno enumerato, certius de eo S. Officium reddere non te- 
netur. 


C) MODUS PERTRACTANDI CAUSAM CRIMINIS PESSIMI 


PROCEDURA IN HAC CAUsA adhibenda est eadem, mutatis ex natura rei 
necessario mutandis, ac procedura adhibita in crimine sollicitationis in con- 
fessione. Ideo 


1) denuntiatione vel recursu apud S. Sedem interpositis, *S. Officium 
in his causis agitandis procedit eodem modo ac in delicto sollicitationis, 
i. e, forma iudiciali, huic processui propia, et summa cum severitate". 
Eadem processus forma servanda est a tribunali dioecesano, si causa apud 
ipsum proponatur. Cf. AA. in nota (1) citatos. 


2) unicum discrimen est in hoc: Quod in crimine sollicitationis in con- 
fesione confessarius ex lege positiva Ecclesiae monere debet poenitentem 
sollicitatum de obligatione, sub poena excommunicationis |. s. nemini reser- 
vatae, denuntiandi reum intra mesem loci Ordinario vel S. Congregationi S. 
Officii (10); dum in delicto pessimo, nisi hoc cum peccato sollicitationis in 
confessione nectatur, talis obligatio denuntiandi reum ex lege positiva non 
imponitur (11). Itaque nulla excommunicatio incurri potest propter omissio- 


(9) En delicta specifica in citatis canonibus enumerata: 

a) In Can. 2358, qui agit de CLERICIS im minoribus constitutis, nullum specifice delictum 
enumeratur; sed tantum pro gravitate culpae CLERICUM puniendum esse statuit. 

b) In Can. 2359, qui CLERICOS $m sacris, sive saeculares sive religiosos, respicit, memo- 
rantur sequentia delicta turpia, quae ad rem nostram ita distribui possunt: 

c) In 8 1: concubinatus; in $ 2: adulterium, stuprum, lenocinium, incestus cum consa- 
guineis et affinibus in primo gradu (et fornicatio cum puella pubere, i. e. a duodecimo anno 
completo, can. 88 8 2). Haec autem delicta non sunt de competentia S. Offlcii, prout supra 
explicata est. : 

d) In eadem 8 2 continentur etiam: Sodomia, bestialitas, "delictum contra VI Decalogi 
praeceptum cum minoribus infra serdecim annos”. In hoc ultimo delicto competentia S. Offi- 
cii contrahitur ad mares, et ad impuberes feminas. Unde competentia huius S. Tribunalis 
relate ad delicta in can. 2358 et 2359 enumerata restringitur, ut notatur in textu, ad “quodvis 
obscoenum factum graviter peccaminosum quomodocumque patratum, vel atientatum a CLE- 
Rico cum masculo pubere vel impubere, cum femina impubere et cum brutis animantibus". 

(10) Can. 904 et 2368 § 2. ] p 

(11) REGATILLO, LÓPEZ, U., IORIO, FERRERES, Uo ceet; alii. 
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tem denuntiandi reum criminis pessimi in casu, quo quis ratione turis natu- 
ralis ad id teneatur. 


D) OBLIGATIO DENUNTIANDI REUM CRIMINIS PESSIMI 


CLERICI, huius criminis rei, denuntiatio 

a) fieri potest a quolibet fideli, qui delictum et reum certo cognoscat, 
“ad scandali et mali reparationem" (12). 

b) fieri debet, ipsa lege maturali obligante, quoties adsit periculum 
corruptionis innocentium, vel status clericalis magno dedecore maculetur, 
vel fidei et religionis detrimentum aut alium malum publicum immineat (13); 
si pericula relabendi non arceantur; si nulla spectetur emendatio rei. 

C) MODUS DENUNTIATIONEM FACIENDI similis esse potest ilh, qui in 
casu sollicitationis in confessione usurpatur, videlicet: si denuntiatio fit 
Ordinario loci, fiat oretenus si possibile est; secus litteris a denuntiante 
subsignatis et duplici involucro inclusis. Internum clausum sic inscribatur : 
Excmo. ac Revmo. Episcopo: de secreto S. Officii.—Si denuntiatio fit 
S. Officio, in involucro interno inscribatur: Emmo. e Revmo. Cardinale 
Segretario della S. Congregazione del Santo Uffizio; et in involucro ex- 
terno repetatur eadem inscriptio, addendo: Palazzo del Santo Uffizio, Via 
del S. Uffizio, Roma. 


ANIMADVERSIO 


Confessarii et sacerdotes, antequam obligationem denuntiandi imponant 
seu declarent vel denuntiationem fieri permittant, moraliter certi sint opor- 
tet de commissione vel attentatione delicti pessimi deque aliis circumstantiis 
prae oculis habendis, prout recta prudentia suadet et probati auctores tradunt. 


E) PorNAE (14) 
DENUNTIATIONE PROPOSITA 


L' Apud Sanctum Officium: 
Ipsum S. Tribunal, suo more institutoque procedens sibique propriam 


(12) Can. 1935 § 1. 
(13) Can. 1935 8 9. 


(14) Ad impositionem poenarum in foro externo, nihil refert, ut notum est, quod reus, 
facti poenitens, in foro sacramentali absólutionem sui delicti obtinuerit 
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consuetudinem retinens, poenas, quae sibi videbuntur iustae, contra huius 
criminis reum decernet. 

2. Apud tribunal dioecesanum: 

a) CLERICI MINORES pro gravitate culpae puniri possunt: 

I) Poenis in can. 2357 contentis; 

2) dimissione e statu ecclesiastico (can. 2358) (15). 


b) CLERICI IN SACRIS CONSTITUTI, sive saeculares sive religiosi, pos- 


I) suspendi; 

2’) infames declarari; 

23 quolibet officio, beneficio, dignitate, munere, si quod habeant, 
privari; 

4’) et, in casibus gravioribus, deponi (can. 2359, § 2). 

Insuper, tribunal dioecesanum S. Officium de eo delicto instruere te- 
netur. 

Haec procul dubio de actibus saltem consummatis intelligenda sunt. 

Actus imperfecti seu impudictiae libidinosae (16) puniri possunt: 

a’) congruis poenis (arbitrariis) secundum casus gravitatem; 

b' non excepta officii vel beneficii privatione, maxime si curam ani- 
marum gerant (can. 2359, § 3). Addi etiam poterunt aliae poenae in prae- 
cedenti § 2 enumeratae, praesertim suspensio a confessionibus audiendis, 
immo a qualibet cura animarum, quae haud raro est unicum medium suf- 
ficiens ad iterationem delicti impediendam. 

c) res S. Officio nota fiet. 


II CuK HAEC TRIA CRIMINA SINT RESERVATA 


Si motivum convenientiae huius reservationis quaeras, fortasse in spe- 
ciali illorum delictorum gravitate et in punitione eorum apud tribunalia ci- 


vilia illud invenies. 


(15) Cf. Normas S. Congr. de Semin. et Stud. Univ. pro Directoribus spiritus in Semi- 
nariis (Prot. n. 419-43, III n. 5) ubi haec habet: "Debe ser excluído en cualquier tiempo, sin 
dilaciones ni concesiones de ulteriores pruebas, cualquiera que hubiese cometido, aunque 
fuese un solo pecado con persona de otro sexo, o bien com un compafiero, después de su 
ingreso en el Seminario." Traducción del Colegio Español de Roma. NB Hae Normae, licet sint, 
saltem nunc, mere directivae, ostendunt tamen severiorem mentem Ecclesiae in hac re cum 
candidatis ad statum clericalem et quaestionem nostram illustrare possunt. Cf. pariter quod 
dispositum est pro alumnis Seminarii in Prov. Eccl. Mediolanensi, ubi fere eadem viget dis- 


sitio: Normas para el Director Espiritual del Seminario, etc. n. 1, apartados 3 y 4. Miláp, 1 


po 
MANUEL MOLL, A. A. de Lérida (hoy obis- 


Abril 1936, publicadas por el Excmo. y Rymo. Sr. D. 
po de Tortosa), en Lérida, 8 de diciembre de 1939., 
(16) Cf. EIGHMANN, Das Strafrecht des Codex I. C. p. 194; REGATILLO, Inst. I. C. II, 1105, 3. 
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I. Quoad bestialitatem. y 


Hoc nefandum crimen, in quo debita non servatur species, est omnium 
peccatorum luxuriae, etiam contra naturam, gravissimum (17). Alia pec- 
cata turpia appellantur peccata humana; bestialitas audit “vitium non hu- 
manum”, quasi qui tali flagitio foedatur, non solum omnem pudorem sed 
etiam naturam ipsam humanam exuere videatur. Ideo Angelicus docet (18): 
“Quod bestialitas differt a malitia, quae humanae virtuti opponitur per 
quemdam excessum circa eamdem materiam”, sc.: alia peccata carnalia 
concluduntur in malitia luxuriae ex oppositione ad castitatem, bestialitas 
autem eam superexcedit. 


¡Cogita nunc statum ecclesiasticum castitate sacratum (19) tam exe- 
crando dedecore ex tam abominabilis et abiectae luxuriae excessu detur- 
patum, et videbis specialem gravitatem in hoc crimine contentam! 


Adde formidandum scandalum, si CLERICUS apud. Tribunalia civilia 
forte de hoc scelere accusatus, ignominiosam damnationis sententiam subi- 
ret (20). 


2. Quoad Sodomiam: 


Sodomia post bestialitatem aliis luxuriae peccatis gravior est. Adver- 
satur quoque naturae, utpote accessus, maxime in nostro casu, ad indebi- 
tum sexum (21). De sodomitis ait S. Scriptura, quod "pessimi erant et 
peccatores coram Domino nimis" (22); et Paulus (23) hoc nefandum cri- 
men tamquam ignominiam passionum humanarum exhibet. Mirum igitur 
non est huiusmodi abominationem gravissimis poenis tam in V. Testamen- 
to (24) quam in nationibus christianis sancitam fuisse (25). 

Sed opinio hodierna inter homines cultos non est mitior erga sodomi- 


(17) S. THOMAS, 2-2 q. 154 a. 12 ad 4. 

(18) Ibid: a. 11 ad 2 

(19) G0n437139 18.4. 

(20) Cf. SukBLED, La moralidad en sus relaciones con la medicina y la higiene, GM DE 
La bestialidad, Barcelona (1937), p. 193-95. 

(21) Gen. 19, 4-11. 

(22) Ibid. 13, 13 coll. 19, 4-11. 

(93) Rom. 1, 96-97. : 

(24) Lev. 18-22 coll. 20-13. 

(25) Conc. Toletatum XVI (693) poenam degradationis pro clericis statuit. Leges civiles 
nationum christianarum: ; 

a) ANGLICA, quae, ut ait Blackstone, sodomiam his verbis designans: “Peccatum illud 
horribile inter christianos non nominandum”, poena capitali puniebat; 

b) GALLICA, sodomitam flammis vivum addicebat; 

C) HISPANICA, illum: 1.» in rogum mittebat; 2.» confiscatione omnium bonorum mulcta- 
bat; 3.9 speciali processu pro criminibus haeresis et laesae Maiestatis adhibito iudicabat 
(Pragmat. Regum Catholicorum, 22 augusti 1497, Metinnae a Campo lata); cf. Encicl. Espasa 
v Sodomia p. 1409-10. Pro punitione sodomitarum in nostris diebus, Cf. ANTONELLI: Medicina 
Pastoralis 1, 297; Cod. Poenal. Chilensem, art. 365, et Codices nota (26) citandos. 
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tas. li enim, sive poederastae sive homosexuales sive alio modo appellen- 
tur, apud omnes nationes civiles reputantur uti viri turpissimi, moris pu- 
blici corruptores, sine pudore, sine honore, sine dignitate, vilissimo atque 
abiectissimo nomine mulctari. E contra, CLERICI eximia sanctitate, excel- 
sa dignitate et speciali reverentia erga ipsos inter homines praefulgere 
debent. 

¡Cogita iterum statum ecclesiasticum, vi huius nefandi -sodomiae fla- 
gitii, in sua sanctitate commaculatum, ex arce suae excelsae dignitatis 
deiectum et sociali vilipendio expositum, et specialem in eo gravitatem pa- 
riter invenies! 

Adde in hoc crimine ex parte CLERICI semper intervenire et culpandam 
complicitatem et scandalum saltem comparti datum. Quid dicendum si Cle- 
ricus, violata delicti clandestinitate, ut sodomita publice reveletur et poenis 
a tribunali civili puniatur? 

NB. Quod sequenti n. 3.°: "Quoad relationem carnalem. CLERICI cum 
puella impubere dicendum est, locum habet relate ad peccatum cum puero 
impubere vel infraduodenne, quia in legibus poenalibus civilibus, eodem mo- 
do prohibetur et punitur actus carnalis cum utroque impubere. Et fortasse 
ob hanc rationem in 2." parte definitionis criminis pessimi dicitur: “Quod- 
vis obscoenum factum graviter peccaminosum... a CLERICO patratum vel 
attentatum cum impuberibus cuiusque sexus." 


3." Quoad relationem carnalem CLERICI cum puella impubere. 


Licet talis relatio turpis sit iuxta naturam, specialis tamen gravitas in 
ea agnoscitur. Debilitas rationis in tam tenera aetate; non satis evoluta 
capacitas ad discernendam actus carnalis gravitatem et transcendentiam 
non solum moralem sed etiam physiologicam et socialem; defectus exin- 
de, quasi congenitus, firmitatis voluntatis et aliae condiciones talis aetatis 
propriae constituunt puellam infraduodennem in gradu inferioritatis psi- 
chicae vel physicae resistendi suggestioni complicis. Ob hanc rationem iura 
civilia copulam cum impubere in se considerant tamquam actum luxuriae 
qualificatae, sc.: ut feminae violationem et oppressionem, quamvis puella 
infraduodennis sponte, sine violentia, sine intimidatione vel fraude in ac- 
tum carnalem consenserit. Ideo complex etiam in casu huius liberae et vo- 
luntariae acceptationis puellae punitur poenis oppressoris. 

Satis est, ne plura congeram, verba nostri novissimi Codicis Poenalis 
altere 
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Art. 429: “La violación de una mujer será castigada con pena de re- 


clusión menor. 

Se comete violación yaciendo con una mujer en cualquiera de los ca- 
sos siguientes: 

1.7 Cuando se usare de fuerza o intimidación. 
2. Cuando la mujer se viere privada de razón o de Ends por cual- 


quier causa. 

3. Cuando fuere menor de doce años cumplidos, aunque no concu- 
rriere ninguna de las circunstancias expresadas en los nümeros anterio- 
es" (26). 

Iam vero, si Jura civilia in hoc accesu turpi cuiusvis viri, etiam ipsa 
puella impubere consentiente, crimen violationis agnoscunt et puniunt, quid 
mirum quod Ecclesia specialem gravitatem in tali delicto inveniat respectu 
CLERICI illud patrantis? 

Insuper, huius flagitii reus, ideoque et CLERICUS si ita sit, apud tribu- 
nalia deferri potest non solum a puella, quamvis sponte in illud consen- 
serit, sed etiam ab ascendentibus, fratribus..., etc. (27). Iudices autem ci- 
viles in fere omnibus nationibus, sive quia in aliis privilegium fori ex con- 
cordato vel consuetudine abrogatum est (28), sive quia in aliis hoc non 
agnoscitur, CLERICUM fornicarium cum infraduodenne ad sua tribunalia 
trahent eumque tamquam feminae oppressorem et forte etiam uti etus co- 
rruptorem damnabunt. Cogita igitur infamiam pro statu ecclesiastico ori- 
turam et scandalum pro fidelibus ex hac damnatione sequendum et habe- 
bis motivum speciale reservationis etiam pro hoc peccato. 


Quoad tactus, oscula, amplexus, etc. 


Recte praxis S. Officii intelligit late criminis pessimi definitionem per 
extensionem ad tactus, amplexus, etc. qui ex libidine peraguntur. Quia 
praedicti actus et aliae impudicitiae ex affectu libidinoso quaesita et posita : 


(26) Boletín Oficial del Estado, afio X, n. 13, p. 459.—Hic art. adamussim concordat, cum 
art. 431 C. Poenal. praecedentis, die 27 oct. 1939 promulgatum.—Eadem statuunt CC. Poena- 
les: 1) Lus., a. 391; 9) Arg. et Parap., a. 119; Bol., a. 419 et alii Republic. hispano-americ. 

Extendunt aetatem puellarum: a) Gall., a. 331 infra 13 an.; b) Ital., a. 519 infra 14; c) 
Belg., a. 372 infra 16, et Sinen. (a. 1935), *licet ethnicus”, a. 991 infra 14. 

Eadem censura notatur crimen raptus libidinosi puellae impuberis in CC. Poenal. Cf. v. g. 
a. Hisp., a. 440; D') Lus., a. 395; ©) Ital., a. 594; d") Arg. et Paraq., a. 131, etc. 

NB. Il fere omnes Codices in aa. citatis eandem poenam statuunt adversus eos, qui cum 
pueris maribus praedictae aetatis actus turpes exequuntur. 

(97) Código Penal espafiol, art. 443: "Para proceder por los delitos de viblactón.. bastará 
denuncia de la persona .agraviada, ascendiente, hermano, representante legal... Ministerio 
Fiscal... cualquier Tribunal Tutelar: de Osa ." Similem díspositionem continent alii Codices 
Poenales allatt. 

" P V. g. in Belgio, Gallia, Berman: etc. Cf. VERMEERSCH, Epit. Iuris Canon. I, 209; 
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a) "sunt peccata mortalia" (29). 

b) reducuntur ad peccati turpis speciem ad quam disponunt (30), sc. in 
nostro casu ad crimen pessimum, sicut tactus turpes ex pravo affectu ha- 
biti cum coniugata vel consanguinea reducuntur ad adulterium vel incestum. 


IV? QUID SI SUPERIORES RELIGIOSI CONTRA ALIQUOD 
FAMILIAE RELIGIOSAE MEMBRUM, REUM CRIMINIS PESSI- 
MI, AGERE DEBEANT? 


a) Ipsi certo procedere non possunt in forma iudiciali, sive talis pro- 
cessus in dimissionem rei (31), sive in meram ipsius punitionem tendat. 
Nam canone 501, $ 2, statuitur: "Superioribus [religiosis] quibuslibet dis- 
tricte prohibetur quominus in causis ad S. Officium spectantibus se intro- 
mittant"." Hic canon saltem de causis iudicialibus stricte sis et de pro- 
cessibus instituendis intelligi debet. : 

b) Possunt tamen Superiores religiosi via administrativa decernere 
necessaria : 

1) ad removendum scandalum; 

2) ad tollendam occasionem proximam; 

3) ad iterationem delicti praecávendam; 

4) et, nisi S. Officium aliud statuerit, ad rei punitionem procedere. 

Ceterum de competentia Superiorum religiosorum hac in re haud unum 
restat dubium; at exspectandum est, quid S. Sedes in decursu temporis 
definitura sit. 


«V. QUID SI CLERICUS PENES LOCI ORDINARIUM DE 
CRIMINE PESSIMO FORTE ACCUSETUR 


Responsum patet ex dictis. Ordinarii enim locorum in hoc casu, omni- 
bus unanimiter fatentibus: 

a) COMPETENTES SUNT, non obstante S. Officii reservatione, àd pro- 
cessum instituendum contra talem delinquentem, eumque pro gravitate sce- 
leris puniendum ; 

(29) S. THowas, 2-2 q. 154 a. 4. 


(30) MERKELRACH, Theol. Mor. II, 1005. 
(31) Cf. Can. 654 sq. 
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b) ET SI PROCESSUM INSTITUUNT, servare debent proceduram in cri- 
mine sollicitationis adhibitam, mutatis tantum pro natura rei necessario mu- 
tandis; siquidem hae normae observantur a S. Officio in agitatione causae 
adversus CLERICUM criminis pessimi reum. Nunc autem Ordinarii locorum, 
cum praedictas normas a S. Officio iam acceperint, easdem in processu 
instituendo adhibere debent, ut patet ex expresso praescripto can. 1555, 8 I: 
“Inferiora tribunalia, in causis quae ad S. Officii tribunal spectant, nor- 
mas ab eodem traditas sequantur oportet." 

Nec obstat hanc S. Officii praxim non fuisse promulgatam in AAS, 
siquidem hoc necessarium non est 


a’) PRO ORDINARIIS LOCORUM; nam S. Officium suam praxim satis 
cum ipsis communicat traditione ipsa normarum ad processum instituen- 
dum et iubens illis eas observare, sive sint normae speciales pro hoc casu, 
sive sint generales contra delictum sollicitationis, additis tantum notulis 
vel appendicibus pro mutationibus specificis necessario faciendis. 


b) NEC PRO CLERICIS, quia S. Officium in sua praxi promulganda 
aliud medium diversum ac per editionem in AAS (can. 9) eligere potuit, 
ut de facto elegit tradens (a, 1937) (32) romanis Theologiae Moralis Ma- 
gistris parvam “INSTRUCTIONEM” seu “PRO MEMORIA" cum conceptu cri- 
minis pessimi elusque reservatione ad S. Officium facta et forma proces- 
sus contra delinquentes adhibenda, ad hoc ut horum notitia inter clericos 
spargeretur. Quod ex tunc temporis usque nunc satis superque impletum 
est per diversa media, speciatim 


I) PER MANUALES Theologiae Moralis et Turis Canonici, qui uti tex- 
tus in scholis a Magistris adhibentur et de hoc scelere sermonem habent ; 


2) PER LECTIONES Magistrorum "Theologiae Moralis super crimine 
pessimo in Universitatibus Ecclesiasticis, Seminariis et in aliis scholis ha- 
bitas, quarum notitia a discipulis hausta sine dubio cum aliis clericis com- 
municata est; 


3) PER SCRIPTA DE HAC re in ephemeridibus edita; 

4) PER RELATIONES HUIUS FLAGITII factas in consessibus sacerdotum 
occasione cum exercitiorum tum alius causae habitis, adeo ut motitia cri- 
mins pessimi et formae eius processus inter clericos hodie universaliter 
divulgata censeatur (33). 

(32) Cf. REGATILLO, l. c., qui eumdem annum adhuc dubitanter indicat. 

(33) En relate ad Hispanias divulgationis specimen. Agitur vel actum est de crimine 
pessimo; 

a) in Theologia Morali, P. VERRERES, II, 699 NB 2, Barcinone (1940), p. 394, uti textu adhi- 


bita in longe maiori numero Seminariorum cum Hispaniarum tum Americae- As: Idem 
dic dei mnst i C, P: REGATILLO, licet non cum tanta amplitude adhibitis. 
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DE CRIMINE PESSIMO ET DE COMPETENTIA S. OFFICII RELATE AD ILLUD 


VI. SUMMA DICTORUM 


Aliae quaestiones practicae animum pulsant; sed nunc in earum expo- 
sitionem. non ingredimur: haec enim limites nostri laboris excederet. Satis 
igitur nobis sit attigisse criminis pessimi. 


I' Definitionem, prout a S. Officio traditur ; 
2° subiectum et terminum seu complicem; 
obiectum eiusque extensionem ; 
competentiam ; 
modum pertractandi eius causam ; 
obligationem denuntiandi reum et possibilem prudentemque mo- 
dum illam exequendi; 

7. poenas, quibus talis flagitii rei puniri possunt; 

& gravitatem specialem, quae in tribus illis criminibus inveniri po- 
test ; 

9' aliqua de potestate Superiorum religiosorum hac super re; 

IO' casum forte contingentem accusationis clerici penes loci Ordi- 
narium. 


VIL-LONGCLUSIOSPRACTICA 


Ex his breviter delibatis satis clare apparet quam abominabilia et ne- 
fanda a nostra piissima et benignissima Matre Ecclesia haec delicta repu- 
tentur; quanto cum iure S. Officium ea sibi reservaverit, determinando 
simul modum procedendi in eorum punitione, et quanto tandem cum stu- 
dio CLERICI omnes, divina ope enixe implorata maternoque B. V. Mariae 
praesidio suffulti, ab iisdem patrandis praecaveri debemus, vel iam a lon- 
ge sedulo devitantes quidquid turpem ad illa viam aperire potest. 


AunELIUS YANGUAS, S. I. 


In Pontiflcia Universitate Salamanticensi Magister. 


b) IN LECTIONIBUS THEOLOGIAE MORALIS: Singulis annis in Universit. Salmanticensi; annis 
saltem alternis in aliis et in fere omnibus Senimariis. 

C) IN EPHEMERIDE Resurrexit 5 (1945) 18. Sacerdotes e clero saeculari hanc subnotati supe- 
ran numerum 10.900. Cf. Ibid. oct. 1944, p. 3, coll. Memoria dec. 1944. Mittimus allas minoris 
momenti divulgandi formas. 

d) IN CONVENTU SACERDOTUM consiliariorum dioecesanorum A. C., anno 1943, Convadongae 
(Dioec. Ovetens.) habito. Huic conventui interfuerunt sacerdotes e fere omnibus dioecesibus 
hispan., et ex quibusdam dioecesibus plures sacerdotes. Mittimus, utpote minoris momenti, 
alios innumeros sacerdotum conventus in quibus sermo de crimine pessimo habitus est. Bene 
igitur notitia criminis pessimi eiusque processus formae inter clerum hispan. universaliter 


divulgata censeri potest. 
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LA NUEVA CONSTITUCION DE PIO XII 
“VACANTIS APOSTOLICAE SEDIS* 


Este importante documento, donde se dictan las normas que en ade- 
lante han de observarse mientras las vacantes de la Sede Apostólica, lleva 
la fecha del 8 de diciembre de 1945. 

Nadie ignora que en los últimos tiempos han tenido lugar sucesos 
que aconsejaban modificar algunos puntos de la Constitución “Vacante 
Sede Apostólica”, promulgada por Pío X el 20 de enero de 1904, y que 
hasta la fecha estuvo en vigor, fuera de los tres cambios relativos a la 
elección de Sumo Pontífice, introducidos por el Motu proprio de Pío XI 
“Cum proxime”, del 1 de marzo de 1922. 

A su vez, la experiencia enseñó que tampoco estaría mal añadir algu- 
nas cosas y suprimir otras, lo cual contribuiría al perfeccionamiento de lo 
establecido en tiempos anteriores. 

Tales han sido las razones que movieron al Pontífice reinante a pu- 
blicar esta nueva Constitución, la cual, en su mayor parte, como él mis- 
mo indica, es una mera reproducción de la de Pío X, antes mencionada, 
si bien introduce las oportunas modificaciones, de suerte que muy bien 
se puede aplicar al caso presente lo que acerca de la anterior legislación 
eclesiástica advierte el canon 6 respecto del Código Canónico. l 

Nuestro objeto en estas páginas no es otro que dar a conocer a los 
lectores las variantes de la nueva Constitución respecto de la anterior, ya 
que por disposición expresa de Pío XII queda ésta abrogada, y a la úl- 
tima exclusivamente hay que atenerse en adelante, prescindiendo además 
de cualesquiera otros documentos (1). i y 

Como la anterior, después de una breve introducción, se divide en 
dos títulos, con cinco capítulos el primero y siete el segundo. Los epí- 
grafes son iguales en ambas Constituciones, a excepción del correspon- 
diente al capítulo IV del titulo I, que en la de Pio X sólo mencionaba las 


L 


sustituido por la nueva Constitución. 
que hasta ahora flguraban al final del mismo bajo los nn. H, II y IX. Y el del n, I será 
(1) En virtud de esto, en las futuras ediciones del Código se omitirán los documentos 
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Sagradas Congregaciones Romanas, mientras que en la de Pío XII se 
añaden los Tribunales. 

Tocante a los números o artículos, excede nada menos que en dieci- 
siete la nueva a la antigua, pues mientras que ésta sólo contaba noventa 
y uno, aquélla contiene ciento ocho. 

Adelantemos también que donde mayores cambios introduce es en el 
título II, que trata de la elección del Romano Pontífice. 

Previas estas ligeras indicaciones, pasemos ya a señalar las variantes 
que en la nueva Constitución se encuentran, siguiendo el orden de la 
misma. 


TITULO PRIMERO 


VACANTE DE LA SEDE APOSTÓLICA 


Capítulo primero 


DE LA POTESTAD DEL SACRO COLEGIO CARDENALICIO MIENTRAS SE HALLA 
VACANTE LA SEDE APOSTÓLICA 


En el n. 3 de este capítulo encontramos la primera modificación. En 
efecto, después de repetir lo de la Constitución anterior, a saber: que 
los Cardenales carecen de toda autoridad para introducir innovaciones en 
las leyes promulgadas por los Romanos Pontifices, o para interpretarlas, 
sobre todo en lo que atañe a la elección de Papa, la nueva Constitución 
añade por su cuenta: “Y si aconteciere que hicieran o atentaran algo con- 
tra lo aquí decretado, lo declaramos de ningún valor, en virtud de Nues- 
tra Suprema Autoridad.” 


Capítulo II 


DE Las CONGREGACIONES DE LOS CARDENALES 
, 
Pueden ser generales, cuando intérvienen todos los Cardenales resi- 
: dentes en Roma, o particulares, esto es, cuando sólo toman parte en ellas 
los tres Cardenales más antiguos, uno de cada Orden, y el Camarlengo 
de la Santa Romana Iglesia. En estas ültimas sólo pueden tratarse los 
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negocios de menor importancia; los otros deben ser sometidos a las Con- 
gregaciones generales. 

Estas, por mandato de la nueva Constitución (n. 8), se han de ce- 
lebrar en el Palacio Vaticano o, si las circunstancias lo pidieran, en otro 
lugar más a propósito, a juicio de los mismos Cardenales, y las presidirá 
el Cardenal Decano del Sacro Colegio o, si éste se hallara impedido, el 
Subdecano. 

Las Congregaciones generales que se celebran antes de entrar en el 
Conclave se pueden denominar preparatorias (n. 10). 

La antigua Constitución mandaba que se celebrasen todos los días, a 
partir de la muerte del Papa hasta el de ingreso en el Conclave, sin ex- 
cluir aquellos en que se celebraban las exequias del Pontífice. La nueva, 
por el contrario, deja al prudente juicio de los tres Cardenales más an- 
tiguos de cada Orden, juntamente con el Camarlengo de la Santa Romana 
Iglesia, el determinar el día que han de comenzar a celebrarse dichas Con- 
gregaciones (n. 11). 

Al ocuparse de los negocios que en ellas se deben tratar, la Consti- 
tución de Pío X se limitaba a señalar la lista general de los mismos; pero 
‘la de Pio XII ordena que se comunique previamente a los Cardenales el 
orden de los asuntos que se han de someter a su deliberación; y luego, 
como es natural, en vez de mandar que se lean también en las primeras 
reuniones la “Commissum Nobis”, de Pío X, y la “Praedecessores Nos- 
tri”, de León XIII, sólo prescribe la lectura integra de la presente “Va- 
cantis Apostolicae Sedis”, y acto seguido lo del juramento y demás, como 
en la de Pío X (n. 12, a), b). 
=c) Se fijará el día, la hora y el modo de trasladar el cadáver del Pon- 
tífice difunto a la basílica de San Pedro, “para exponerlo allí, según se 
acostumbra, a la pública veneración de los fieles” (el entrecomillado es 
de la nueva Constitución). 

d) Asimismo, los Cardenales procurarán preparar a tiempo todo lo 
necesario para celebrar las exequias pontificias durante nueve días con- 
tinuos, “y designarán los días de las seis primeras” (tomado del Motu 
proprio de Pío XI arriba mencionado). 

g) A las Comisiones de Cardenales nombradas para investigar las 
cualidades de los conclavistas y*para aprobarlos, y para designar los que 
hayan de prestar sus servicios en el Conclave, se añade ahora: “... cuales- 
quiera que sean esos servicios; y también determinarán el modo y el or- 


den de cumplirlos.” : 
1) Reitera el mandato de romper el Sello del Pescador y el de plomo 
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de la Cancillería Apostólica, pero suprime lo que añadía la de Pío X or- 
denando al Pro-Datario y al Secretario de Breves que entregaran al Sa- 
cro Colegio las peticiones que obraban en poder de los mismos. 

m) Después de ordenar, como antes, que se distribuyan por sorteo 
a los Cardenales las celdas del Conclave, agrega: “... a no ser que la edad 
o la salud delicada de algún Cardenal aconsejen disponerlo de otra forma.” 

n) Se fijarán el día y la hora de la entrada en el Conclave. (Esta dis- 
posición es completamente nueva.) 


Capitulo III 


DE ALGUNOS OFICIOS PECULIARES MIENTRAS LA VACANTE DE LA SEDE 
APOSTÓLICA 


Por la muerte del Papa no cesan los oficios de Camarlengo de la Santa 
Romana Iglesia y de Penitenciario Mayor (n. 13). 


En esto coinciden ambas Constituciones, pero difieren luego en-lo Si- 
guiente, que tomamos de la nueva. “Si aconteciere vacar uno de estos 
oficios, o los dos, al tiempo de expirar el Sumo Pontífice, o antes de la 
elección del nuevo, entonces en la primera Congregación general, en el 
primer caso, o en otra que se celebrará tres días después de ocurrir la 
vacante de alguno de dichos oficios, se procederá a designarles sustitu- 
tos hasta la elección del nuevo Pontífice en la forma que determinaba la 
antigua Constitución..., si bien ya no basta la mayoría relativa de votos, 
sino que hace falta la mayoría absoluta. En caso de empate prevalecerá 
el que sea de Orden más digno, o, si pertenecen al mismo Orden, preva- 
lecerá no el más antiguo, en cualquiera de los casos, como ocurría antes, 
sino el más antiguo por la opción al Orden episcopal, entre los Cardena- 
les de este Orden, y por su elevación a la sagrada púrpura entre los Car- 
denales de los otros Ordenes” (n. 14). 


En adelante ya no pertenece al Mayordomo del Palacio Apostólico, 
sino al Maestro de Cámara, comunicar la noticia de la muerte del Papa. 
al Cardenal Camarlengo de la Santa Romana Iglesia; ni tampoco se ha 
de limitar éste, luego que reciba la triste nueva, a personarse en el Pala- 
cio Apostólico del Vaticano para tomar posesión y encargarse de su go- 
bierno, sino que debe hacer otro tanto, por sí o por delegado, con los Pa- 
lacios de Letrán y Castel Gandolfo. Toca al propio Camarlengo el reco- 
nocimiento jurídico de la muerte del Pontífice, en presencia de los Pre- 
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lados Clérigos de la Reverenda Camara Apostólica con el Secretario-Can- 
ciller, al cual pertenece levantar acta auténtica de la muerte (E REOR 


Incumbe al Cardenal Decano del Sacro Colegio, tan pronto como el 
Maestro de Cámara le comunique la muerte del Pontífice, dar parte a los 
demás Cardenales de hallarse vacante la Sede Apostólica, y convocarlos 
a que se reünan en el Palacio Apostólico, *e igualmente—y esto lo afiade 
ia nueva Constitución—notificar la muerte del Pontífice a los Represen- 
tantes de las Naciones extranjeras y a los Jefes supremos de las mis- 
mas" (n. 16). 

El Penitenciario Mayor y sus oficiales están facultados para ocuparse 
de los negocios que señaló Pío XI en la Constitución “Ad incrementum", 
del r5 de agosto de 1934, n. XCVIII (n. r7). 

Por muerte del Romano Pontífice no expira el oficio de Canciller de 
la Santa Romana Igles:a; pero mientras esté vacante la Sede Apostólica 
se le suspende la potestad de expedir Letras Apostólicas con el sello de 
plomo. El que sí cesa por completo con la muerte del Papa es el oficio de 
Datario (n. 18). 

Antes cesaban ambos oficios y también el de Secretario de Breves. 
Ahora de este ultimo no se hace mención. 

“En la vacante de la Sede Apostólica, toda la potestad civil del Ro- 
mano Pontifice, en lo que atafie al gobierno del Estado de la Ciudad Va- 
ticana, compete al Sacro Colegio Cardenalicio, el cual, sin embargo, no 
podrá dictar leyes, como no sea por una necesidad urgente y para el tiem- 
po que vaque la Sede, a menos que el nuevo Pontífice las confirmara dán- : 
doles valor para el futuro" (n. 23). 

Como se ve, esto es nuevo, y responde al estado de cosas proveniente 
del Tratado de Letrán, del r1 de febrero de 1929. 


Capítulo IV 


DE LAS SAGRADAS CONGREGACIONES Y TRIBUNALES ROMANOS Y DE SUS 
FACULTADES MIENTRAS LA VACANTE DE LA SEDE APOSTÓLICA 


Ya dejamos dicho atrás que esto de los Tribunales lo ha incluído la 
nueva Constitución. Resta afiadir ahora el párrafo que les consagra, ya 
que en lo demás de este capítulo no se encuentra ninguna otra variante. 

“El Tribunal de la Sacra Romana Rota y el Supremo Tribunal de la 
Signatura Apostólica, mientras vaca la Sede, continuan juzgando en con- 
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formidad con sus propias leyes, pero ateniéndose a lo que disponen los 
cánones 244, $ 1, y 1.603, $ 2, del Código de Derecho Canónico” (n. 28). 


Capítulo V 


DE Las EXEQUIAS DEL ROMANO PONTÍFICE 


En la Constitución de Pío X este capitulo se reducía a un solo nú- 
mero; pero la de Pío XII, además de reproducir el antiguo literalmente, 
añade otros dos, del tenor siguiente: 

“Si el cadáver del Romano Pontífice es enterrado en la Basílica Va- 
ticana, levantará acta auténtica de ello el Notario del Cabildo de la mis- 
ma Basílica. Y después un Clérigo de la Reverenda Cámara Apostólica, 
e igualmente un Delegado del Maestro de Cámara del Pontífice difunto, 
redactarán por separado documentos fehacientes del enterramiento, el pri- 
mero en presencia de la Reverenda Cámara Apostólica y el segundo ante 
el Maestro de Cámara ”(n. 30). 

“Si aconteciera morir el Romano Pontífice fuera de Roma, el Sacro 
Colegio Cardenalicio adoptará las medidas oportunas para trasladar su 
cadáver, en forma digna y decorosa, a la Basílica Vaticana de San Pe- 
dro (12k 


TIERUEO LI 


DE LA ELECCIÓN DEL ROMANO PONTIFICE 


Capítulo primero 


DE Los ELECTORES DEL ROMANO PONTIFICE 


Después de repetir lo de la Constitución anterior, a saber: que la elec- 
cion del Romano Pontifice compete tinica y exclusivamente a los Carde- 
nales de la Santa Romana Iglesia, y esto aun cuando la muerte del Pon- 
tifice ocurra durante un Concilio general, dondequiera que éste se celebre, 
añade el Papa en la presente que si el Concilio tuviera la osadía de adop- 
tar algún acuerdo que de cualquier modo perjudicara el derecho privativo 
del Sacro Colegio Cardenalicio, lo declara nulo ipso iure..., y en la mis- 
ma forma declara de ningún valor los decretos o cánones conciliares si, 
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contra lo establecido de suspender inmediatamente el Concilio, dictaran 
alguno (n. 33). 

Omite lo del n. 32 de la anterior Constitución, donde se establecía y 
declaraba que si hubiera algún Cardenal que no fuese por lo menos diá- 
cono, no podía ser admitido a la elección, a menos que gozara de privile- 
gio pontificio cierto e indudable. 

El motivo de no conservar este párrafo lo encontramos en el ca- 
non 232, $ 1, que, entre otras condiciones, exige el presbiterado en los 
sue hayan de ser elevados a la dignidad cardenalicia. 

En fuerza de lo dispuesto por Pio XI en el Motu proprio “Cum pro- 
xime”, varias veces ya mencionado, el plazo de diez días, a partir de la 
muerte del Papa, que la Constitución de Pio X señalaba a los Cardenales 
presentes en Roma para celebrar las exequias por el Papa difunto, y es- 
perar a los Cardenales ausentes, antes de recluirse en Conclave, se pro- 
longa ahora a quince días completos, y aun más: faculta al Colegio Car- 
denalicio para que pueda diferir la entrada en el Conclave por espacio de 
otros dos o tres días, con tal condición que no se extienda a más de diez 
y ocho días la entrada y el comienzo de la elección (n. 37). 

Con esta prórroga se facilita la llegada de los Cardenales que residen 
en lugares muy distantes de Roma, a fin de que, a ser posible, no se repita 
lo que antes ocurrió alguna vez, de llegar aquéllos a Roma poco después 
de terminada la elección del nuevo Papa. 

La anterior Constitución eximía de acudir a la elección de nuevo Papa 
a los Cardenales que al recibir la noticia del fallecimiento del anterior se 
hallasen legítimamente impedidos para emprender el viaje a Roma; pero 
la actual exige que la legitimidad del impedimento sea reconocida por el 
Sacro Colegio Cardenalicio (n. 29). 

En el número último de este capítulo se indica con todo detalle los 
hábitos que han de usar los Cardenales mientras vaca la Sede Apostólica, 
tanto en las Congregaciones generales que celebren antes de entrar en el 
Conclave .como durante el tiempo que permanezcan en éste. En obsequio 
a la brevedad no lo reproducimos aquí. 


Capítulo II 


DE Los CONCLAVISTAS Y DEMÁS QUE TOMAN PARTE EN EL CONCLAVE 


Pio X mandaba que los Cardenales se conformasen con llevar al Con- 
clave sólo dos sirvientes, que podían ser clérigos o legos, o también uno 
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de cada clase, En caso de enfermedad les permitía afiadir un tercero, a 
condición de que se lo aprobaran la mayor parte de los Cardenales, o el 
Camarlengo juntamente con los tres Cardenales más antiguos de cada 
Orden, siempre que, en este último caso, contasen con el beneplácito de 
la mayoría de los Cardenales. 


Pio XI, en el repetido Motu proprio, les facultó para no llevar más 
que uno, si así lo preferían, que puede ser clérigo o seglar, sin quitarles 
de llevar dos, como antes, y conservando asimismo lo del tercero para los 
enfermos. El Papa actual reproduce lo de Pío XI (n. 43). 


Continüan excluídos, como antes, los Prelados, los consanguineos o 
afines de los Cardenales, en primero o segundo grados, y los que pertene- 
cen a la misma Orden o Congregación religiosa que el Cardenal; pero a 
esto afiade ahora Pío XII que no es lícito llevar a los mencionados, bajo 
el pretexto de que sirvan a otros Cardenales con quienes no les une nin- 
gün vínculo de parentesco o de religión. Y entre las cualidades que deben 
poseer los conclavistas, exige que sobresalgan por la integridad de costum- 
bres, singular prudencia y especial devoción a la Santa Sede (n. 44). 


Capítulo III 


DE LA ENTRADA EN EL CONCLAVE 


En consonancia con lo que hemos visto en el n. I5, tampoco es ahora 
e! Mayordomo del Palacio Apostólico, sino el Maestro de Cámara, el en- 
cargado de gobernar el Conclave (n. 52). Al fin de este mismo nümero 
especifica quiénes son los Prelados encargados de atender a los tornos del 
Conclave, a saber: los Arzobispos y Obispos asistentes al Solio Pontificio, 
los Protonotarios Apostólicos participantes de nümero, los Auditores de 


la Sacra Romana Rota y los Prelados Clérigos de la Reverenda Cámara 
Apostólica. l 


“Terminado todo lo concerniente a la entrada en el Conclave, y pres- 
tado el juramento de cumplir fielmente su oficio por los encargados de su 
custodia, irán los Cardenales a ocupar las celdas que en el sorteo les han 


tocado, a excepción de los mayores de cada Orden y del Camarlengo, que 
permanecen en la capilla para proceder a la clausura del Conclave.” 


“Entre tanto, los Oficiales del Conclave y demás sirvientes del mismo 
volverán a hacer juramento de cumplir bien su oficio y de guardar se- 
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creto, ante el Secretario del Sacro Colegio y el Maestro de Ceremo- 


nias" “(A 53). 


"Al mismo tiempo que se cierra el Conclave por dentro, lo cerrarán 
también por fuera el Gobernador y el Mariscal del Conclave, cada cual con 
su acompañamiento, y el Decano de los Prelados Clérigos de la Reverenda 
Cámara Apostólica con el Secretario-Canciller, el Cardenal designado por 
el Camarlengo, con los Maestros de Ceremonias y los Arquitectos, previas 
las diligencias y exploraciones debidas: las llaves se entregarán al Mariscal- 
Custodio" (n. 55). 

"Se levantará el acta correspondiente de ambas clausuras, una por el Pre- 
fecto de Ceremonias Apostólicas, que irá firmada por el Secretario del Cor- 
clave y por dicho Prefecto de Ceremonias, en funciones de Notario, ante dos 
Maestros de Ceremonias como testigos; y la otra, por alguno de los Prelados 
Clérigos de la Reverenda Cámara Apostólica, juntamente con el Secretario- 
Canciller, comisionados por el Cardenal Camarlengo, y han de levantar di- 
cha acta en las oficinas precisamente del Mariscal del Conclave, hallándose 
presentes y firmándola el propio Mariscal, el Prelado Gobernador del Con- 
clave, el Comisario General del mismo Conclave, que debe ser uno del Cole- 
gio de Abogados del Aula Consistorial, y el Gobernador de la Ciudad Vati- 
eaa". (n.:56). 


Capítulo IV 


DE LA CLAUSURA DEL CONCLAVE Y DEL SECRETO SOBRE LOS ASUNTOS 
QUE EN ÉL SE TRATEN 


Después de repetir las prescripciones y renovar las prohibiciones de la 
anterior Constitución a este punto concernientes, hace, sin embargo, la pre- 
sente una excepción en favor de la correspondencia epistolar entre el Oficio 
de la Sacra Penitenciaría y el Cardenal Penitenciario Mayor residente en el 
Conclave, la cual correspondencia, cerrada y sellada, queda exenta de toda 
inspección y censura (n. 60). . 

Al final del capítulo añade un número nuevo, que dispone lo siguiente : 

Para velar por el mas estricto cumplimiento del secreto, queda en abso- 
luto prohibido introducir en el Conclave, bajo ningún pretexto, aparatos te- 
tegráficos, telefónicos, microfónicos, radiofónicos, fotográficos, cinematogra- 
ficos y otros por el estilo” (n. 64). 
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Capítulo V 


DE LA FORMA DE ELECCIÓN 


Después de celebrar la Misa de costumbre, en la Capilla, con asistencia 
de todos los Cardenales, a excepción de aquellos a quienes no se lo permita 
la enfermedad, y una vez que hubieren recibido la Comunión los que, por 
cualquier causa, voluntariamente se hayan abstenido de celebrar la Santa 
Misa, y recitado por el Sacristán el himno "Veni Creator Spiritus", con la 
oración del Espíritu Santo, e igualmente leídas por el Prefecto de las Cere- 
monias Apostólicas las dos actas de las correspondientes clausuras del Con- 
clave, procederán inmediatamente a la elección... (n. 65). (La actuación del 
Sacristán y la lectura de las actas son prescripciones nuevas.) 

La elección de Sumo Pontífice, para que resulte válida, sólo puede veri- 
ficarse de tres modos: a) por inspiración; b) por compromiso, y c) por es- 
crutinio, que es el modo ordinario de realizarla. 

No nos detendremos a exponer los requisitos que se precisan en los dos 
primeros modos; únicamente advertiremos que en virtud de la nueva Cons- 
titución para el primero es necesario que todos los Cardenales procedan 
"libre y espontáneamente", y el segundo lo pueden emplear "en algunas 
circunstancias peculiares" (nn. 66, 67). 

Donde, segün dejamos indicado arriba, se hallan cambios de más relieve 
es en el tercer modo, o sea por vía de escrutinio. 

Antes, para la validez de la elección, verificada de esta forma, se nece- 
sitaba, y era suficiente, dos terceras partes de los votos; pero en adelante 
es menester un voto más sobre las dos terceras partes. 


El motivo que indujo a Pío XII a introducir semejante innovación no 
fué otro, segün él mismo expresa, "que el de precaver cualquier ocasión de 
duda sobre si en las dos terceras partes va incluído el voto del mismo ele- 
gido; como quiera que nadie, ya se proceda por vía de escrutinio, ya por 
vía de compromiso, puede darse (válidamente) el voto a sí mismo" (n. 68). 

Claro que en el anterior sistema estaba previsto ese caso, de suerte que 
si en algün escrutinio resultaban dos terceras partes de votos en favor de 
un Cardenal, antes de pasar adelante debían los escrutadores comprobar si 
el agraciado se había dado el voto, a cuyo objeto en el primer pliegue de 
las papeletas que para votar se empleaban cada elector tenía que estampar 
su propio nombre, y luego, en el segundo pliegue, el nombre del que de- 
seaba elegir, y éste era el que abrían los escrutadores al hacer el recuento 
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de los votos, dejando el otro pegado, fuera del caso de tener que comprobar 
s1 el electo se había votado a sí mismo. 

No cabe duda que semejante sistema resultaba molesto y enojoso, por 
cuyo motivo Pío XII juzgó preferible cambiarlo, exigiendo un voto sobre 
las dos terceras partes y suprimiendo lo de que los electores consignaran su 
nombre en la papeleta, con lo cual éstas se simplifican bastante y se abrevian 
ios escrutinios, toda vez que dicho cambio da también por resultado el su- 
primir los sellos y la contraseña que antes debían todos los Cardenales poner 
en su papeleta, para facilitar a los escrutadores el dar pronto con ella en el 
caso de tener que investigar si el elegido se votara a sí mismo. 


Al tercer acto del postescrutinio, que tiene por objeto quemar las pape- 
letas de la votación, añade ahora Pio XII este precepto : 

“A fin de que se guarde el secreto con la mayor seguridad, mandamos, 
en virtud de santa obediencia, a todos y a cada uno de los Cardenales que 
entreguen cualesquiera escritos donde hubiesen tomado nota del resultado de 
cada escrutinio, para que sean quemados juntamente con las papeletas em- 
pleadas en la elección” (n. 87). 

Otra nueva provisión encontramos al final del presente capítulo, y es la 
siguiente: “Todo lo hasta aquí dispuesto, así de lo que precede a la elección 
como de la elección misma del Romano Pontífice, declaramos que también 
se debe observar en el caso que la vacante de la Sede Apostólica se produzca 
por renuncia del Sumo Pontífice” (n. 91). 


Capitulo VII 


DE LA ACEPTACIÓN Y PROCLAMACIÓN DE LA ELECCIÓN Y DE LA CONSAGRACIÓN 
Y CORONACIÓN DEL NUEVO PONTÍFICE 


Hemos pasado por alto el capítulo VI, toda vez que en él se reproduce 
Selmente en esta Constitución el contenido de la anterior. En cambio, el 
capítulo VII, ya desde su primer número, introduce algunas variantes: 

“Una vez hecha canónicamente la elección, el menor de los Cardenales 
Diáconos mandará venir al Aula del Conclave al Secretario del Sacro Co- 
legio, al Prefecto de las Ceremonias Apostólicas y a dos Maestros de Cere- 
monias, y en presencia de éstos el Cardenal Decano, en nombre de todo el 
Sacro Colegio, pedirá el consentimiento del elegido, sirviéndose de estas 
palabras: ¿Aceptas la elección que de ti canónicamente se ha hecho para 
Sumo Pontífice?” (n. 100). 
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“El Prefecto de las Ceremonias Apostólicas, en funciones de Notario, 
haciendo de testigos el Secretario del Sacro Colegio y dos Maestros de 
Ceremonias, levantará acta de la aceptación hecha por el nuevo Pontífice 
y del nombre que haya tomado al contestar a la pregunta hecha por el Car- 
denal Decano: ¿Con qué nombre quieres ser llamado?” (n. 102). 

“Después, cumpliendo lo que prescribe el Ceremonial Romano, harán los 
Cardenales la primera adoración al Sumo Pontífice elegido, según costum- 
bre. Terminada ésta y cantado el Te Deum, el primero de los Cardenales 
Diáconos anuncia la elección al pueblo, y poco después el mismo Pontífice 
da la Bendición Apostólica a Roma y al mundo entero, Urbi et Orbi” 
(n. 103). 

“Si el electo se encontrase fuera del Conclave, se cumplirá lo dispuesto 
en el Ceremonial Romano” (n. 104). 

“Por último, cumplidas todas las prescripciones debidamente, por or- 
den del nuevo Pontífice se abrirá el Conclave por dentro y por fuera; y 
se levantará el acta correspondiente, al modo como se había hecho la clau- 
sura” (n. 105). 

“Finalmente, el primero de los Cardenales Diáconos coronará al Pon- 
tífice, y cuando a éste le plazca tomará posesión de la Patriarcal Archi- 
basilica de Letrán, conforme al rito establecido ”(n. 108). 

Estas son las cosas que nos ha parecido conveniente consignar aquí, 
haciendo caso omiso de algunas otras de menor importancia, para no ex- 
ceder los estrechos limites de que disponiamos. 


Fr. Santino ALONSO, O. P. 


Catedrático de la Udad. Pontificia de Salamanca. 
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EL MATRIMONIO ACUSADO POR 
EL PROMOTOR DE JUSTICIA, A TENOR 
DEL CANON 1.971 


Comentario a una sentencia de la Sagrada Rota Romona 


En la sentencia de la Sagrada Rota Romana pronunciada el día 27 de 
noviembre de 1937, coram Jullien (1), se resuelve una causa incidental “de 
ture appellandi necnon accusandi matrimonium ex parte Promotoris Tusti- 
tiae”, y se exponen con gran claridad y precisión diversos conceptos de 
derecho procesal sobre un punto poco tratado por los autores y no siem- 
pre con exactitud, a pesar de tratarse de tema muy práctico para los tri- 
bunales eclesiásticos. Estas lineas no pretenden ser más que un ensayo, en 
el que nos limitamos a anotar y comentar la doctrina expuesta con estilo 
elegante y diáfano por el ilustre ponente e insigne canonista, hoy decano 
de la Sagrada Rota Romana, Mons. Andrés Jullien, refiriéndonos princi- 
palmente a tres aspectos concretos, a saber: a) la figura del Promotor de 
Justicia o Fiscal (2) cuando acusa el matrimonio; b) la figura del denun- 
ciante de una nulidad de matrimonio, y c) la apelación en las causas de 
nulidad de matrimonio en que es actor el Fiscal. 


Procuraremos resumir sobre cada uno de los puntos enumerados el 
contenido de la legislación y de la doctrina referentes a los mismos y ex- 
pondremos luego la doctrina contenida en la sentencia, añadiendo, al final 
del trabajo, por vía de conclusión, algunas consideraciones jurídicas. 


-Convendra primeramente dar cuenta de la Species facti de la senten- 
cia, así como de su parte resolutiva, para mayor inteligencia de las con- 
sideraciones jurídicas contenidas en la parte expositiva de la decisión rotal, 


(1) LvcrEN: Nullitatis matrimonii, c. Julien, 27 nov. 1937 (dec. Lxx); págs. 713-724). 
En las notas siguientes, al citar esta decisión rotal, nos limitaremos 4 indicar el nümero del 
párrafo en esta forma: Sent, num. 6. EA foe. l 
(9) Usamos indistintamente los dos términos: promotor de Justicia, como: dice el Código, 
o fiscal, según la terminología corriente em las curias españolas. ||: ii 
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Luis, médico, y Blasia contrajeron matrimonio el día 31 de octubre 
de 1933 en la iglesia de N. N. del pueblo Z. En virtud de dicho matrimo- 
nio quedó legitimada una niña, hija de ambos cónyuges, nacida el año 1916. 

El día 10 de enero de 1935, Emilia, madre de Luis, denuncia al Pro- 
motor de Justicia de la Curia de Lecce, a tenor de lo establecido en el pá- 
rrafo segundo del canon 1.971, la nulidad del referido matrimonio ex 
capite defectus consensus seu amentiae. En el escrito de denuncia pedía 
la madre de Luis la declaración, a todos los efectos, de la nulidad del 
matrimonio y, al mismo tiempo y por vía igualmente principal, la nulidad 
de la legitimación de la hija. El mismo día, el Promotor de Justicia pedía 
al Excmo. Sr. Obispo de Lecce la constitución del Tribunal ordinario 
para instruir el proceso y, al día siguiente, en la misma ciudad de Lecce, 
fallecia el cónyuge Luis. Tres dias más tarde, el 14 de enero de 1935, 
remitía el Obispo la petición al Oficial o Provisor de la Curia de Lecce 
para que tratara la causa ad normam. iuris. 

El día 18 de mayo siguiente, Donato, Augusto y Angela, hermanos del 
difunto Luis, presentaron un escrito al Obispo de Lecce haciendo suya 
la denuncia presentada por la madre al Promotor de Justicia y pidiendo a 
dicho Fiscal prosiguiera la causa, interviniendo ellos en el juicio directa- 
mente, como actores o como fuere, a fin de defender personalmente todos 
sus derechos, perjudicados en el aparente matrimonio y consiguiente le- 
gitimacion. El dia 24 de junio de 1935, los Jueces de Lecce decretaron 
admitir como actores a Donato, Augusto, Angela, la madre de Emilia y 
al Promotor de Justicia. El Presidente emplazó a los actores y a la de- 
mandada, Blasia, para el día 4 de julio siguiente, a fin de proceder a la 
contestación de la demanda y concordancia del dubio. 

En el acto de la contestación de la demanda, el abogado y procurador 
de Blasia propusieron una cuestión incidental, pidiendo al Tribunal que, 
suspendida la causa principal, se resolviera en forma judicial sobre el dubio: 
An actio nullitatis matrimonii, prout in casu proponitur, sit admittenda 
vel potius in limine reiicienda, fundándose en que.el Fiscal carecía de ac- 
ción dados los requisitos especiales del caso. El incidente fué resuelto por 
sentencia interlocutoria de 25 de octubre de 1935, en la cual se respondía 
afirmativamente a Ja primera parte del dubio formulado y negativamente 


a la segunda, o sea, se reconocía al Promotor de Justicia gozar de la acción 
acusatoria de la nulidad del matrimonio. 
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La parte demandada apeló de esta sentencia a la Sagrada Rota Roma- 
na, ante la cual el Promotor de Justicia, como actor, y los familiares del 
esposo difunto, que habían sido admitidos como actores por el Tribunal 
de primera instancia, de una parte, y de otra la parte demandada, se con- 
cordaron los siguientes dubios: I. An locus sit appellationi, in casu; et 
quatenus affirmative (3). Il. An actio nullitatis matrimonii admittenda 
sit, in casu. Los Auditores de turno resolvieron por sentencia de 20 de 
junio de 1936: Affirmative a la primera parte y, negative a la segunda, 
revocando, por tanto, la sentencia del Tribunal Diocesano (4). 

De esta sentencia de la Sagrada Rota apelaron la madre y los herma- 
nos del difunto Luis al turno siguiente, el cual señaló el día 12 de octu- 
bre de 1936 para la contestación a la demanda de apelación, citando al 
Promotor de Justicia, a la demandada Blasia y al defensor del Vínculo. 
En el acto de la concordancia del dubio el Fiscal manifestó que no apela- 
ba de la sentencia de 20 de junio de 1936; el abogado de la madre y her- 
manos insistió en que se procediera adelante, y el abogado de la deman- 
dada excepcionó el defecto de apelación por parte del Fiscal e insistió en 
que no se prosiguiera adelante, pues los familiares carecían de acción. 
Ante estas manifestaciones, el ponente, visto el artículo 159, $ 1.”, de las 
Normas de la Sagrada Rota Romana (5), remitió la solución al Turno 
para que definiera el dubio: An appellatio admittenda sit in casu. 

Posteriormente, el abogado de Emilia pidió que se añadieran nuevos 
dubios, a lo que se opuso la parte demandada, dirimiendo la controversia 
el ponente y decretando, el dia 17 de febrero de 1937, que se añadiera un 
segundo dubio: Et quatenus negative: An locus sit adiungendi tria dubia, 
videlicet: a) An eadem appellatio prosequenda sit ex officio in casu; et 
quatenus negative: b) An nova eademque gravia argumenta praesto sint 
ad propositionem obtinendam, in casu; et quatenus affirmative saltem ad 
unum: c) An sententia Rotalis diei 20 iunii 1936 confirmanda vel infir- 
manda sit in casu. Añadió el ponente que solamente se permitía a las partes 
exponer razones en pro o en contra de la adición de tales dubios, prohi- 
biendo que adujeran documentos para su solución. 

El Turno resolvió el incidente con sentencia de 27 de noviembre de 
1937 (6), en la que se contesta negativamente a los dos dubios propues- 


(3) Esto es, si había lugar a la apelación de la sentencia interlocutoria. 
(4) O sea que no había de admitirse la demanda del fiscal. 
(5) Normae S. Romanae Rotae Tribunalis (Tip. Vaticanis, 1934), art. 159. párr. 1, cuyo 


texto es como sigue: “Si oriatur quaestio de iure appellandi, decisio quaestionis devolvitur 
Turno, ad quem spectat appellationis iudicium." 
(6) Es la sentencia que comentamos. 
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tos, o sea el Turno no admitió la apelación de la anterior sentencia rotal, 
que revocaba la de primera instancia, fundamentando su decisión en la 
falta de acción de los familiares apelantes y en la no obligación del Pro- 
motor de Justicia de proseguir la apelación (7). El ponente monseñor Ju- 
llien sienta en la sentencia que comentamos, tanto en el dubio I como en 
el apartado a), del dubio II (únicos que razona con detención) (8), una 
muy interesante doctrina sobre los tres problemas o puntos de derecho 
procesal, que antes hemos enumerado. 


I. FIGURA DEL PROMOTOR DE JUSTICIA CUANDO ACUSA EL MATRIMONIO 


1, Conceptos generales. 


El Promotor de Justicia que corresponde al llamado ministerio públi- 
co del derecho civil, el cual tiene una figura distinta según los diversos 
sistemas jurídicos (9), es en el derecho canónico el “custos et vindex le- 
gis”. No existiendo en la ordenación canónica la división de poderes, no se 
puede considerar al Promotor de Justicia como un representante del poder 
ejecutivo en los tribunales, según la concepción francesa o italiana (10), 
sino más bien como representante del Obispo o de la Santa Sede (11), 
a los cuales está encomendada en el orden canónico la tutela del bien pú- 
blico, por lo que a esta función se refiere. Como se deduce. de lo que afir- 
ma RoBERTI (12), el Promotor de Justicia canónico es un funcionario que 
sin ser el encargado de la administración de la justicia, colabora a ella con 
una figura que se asimila a las partes, pero es una parte sui generis. Es 
una parte que es miembro de la curia (c. 1.586), tiene un oficto público ne- 
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(7) El juzgador hace notar que niega.u los familiares del cónyuge difunto la acción fun- 
dada en el can. 1.971, pero no prejuzga si les compete o no la acción que acaso podrían 
ejercitar a tenor del can. 1.972, ni la que quizás podría pertenecer a la madre del cónyuge 
amente, a tenor del can. 1.648, párr. 1. 

(8) El apartado b) del Dubio II queda resuelto en el apartado a) del mismo Dubio, pues 
si no hay actor es inútil que existan argumentos para la retractación de la causa (Sent. nú- 
mero 12). El apartado c) del mismo Dubio ha de ser resuelto negativamente, es decir, no 
puede proponerse tal dubio, ya-que-en la senteneia de 20 de junio de 1936, en su Dubio I, 
se resolvió sobre el derecho, de apelación de la parte demandada, y tal resolución no ad- 
mite “apelación, sino recurso a la Signatura Apostólica “Decisiones hanc quaestionem defi- 
nientes sunt inappellabiles, salvo tamen recursu ad Signaturam Apostolican” (art. 159, pá- 
rrafo 2, Normae S. Romanae Rotae Tribunalis); y en el Dubio II se trató del mérito de la 
causa, del cual es inútil volver a tratar por falta de actor (Sent. núm. 13). 

(9) F. RoBERTI: De Processibus, vol I (Romae, 1941), pág. 317. 

(10) V. BanTOCETTI: “Ne cui sua culpa prosit...” De ratione procedendi in causis matri- 
monialibus. coniugum culpabilium (Romae, 1938), pág. 9. 

(11) Segün el Tribunal sea inferior o pontiflcio. 
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cesario y goza de especiales derechos, todo ello para la defensa no de un 
interés privado, sino del bien público (13). 


Como dice con precisión ROBERTI (14), el Promotor de Justicia no pro- 
tege al bien público, sino más bien cuida de que el bien público sea prote- 
gido por el tribunal. 


La intervención en juicio del Promotor de Justicia estará en función de 
la necesidad o conveniencia de asegurar la protección del bien público. Al- 
gunas veces no cabe duda sobre la necesidad de esta intervención: son los 
casos en que la ley la declara necesaria; otras veces deberá determinar tal 
necesidad o conveniencia el Ordinario o el mismo juez. 


Es de notar que el ministerio público, confiado en el orden civil a fun- 
cionarios de una sola especie, reviste en el orden canónico una doble mo- 
dalidad, la del Promotor de Justicia y la del Defensor del Vínculo, oficia- 
les ambos. encargados de asegurar la protección del bien público, pero de 
estructura tan distinta que pueden llegar a ser, como en las causas de que 
tratamos, partes opuestas en un mismo juicio. 


El Promotor de Justicia depende en su función del Ordinario del lugar. 
Lo insinúa el canon 1586 al afirmar que la tutela del bien público exigirá 
la intervención del Fiscal, iudicio Ordinarii; se deduce esta dependencia del 
canon 336 al encargar al Obispo la vigilancia pastoral para la observancia 
de las leyes; y es consecuencia lógica del canon 329, donde se halla el fun- 
damento dogmático del poder jurisdiccional de los Obispos. 

La sentencia que anotamos expone nítidamente esta doctrina: Promo- 
vere bonum publicum in dioecesi pertinet, ex divina institutione, cum ordi- 
naria potestate, sub tamen auctoritate Romani Pontificis ad Episco- 
‘pum (cfr. c. 329 y cita el c. 336) (15). Este principio es fundamental para 
la inteligencia de toda la doctrina establecida en la sentencia. En el mismo 
hallaremos la luz que nos iluminará para la solución de las dificultades que 
puedan plantearse. Si es al Obispo a quien pertenece el promover el bien 
püblico, cualquier dificultad que pueda surgir sobre la apreciación de si está 
o no en peligro la tutela:del mismo, es al Ordinario en su alta función gu- 
bernativa a quien corresponderá decidirlo. Si en el ámbito diocesano, tal 
decisión pertenece al Obispo; es evidente WE en el ámbito de los tribuna- 


(13) El oficio del Promotor de Justicia, sin embargo, no es un oflcio canónico en sentido 
Gefrietol a tenor del párr. 1 del can. 145, sino en sentido lato, conforme al párrafo 2 del 
mismo. canon, por la sencilla razón de que dicho oficio no leva consigo el Geraci de ju- 


tisdiccion eclesiástica. 
(14) De Processibus, vol. I, pág. 322. 


(15) Sent. nüm. 7. 
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les superiores tal decisión pertenecerá a la Santa Sede por medio de sus 
órganos de gobierno. 

Estas consideraciones pueden contribuir a tener un concepto adecuado 
de lo que ha de ser la persona a quien el Prelado confíe tan importante mi- 
sión, esto es, sacerdote de íntegra fama, verdaderamente perito en derecho 
canónico, hombre probado por su prudencia y celo de la justicia (c. 1.589). 


La función del Promotor de Justicia de procurador general del bien pú- 
blico es tan amplia que, en algunos casos, como sucede en el derecho ca- 
nónico consuetudinario español, no se limita al orden judicial y determina 
su intervención en diversos asuntos que se resuelven por vía administrativa. 


En cuanto a la actividad judicial del Promotor de Justicia podemos dis- 
tinguir una actividad del Fiscal como parte en el juicio y otra actividad de 
carácter informativo o asesor; siguiendo la división del canon 1.552, pá- 
rrafo 2, podemos distinguir su actuación en las causas criminales y en las 
contenciosas. 


2. El Fiscal en las causas criminales. 


En las causas criminales el interés público es el único que da lugar a 
la acción; de aquí la necesaria intervención del Promotor de Justicia como 
parte actora, pues sólo a él está reservada exclusivamente la acción crimi- 
nal (canon 1.934). Si tenemos en cuenta la figura jurídica general del Fis- 
cal, como procurador del bien público, habremos hallado el criterio seguro 
para poder juzgar de la oportunidad de la causa criminal, ya que a pesar 
de la denuncia de un delito, el Ordinario deberá considerar si es conveniente 
o necesaria la introducción de una causa criminal, para discernir lo cual 
deberá tener presente únicamente si interesa al bien público tal introduc- 
ción, En el canon 2.210, párrafo 1, se distingue muy bien la acción crimi- 
nal de la acción civil privada para exigir la reparación del daño recibido 
por un particular; distinción que se funda en el distinto daño que ambas 
acciones intentan reparar, ordenándose la acción criminal a la reparación 
del daño mediato, o sea el que, procedente del delito, se origina a la socie- 
dad (16). De la naturaleza pública de este daño brota como de su raíz el 
carácter público de la acción criminal. De aquí se sigue una consecuencia 
práctica. Si bien es cierto que las exigencias del bien público generalmente 
. hacen necesaria la introducción de la acción criminal, sin embargo, esta 
necesidad no es absoluta, pues se halla subordinada a la utilidad que la 


(16) ROBERTI: De delictis et poenis, vol. I (Romae, 1938), pág. 237. 
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aplicación de la pena reporta a la sociedad, sin que al afirmar esto quera- 
mos negar que es la justicia violada el fundamento de la ley penal, sino 
que nos limitamos a subordinar a la utilidad social la función procesal ac- 
tora del Promotor de Justicia en las causas criminales (17). 


Hemos resumido aquí esta doctrina por la analogía que tiene con la de 
la acción acusatoria fiscal en las nulidades de matrimonio y que hallamos 
expuesta en la sentencia que comentamos. 


Con todo, notemos ya desde ahora una diferencia entre la acción cri- 
minal y la acusatoria del matrimonio: ambas pueden iniciarse, de oficio 
o a consecuencia de una denuncia; pero en lo criminal tal denuncia, que 
puede hacerse al Ordinario o a otros eclesiásticos, ha de elevarse siempre 
al Ordinario, al cual exclusivamente compete el decidir sobre la necesidad 
u oportunidad de iniciar la acción criminal (canon 1.936); en cambio, en 
lo matrimonial la denuncia, que ha de hacerse al Ordinario o al Fiscal (ca- 
non 1.971, párrafo 2), no ha de elevarse necesariamente al Ordinario, pu- 
diendo el Promotor de Justicia examinar si existen o no los requisitos ne- 
cesarios para la iniciación de la acción pública acusatoria mediante la pre- 
sentación de la correspondiente demandada. Más adelante explicaremos la 
subordinación del Fiscal al Ordinario en este caso. 


3. El Promotor de Justicia em las causas contenciosas en general. 


En las causas contenciosas el Promotor de Justicia puede intervenir 
como parte en el juicio con función analoya a la acusatoria criminal, o 
simplemente como representante de la ley para la tutela del bien público. 


La intervención del Promotor de Justicia para la tutela del bien públi- 
co, sin que sea parte actora, será a veces necesaria por imperio de la ley 
(cfr. cánones 1.688, 1.709, 1.734, 1.915, etc.) y otras veces necesaria O 
conveniente a juicio del Ordinario o aun del mismo Juez, dirigiéndose siem- 
pre a informar al juzgador. En este caso el Fiscal no es parte en el juicio 
y su ministerio se reduce a una función asesora para que el Juez pueda 
proceder con más seguridad en el cumplimiento de la ley; el Juez ha de 
tener en cuenta el dictamen o informe Fiscal, si bien no tiene obligación de 
conformarse con él. Es entonces el Fiscal, como ha afirmado CHIOVEN- 
DA (18), no una parte en la causa, sino un representante del interés públi- 
co en la actuación de la ley en un litigio entablado entre otros. 


(17) ROBERTI: De Processibus, vol. I, pág. 238. ; T ' 
(18) GIUSEPPE CHiovENDA: Instituciones de Derecho procesal civil. Trad. por E. Gomez 
Orbaneja, vol. II (Madrid, 1940), pág. 91. 
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La defensa del interés público lleva en otros casos al Fiscal, sin perder 
su carácter de procurador general del bien público, a una acción directa 
como representante del interés social. Tal es la facultad que le concede el 
canon 1.850, párrafo 2, de hacer suya la instancia y proseguirla en caso 
de contumacia del actor; tal, a su vez, la acción acusatoria del matrimonio 
que le confía el canon 1.971. 


4. El Promotor de Justicia en las causas matrimomales. 


Las causas matrimoniales ofrecen un aspecto característico por lo que 
se refiere a la intervención del ministerio público en las mismas. Debemos 
distinguir desde un principio las causas matrimoniales de separación o di- 
vorcio imperfecto de las causas que versan sobre el mismo vínculo matri- 
monial. 

En las causas de separación de los cónyuges, que acaso pueden consi- 
derarse como litigios sobre bienes de derecho privado (19), existe siempre 
un interés público por la perturbación del orden social que supone la sepa- 
ración, siendo, por lo tanto, conveniente la intervención en las mismas del 
Promotor de Justicia. La función, sin embargo, del Fiscal en ‘estas causas 
será casi- siempre la función informativa a que antes nos hemos referido 
y sólo excepcionalmente, como en el caso del canon 1.850, párrafo 2, ac- 
tuará el Promotor de Justicia como parte en el juicio. 

Las causas de declaración de nulidad del matrimonio no sólo interesan 
al bien público, como las de separación, sino que en ellas el bien público 
se halla siempre en grave peligro, ya que tienden a destruir uno de los 
sillares sobre que. se apoya todo el edificio de la sociedad religiosa y aun 
civil, esto es, la indisolubilidad de] matrimonio. Por esto la Iglesia ha en- 
cargado a un ministro especial la tutela de tal indisolubilidad, debiendo 
existir en todas las diócesis un Defensor del Vinculo, el cual será siempre 
parte demandada en los juicios de esta clase, gozando de una situación 
privilegiada en su actuación procesal y dehiendo valerse de todos los me- 
dios legítimos que estén a su alcance para asegurar la incolumidad del 
vínculo matrimonial. Su misión no se reduce a la mera defensa del víncu- 
lo, sino que se extiende a la tutela general del bien público y, por tanto, 
a procurar el más exacto cumplimiento de la ley con Aes análoga a la 
general función del ministerio fiscal. 

. Al Defensor del Vínculo, con todo, no se le confía la tutela general de 


49) Cfr. can. 1.129 donde dice “aut tacite condonaverit? (parr. 1). No puede un privado 
renunciar à lo que es de derecho público. : i 
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la ley, sino más bien la tutela del derecho sustantivo referente al matri- 
monio. De aquí que su función asesora, en cuanto se distingue de su ac- 
tividad como parte, debe limitarse a procurar la observancia de los cáno- 
nes o disposiciones que regulen la validez del vínculo, ya que aun en es- 
tas causas la tutela de la ley procesal y del bien público, que de modo pe- 
culiar pudiera estar en peligro, está confiada al Promotor de Justicia, cuya 
intervención puede decretar el Juez, de oficio o a instancia de las partes, 
cuando interesare asegurar la. tutela del derecho adjetivo (20). Se dará 
entonces simultánea intervención del Defensor del Vínculo y del Fiscal en 
un mismo juicio, como parte el primero y como mero procurador del bien 
público el segundo; la figura del Promotor de Justicia resultará entonces 
muy distinta de la que tiene cuando acusa el matrimonio, que es el su- 
puesto de la sentencia que comentamos. Esta, en su número 11, distingue 
muy bien esta intervención asesora del ministerio fiscal e invoca el ar- 
tículo 27 de las Normas de la Sagrada Rota Romana (21), en el cual se 
deja a la discreción del ponente el juzgar si es o no necesaria la interven- 
ción. del Promotor de Justicia, subordinándolo al artículo 118 de las mis- 
mas Normas, el cual remite las controversias que resultaren sobre tal in- 
tervención a la resolución del Turno; pero no aplica tales Normas a la in- 
tervención del Fiscal como actor, la cual afirma ser muy distinta de la 
primera. Dice asi la decisión rotal: 


“Ut scatet ex textu citato, agitur non de accusatione sed de interventu Pro- 
motoris in causa quae iam existit, seu ubi iam adest saltem actor, qui eam prosequi 
posset absque interventu Promotoris; sic cum causa peculiari modo respicit bonum 
publicum (22), Lex committit Ponenti aut Turno munus vocandi Promotorem, qui, 
pro quacumque parte id sive pro -actore sive pro convento, tuebitur iustitiam et le- 
gem. Idem officium habet Tribunal Dioecesanum, nisi Ordinarius id iam exple- 
vit (23), seu, causa introducta, officium exquirendi interventum Promotoris Iusti- 


(20) “Promotor iustitiae intervenire debet cum ipse matrimonium accusat, et ubi de lege 
processuali tutanda agitur. Hoc in casu interventus promotoris iustitiae decernitur ab Epis- 
topo vel a collegio sive ex officio, sive ad instantiam. ipsius promotoris iustitiae, vel defen- 
soris vinculi, vel partium (Instructio servanda a Tribunalibus dioecesanis in pertractandis 
causis de nullitate matrimoniorum, edita die 15 augusti 1936. Typ. Vaticanis, 1937, art. 16, 
párr. 1). El Defensor del Vínculo, como parte que es en el juicio, tiene derecho a exigir el 
cumplimiento de las leyes rituarias, y su petición ha de ser atendida dada su situación pro- 
cesal privilegiada, pero en caso de conflicto o diflcultad en el procedimiento se ha de dar 
- intervención al Fiscal. 

(21) “In causis contentiosis Ponentis est ferre iudicium de eo utrum bonum publicum 
in discrimen vocari possit necne, misi interventus Promotoris iustitiae ex natura rei eviden- 
ter necessarius dicendus sit, ut in causis impedimenti ad matrimonium contrahendum, se- 
parationis inter coniuges, piae fundationis quoad eius existentiam, iurispatronatus propter 
libertatem Ecclesiae tuendam, etc.—2. Si in praecedentibus instantiis intervenerit Promotor 
iustitiae; huius interventus praesumitur necessarius" (Normae S. Romanae Rotae, art. 27). 

(22) Dice “peculiari modo”, pues para ia exigencia general del bien publico de asegurar 
la indisolubilidad dei matrimonio existe ya el Defensor del Vinculo. 

(23) Al constituirse el Tribunal o en decreto especial. 
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tiae. si constiterit bonum publicum in discrimen vocari aut ubi de lege processuali 
tutanda agitur: cfr. art. 16, parr. I, et art. 190, parr. 2 cit. Instructionis. Inter- 
ventus igitur Promotoris Iustitiae in causa idm exsistenti differt prorsus ab accusa- 
tione mota a Promotore actore quidem, sub auctoritate Ordinarii ad norman 


can. 1.917." 


Bella síntesis de la doctrina sobre la materia que hemos procurado re- 
sumir al principio. 


5. El Promotor de Justicia, actor en las causas matrimomales. 


Si interesa al bien público la defensa de la indisolubilidad del vínculo 
matrimonial, cuyo tutela confía el derecho al Defensor del Vínculo, el cual 
ha de ser parte demandada de oficio en todo juicio sobre declaración de 
nulidad de matrimonio, asimismo puede interesar al bien público el que 
se declaren nulos los matrimonios que lo fueren, cuando de la no decla- 
ración podría resultar un perjuicio a la comunidad social. La ley deter- 
mina las circunstancias que se requieren para que exista tal interés social 
y confía entonces al otro representante del ministerio público el ejercicio 
de la acción acusatoria. 

El carácter de procurador general del bien público que jamás puede 
separarse de la figura jurídica del Promotor de Justicia ha de ser la nor- 
ma fundamental para el ejercicio de la acción acusatoria regulada en el 
canon 1.971. Más adelante concretaremos tal publicidad. Afirmemos ya 
ahora que el Promotor de Justicia, aun cuando acusa el matrimonio, ac- 
túa vi muneris sui, resultando, empero, en tal supuesto, parte actora en 
el juicio, si bien goza en su actuación procesal de demandante de una si- 
tuación privilegiada, según la cual, sin despojarse de su función asesora 
o información que ejercerá en tal caso cumulativamente con el Defensor 
del Vínculo, procederá de una manera análoga a la actividad acusatoria 
del representante del ministerio público en las causas criminales. 

Decimos análoga, entre otras razones, porque en las causas de orden 
penal la actividad jurídica del Promotor de Justicia empieza en el momento 
procesal de la redacción y presentación de la demanda (24); toda la ac- 
tuación de orden administrativo o prejudicial la confía el derecho al Or- 
dinario. En cambio, en las causas de nulidad de matrimonio, el Fiscal es 
el que realiza, a veces, una tal actividad extraprocesal o prejudicial. Ade- 
más, en las causas de nulidad de matrimonio el Fiscal puede ser acusador 
del matrimonio, ya motu proprio o por prescripción del Ordinario, ya a 


(24) Cc. 1.954-1.955. 
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consecuencia de denuncia de un privado; en las causas criminales, en cam- 
bio, solamente puede ser actor ‘si se lo confía el Obispo o el Provisor con 
mandato especial (25). 

Teniendo en cuenta esta actividad prejudicial y judicial del Fiscal dis- 
tinguiremos tres momentos distintos en su actividad jurídica acusatoria 
del matrimonio, a saber: a) el momento de recibir la denuncia de nulidad; 
b) el período entre la denuncia y la acusación; c) el desarrollo del juicio 
desde la presentación de la demanda hasta la sentencia (26). 


a) El momento de recibir la denuncia de nulidad. 


Siendo las únicas personas capaces de acusar el matrimonio, según el 
canon 1.971, los cónyuges cuando no sean culpables de la nulidad y el Pro- 
motor de Justicia, resulta que a los cónyuges culpables y a las demás per- 
sonas interesadas en la declaración de nulidad de un matrimonio no les 
queda otro recurso para procurarla que la denuncia de la nulidad al Fiscal. 
Este derecho de denuncia lo reconoce a los no cónyuges el párrafo 2 de la 
instrucción de 15 de agosto de 1936 que refunde las diversas respuestas 
de la Comisión Pontificia para la interpretación del Código. Ambos tex- 
tos legales equiparan al Ordinario y al Promotor de Justicia para la fun- 
ción administrativa de recibir la denuncia. Si al Obispo, según el canon 336, 
incumbe principalmente la tutela del bien público, y en este caso el Fiscal 
es equiparado a! Ordinario, hemos de afirmar con BARTOCCETTI (27) que 
entonces es el Promotor de Justicia la longa manus Ordinarii y como un 
vicario suyo, ya que en su función de procurador general del bien público, 
a semejanza del Vicario general en su orden, depende siempre del Ordina- 
rio, según el espíritu y la letra del canon 1.586, canon que contiene el fun- 
damento de la figura jurídica del Promotor. 

La denuncia se hará por escrito o bien de palabra, redactando el acta 
verbal consiguiente. Realizada esta función administrativa puede el Promo- 
tor de Justicia elevar la denuncia al Ordinario o resolver de por sí la cues- 
tión prejudicial, de que vamos a hablar en seguida. 


b) Período entre la denuncia y la acusación. 


En las causas de nulidad de matrimonio acusadas por el Promotor de 
Justicia se plantea siempre una cuestión prejudicial de carácter guberna- 


(25) €. 1.954. l 
(26) De la apelación trataremos en la tercera parte del trabajo. 
(27) “Ne cui sua culpa prosit...", pág. 9. 
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tivo o administrativo: an causa institui possit et debeat in casu (28). Esta 
cuestión, que ha de ser resuelta mediante una inquisición análoga a la que 
precede a las causas criminales, se refiere a la necesidad y utilidad de la 
acción acusatoria del matrimonio, para determinar lo cual no han de pon 
derarse los intereses privados de los cónyuges, sino la defensa del orden 
social o el interés del bien público, que reclaman la declaración de la nu- 
lidad. A quien pertenece la resolución de esta cuestión es al Ordinario, pero 
con la particularidad de que en estas causas matrimoniales, a diferencia 
de las criminales, puede valerse del Fiscal sub ductu et moderamine Ordi- 
narii (29). 

El objeto de la inquisición es doble: intrinseco y extrinseco. Debe ave- 
riguarse, por un lado, la probabilidad de la nulidad (30), y por otro lado 
conviene investigar si se dan tales circunstancias que presten un funda- 
mento a la notoriedad y al escándalo que se requieren para que el. Fiscal 
pueda acusar el matrimonio (31). De aqui que el Promotor de Justicia no 
hará caso alguno de las denuncias anónimas, a no ser que acompañen gra- 
ves y positivas pruebas de hecho, ni de las denuncias hechas por los cón- 
yuges que gozan del derecho de acusar, a no ser que tales denuncias le 


pongan en situación de acusar el matrimonio en las condiciones requeri- 
das por la ley. 


Establecidos estos principios conviene considerar dos hipótesis: a’) acu- 
sación del matrimonio por el fiscal sin previa denuncia; b") acusación por 
el fiscal consiguientemente a una denuncia. La sentencia que comentamos 
se refiere a la segunda hipótesis. Sin embargo, creemos útil exponer bre- 
visimamente la doctrina correspondiente a ia primera hipótesis: 


a’) En los casos en que el matrimonio es probablemente nulo por un 
impedimento püblico por naturaleza, si al Fiscal le consta la probabilidad de 
la nulidad, la cual, por apoyarse en impedimento natura sua publicum, con- 
tiene siempre aquel fundamento de notoriedad y escándalo que hace nece- 
saria para el bien püblico la declaración de nulidad, el Promotor de Justicia 
acusará sin previa denuncia y por derecho propio el matrimonio. Ni siquiera 
en este caso necesitará la aprobación expresa del Ordinario, que ya se la dió 
tácitamente al conferirle el oficio (32), pues en este supuesto el Fiscal acttia 


(28) BARTOCCETIL: “Ne cui sua culpa prosil...”, pág. 8. 
(29) BARTOCCETTI: O. C., pág. 10. 
(30) Probabilidad intrínseca de derecho, es decir, de la ley o interpretación de la misma 


que establezca la nulidad; y probabilidad de hecho, esto es, que se verifique en el caso con- 
creto la hipótesis del derecho objetivo. $ 


(31) Instructio 15 ag. 1936, tít. III. 
(32) Inst. 15 ag. 1936, art. 35, párr. 1, 90 
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en cumplimiento de su deber. Puede suceder que la probabilidad de la nu- 
lidad no le conste al Promotor de Justicia, pero si al Ordinario, en cuyo 
caso el superior ordenará al representante del ministerio público el ejerci- 
cio de la acción acusatoria. 


En esta primera hipótesis la dificultad radica en la manera de entender 
la expresión impedimenta natura sua publica, pues no coinciden los autores 
en su interpretación. De un modo general podemos afirmar que los impe- 
dimentos son natura sua públicos, al menos cuando se fundan en un hecho 
de por sí público (33) y se oponen a los impedimentos natura sua ocultos, 
o sea los resultantes de un hecho de por sí oculto. Así serán públicos natura 
sua los de afinidad, consanguinidad, parentesco espiritual o legal, pública 
honestidad procedente de matrimonio inválido, orden sagrado, profesión 
relig:osa, disparidad de cultos, edad. Sin embargo, puede suceder que un 
impedimento natura sua público sea de hecho oculto, o viceversa (34). 

Todavía cabe aquí proponerse otra cuestión. En el caso de un matri- 
monio probablemente nulo, pero no por impedimento natura sua público, 
del cual venga en conocimiento el Promotor de Justicia y en el cual se veri- 
fiquen los supuestos de escándalo y necesidad de su remoción por exigencia 
del bien público, ¿podrá el Fiscal acusarlo, aun cuando los cónyuges no sean 
culpables de la nulidad ni haya habido denuncia formal? La letra del ar- 
tículo 35 de la Instrucción parece indicar una respuesta negativa (35). Con 
todo, los principios jurídicos generales que regulan la actividad del Fiscal 
más bien inclinan a una respuesta afirmativa, que creemos la más probable. 
Hemos hecho esta digresión por la relación que tiene con lo que afirma- 
remos en la segunda parte respecto a la figura del denunciante. 


b') La sentencia que comentamos considera la segunda hipótesis, o sea 
la manera de portarse del Ordinario o del Promotor de Justicia consiguien- 
temente a la denuncia recibida. 

Se debe, ante todo, resolver la cuestión prejudicial: An causa institu: 
possit et debeat in casu. En esta cuestión se han de considerar dos proble- 
mas: primero, la persona a quien corresponde resolverla; segundo, los re- 


uisitos jurídicos para su solución. 
q . a LI 
L' La decisión rotal expone con mucha claridad la doctrina relativa 


(33) Por ejemplo, un documento püblico (can. 1.813), una sentencia judicial, etc. ; 
(34) Cfr. De J. HARING: De iure matrimonii accusandi, “Consultationes Turis Canonici”, I 
(Romae, 1934), pág. 262; M. C. CORONATA: Institutiones Turis Canonici, vol. HT (Taurini, 1933), 
pág. 424; M. DE SMET: De sponsalibus el matriomnio (Bruges, 1927), pág. 465; WERNZ- 
VIDAL: Ius canonicum, V (Romae, 1928), pág. 147; F. CAPPELLO: De Sacramentis, vol- HT; 
pars II (Taurini-Romue, 1939), pág. 496. PE ' Y 
(35) “Praevia autem denuntiatione in aliis impedimentis..." - 2 
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a la persona que ha de resolverla. Por un lado, queda excluido el Juez, 
puesto que dicha cuestión tiene un carácter gubernativo; por otro lado, 
además del Ordinario, que puede solucionarla por sí, se admite que puede 
resolverla por su cuenta el Promotor de Justicia (36), dependiendo solo 
remotamente del Ordinario, en el sentido de que puede recurrirse al Ordi: 
nario de la resolución del Fiscal contraria a la acusación por considerar 
infundada la denuncia. La sentencia insiste principalmente en la exclu- 
sión del Juez, ya que en el hecho de autos se trataba de afirmar que no 
puede el Turno de la Rota, o sea el Tribunal, obligar al Promotor de Jus- 
ticia a proseguir una apelación, acto correlativo a la acción acusatoria 
ante el tribunal de primera instancia, toda vez que el Promotor de Justi- 
cia, al apreciar si se dan o no los requisitos necesarios para acusar un ma- 
trimonio, ejerce una función gubernatiya dependiendo en las curias dio- 
cesanas del Ordinario y en la Sagrada Rota Romana de la Sagrada Con- 
gregación correspondiente. Pero la misma sentencia no deja de admitir 
que el Fiscal puede resolverla sin intervención del Ordinario al afirmar que 
puede surgir una controversia, que dirimirá el Prelado cuando la resolu- 
ción del Promotor fuere negativa a la acusación del matrimonio. 


Dice así la decisión rotal: 


“ 


Enimvero ad tuendum bonum publicum, Promotor Iustitiae matrimonia 
accusat, ut nempe scandalum ratione matrimonii initi amoveatur. Atqui tueri ac 
promovere bonum publicum in diocesi pertinet, ex divina institutione cum ordi- 
naria potestate, sub tamen auctoritate Romani Pontifici; ad Episcopum... (y cita 
los cann. 329 y 336). Consequenter non ludicis ut sic, sed Ordinarii est perpen- 
dere: utrum ratione assertae nullitatis matrimorii adsit scandalum; utrum bonum 
publicum seu amotio scandali postulet ut accusatio matrimonii instituatur necne; 
pro prudentia sua decernere quid agendum in casu a Promotore Tustitiae, nam Or- 
dinárius accusationem non debet ipse instituere, sed rem defert Promotori Iustitiae 
sul Tribunalis (art. 40 Instruct. cit. et cfr. can. 1.586). Quapropter lex iubet de- 
nuntiationem nullitatis matrimonii fieri, non ludici, sed Ordinario vel Promotori 
Iustitiae (can. 1.971). Deinde Ordinario, non Tudici, reservatur examinare an con- 
ditiones iure requisitae adsint necne ac iubere accusationem a Promotore institui. 
Ad Ordinarium igitur, non ad Iudicem, spectat solutio quaestionum hac de materia 
ortarum; puta, si Promotor Iustitiae, non obstante denuntiatione sibi facta ad nor- 
man can. 1.971, parr. 2, pro conscientia sua credit accusationem non esse promo- 
vendam, Ordinarius decreto suo rem definit. Is qui se decreto Ordinarii gravatum 
sentit, recursum interponere potest, non ad Tribunal, sed ad Sacram Congregatio- 
nem pro adiunctis competentem (can. 1.601). Itaque solutio difficultatum, quae hac 
de materia oriri possunt, non pendet definitive ab arbitrio Promotoris Iustitiae" (37). 


(36) Contra lo que afirma BARTOCCETTI. 
(OT) EE Sent nume. 
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Resumiendo podemos establecer la siguiente doctrina: Si la denuncia 
fué hecha al Ordinario, éste investigará y resolverá la cuestión prejudicial 
mediante decreto, ordenando en caso afirmativo al Promotor de Justicia 
que presente la acusación. Si la denuncia fué hecha al Promotor de Jus- 
ticia, él mismo investigará y resolverá sobre la cuestión prejudicial, mien- 
tras no ordenare otra cosa el Ordinario; si la resolviera afirmativamente 
presentará sin más la demanda acusando el matrimonio; si la resolviera 
negativamente, puede el denunciante, que no estuviera conforme, recurrir 
al Ordinario, que dirimirá la controversia por decreto. En ambos casos del 
decreto del Ordinario se puede recurrir a la Sagrada Congregación (38). 


2.” El segundo problema de la cuestión prejudicial a la acusación del 
matrimonio por el Fiscal, es el que se refiere a los requisitos necesarios 
para que pueda acusarse el matrimonio. En ellos podemos considerar unos 
de carácter prudencial (39), ordenados a formar en el Fiscal una concien- 
cia de probabilidad de éxito de la demanda o, si se quiere, de la existencia 
de un “fumus boni iuris”, que dan el tono de prudencia humana normal 
a la acusación; y otros requisitos .o circunstancias que hacen interese al 
bien público la declaración de la nulidad del matrimonio. Es evidente que 
si no se dan los primeros no pueden existir los segundos, los cuales se 
apoyarán siempre en la publicidad y el escándalo, pues tal publicidad o 
escándalo, si se dan, ya constituyen de por sí una probabilidad intrínseca 
en el sentido siquiera restringido del "fumus boni iuris". 

La investigación de la probabilidad intrinseca de la nulidad no es cosa 
que pueda regular la ley, sino que ha de confiarse a la pericia’ jurídica del 
Ordinario o del Promotor (40). 


En cambio, la ley puede regular o, al menos, fijar directrices para de- 
terminar la existencia o no de un interés social que reclame la acusación 
del matrimonio. Aquí conviene no olvidar el oficio general del Fiscal de 
acusar los matrimonios nulos por impedimentos natura sua püblicos (41). 
Cuando la denuncia, segtin ya dijimos, pusiera en conocimiento del Fiscal 
la existencia de un matrimonio nulo en esta forma, el Fiscal procedera sin 
ulterior requisito a la acusación iure proprio (42). Para los demás casos 


(38) F. ROBERTI: De obligatione promotoris iustitiae, accusandi nullitatem matrimonii 
“Consultationes Iuris Canonici", II (Romae, 1939), pág. 300. A 

(39) Son los que constituyen el que hemos lamado objetivo intrínseco de la inquisición 
prejudicial. ^ : 

(40) El art. 30 de la Instrucción expresa con mucha exactitud el contenido de esta inves- 
tigación: “... denunciata nullitatis causa argumentis nitatur, sive in facto sive in iure, ita 
certis et validis, ut probabilis omnino sit ipsius matrimonii nullitas...” 

(41) Tal como ya hemos explicado. 

(49) Inst. 15 ag. 1936, art. 35. 
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nuestra’ sentencia nos da un principio fundamental (43): Ratione asser- 
tae nullitatis debet adesse scandalum", del cual la amotio scandali postu- 
let ut accusatio matrimonii instituatur. El escándalo, dice BARTOCCET- 
TI (44), es el cardo vel anima totius nostrae inquisitionis. Creemos inne- 
cesario reproducir aquí las nociones y principios sobre el escándalo que 
se encuentran en los diversos autores moralistas o canonistas (45). En 
BARTOCCETTI puede verse una aplicación de los principios del escándalo 
a nuestro caso, aun cuando se inspire quizás en un criterio algo rigoris- 
ta (46). Lo que conviene tener muy presente es que ünicamente el bien 
“Súblico ha de ser'la causa de la acusación, debiendo prescindirse totalmen- 
te de los intereses privados de los cónyuges, como dice muy bien el apar- 
tado b) del artículo 39 de la Instrucción bonum publicum, scandali nempe 
amotio, Ordinarii iudicio (47), id revera postulet. 


Todavía la exigencia del bien püblico en toda ordenación jurídica y, 
por tanto, en la: ordenación canónica, de no proteger las situac'ones ju- 
rídicas procedentes de un acto ilícito en cuanto favorecen el interés del 
transgresor de la ley plantea un nuevo conflicto de intereses de orden pü- 
blico, pues por un lado la remoción del escándalo reclama la declaración 
de nulidad, y, por otro, la no tutela del culpable aconseja no sólo privarle 
de la acción, lo cual hace con toda plenitud en el canon 1.971, sino el evi- 
tar qué salga favorecido su interés privado con el ejercicio de la acción 
del ministerio püblico: Esto explica las cortapisas que las normas regla- 
mentarias (48) han puesto a la legislación general y han exigido el requi- 
sito de los "signa resipiscentiae" del culpable para que el Fiscal pueda 
acusar el matrimonio "ex capite simulationis totalis aut partialis vel ex 
capite conditionis appositae contra substautiam”. (49). 


Resumiendo, podemos establecer la siguiente doctrina práctica. El Fis- 
cal una vez recibida la denuncia, investigará sobre la probabilidad de la 
nulidad, in iure et in facto, e investigará además sobre la existencia del 
escándalo y de la necesidad de su remoción, pudiendo omitir tal investi- 
gación en las nulidades “ex impedimento natura sua publico", y deberá 
tener finalmente presentes las restricciones que la ley impone a los cón- 
yuges culpables. 


(43). Sent. pàüm.,3.. =, , e ! 
COENE GUS UA C LU dae PR D RES 
(45) | BARTOCCETTI; ob. :C.,: pág. 19 y sig. 
(46) , BARTOQCETTI : ODs: Ya lort. » - Mme; 

(47) O a juicio del Fiscal, «según dijimos. : 
(48) Contenidas en la repetida Instrucción de 15 ag. 1936. 
(49) Inst. 15 ag. 1936, art. 38. 
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- Verificada la investigación, he aquí cómo Us GPUs. segün las 
distintas hipótesis: 


1." De la denuncia resulta una nulidad probable por impedimento 
natura sua público. El fiscal acusará el matrimonio iure proprio (50). 


2° Denuncia de nulidad de matrimonio por simulación total o par- 
cial o por condición contra la substancia del matrimonio, siendo el de- 
nunciante el cónyuge culpable u otra persona. El Fiscal no puede acusar el 
matrimonio (51). Solamente lo podrá acusar si además de la probabili- 
dad intrínseca de la causa la nulidad es pública, existe escándalo y el cón- 
yuge culpable diere señales de arrepentimiento (52). 


3. Denuncia de nulidad de matrimonio por cualquier otro capítulo, 
siendo el cónyuge culpable, aun cuando la denuncia proceda de otra per- 
sona. Se requiere para la acusación, además de la probabilidad intrinse- 
ca (53), la publicidad de la nulidad, la necesidad de remoción del escán- 
dalo por exigencia del bien público y que no sea posible revalidar el ma- 
trimonio (54). De lo contrario, el fiscal no lo acusará. ^ =t 


4. Denuncia de nulidad de un matrimonio por un tercero, sin ser 
culpables los cónyuges. El Fiscal deberá portarse como en el número 3.”, 
pues aun cuando los cónyuges puedan acusar el matrimonio por su cuen- 
ta, si se verificaren los requisitos del número 3.”, también podría acusarlo 
el Fiscal por razón del bien público, ya que el denunciante carece de ac- 


ción (55). 


à El promotor de Justicia. durante la lite (56). 


- Una vez lo haya decretado el Ordinario o el Fiscal crea que se dan los 
requisitos necesarios para la acusación, confeccionará la correspondiente 
demanda, que presentará al tribunal. En la fase judicial que va desde la 
presentación de la demanda hasta la sentencia, el Fiscal será ag actora 
con una situación procesal privilegidda. Podemos considerar: 1.”, la figu- 
ra del Promotor de Justicia en "don proceso; 2.*, "E acid con rela- 
ción a là función actora pones 2 su derecho a desistir de la acusación. 


Am aia, EE A lw A ATA oF wey O tes Ses te ES 
(50) Inst. 15 ag. 1936, art. 35. etek vut E 
OS Inst, 15 ag. 1936, art. 38... i 
22159) “Inst. 45 ag. 1936, art. 38. No - vemos élaró cómo un ‘ edneubihario ‘da estas’ señales. 
(53) “... de eiusdem impedimenti existentia et vi serio dubitari non possit..." Inst. 15 
ag. 1936, art. 39. 
(54) Inst. 15 ag. 1936, art. 39. 


(55) Inst. 15 ag. 1936, art. 35. 
(56) Cfr. F. ROBERTI: De conditione processuali promotoris iustilide, defensoris vinculi 


e! coniugum in causis matrimonilibus, * Consultatiónes: Tis" "Oron fette TÉ. E En, pá- 
gina 310 y sig. H rd ANI 1 


^ 
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1... Figura del Promotor de Justicia en este proceso.—Dice la sen- 
tencia que comentamos (57): Causa introducta, promotor iustitiae agit 
partem actoris, servando sub moderamine Iudicis regulas processuales; 
y en otro lugar (58) afirma que la intervención del Fiscal como asesor del ` 
Tribunal prorsus differt de su función acusatoria. Con todo, el Promotor 
al ser actor no pierde su figura de procurador general del bien público, 
pues si actúa como demandante lo hace vi muneris sui y como persona 
pública; de ahí su situación privilegiada en el proceso, ya que continúa 
siendo el encargado de la tutela de la ley procesal y del bien público en 
general. En estos procesos, de carácter eminentemente público, el actor 
y el demandado son los dos representantes del ministerio público, y aun 
i pueden admitir uno y otro el consorcio en la lite de los cónyu- 
ges, serán siempre ellos la parte principal por razón del interés püblico 
que defienden, superior al interés privado de los consortes. 


Sin embargo, como en el procedimiento judicial matrimonial canó- 
nico goza el Defensor del Vínculo de una situación enormemente privile- 
giada, a causa de la trascendencia de la indisolubilidad del matrimonio, 
propiedad esencial del mismo por derecho divino, resulta que el Fiscal ac- 
tor se halla en una situación de inferioridad procesal respecto del Defen- 
sor; en cambio, goza el Fiscal de una superioridad procesal considerable 
sobre el demandado privado. Todo ello es una natural consecuencia de los 
principios fundamentales. Entre el interés público que reclama la decla- 
ración de la.nulidad para remover el escándalo, interés que representa el 
Fiscal, fundado ünicamente en una exigencia que podríamos llamar de de- 
recho constitucional humano (59) de mantener el orden social; y el inte- 
rés de mantener la indisolubilidad de derecho divino representado por el 
Defensor del Vínculo es evidente ia distancia de valores, como lo es la que 
hay entre el interés püblico representado por el Promotor de Justicia y el 
particular interés del cónyuge que sea parte demandada. 


Si queremos ahora expresar en pocas palabras la situación procesal 
del Promotor de Justicia en estas causas diremos con RoBERT1 (60) : eidem 
competunt omnia iura et obligationes quae partibus tribuuntur, atque sal- 
vis iuribus ipsius propriis; es decir, el Fiscal ejercerá cumulativamente sus 
funciones de actor y sus funciones de tutor de la ley y del bien püblico 


(57) Sent. num. 8, 
(58) Sent. num. 11. 

. (59) O derecho- püblico interno humano. 
(60) De processibus, I, pág. 331. 


— AI . 


EL MATRIMONIO ACUSADO POR EL PROMOTOR DE JUSTICIA 


y aun en su función actora gozará de privilegios, como vamos a ver en 
seguida (61). 


2. Privilegios del Promotor de Justicia actor en relación con la fun- 


ción actora normal.—El canon 1.587 concede al Promotor de Justicia, de 
manera absoluta, el derecho a ser citado para todos los actos en las causas 
en las cuales interviene, irritando dichos actos si no se le citara o, al me- 
nos, aun cuando no fuera citado, de hecho no interviniera. Tiene, por 
tanto, el Fiscal derecho a intervenir en todos los actos del juicio, aun en 
la práctica de la prueba, por lo que se halla en situación muy ventajosa 
sobre las partes, que habrán de aguardar hasta la publicación del proceso 
para enterarse de la prueba practicada. En todo momento y sobre toda 
diligencia que se practique puede el Fiscal, de palabra o por escrito, dar su 
parecer o proponer cuanto creyere necesario u oportuno. 


El artículo 71, párrafo 2, de la Instrucción, al conceder al Promotor 
de Justicia, como parte, el derecho a proponer al Defensor del Vínculo los 
artículos sobre los cuales este representante del ministerio público for- 
mule los interrogatorios a base de los cuales han de ser examinadas las 
partes, los testigos y los peritos, advierte que el Defensor del Vínculo ne- 
cesariamente ha de tener en cuenta los artículos del Fiscal al redactar las 
posiciones o interrogaciones, sin que los pueda variar, aun cuando cree- 
mos que podrá añadir lo que convenga. En cambio, por lo que se refiere 
a los artículos propuestos por las partes privadas puede el Defensor del 
Vínculo variar completamente su redacción, Confía, desde luego, el de- 
recho en la imparcialidad del Promotor de Justicia en su función actora 
y supone que si bien puede haber recibido la denuncia y aun argumentos 
y documentos de los cónyuges culpables, como diremos al hablar de la 
intervención accesoria, procede solamente por su cuenta en la marcha del 
proceso. 


El Promotor de Justicia tiene derecho, y se le deberá citar a este fin, 
a asistir al examen de las partes, testigos, peritos, etc., y firmará las co- 
rrespondientes actas con el Defensor del Vínculo, el Juez y el actuario (62). 
Esto vale incluso para los testigos propuestos por el Defensor del Vínculo. 
Además, a tenor del canon 1.773, párrafo 2, puede en el mismo acto del 
interrogatorio proponer al Juez nuevas preguntas para que las haga al 


(61) Cnando el Promotor de Justicia hace suya la instancia, a tenor del can. 1.850, pá- 
rrafo 2, y art. 91, párr. de la Instrucción, por haber sido declarada contumaz la parte actora 
que acusaba el matrimonio, la posición procesal del Fiscal será exactamente la misma que 
cuando acusa desde un principio el matrimonio. 

(62) Inst. 15 ag. 1936, art. 104. 
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testigo. El Fiscal dará también su parecer cuando el Tribunal haya de nom- 
brar algún perito (canon 1.793, párrafo 2). También tiene derecho el Fis- 
cal a dar su parecer sobre la conveniencia de oír nuevos testigos o hacer 
repreguntas a los testigos ya oídos, para lo cual el Juez ha de proceder 
audito voto Promotoris Iustitiae (63). 

En lo demás, el Promotor de Justicia se regula por lo que el derecho 
establece para las partes o para la función tuitiva del bien püblico propia 
del Fiscal. He aquí cómo lo expresa la sentencia que comentamos: 


“Causa introducta, Promotor Iustitiae agit partem actoris, servando sub mode- 
ratione ludicis regulas processuales; puta, comparet ad litem contestandam; inducit 
testes; proponit Vinculi Defensori articulos pro interrogatoriis; tradit defensiones 
scriptas; ius habet respondendi animadversionibus Defensoris Vinculi", etc. (64). 


o 


3. Derecho del promotor de Justicia a desistir de la acusación.—El ar- 
ticulo 41, párrafo 4, de la Instrucción es muy claro sobre el particular (65). 
Si durante el proceso el Fiscal se da cuenta que no existe probabilidad in- 
trínseca de la nulidad puede desistir de su demanda; todavia decimos más: 
siendo lógicos con las premisas que hemos establecido al principio, si du- 
rante el proceso el Promotor de Justicia se diera cuenta de que no se rea- 
lizan los requisitos necesarios para la acusación, esto es, no se verifican 
aquellas. circunstancias en virtud de las cuales el interés del bien püblico 
reclama la acusación del matrimonio, debe el representante del ministerio 
püblico desistir de su demanda, pues no existiendo la exigencia del bien pü- 
blico ya no actuará vi muneris sui, y esto aun cuando la nulidad fuere in- 
trinsecamente probable. 

Esta doctrina, que, al menos de una manera clara, no hallamos en los 
autores (66), la expone con toda precisión la sentencia que comentamos : 


(63) Inst. 15 ag. 1936, art. 135. : > : A 

(64) Sent. núm. 8. He aquí una sinopsis de la actuación del Promotor dé Justicia cuando 
acusa el matrimonio: Período preparatorio: Recepción de la denuncia. Inquisición previa so- 
bre los puntos de hecho y de derecho. Confección de la demanda. Período introductorio: Pre- 
sentación de la demanda. Incidentes que puedan derivarse dela presentación. Constitución del 
Tribunal y admisión de la demanda. Excepciones que puedan proponérse. Período de la litis 
contestatio : Contestación a la demanda y concordancia del dubio. Proposición de pruebas 
ton interrogatorios que han de ser admitidos. Reprobación de testigos. Período probatorio: 
Examen de las partes. Examen de testigos. Nombramiento de peritos. Examen de los peritos. 
Publicación del proceso. (voto ,que pueda pedírsele sobre ello, pues para el Fiscal todo el 
proceso es püblico). Conclusión en la causa. Período definitorio: Preparar y presentar ale- 
gaciones. Respuesta u las alegaciones del Defensor del Vínculo. Discusión oral sobre la cau- 
sa (art. 186 de la Inst.). Notiflcación de la sentencia. i 

(65) “Promotoris iustitiae est ab accusatione recedere si postea sibi constiterit, factam ac- 
cusationem sustineri non posee vel in iure vel in facto." (Inst. 15 ag. 1936, art. 41, párr. 4.) 
' (66) EI mismo ROBERTI recurría al can. 1.740, parr. 9, y constituía al Juez “ultimus aesti- 
mator boni publici". Cfr. F. RoBERTI: De obligatione Promotoris iustitiae accusandi nullitatem 
matrimonii, “Consultationes Iuris Canonici", II (Romae, 1939), pág. 300.' t : 
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“Promotor lustitiae potest recedere ab accusatione antequam sententia profe- 
ratur... Verum si de ratione, qua Promotor ita cessat ab accusando nascitur quae- 
stio, puta, an id expediat bono publico (67), solutio pertinet ad Ordinarium, qui, 
matrimonio legitime accusato a Promotore, non amittit officium suum invigilandi 
in bonum publicum; nec ideo amittit potestatem decernendi utrum Promotor Ius- 
titiae recede possit ab accusatione, an eam prosequi debeat salvo, ut supra dic- 
tum est, recursu adversus decretum Ordinarii ad S. Congregationem competen- 


tem" (68). 


La Sagrada Rota Romana, en este párrafo, afirma tres principios car- 
dinales en la acusación del matrimonio por parte del Fiscal: 1) Unicamente 
el bien püblico puede mantener la acusación. 2) El Fiscal, en lo que tenga 
de extraprocesal su función de procurador del bien püblico, depende del Or- 
dinario y no del Juez; y 3) Esta dependencia es solamente remota, pu- 
diendo el Fiscal de por sí, mientras no surgiere controversia, apreciar has- 
ta dónde llegan las exigencias del bien püblico. 


A modo de corolario podemos notar aqui que si se diera discrepancia 
entre el Juez o Tribunal y el Fiscal en cuanto a la apreciación de las exi- 
gencias del bien püblico, en orden a la acusación del matrimonio, no le 
queda al Juez otro camino que recurrir al Ordinario, pero de ninguna ma- 
nera puede obligar al Fiscal a acusarlo o a proseguir la acusación, y mucho 
menos proseguir la instancia de oficio sin consentimiento del Fiscal. 


6. El Promotor de Justicia en la Sagrada Rota Romana. 


Cuanto llevamos dicho sobre el Promotor de Justicia en las Curias dio- 
cesanas es aplicable al promotor de Justicia de la Rota, el cual, en su acti- 
vidad extraprocesal en orden a la acusación del matrimonio, no depende 
del Turno rotal ni del Ponente, sino del órgano gubernativo supremo, a sa- 
ber: la Sagrada Congregación; y, en su actividad procesal, goza de la si- 
tuación privilegiada ya descrita. Precisamente el caso considerado en la 
sentencia se refiere al Fiscal de la Rota, y para dibujar con más exactitud 
su figura expone la sentencia lo referente a los Tribunales inferiores: “Quae 
hucusque dicta sunt de munere promotoris Iustitiae in Curiis dioecesanis, 
dicantur, servata proportione, de promotore Iustitiae Rotali. Hic enim co- 
ram N. S. Tribunali continuat (69) iudicium institutum in Tribunali infe- 
riori; eadem enim est actio pro bono publico tuendo" (70). Y prosigue: 
. "Solutio autem quaestionis an Promotor Iustitiae Rotalis teneatur appel- 


(67) Es el principio básico en esta materia. 
(68). Sent. nüm. 8. 

(69) Subraya la S. Rota. 

(70) Sent. nüm. 10. 
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lationem. prosequi adversus sententiam Tribunalis inferioris (71) aut ap- 
pellare a sententia Rotali, ad normam supra expositorum, non pendet ab 
iis qui unam potestatem iudicialem habent, seu non pendet a Ponente nec 
a Turno nec—ut par est, pendet ab Ordinario Curiae inferioris—, sed pen- 
det a Dicastero Curiae Romanae, quod sit hoc de capite tuendi boni pu- 
blici competens." Y en el número 6 de la misma sentencia se afirma: "Ea- 
dem est natura muneris quo funguntur Promotor Iustitiae in Tribunalibus 
dioecesanis et Promotor Iustitiae apad N. S. O." (72). 

Todo lo cual confirma la distinción entre las dos funciones del Fiscal, 
en su carácter de procurador del bien püblico: una asesora, en la cual de- 
pende totalmente del Juez y es un ministro del Tribunal (73), y otra acu- 
sadora del matrimonio, en la cual está sujeto, como parte, en su actividad 
procesal a la disciplina del Tribunal; pero en su actividad extraprocesal, 
aunque sea complementaria de aquélla, depende ünicamente del Ordinario 
o de la Santa Sede en su órgano encargado de procurar el bien püblico, 
órgano que no se atreve a determinar el Ponente de la Rota, pero que pa- 
rece puede concretarse en la Sagrada Congregación de la Disciplina de los 
Sacramentos, a quien está confiado conocer de la validez del matrimonio 
cuando se pudiere definir extrajudicialmente (74). 


II. FIGURA DEL DENUNCIANTE DF UNA NULIDAD DE MATRIMONIO 


En el artículo 35 de la Instrucción hallamos dos clases de personas que 
pueden denunciar el matrimonio nulo al Ordinario o al Promotor de Jus- 
ticia, a saber: los cónyuges (75) y las demás personas sin excepción, reliqui 
omnes. Para el estudio de la figura juridica del denunciante podemos dis- 
tinguir dos períodos, uno prejudicial y otro judicial o procesal, compren- 
diendo en este segundo período, tal como hicimos al hablar del Fiscal, desde 
la presentación de la demanda hasta la sentencia, dejando para la ültima 
parte de nuestro trabajo lo referente a la apelación. 


(71) Lo cual es equivalente a la acusación ante el Tribunal de primera instancia. 
(72) Sent. nüm. 6. 
(73) Normae S. Romanae Rotae, art. 118. 


sl , à : 
(74) «== Pariter ad eam deferri possunt quaestiones de validitate matrimonii, quas tamem, 


si accuratiorem disquisitionem aut investigationem exigant, ad tribunal competens remitat..." 
(can. 249, párr. 3). 
(75) La Comisión de Intérpretes del Código declaró expresamente que los cónyuges cul- 


pables pueden denunciar el matrimonio en la Respuesta de 17 de febrero de 1930 (AAS, XXII 
195). l 


AE 


EL MATRIMONIO ACUSADO POR EL PROMOTOR DE JUSTICIA 


* 


1. Periodo prejudicial. 


Los conyuges culpables de la nulidad, privados por el derecho de la ac- 
ción acusatoria, pueden denunciar la nulidad de su matrimonio al Fiscal (76). 
Al representante del ministerio público incumbe averiguar, a consecuencia 
de la denuncia, si se verifican los supuestos jurídicos necesarios para la 
acusación. Todas las demás personas, tengan o no un interés particular, 
pueden, y aun conviene que lo hagan, pues todos debemos colaborar al bien 
público, denunciar un matrimonio probablemente nulo, que, servatis ser- 
vandis, podrá acusar luego el Fiscal. Cabe aquí otra cuestión. ¿Pueden los 
cónyuges no culpables denunciar su matrimonio al Fiscal? Sin duda. La di- 
ficultad en todo caso será, según dijimos más arriba, si puede o no el Fiscal 
acusar tal matrimonio, y nos inclinamos antes por la respuesta afirmativa. 

Consiguienteniente'a la denuncia e inquisición previa del Fiscal caben 
solamente dos hipótesis : 


a) El Fiscal-no acusa el matrimonio.—En este supuesto tanto el cón- 
yuge culpable como el denunciante no cónyuge no pueden ser parte en el 
juicio, pero pueden intervenir con una intervención accesoria; los cónyu- 
ges no culpables, sean o no denunciantes, pueden ser parte actora o de- 
mandada en el juicio con intervención principal 


b) El Fiscal acusa el matrimonio.—En este supuesto tanto el cónyuge 
culpable como el denunciante no cónyuge no puéden ser parte en el juicio, 
pero pueden intervenir con una intervención accesoria; los cónyuges no 
culpables, sean o no denunciantes, pueden ser parte actora o demandada 
en el juicio con intervención principal. 


2. Durante el juicio. 


Conviene aquí recordar las nociones de intervención principal e inter- 
vención accesoria en el juicio. La intervención tiene lugar cuando una ter- 
cera persona, que tiene un interés en la causa que se discute, se entromete 
en el juicio, bien a favor de una de las partes, bien contra las dos (77). 
Esta intervención, si tiene lugar después de la sentencia, se llama oppositio 
tertii (cánones 1.898-1.901). Los autores (78) distinguen la intervención 
principal y la intervención accesoria, y llaman accesoria a la que es ad adiu- 
vandum aliquam partém, y principal a la que se propone contra utramque 


' (76) Inst. 15 ag. 1936, art. 35. 
(77) CORONATA: Institutiones iuris canonici, vol. IIT, pág. 287. 
(78) CORONATA: Ob. y Ll. c.; ROBERTI: De Processibus, I, pág. 537; WERNZ-VIDAL: lus cano- 


nicum, vol. VI (Romae, 1927). / 
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partem. La terminología de los autores (79) a veces define la intervención 
principal como la que tiene lugar una vez que ya se ha incoado el juicio 
y la distingue del consortium litis, que se verifica cuando hay varios actores 
o demandados desde el principio de la causa. Ciertamente (80), la inter- 
vención principal produce un consortium litis, y, por lo tanto, el que en 
tal forma interviene es verdadera parte en el juicio. La intervención ac- 
cesoria, en cambio, tiene lugar cuando un tercero ayuda a una de las par- 
tes, sin ser verdadera parte en el juicio. 

Nuestra sentencia, en los números 3 y 8, nos da con claridad la doc- 
trina completa sobre la intervención accesoria y nos recuerda el principio 
básico de la intervención principal: 


“Interventu denuntiantium decreto, a iurisdictione Tribunalis Lyciensis prorsus 
aberat potestas concedendi intervenientibus ius accusandi matrimonium Aloisii. Le- 
gislator enim ius accusandi matrimonium formaliter denegat denuntiantibus, etsi 
consanguineis “non habent ius accusandi” (can. 1.971, parr. 2). Interventus igitur 
in casu non erat nisi accesorius, seu per eum illi qui denuntiaverunt nullitatem ma- 
trimonii Aloisii non constituti sunt partes in iudicio seu actores, qui ius suum perse- 
querentur; non habuerunt litis consortium cum Promotore lustitiae, qui revera fuit 
actor, sed solus quidem. Interventus autem accessori gratia, denuntiantes potue- 
runt adhaerere Promotori Iustitiae accusanti eique adiumenta suppeditare ad pro- 
bandam nullitatem denuntiatam; puta, facultatem habuerunt constituendi patro- 
num, qui testes proponeret et, actis inspectis, defensionem exhiberet. Ita potuissent 
denuntiantes consuleie utilitati sibi derivandae ex declaratione" matrimonii Aloi- 


sii (81). 


O sea que el Tribunal de Lecce se excedió al admitir como actores a 
los denunciantes, pero les podía conceder una intervención accesoria, cuyo 
ámbito define y concreta la decisión rotal, la cual afirma en el mismo nú- 
mero 8: "Operae praestandae a promotore Iustitiae accusatore, concurrere 
possunt, etiam per patronum, ii qui interveniunt in causa, interventu qui- 
dem accesorio,'et supra expositum est in disceptatione primi dubii" (82). 

De la doctrina rotal citada y del artículo 46 de la Instrucción entre- 
sacamos los siguientes principios: 1) El que carece de acción no puede ser 
parte en el juicio y, por tanto, no puede intervenir con intervención prin- 
cipal. 2) El que interviene con intervención accesoria no es verdadera parte 
en el juicio y, por tanto, no puede gozar de los derechos de las partes, ni el 
que así. interviene. obtiene. consortium litis. con la parte que favorece, en 


(79) CORONATA: Ob. y 1. c. 
(80) ROBERTI: De Processibus, I, pág. 537. 
(81) Sent. núm. 3. A n 


(82)..Se reflere al num. 3 de' ln Sent.,. donde había citado me uceló 
259 de^Ja Sent.» ; a el art. 46d a 5 
por analogía, el can, 1.937. f i t . : 5 riens 
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nuestro caso el fiscal. 3) La intervención accesoria da derecho a tener un 
abogado, el cual puede proponer pruebas (83) y presentar alegaciones en 
orden a procurar el interés privado que pueda tener en la causa; y 5) La in- 
tervención accesoria depende siempre de la parte a quien se ayuda, por lo 
que si ella desiste de su acción, no se sostiene la intervención accesor‘a. 

En nuestras causas si el denunciante fuera un cónyuge no culpable po- 
dria tener consortium litis con el fiscal y acusar, a su vez, el matrimonio: 
si fuere un cónyuge culpable o un denunciante no cónyuge, no puede tener 

ntervención principal en la causa, pero la puede tener accesoria en i sentido 
woods 

Nuestra sentencia concede la intervención accesoria a unos denuncian- 
tes no cónyuges, pero al citar el artículo 46 de la Instrucción reconoce esta 
misma intervención al cónyuge culpable, contra lo que dice CAPPELLO (84), 
el cual lo niega a los cónyuges porque establece como requisito para la in- 
tervención accesoria el que sea pro iure alieno (85) y les concede solamente 
el poder facilitar argumentos al fiscal ut denuntians in processu criminali, 
negando expresamente la facultad de nombrar abogado que les concede el 
articulo 46 de la Instrucción. 

La opinión del P. CAPPELLO se funda probablemente en la doctrina, sin 
duda verdadera, de que una Instrucción no puede derogar la ley, en este 
caso el Código, el cual, en el canon 1.655, citado por el egregio canonista, 
sólo concede a las partes el derecho a constituir abogado, y aun cuando 
dicho canon no excluye el que lo pueda constituir quien no sea parte en el 
juicio, al exigir el canon 1.661 que la comisión para el patrocinio de la 
causa ha de proceder de la parte o el juez, parece indicar que no lo puede 
constituir quien no sea parte. Notemos, sin embargo, que en el canon 1.661 
se habla del patrocinium causae y que el abogado del artículo 46 de la Ins- 
trucción más bien procura el patrocinio del interés privado en una causa 
de interés püblico. + 

Como sea, nuestra sentencia concede a la Instrucción de la Sagrada 
Congregación de la Disciplina de los Sacramentos de 15 de agosto de 1936 
“Confecta S. Congregationis auctoritate" (86) aquel valor interpretativo 
del Código que el motu proprio “Cum iuris”, de 15 de septiembre de 1917, 
en su párrafo 2, reconoció expresamente a las Sagradas Congregaciones 
Romanas: “Instructiones, si res ferat, edere, quae tisdem Codicis praeceptis 


(83) Inst. 15 ag. 1936, art. 46. 

(84) De Sacramentis, vol. HI, pars. II (faurini-Romae, 1939), pág. 428. 

(85) También WERNZ-VIDAL (Tus canonicum, vol. VI, pág. 513) aflrma HUE el neis e 

accesorio “agit pro iure alieno". . host i i a: i i 
(86) Sent. núm. 6. 
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maiorem et lucem afferant et efficientiam pariant” (87). Nótese que la 
sentencia extiende a todo interventor accesorio, aun no cónyuge, el derecho 
a tener un abogado que le defienda, derecho que el repetido artículo 46 
sólo afirma expresamente del cónyuge. Más que extender el derecho del ar- 
tículo 46, la sentencia expone la doctrina fundamental de la intervención 
accesoria, de la cual aquel artículo es una aplicación. 


La sentencia determina como derechos de esta intervención accesoria 
el tener abogado, proponer testigos y presentar alegaciones. Cabría aquí 
una pregunta: ¿goza además el tal interventor accesorio de otras faculta- 
des procesales, por ejemplo, promover incidentes, excepcionar, reprobar tes- 
tigos, etc.? Sin pretender resolver la cuestión nos atrevemos a manifestar 
nuestra opinión negativa fundados en la doctrina de la sentencia de que el 
interventor accesorio no es parte en el juicio y, por lo tanto, su función 
procesal es únicamente un temperamento de equidad canónica al rigor ju- 
rídico del proceso. l 


Todavía cabe otra cuestión. ¿Tiene el Tribunal obligación de conceder 
tal intervención accesoria? Permitasenos manifestar, no sin cierto temor 
y sin pretender dar una respuesta categórica, nuestra opinión negativa, con 
una mitigación, a saber: el Tribunal no podrá negar tal interveneción ac- 
cesoria al cónyuge culpable, a quien la concede el tantas veces citado ar- 
tículo 46, pero podrá negarlo a los demás. 


Hasta ahora nos hemos referido a la intervención del denunciante como 
actor, o sea en favor del Promotor de Justicia, que acusa el matrimonio ; 
pero no hemos considerado al cónyuge culpable de la nulidad o no culpable 
a quien se cita para contestar la demanda y se opone a la petición fiscal, 
a lo cual tiene perfecto derecho, aun cuando fuere culpable, pues el ca- 


non 1.971 le incapacita para la función actora, no para la función deman- 
dada (88). + 


(87) La Sent. en este lugar (núm. 6) cita el Motu Proprio y veproduce estas mismas pa- 
labras. 

(88) Siendo actor el Fiscal deben ser emplazados para contestar la denranda los dos cón- 
yuges, los cuales pueden tener las siguientes figuras en el proceso: 1) Cónyuge o cónyuges 
culpables: a) si se allana a la demanda: puede tener intervención accesoria, si la piden; si no 
la pidieren, sólo se les volverá a citar para ser interrogados y se les notificará la sentencia; 
h) se opone a la demanda, puede tener intervención principal o consortium litis con el De- 
fensor del Vínculo. 2) Cónyuge no culpable: a) está conforme con la demanda: puede ser 
actor con consorlium litis con el Fiscal; o bien puede conformarse con la intervención ac- * 
cesoria; o bien, si nada pidiere, se le tratará como hemos dicho en el apartado 1) a); b) se 
opone a la demanda: su posición procesal es idéntica a la del apartado 1) b). 
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III. “LA APELACIÓN EN LAS CAUSAS DE NULIDAD DE MATRIMONIO ACUSADAS 
POR EL PROMOTOR DE JUSTICIA 


Esta tercera parte tiene por objeto un punto cuya solución es una mera 
aplicación de la doctrina expuesta en las dos anteriores. Consideramos: 
1) El derecho de apelar; y 2) La obligación de apelar. 


1. El derecho de apelar. 


El canon 1.879 especifica las personas que tienen derecho a apelar, esto 
es, las partes, el Promotor de Justicia y el Defensor del Vínculo. En las 
causas matrimoniales, por tanto, en que haya sido actor el fiscal pueden 
apelar: a) Los cónyuges no culpables que hayan sido actores con «el fiscal. 
b) Los cónyuges, sean o no culpables, que hayan sido demandados. c) El de- 
fensor del vínculo. No pueden apelar, por no haber sido partes en el juicio, 
los que hayan intervenido con intervención accesoria, cónyuges o no cón- 
yuges. La decisión rotal es diáfana en este punto. En el número 2 afirma 
que no se ha de admitir la apelación de la denunciante Emilia, madre del 
esposo: " Dna. Aemilia non potest in iudicio consistere utl actrix, in casu: 
caret actione de qua agitur, consequenter caret iure appellandi" (89). En el 
nümero 9 niega incluso a los interventores accesorios el hacerlo a título 
de oposición de tercero, a tenor del canon 1.898: 


ii qui Promotori adhaeseruut per interventum accessorium, absque igitur 
iure accusandi nullitatem matrimonii, carent iure áppellandi adversus sententiam 
illam. Lex enim quae denuntiantibus denegat actionem seu ius accusandi, non pa- 
rum sibi contradiceret si iisdem concederet, etiam titulo oppositionis tertii, ius ap- 
pelandi, seu ius accusandi matrimonium in nova instantia. Dicetur: appellatio est 
species defensionis, quae igitur competit cuivis qui se per sententiam gravatum sen- 
tit, in iuribus suis. Res.: attenta lege can. 1.971, parr. 2, agitur de causa quae ex- 
clusive agitur a Promotore Iustitiae, nomine boni publici, nec ideo versatur de iure 

. eorum qui propter utilitatem privatam interveniunt in causa. Non habent litis con- 
sortium cum Promotore, nec inter eos et Promotorem haberi potest communio ap- 
pellationis; itaque, eo non appellante, illi. non possunt appellare. Promotore non 
appellante, si nec pars conventa velit appellare, nec Defensor Vinculi debeat aut 
velit appellare, causa finita est; deficit actor, nec quisquam iure appetat; sed nemo | 
iudex sine actore, sine appellante" (90). 


En una palabra, la apelación es un remedio destinado ünicamente a re- 
parar lo injusto de la primera instancia, en el cual la figura del apelante 


(89) Sent. nüm. 2. 
(90) Sent. nüm. 9. 
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corresponde a la figura del actor. Quien carece de acción, carece de derecho 
de apelar. 

La Comisión de Intérpretes del Código ha confirmado oficialmente esta 
doctrina en la respuesta de 3 de mayo de 1945 (91): “An coniugi inhabili 
ad accusandum matrimonium ad normam can. 1.971, parr. 1, n. I, com- 
petat ius appellandi vel recurrendi adversus sententiam in favorem matri- 
monii latam. R) Negative, salvis extraiudicialibus recursibus.” Dice “sen- 
tentia in favorem matrimonii", pues es evidente que si el cónyuge culpable 
ha sido demandado, puede apelar de una sentencia contra el vínculo: Dice 
salvos los recursos extrajudiciales, porque, como vamos a ver en seguida, 
le queda al cónyuge culpable el derecho a recurrir al Ordinario o a la Santa 
Sede si no está conforme con la decisión del Fiscal de no apelar 

El eminente P. REGATILLO, S. J., en “Sal Terrae” (92), formula di- 
versas hipótesis para conocer el sentido de la duda que ha interpretado la 
Comisión. Con todo el respeto nos atrevemos a sugerir que acaso la hipó- 
tesis considerada por la Comisión ha sido la que se deduce de la doctrina 
de nuestra sentencia, a saber: que el cónyuge culpable intervino con inter- 
vención accesoria en la primera instancia, en la cual fué actor el promotor 
de Justicia. 


2. El deber de apelar. . 


El canon r.879 habla solamente del derecho de apelar. En todo el Có- 
digo solamente encontramos el canon 1.986 que hable del deber de apelar, 
deber que incumbe al defensor del vínculo cuando la sentencia del Tribunal 
de primera instancia haya sido favorable a la nulidad. 

Veamos cómo puede existir el deber de apelar en las causas matrimo- 
n'ales acusadas por el fiscal. Las exigencias del bien público, ¿imponen al 
Promotor de Justicia alguna vez el deber de apelar? Podemos distinguir 
dos hipótesis. ' 


Primera hipótesis: la sentencia del Tribunal de primera instancia, favo- 
rable a la nulidad.—En este caso el Fiscal no tiene por qué apelar, pues, 
por un lado, ha sido el vencedor en el juicio y, por otro, aun cuando debe 


procurar la doble sentencia conforme, ya apelará necesariamente el defen- 
sor del vinculo. 


„ Segunda hipótesis: la sentencia de primera instancia favorable al vinculo. 
En, este caso el bien público exige del Fiscal que examine la sentencia, El 


(91) AAS., XXXVII, 149. 


(92) E. F. REGATILLO: M de la Comisión de Intérpretes, De iure dccusandi matri- 
monium, “Sal Terrae” (1946), núm. 1, pág. 34 Y sigs. 
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examen puede dar dos resultados: a) Subsisten todavia tanto la probabili- 
dad intrinseca de la nulidad como las circunstancias, en virtud de las cuales 
el bien público exigía la acusación; el Fiscal tiene obligación de apelar; y 
b) La acusación iuxta suam conscientiam. no se sostiene; no tiene obliga- 
ción de apelar. Es la aplicación del principio tantas veces repetido: la acu- 
sación del Fiscal ünicamente se sostiene en cuanto lo exige el bien püblico. 
Por esto dice la sentencia rotal: “Promotor Iustitiae potest, lata sententia, 
non appellare, aut appellationem. motam non prosequi, si sibi constiterit, 
factam. accusationem, sustineri non posse vel in iure vel in facto” (93). 


Cuáles sean las exigencias del bien püblico o lo ha de decir la ley o, 
en su defecto, lo ha de apreciar aquel oficial que es su procurador nato, 
el Fiscal. Ahora bien: no hay ninguna ley que obligue al Promotor de Jus- 
ticia a apelar, luego él lo ha de decidir. Dice la decisión rotal: *... Sigui- 
dem de causis matrimonialibus nulla lata est lex qua Promotor Iustit'ae 
semper teneatur ad causam prosequendam usque ad ultiman possibilem. in- 
stantiam, sin minus ad appellandum a quavis sententia sibi contraria, etiam 
si causam iudicio Ordinarii introducerit” (94), y añade: "Nec talis lex 
lata est quoad causas criminales” 


Sin embargo, según dijimos en la primera parte, el Promotor de Jus- 
ticia obra siempre con dependencia del Ordinario en la diócesis y de la Santa 
Sede en la Sagrada Rota Romana. De ahí que el que se sintiere perjudi- 
cado, el denunciante, por ejemplo, por la decisión del Fiscal de no apelar, 
puede recurrir, por vía administrativa, al Ordinario o a la Santa Sede, res- 
pectivamente. Hemos de notar en la apelación dos momentos: a) Interposi- 
ción de la apelación ante el Tribunal a quo (canon 1.881), y esto corres- 
ponde al Fiscal de dicho Tribunal; y b) Prosecución de la apelación ante 
el Tribunal ad quem (canon 1.883), y esto corresponde al Fiscal del Tribunal 
superior. Este Fiscal del Tribunal ad quem tiene tan perfecto derecho como 
el del Tribunal inferior de analizar si existen los requisitos necesarios para 
que pueda mantenerse la acusación, y aun puede discrepar en su criterio 
del Fiscal inferior y, en este caso, no proseguir la apelación. No obstante, 
también de esta apreciación del Fiscal del Tribunal superior puede el que 
se sienta perjudicado recurrir al Metropolitano o, si se tratare de la Sa- 
grada Rota, a la Sagrada Congregación. Unicamente el Ordinario de la 
archidiócesis o de la diócesis de apelación y la Sagrada Congregación, en 
su caso, podrán dirimir la cuestión; pero jamás podrán los Tribunales, ni 


(93) Sent. nüm.'8. 
(94) Sent. nüm. 8. 
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aun la Sagrada Rota Romana, obligar al Fiscal a “apelar o a proseguir la 
apelación. Tal es la doctrina de la decisión rotal, en la cual se trataba de 
la obligación del Fiscal de la Sagrada Rota de proseguir la apelación. “Solu- 
tio autem quaestionis an Promotor Iustitiae Rotalis teneatur appellationem 
prosequi adversus sententiam. Tribunalis inferioris aut appellare a senten- 
tia Rotali, ad normam supra expositorum, non pendet ab iis qui unam. po- 
testatem iudicialem habent, seu non pendet a Ponente nec a Turno... sed 
pendet a Dicastero Curiae Romanae..." (95). 


Permítasenos ahora, por vía de conclusión, hacer algunas considera- 
ciones jurídicas sobre el proceso en las causas de nulidad de matrimonio 
promovidas por el Promotor de Justicia. 


Podemos distinguir el interés, el derecho, la acción y el proceso. En- 
tendemos por derecho un interés protegido juridicamente; por acción, la 
defensa del derecho, y por proceso, el medio de ejercitar la acción. Ahora 
bien: cuando en el proceso la parte demandada no se allana a la demanda, 
se produce un conflicto de intereses que la sentencia ha de resolver. 


En las causas de nulidad de matrimonio promovidas por el Fiscal in- 
fervienen intereses de distintas categorías que entran en conflicto. 

Ante todo interviene un doble interés de carácter püblico: a) El interés 
que tiene la sociedad de que se mantenga la indisolubilidad del matrimonio, 
interés que el Derecho protege con toaa ta amplitud que vemos en el ca- 
non 1.014; de aqui el derecho de la sociedad a defenderse de cualquier 
pretensión (96) contra la validez del vinculo; y b) El interés que tiene la 
sociedad de que se declaren nulos aquellos matrimonios que, siéndolo, re- 
«únen tales circunstancias, que de no declararse la nulidad se seguiria un 
¿perjuicio para el orden público; de aquí el derecho de la sociedad a exigir 
tal declaración y pretenderlo en juicio; el Fiscal titular de la acción cuyo 
"derecho pertenece a la sociedad es quien lo pretende. 


Además del interés püblico intervienen en estas causas intereses de ca- 
rácter privado, a saber: el interés que puedan tener los cónyuges en la de- 
'claración de nulidad o validez de su matrimonio y aun el interés que pueda 


(95) Sent. núm. 10. 


(96) Pretensión, en el sentido técnico de querer obtener la prevalencia de un interés en 
un conflicto intersubjetivo de interses. 
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tener un tercero en tal declaración. El interés de los cónyuges es protegido 
por la ley; de aquí el derecho de acusar el matrimonio y: el de oponerse 
a la acusación. Con todo, los cónyuges culpables no pueden defender su 
derecho de acusación, ya que se hallan privados de acción. En cuanto a los 
terceros, sin atrevernos a negar que el orden jurídico canónico proteja su 
interés de un modo absoluto, al menos podemos, ciertamente, afirmar que 
les niega toda acción directa (97) encaminada a la defensa de tal interés. 

Si el proceso es un “conflicto intersubjetivo de intereses calificado por 
una pretensión resistida” (98), diremos que, en nuestro caso, es un con- 
flicto intersubjetivo aparente de intereses de orden público, a los que se 
juntan, a veces, intereses de orden privado, más o menos protegidos por 
la ley, calificado (tal conflicto) por una pretensión del orden público resis- 
tida por una exigencia fundamental del bien común. 

Explicamos nuestra definición en la siguiente forma: en estas causas 
el Promotor de Justicia formula una pretensión a la que necesariamente 
se ha de oponer el Defensor del Vínculo, de donde resulta un aparente con- 
flicto entre el interés, por una parte, de ser declarado nulo el matrimonio, 
que por serlo en determinadas circunstancias altera el orden social, y, por 
otra parte, el interés de mantener la indisolubilidad del vínculo. El segundo 
interés es, en principio, superior al primero; de aquí la situación procesal 
privilegiada del Defensor del Vínculo sobre el Fiscal. Sin embargo, el con- 
flicto es aparente, porque un interés no puede ser jurídicamente protegido 
si no está conforme con los principios éticos, por lo cual la sentencia no 
ha de declarar cuál interés prevalece, sino cuál interés responde a la rea- 


lidad. 


Hemos dicho que se juntan, a veces, intereses de orden privado, a sa- 
ber: el interés de los cónyuges. En estas causas tal interés privado o estará 
en conflicto con el interés público defendido por la acción acusatoria del 
Fiscal o con el interés también público defendido por el Defensor del Vínculo, 
En ambos casos la situación procesal de los cónyuges será inferior a la de 
los representantes del ministerio público, como inferior es el interés que 
pretenden defender. Si se oponen al Fiscal gozan, aun siendo culpables, de 
acción para defenderse; si, en cambio, se oponen al Defensor del Vínculo, 
únicamente gozan de acción para adherirse a'la pretensión del Fiscal los 
cónyuges no culpables, ya que a los otros la ley les ha negado la legitima- 
ción activa. Pero hemos afirmado: “un interés más o menos protegido” 


(97) Crf. can. 1.972, donde se concede indirectamente una accion acusatoria del matri- 


monio a los terceros. 
(98) Pro CIPROTTI: Lezioni di Diritto Canonico. Parte generale TUS 1943), pág. 24. 
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porque aun el interés del cónyuge culpable tiene una cierta protección ju- 
rídica e incluso una cierta intervención procesal mediante la intervención 
accesoria, como hemos explicado en la segunda parte. 

Hemos llamado la pretensión del Promotor de Justicia una pretensión 
de orden público por fundarse, precisamente, según antes explicamos, en 
una perturbación del orden social producida por el escándalo y notoriedad 
de la nulidad o, al menos, en un fenómeno para que se dé tal notoriedad, 
como sucede en los impedimentos natura sua públicos. 

Finalmente, hemos afirmado que la resistencia necesaria a la pretensión 
Fiscal por parte del Defensor del Vínculo procede de una exigencia funda- 
mental del bien común de la Tglesia, cual es el procurar la observancia del 
derecho divino que establece la indisolubilidad del vínculo matrimonial. 


ManuEL BONET 


Profesor del seminario de Barcelona. 
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LOS LECTORALES DE DECRETO 
Y LA ANTIGUA FACULTAD DE CANONES 
DE LA UNIVERSIDAD DE SANTIAGO 


En la Catedral de Compostela hubo hasta el Concordato de 1851 una 
canonjia de oficio, además de las cuatro que desde fines del siglo xvi solía 
haber en las Catedrales de España. Y no era este un caso singular, pues 
sin salir de Galicia, y por no extendernos a hablar de las Dignidades, tan 
diversas en cada Cabildo, en la Iglesia de Lugo habia dos Doctoralias. 


A esta prebenda peculiar de Santiago se la llamaba Lectoralía de Cá- 
nones O de Decreto, y desde.las Constituciones que para la Universidad de 
Santiago dió Felipe II, al menos desde las de 1588, que son las primeras 
que conocemos, tenía su titular la obligación de enseñar en ella el Decreto 
de Graciano. 

Había obtenido la creación de tal canonjía el Deán don Diego de Mu- 
ros, en 1506, del Papa Julio II. Era entonces el antecesor de Alonso de 
Fonseca en la fundación del Estudio General Compostelano, además de 
primera Dignidad del Cabildo de Santiago, Obispo de Mondoñedo. 


Y como Fonseca creó en Salamanca en 1521 el Colegio del Arzobispo, 
Muros, cuatro años antes, siendo Obispo de Oviedo, fundó en la más docta 
ciudad de España el del Salvador, con aquél.uno de los cuatro mayores 
de Salamanca. 

La Lectoralía de Decreto fué la primera prebenda de oficio que tuvo 
la Iglesia compostelana y con que ésta empezó a cumplir lo dispuesto por 
Sixto IV en su conocida Bula de 1 de diciembre de 1474. Julio II concedía 
para el Estudio fundado en 1501 por Diego de Muros y el notario com- 
postelano Lope de Marzóa, y que perfeccionó Fonseca elevándolo a Uni- 
versidad con la Bula de Clemente VII que consiguió en 1526: “Canonica- 
tum et praebendam uni doctori aut licenciato in utroque vel altero. jurium 
graduato qui in dicto studio jus canonicum. juxta ordinationem. per dictum 
episcopus mindoniensem legere debeat et teneatur ad praesentationem de- 
cani dictae eclesiae pro tempore existentis". Y el 2 de septiembre de 1511 
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era recibido por el Cabildo como Lectoral de Canones el Licenciado Gomez 
Gonzalez de Chantrero. 

La canonjía doctoral no se creó en Santiago hasta 1563, cuando em- 
pezó a revivir la Facultad de Cánones, tan disminuida por el organizador 
de la Universidad, el catedrático de Alcalá doctor Andrés Cuesta, enviado 
a Santiago por el Consejo Real en 1555 y que traía el entusiasmo exclu- 
sivo por las Facultades de Teología y Artes, que el Cardenal Cisneros ha- 
bia inculcado en la gloriosa “alma mater” por él creada. En 30 de marzo 
de 1585 el Cabildo concretaba las diferencias entre la Doctoralía y la Lec- 
toralía de Escritura, fundadas en Compostela en 1547 y 1558, respecti- 
vamente. 

El Lectoral de Decreto fué siempre el primero de los tres catedráticos 
de que constó la Facultad de Cánones de la Universidad de Santiago hasta 
la primera gran reforma que tuvo ésta en el siglo xvirr y que fué cau- 
sada por las Providencias Reales de 1751. Su lugar en el Claustro era pre- 
ferente al del Decano de los Doctores de su Facultad, según nos enseñan 
las Constituciones de 1588; no podía ser multado por el Claustro o el Rec- 
tor, que en caso de culpa debía avisar al Prelado o Cabildo; leía una hora 
al día materia distinta, pero siempre en el Decreto de Graciano, cada año 
de los cinco de que se compuso la carrera de Cánones hasta la reforma de 
las Universidades de España, hecha principalmente por Campomanes en 
el año 1771, y gozaba de una autonomía superior a todos los otros cate- 
draticos, a excepción del Lectoral de Escritura, que siempre ocupaba puesto 
preferente a él. | 

Después de Chantrero fueron, sucesivamente, Lectorales de Decreto 
Martín Fernández Salinas, Diego Alba, Lerma, Tomás Baeza Polanco, 
Benito Méndez de Parga y Andrade, Pedro Fernández de Parga y Gayoso, 
Pedro de Valdés, Feijoo Novoa, Lorenzo Pérez de Lamas Gesto, José An- 
tonio Jaspe Montenegro, Miguel de Míllara Montenegro, Benito Estévez 
de Castro, José Vicente Fernández Boán, Francisco Javier Valdivieso Caa- 
maño, Lorenzo Ortega y Pedro García Taboada, que murió en 1855. El 
Gobierno, al morir éste, nombró un canónigo de gracia, y así terminó la 
presentación del Lectoral de Decreto a que tenía derecho el Deán de San- 
tiago y que desde el Concordato de 1753 ejercía en los cuatro meses de 
marzo, junio, septiembre y diciembre, mientras el Rey en los demás. 

Todos ellos desempefiaron, como era corriente en aquellos tiempos, en 
que la cátedra solía ser ocupación de juventud, papel más lucido como ca- 
nónigos o en la vida administrativa que como catedráticos. 
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o EF más notable fué, sin duda alguna, Méndez de Parga y Andrade, 
insigne publicista, cosa tan rara en los antiguos maestros de la Univer- 
sidad compostelana, poco amigos hasta principios del siglo xix de dar a 
conocer por medio de la imprenta sus investigaciones. 

En 1626, con motivo del Año Santo jacobeo de 1627, escribió MÉNDEZ 
un magnífico y amplio estudio de doscientas cuarenta y seis páginas, que 
se imprimió en Santiago en 1628 con el título Dilucida et elegans Inter- 
pretatio ad Bullam Alexandri III. De jubileo Divi Jacobi unici Hispania- 
rium patroni. 

Es un comentario a la Bula de Alejandro III, de 1179, cuyo texto se 

conservae en el archivo de la Catedral compostelana en una copia del si- 
glo xv, según la cual este Papa confirmó el jubileo concedido a la Iglesia 
de Santiago por Calixto II, Eugenio III y Anastasio IV. Y es el libro del 
Doctor Méndez un profundo y vasto estudio teológico-canónico sobre el 
jubileo y las indulgencias hecho con criterio excelente, de sumisión a la 
Iglesia, a la Inquisición y al que opine mejor que él, muy ordenado, con- 
ciso y claro, y a la vez con una visión sistemática y original, que no lo dis- 
tinguiría de los autores modernos, si no fuese por el afán, entonces tan 
corriente, de atestar de citas de numerosos autores casi todas sus afirma- 
ciones. En él revela conocer muy bien el Derecho Canónico y la Teología 
Moral, tan unidos en materia sacramental, penal y de indulgencias, y el 
Derecho Romano y español, cuya literaetura maneja sabiamente. 
. - Cuando para ambientar sus juicios acude a la Historia, demuestra es- 
tar al tanto de las más recientes, lo mismo de Santiago que de los Ponti- 
fices Romanos, prueba el Primado de San Pedro excelentemente y discurre 
con toda prudencia sobre el ministro ordinario del Sacramento de la Peni- 
tencia y acerca de los casos reservados, citando con mucho ingenio al Car- 
denal Torquemada para el Primado, y al Doctor Navarro, al franciscano 
portugués Manuel Rodrígues y sobre todo a Suárez, entre muchos escri- 
tores antiguos y modernos, para la penitencia, sin perder jamás la nota 
personal. s | 

El libro, dedicado al Deán y Cabildo de su Iglesia, y escrito con gracia 
y en latín elegante, lo compuso para utilidad de los peregrinos, y en espe- 
cial de los confesores, cuya labor en los Años Santos de aquella época era 
pesadísima por la ingente concurrencia de penitentes. Entre otras noticias 
curiosas que esmaltan su libro, nos dice que alguna vez vió él mismo a los 
capellanes, canónigos, y al mismo Arzobispo, administrando el sacramen- 
to de la Penitencia a una multitud inmensa. 

El mismo año 1628 publicó en Santiago un opúsculo contra el Docto- 
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ral de Salamanca BALBoA MONTENEGRO, catedrático de Prima de la ciu- 
dad del Tormes que había dado a luz una defensa del Compatronato de 
Santa Teresa de Jesús sobre España, confirmado por Breve de Urba- 
no VIII en 1627. MÉnDEz dice que la elección de santos abogados es vo- 
luntaria, pero la de Patrono no. Sólo se nombra al que se debe de justicia. 
La defensa que MÉénDEz hace del único patronato del Apóstol es la de un 
sutil abogado y hábil dialéctico, muy conocedor de la técnica jurídica y 
profuso en la apelación en su favor a teólogos y canonistas. Entre los de- 
fensores que surgieron entonces del patrono de España, entre los cuales 
está Don Francisco de Ouevedo, ocupa nuestro Lectoral de Decreto un 
puesto de honor. 

Según el historiador de la Iglesia compostelana, López FERREIRO, dejó 
además manustritos unos comentarios a las Constituciones capitulares, da- 
das en 1578 por el Arzobispo Don Francisco Blanco, que fué el prelado 
que trató primero de ejecutar en la archidiócesis compostelana las dispo- 
siciones del Concilio de Trento, del que fué miembro distinguido cuando 
era Obispo de Orense. 


MÉNDEZ antes de ser Doctoral de Decreto, cargo que desempeñó du- 
rante más de treinta años, había sido catedrático de Cánones en la Uni- 
versidad y en ella fué tres veces Rector, puesto que desde las Constitucio- 
nes del Doctor Cuesta de 1555 ocupaba siempre un canónigo de esta Igle- 
sia y que fué cargo anual hasta la reforma de 1751. También fué tres ve- 
ces Vicario Capitular, oficio que en Santiago desempeñaron siempre dos 
canónigos hasta muy entrado el siglo xIX, y también fué Vicario del Deán, 
pues esta Dignidad hasta el Concordato de 1851 podía nombrar a un ca- 
nónigo para presidir en sus ausencias al Cabildo de Santiago. También fué 
Inquisidor de Galicia. 


Como Méxbez, fueron Vicarios Capitulares los Lectorales Parga Ga- 
yoso y Valdés de Feijóo, y Rectores de la Universidad el mencionado Ga- 
yoso y Millara Montenegro. l 

Asi como de cada una de las otras cuatro canongias de oficio salieron 
varios Obispos, de la Lectoralia de Decreto sólo llegó a la plenitud del 
sacerdocio Jaspe Montenegro, que fué auxiliar del Arzobispo de Santiago 
Monroy, y a quien sólo un mes sobrevivió. 

Jaspe Montenegro había sido catedrático de Instituta, cátedra creada 
en 1648, antes de ser Lectoral. También lo fueron Millara, Pérez dẹ La- 
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mas, Estévez de Castro y Fernandez Boán. Y, además, todos estos menos 
Estévez, fueron catedráticos antes de alcanzar la prebenda y después de 
haber desempeñado la de Instituta, de otras asignaturas de las Facultades 
de Leyes o Cánones. 


Al ser unida la enseñanza del Decreto de Graciano a la de Decretales 
por el plan de 1824, empezó a perder importancia la Lectoralia de Decreto. 
Desde septiembre de 1826, en que murió el Lectoral Lorenzo Ortega, Pro- 
visor del Arzobispo Múzquiz, estuvo vacante la prebenda hasta 1834, en 
que la obtuvo el hasta entonces Provisor de Salamanca Pedro García Ta- 
boada. Y con la fusión de Cánones y Leyes en una Facultad, en octubre 
de 1842, desaparecieron de la Universidad de Santiago los Lectorales de 
Decreto, que habían ocupado durante más de tres siglos la cátedra más 
antigua del único Estudio general de Galicia. 


PauLino PEDRET CASADO 


Catedrático de Derecho Canónico en la Universidad de Santiago. 


Fuentes consultadas: 


Archivo de la catedral de Santiago. A 

Historia de la Santa Iglesia de Santiago, por D. ANTONIO LÓPEZ FERREIRO. i 

Decanologio de la catedral de Santiago, por D. SALUSTIANO PORTELA PAZOS. => 
Obras de MÉNDEZ DE ANDRADE, existentes en la biblioteca de la Universidad de Santiago 
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IV 
MISAS DE ASOCIACIONES 


También alguna vez se dudó si podía cumplirse la obligación que exis- 
te en algunas Asociaciones, Cofradías, Hermandades, etc., de aplicar una 
Misa por el asociado difunto, valiéndose para ello de una de las binadas. 
Los autores pensaron en este asunto de diversas maneras, y aun algunos, 
dentro de su mismo sistema, de modo contradictorio (1). Hoy tenemos so- 
bre el particular dos documentos de jurisprudencia decisivos y terminantes, 
aunque no del todo completos. 

El primero es la causa de la Sagrada Congregación del Concilio Nan- 
ceyense, de 14 de septiembre de 1878. Allí se dice que los miembros de la 
Congregación de San José tienen tomo obligación reglamentaria aplicar 
una Misa por cada difunto de la dicha Asociación, y que, no obstante la 
Constitución de BENEDICTO XIV Cum semper oblatas (2) y la práctica cons- 
tante de la misma Congregación del Concilio, el párroco que bina o el sacer- 
dote que repite la Misa en un mismo día pueden aplicar una de ellas por 
el asociado difunto, aunque la otra Misa la hayan aplicado por título de 
justicia o con estipendio. 

Es muy de tener en cuenta la advertencia que hace el consultor al dis- 
cutir la causa. Por un lado, observa aquél, la razón por la que se prohibe 
recibir estipendio en la segunda Misa es evitar hasta la apariencia de lucro 
en cosa tan sagrada como es el Sacrificio. Ahora, como este fin no se con- 


(1) Many, por ejemplo, afirma. que la obligación de aplicar estas Misas es de pops pero 


que puede cumplirse con la binada: De Missa, n. 60. 
(9) C. J. C. Fontes, I, n. 345. Romae, 1998, pag. 824. 
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seguiria si no se prohibiera incluso la percepcion indirecta de estipendios 
en tales casos, y como, por otro lado, al aplicar la Misa por un cofrade di- 
funto, el celebrante percibe, por lo menos, de un. modo indirecto algún es- 
tipendio, ya que al aplicar tal Misa cumple con una obligación que de no 
cumplirla él personalmente le costaría un estipendio que daría a otro sacer- 
dote, o le costaría perder él un estipendio de otro día al aplicar por el di- 
funto, parece que en tales casos el sacerdote que bina aplicando por el 
asociado difunto percibe estipendio de modo indirecto, y, por lo tanto, no 
puede satisfacer a esta obligación con la Misa binada. 

El raciocinio no concluye, observa el mismo consultor. No concluye, por- 
que el sacerdote que aplica una Misa binada por el difunto de una Asocia- 
ción cualquiera no percibe estipendio, desde luego, de modo directo, ya que 
de hecho nada percibe. Ni siquiera lo percibe de modo indirecto, pues a ha- 
cer tal aplicación está obligado no por un vínculo de justicia, sino de ca- 
ridad. Luego como no exista ley alguna que prohiba al sacerdote que bina 
aplicar la segunda Misa por su devoción, o por sus difuntos, o por las al- 
mas del Purgatorio, se tiene que tampoco se le prohibe aplicar dicha Misa 
por el alma de un hermano difunto, porque “aquello se juzga permitido 
que no se encuentra por el derecho prohibido” (3). 

Advertencia importantísima ésta, por precisar en qué consiste la per- 
cepción indirecta del estipendio (de un modo negativo) y señalar, desde 
este punto de vista, la obligación de aplicar tales Misas como nacida de 
un vinculo de caridad y no de justicia. 

Por lo demás, la discusión de la presente causa es una de las mejores 
de nuestra jurisprudencia canónica. La perspicacia del consultor aleja los 
peligros en que tropezaron autores como Many (4) y LEHMKUHL (5), ne- 
gando en absoluto que haya en estos casos percepción indirecta de esti- 
pendio o título alguno de justicia. ¿Cómo puede afirmarse que haya per- 
cepción indirecta de estipendio apoyándose, para ello, en la razón de que si 
el sacerdote que bina no aplicara personalmente por el cofrade difunto, 
Oo aplicara en otro día distinto de la binación, le costaría perder un esti- 
pendio, si, precisamente, esto es lo que se trata de demostrar? Circulo vi- 
cioso y bien disimulado por cierto, descubierto con sagacidad por el con- 
sultor de la causa. : 

El otro documento, decisivo también y terminante en la hipótesis que 
estamos estudiando, es la ya aducida causa de Viviers, de 5 de marzo de 
: ` 


(3) C. 3, C. FONTES, VI, n. 4.243. Romae, 1932; págs. 618-619. 
(4) L.C. 


(5) A. LEHMKUHL: Theologia Moralis, 11, Friburgi Br., 1895; pág. 160. 
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1887. En su virtud se resuelve que el sacerdote perteneciente a la Her- 
mandad de los Trescientos Presbíteros, que, en virtud de una cláusula 
reglamentaria, ha de aplicar una Misa por un hermano fallecido, puede ha- 
cerlo valiéndose de una de las binadas (6). 

Aunque nada nuevo añade esta decisión de la Congregación del Con- 
cilio a lo resuelto en la anteriormente citada, con todo, hay también en la 
discusión de la Vivariense advertencias de monta para nuestro objeto. En ' 
primer lugar, el consultor tiene sumo empeño en manifestar que, en el sen- 
tido en que va a fallarse la causa, no existe ni peligro de avaricia ni escán- 
dalo, ni se percibe directa o indirectamente lucro material, ni media título 
alguno de justicia, sino sólo de caridad. 

De los Reglamentos de tales Asociaciones que imponen una Misa por 
cada asociado que muere no nace obligación de justicia, aunque a primera 
vista parezca que en tales sociedades media el contrato facio ut facias, que 
pudiera traducirse: yo aplico por X difunto, para que cuando yo muera 
apliquen por mi alma todos los demás. Categóricamente deshace el con- 
sultor esta objeción, y establece de modo absoluto que, en el caso, no se 
da tal contrato: celebro para que otros celebren por mí; y que no obstante 
urgir el Obispo el cumplimiento de tales cargas y de hablar de una obli- 
gación reciproca, officiorum vicisitudo, dista mucho esto del título de jus- 
ticia; y que lo que se intenta en tales Reglamentos y ordenanzas del Obispo 
es el auxilio mutuo y las ventajas recíprocas para después de la muerte de 
los asociados (7). 

Tan claras y decisivas son las dos resoluciones que se acaban de adu- 
cir, que en modo alguno puede hoy sostenerse la sentencia contraria a la 
común, probable hasta hace poco en algunos autores teólogos y canonistas. 
Pero a pesar de ser estas decisiones claras, no son del todo completas. Pues, 
al.menos que yo sepa, no han sido objeto de consulta ni de solución, por 
parte de la Santa Sede, hipótesis que pudieran ofrecer alguna duda, ¿Qué 
“pensar de los Reglamentos de las Asociaciones que prohiben expresamente 
la satisfacción de esta carga con una Misa binada? Que se den tales Re- 
glamentos es posible, y en mis manos tengo uno que taxativamente dice: 
“No cumplen los socios esta carga (de la Misa) con la Misa de binación.” 
Es evidente que el Derecho particular puede establecer esta prohibición, 
ya que no se opone al Derecho del Código Canónico, que nada dice en 
contrario. Pero, a mi entender, el sacerdote que procediera antirreglamen- 
tariamente obraría contra la cláusula del Reglamento, pero de ningún modo 


(6) ASS XX, 35-40, ad I. 
(H L. xc. 
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contra el Derecho común, interpretado a la luz de la Nanceyense y Viva- 
riense, y, por lo mismo, el tal sacerdote no podría ser castigado, por esto, 
con las penas con que son sancionados los que violan el canon 824 en 
Siege: 

Igualmente, la jurisprudencia sólo procede en la hipótesis de que se 
trate de un socio; es decir, cuando el socio mismo cumple por sí, perso- 
nalmente, la carga con una Misa binada. Pero no se considera en los do- 
cumentos que hemos analizado el caso de que sea otro el que satisfaga 
aquella carga con la Mias binada, en nombre del socio. 

Cerremos, pues, el presente párrafo con estas conclusiones : 

1." Es evidente que se cumple con la Misa binada la obligación de 
estas Asociaciones, siempre que los Estatutos particulares no establezcan 
otra cosa y la carga la levante personalmente el mismo sacerdote asociado. 


2." La obligación de aplicar estas Misas nace de un título de caridad, 
pero no de justicia. 

3. Aquí, por percepción directa de estipendio se entiende el recibir 
algo de hecho, en calidad de estipendio; por percepción indirecta, el lucro 
o la ganancia que el celebrante reporta con su acción, siempre que inter- 
venga un titulo de justicia, y también en calidad de estipendio. 


V 
MISAS CELEBRADAS GRATUITAMENTE 


Compréndese en la actualidad bajo la denominación de “celebradas gra- 
tuitamente" todas las Misas en cuya aplicación no existe título de justicia. 
Tales son: las Misas celebradas en virtud de obediencia, caridad, fidelidad, 


o sencillamente aquellas cuyos estipendios lan sido condonados por el ce- 
lebrante. 


Dejando a un lado las Misas de Asociaciones, que, como se ha dicho, 
se rigen por una jurisprudencia especial y que, como se ha visto, no su- 
ponen título alguno de justicia, de las Misas que se celebran gratuitamente 
tratan, aunque de modo indirecto, los documentos pontificios en el punto 
de la binación que venimos estudiando. 


BENEDICTO XIV, en su Carta Declarasti, de 16 de marzo de. Tus 
donde se tiene un tratado magistral sobre la binación, ensefia que la De- 
cretal de ALEJANDRO II, que prohibe al sacerdote celebrar más de una-vez 
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al dia (1), no se ha de entender de un modo absoluto, ya que el Papa lo 
que entonces condenaba era iterar la Misa en un mismo dia por motivos 
puramente humanos. De donde deduce BENEDICTO XIV que no puede ale- 
garse en favor de la prohibicidn que pesa sobre el sacerdote de celebrar 
varias veces al dia aquella Decretal, pues cuando entonces no andaba de 
por medio la avaricia o la adulación (los dos únicos motivos puramente 
humanos señalados por Alejandro 11), quedaba libre el sacerdote para. re- 
petir el Sacrificio cuantas veces quisiera (2). 


Y un poco más adelante, el mismo Benepicto XIV establece: que la 
causa que han de tener presente los Obispos para conceder la binación a 
sus sacerdotes ha de ser la utilidad, no del celebrante, sino de los que oyen 
la Misa. Cita en su apoyo al Cardenal ZABARELLA (3), a ANTONIO Bu- 
TRIO (4), y al PANORMITANO (5). De donde concluye el mismo Pontífice 
que la utilidad que reportaría el celebrante percibiendo un estipendio más, 
en el caso de que binase, no se ha de considerar como utilidad de tipo 
canónico para que los Obispos autoricen a sus sacerdotes el repetir la 
Misa (6). ) 

En la Constitución Quod expensis, el mismo Papa indica, ya de modo 
terminante, la causa que motivó la supresión de los días polilitúrgicos. 
Causa que no fué otra sino evitar el peligro de avaricia, torpe lucro o 
mercantilismo por parte de los sacerdotes que celebraban varias veces al 
dia, o, a lo menos, poner fin a las habladurías de los impios que pudieran 
pensar que la Iglesia se movía por aquellos motivos al repetir la celebra- 
ción en ün mismo día (7). 

Lo mismo encontramos repetido con insistencia machacona en las cau- 
sas de la Congregación del Concilio: que en la binación se ha. de evitar la 
avaricia (8), que lo que. se prohibe en las Misas repetidas es recibir dos 
limosnas (9), etc. 

La doctrina de BeneDIcTO XIV y la práctica de i Sagrada Congre- 
gación no es más explícita en esta materia. Con todo, la luz que proyectan 
estos documentos es suficientemente clara para enjuiciar la hipótesis de 
las Misas gratuitamente celebradas. 


(DOO oxy LET, ale 
(2) C. J. C. Fontes, II, n. 365. Romae, 1928, $ 9, pag. 4 
(3) In cap. Consuluisti, n. 3. De celeb. Miss. 

(DILO C DA 


(A Een 
(CIA Sa pag. 05 

G God. Gs EONTES, Il, n. 901, 8.14, pag. 17738 15, pag. 178. 
(8) ASS, XX, 35-40. 


(9) S. C. C., 18 diciembre 1835; C. J. C. Fontes, VI, n. 4.054, pag. 329. 
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Asi, pues, cuando no puede darse avaricia en las Misas binadas, sino 
que, por el contrario, se interesa una virtud cualquiera, y el sacerdote que 
legítimamente bina, guiado por el impulso de esa virtud aplica la Misa, 
no obra en contra de la ley eclesiástica, aunque la otra Misa la haya cele- 
brado por título de justicia. 


Cabe, por tanto, siempre en una Misa binada el título de caridad. 
Por ejemplo: muere un sacerdote que ha percibido ya los estipendios, pero 
no ha celebrado las Misas. Otro sacerdote, en acto caritativo para con la 
persona que encargó las Misas (no para con el difunto sacerdote, a quien 
ya no le aprovecha aquel acto de caridad), puede aplicarlas valiéndose de 
las Misas que bine en los días festivos. 


También cabe en una Misa binada el título de mera obediencia: verbi- 
gracia, el religioso que celebra por mandato del superior o de su Regla. 
Entiéndase que esta hipótesis procede sólo en el caso de mera obediencia, 
porque puede suceder, y de hecho sucede a diario en las religiones, que a 
la obediencia se añada un título de justicia, aunque este último no ligue 
directamente al celebrante. Tal es, si un superior impone en virtud de obe- 
diencia a un religioso que aplique una Misa por la que el superior había 
recibido estipendio. Si en este caso, el religioso pudiera cumplir con una 
Misa binada aquella obligación, el religioso prácticamente podría recibir 
dos estipendios en un día. Los estipendios, por tanto, recibidos por el su- 
perior obligan por título de justicia a la casa religiosa, y esta obligación 
de justicia, junto con la de obediencia, pasa a los miembros de la comuni- 
dad por la designación que hace el superior. 


Igualmente, pueden cumplirse con las Misas binadas las obligaciones 
que nacen de la pura fidelidad, como son las Misas prometidas graciosa- 
mente a una persona, o las que no se han cobrado: si alguien encargó cinco 
Misas y sólo entrega dos estipendios, las otras tres pueden ser objeto de 
aplicación en las binadas; o aquellas cuyos estipendios se han condonado: 
por ejemplo, para no interrumpir unas gregorianas o para celebrar un fu- 
neral o un encargo de cualquier clase que urge, etc. 


Por el contrario, no puede cumplirse con una Misa binada una inten- 
ción que se cobra, aunque el estipendio vaya a parar directamente, sin pa- 
sar por manos del celebrante, a la fábrica de la iglesia, asilos, obras de 


cualquier clase que sean. Todo esto se entiende cuando no hay un Indulto 
de la Santa Sede contrario (10). 


(10) S. C. C., 25 septiembre 1858; 21 marzo 1863. 
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De la exposición y aplicación de los documentos aquí citados puede 
inferirse esta conclusión : 
Siempre que se dé un título gracioso, o no intervenga estipendio ni 


remuneración de justicia, pueden aplicarse por aquel título las Misas bi- 
nadas. 


VI 
UNA EXCEPCION 


La norma general, tantas veces repetida, de que el sacerdote que bina 
no reciba estipendio por la segunda Misa, sufre una verdadera excepción 
y admite una salvedad. 


La excepción se refiere a las Misas binadas en tierra de misiones. El 
15 de octubre de 1863, la Sagrada Congregación para la Propagación de 
la Fe, en letras EE UE dirigidas a los Ordinarios de las misiones, les 
dice: que no obstante la práctica universal de prohibir la Santa Sede la 
percepción de estipendio en la segunda Misa binada—práctica que han de 
conocer todos los Ordinarios, para que así se evite el peligro o apariencia 
de simonia, negociación y torpe lucro—, teniendo en cuenta las especiales 
circunstancias en que se encuentran algunas misiones, y previendo que de 
seguirse aquella regla general tales dificultades aumentarían en algunos lu- 
gares y personas, el Papa, con la plenitud de su potestad, capaz de derogar 
y dispensar en el Derecho común, concede a los Ordinarios de misiones 
el que éstos puedan autorizar a sus sacerdotes, en virtud de estas Letras, 
con justa y grave causa, el recibir estipendio en el mismo día para las dos 
Minas binadas (1). 

La anterior Encíclica produjo algunas dudas. Por lo cual, el 24 de 
mayo de 1870, la misma Congregación para la Propagación de la Fe pag 
blicó una Instrucción para desvanecer aquéllas. 

La duda principal, por lo que a nosotros se refiere, nacía de que, por 
un lado, la pobreza de los sacerdotes no basta para binar. Mucho menos 
bastará para recibir dos estipendios en un dia. Es ésta una norma varias 
veces repetida en la jurisprudencia eclesiástica, como se habrá observado 
a lo largo de este estudio. Por eso, recuerda la Congregación para la Pro- 
pagación de la Fe la reprobación que ella hizo, en 7 de mayo de 1747 y 


(1) COLLECTANEA S. C. P. F., I, n. 1.242; C. J. C. FONTES, VIII, n. 4.860. Romae, 1935, p. 399. 
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en 28 de junio de 1750, de la costumbre que habia en Irlanda de celebrar 
los sacerdotes dos veces al dia para recibir mayor o dos estipendios en al- 
gunas iglesias de religiosos pobres (2). Por otro lado, la única causa 
que movió a la Santa Sede para autorizar la percepción de dos estipendios 
en las Misas binadas en tierra de misiones parece que fué la pobreza que 
suele haber en aquellos lugares. De ahi la duda. 


La presente Instrucción declara auténticamente que, con tal de evitar 
los abusos que consigo pueden llevar las binaciones con doble estipendio, 
y no obstante la regla que considera a la pobreza como causa insuficien- 
te para binar, los Ordinarios de las misiones. pueden autorizar a sus sacer- 
dotes la doble percepción de estipendio en un mismo día (3). No podía, 
por tanto, darse una derogación de la ley más terminante en favor de las 
misiones. 


VII 
EL-HTULOTEXTRIN SES 


El principio regulador que rige toda esta materia y que se ha formula- 
do, aunque no con toda exactitud, de esta manera: “cuando el sacerdote 
bina no puede recibir estipendio por la segunda Misa”, admite no ya una 
excepción, pero sí una salvedad. Queda al margen de aquel principio la 
remuneración por título extrínseco. 


En las primeras fuentes anda mezclado este titulo extrinseco con la 
percepción indirecta o, mejor, con el pretexto para recibir estipendio. Be- 
nedicto XIV, en la ya conocida Constitución Quod expensis, por la que 
concedió a España y Portugal el que se pudiera celebrar en sus territorios 
tres Misas por un sacerdote el día de Todos los Difuntos, prohibe (para 
fuera de Aragón) que se perciba aquel día más de un estipendio, y esta- 
blece que aquel estipendio no exceda, por ningún motivo, lo señalado por 
el sínodo o costumbre, sin que pueda aducirse causa o subterfugio para 
violar dicho precepto. Se reprueba, además, el recibir una limosna mayor 
aunque tenga carácter de ofrecimiento voluntario por parte de los fieles 
al celebrante, o aunque con aquel exeeso de dinero sobre la tasa dioce- 
sana o acostumbrada quiera remunerarse la aplicación de las otras dos 


a COLLECTANEA S. C. P. F., II, n. 1.852. Romae, 1895, pag. 70. 
dU De 6; . 
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Misas, o aunque el mismo exceso se le dé al celebrante como una simple 
limosna o como regalo. En una palabra, en la Constitución benedictina 
se condena, con todo rigor, hasta el color o la apariencia de que se percibe 
estipendio por las dos Misas que han de celebrarse gratuitamente, o de que 
se recibe algo sobreañadido por cualquier título en la Misa que se cele- 
bra con estipendio (1). 


Andando los años, en 1915, se reformaron algún tanto estas disposi- 
ciones de la Constitución Quod expensis, en el sentido de que, a partir 
de aquella fecha, el sacerdote que aplica una Misa en el día de Todos los 
Difuntos con estipendio, puede ya recibir algo más de la tasa diocesana 
o acostumbrada, siempre que se trate de una oblación u ofrecimiento de 
ese exceso por parte de los fieles, y ese ofrecimiento sea verdaderamente 
espontáneo y voluntario, quedando prohibida aún la más ligera insinua- 
ción del sacerdote para que se dé algo más del estipendio. 


En cuanto a las otras dos Misas que se celebran sin estipendio, sub- 
siste todavía, en las declaraciones de 1915 (no en las posteriores) la prohi- 
ción rigurosa de percibir alguna remuneración por título extrínseco a la 
aplicación. Además, se faculta a los Obispos para que puedan castigar a 
los contraventores con la pena de suspensión y la restitución de todo lo que 
hayan recibido indebidamente por cualquier título (2). 


Para no repetir la documentación ya expuesta en las páginas que an- 
teceden, formularemos las conclusiones de este capítulo sobre los diversos 
titulos extrinsecos que caben en las Misas binadas, haciendo referencia a 
los lugares de la jurisprudencia de donde se derivan nuestras conclusiones. 


1.* Puede recibirse retribución por razón del lugar apartado, incó- 
modo, etc. (3). 


2. Por razón del tiempo: hora demasiado temprana, avanzada... (4). 
3." Por razón de la celebración, expresamente sin la aplicación (5). 


a 


4.* Por razón del canto y predicación (6). 
5.* Es frecuente que se exija, en las fuentes, la intervención del Obis- 
po para que el celebrante pueda recibir la remuneración por título ex- 


trínseco. 3 
6. La pobreza del celebrante, que no es causa suficiente para que 


(1) C. J. C. FowTES, II, n. 391, $ 6, pag. 179-174. 

(2) S. C. C., 15 octubre 1915; AAS VII, 472-480. 

(3) Tudertina, 15 septiembre 1888; ASS XXI, 547-550. 
(4) AAS XX, 40. R 

(5) C. J. C. Fontes, VI, n. 4.192, pag. 495-497. 

(6) €: J. C. FONTES, VI, 1. C. 
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pueda aquél recibir dos estipendios en un dia, lo puede ser para la per- 
cepción de lo que reciba por título extrinseco (7). 


CONCLUSION 


Así llegamos a la meta de nuestro estudio. Meta que no es otra cosa 
sino la exégesis del canon 824 $ 2, hecha a base del Derecho antiguo y ju- 
risprudencia en cuanto que una y otro no hayan sido rectificados en la 
nueva legislación de la Iglesia. 

De esta manera lograremos ilustrar el referido canon del Código en 
el doble sentido de su parte histórica—origen y desarrollo de la binación 
en cuanto a los estipendios se refiere—y también en el aspecto jurídico- 
espiritu de la ley y precisión de algunos términos que en ella se contienen. 


De propósito hemos prescindido de la cita de autores, moralistas O ca- 
nonistas, que, por otra parte y por lo general, suelen extenderse poco en 
esta materia, para beber directamente en las fuentes, de nuestro Derecho 
y formular así los principios que aquilaten el canon 824 en su $ 2. 


Una vez más repetimos que, tanto la parte histórica como la doctrinal 
del presente trabajo, se refiere sólo al Derecho común y deja intacta—de 
ley ordinaria—la disciplina particular creada, en muchas partes, por los 
Indultos de la Santa Sede en este instituto complejo de la binación de las 
Misas. l 

Dice el canon 824 § 2: “Siempre que el sacerdote celebra varias veces 
al dia, fuera del dé Navidad...” : Porque en este dia puede recibir tres es- 
tipendios, o dos si aplica una de las tres Misas por un titulo de justicia, 
como sucederia si se tratara de un parroco. 

Del dia de Todos los Difuntos este canon nada dice. Aunque es cierto 
que el Codigo, en su canon 806, faculta a todos los sacerdotes para cele- 
brar el 2 de noviembre tres Misas, la reglamentacién detallada acerca del 


(7) Encíclica Apostolicum Ministerium, de Benedicto XIV, de 30 de mayo del año 1753: 
C. J. C. FONTES, II, n. 425, pág. 397. Y en la Instrucción citada de la Congregación para la 
Propagación de la Fe hay una especie de título extrínseco en el siguiente caso: después de 
recordar que se prohibe binar sólo para remediar la pobreza de los celebrantes, reflere que en 
Irlanda había unos religiosos pobres, a los que se les prohibió la binación en sus iglesias. 
Aquéllos se quejaron del daño que experimentarían al poder celebrar sólo la mitad de las 
Misas de las que antes celebraban, no por los estipendios, pues nada más cobraban una Misa, 
pero sí porque al disminuir el número de aquéllas acudirian menos fieles y dejarían menos 
Mimosnas en las bandejas que tenían los religiosos a la puerta de su iglesia. Por lo cual, la 
Santa Sede recuerda a los Ordinarios que, cuando concedan la facultad de binar, tengan pre- 


sentes a los sacerdotes regulares y, sobre todo, a los que viven en conventos pobres: COLLEC- 
TANEA S. C. P. F., II, n. 1.352, pág. 70. 
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estipendio y demas remuneraciones, así como de algunas prácticas concre- 
tas sobre las otras dos Misas que se celebran gratuitamente, en vano se 
buscarán en el Código. Es preciso remontarnos a la Constitución Incruen- 
tum de Benedicto XV, fuente primera y perpétua de la facultad de celebrar 
tres Misas el día de Difuntos en toda la Iglesia y a las resoluciones de la 
Sagrada Congregación del Concilio transcritas en nuestras páginas. 

He aquí cómo se regulan esas tres Misas el día de Difuntos, a tenor 
de la jurisprudencia: En el antiguo reino de Aragón, el 2 de noviembre 
los sacerdotes regulares pueden, aún hoy, percibir tres estipendios, y los 
seculares dos. Porque cuando Benedicto XIV concedió, en 26 de agosto 
de 1748, por la Constitución Quod expensis, que, en España y Portugal, se 
pudieran celebrar tres Misas el día de los Difuntos, nada mudó en cuanto 
al reino de Aragón, donde ya se percibían desde antiguo dos estipendios 
por los seculares y tres por los regulares. Del mismo modo, Benedicto XV, 
la Congregación del Concilio y el actual Código no han revocado expresa- 
mente aquel privilegio de los aragoneses. Luego pueden seguir disfrutan- 
do de él (can. 4). 

Fuera de Aragón, únicamente se percibe estipendio por una de las tres 
Misas. Este estipendio ha de ser de tasa sinodal o acostumbrada (la esta- 
blecida legítimamente mejor); pero puede recibirse un estipendio mayor, 
si espontáneamente fuera ofrecido. La misma Congregación del Concilio 
resolvió que: “por la única Misa que aquel día (de Difuntos) aplica el 
sacerdote con estipendio no puede recibir mayor limosna, sino que se ha 
de contentar con la sinodal o acostumbrada, exceptuando el caso de ofre- 
cimiento voluntario, con tal de que no medie por parte del sacerdote peti- 
ción o insinuación alguna (1). 

No se pueden recibir, aunque no haya motivo de lucro, dos estipendios, 
para con ellos llenar las dos Misas que se han de celebrar gratuitamente el 
día de Difuntos, y aplicar éstas en otros días distintos. Así lo determina 
expresamente la misma resolución de la Congregación del Concilio (2). 

Ni se permite tampoco recoger para el día de Difuntos más estipendias 
de los que se puedan celebrar en ese dia, aunque se tenga intencion de ce- 
lebrarlos en otro. Porque no es licito recibir estipendios de Misas que no 
pueden celebrarse dentro del tiempo sefialado por los fieles o por la ley; y 
el Derecho, en el dia de Difuntos, sólo permite la percepción de un esti- 
pendio. Así también Benedicto XIV (3). Mucho ups pueden cumplirse 


(1) S. C. C., 15 octubre 1915; ASS VII, 479-480, ad II. 


(9) Le Coad LV 
'(3) Quod expensis, l. c., 8 6, pags. 172-174. 
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con las dos Misas que se celebren sin estipendio en el dia de Difuntos car- 
gas fundacionáles (4). 

Prosigue el canon 824: “...si aplica una Misa por un titulo de justi- 
cia...” : El título de justicia es un término preciso, pero no convertible to- 
talmente con el titulo de estipendio. Porque todo estipendio engendra un 
titulo de justicia; mas-todo titulo de justicia no siempre supone o nace de 
un estipendio. La Misa “pro populo” en el párroco nace de un título de 
justicia, pero no de un estipendio, 

Por lo cual se han de desterrar ciertas locuciones empleadas, sobre todo, 
por los antiguos que hablan de estipendios y “quasi-estipendios”, de títulos 
de justicia y “quasi-justicia”; entendiendo generalmente por los primeros 
las remuneraciones en metálico o especie, y por los segundos las dotaciones 
asignadas a los oficios. Es aceptable, en cambio, la terminología del Exce- 
lentísimo Muniz cuando escribe: Titulo de justicia se tiene por razón del 
estipendio o del oficio (5), y la del P. REGATILLO que dice: Se aplica (la 
Misa) ex ¿ustitia, cuando hay alguna retribución (6). 

Que el título de justicia y el de estipendio no sean convertibles plena- 
mente se ve, además, por la contraposición que de ambos hace el canon que 
venimos comentando: “si aplica una Misa por título de justicia, por la otra 
Misa no puede recibir estipendio”..No dice el canon: Se prohibe recibir 
en un día dos estipendios, o aplicar. por dos títulos de justicia. Ninguna de 
estas dos fórmulas se emplea. Luego, en nuestra opinión, acaso puedan 
ofrecerse para la práctica estas reglas precisas : 

I En los casos de binación, lo que se prohibe es acumular un titulo 
de justicia y un estipendio. 

2. Acumular dos estipendios; ya que todo estipendio engendra siem- 
pre un título de justicia. 

3. No parece que se prohiba acumular dos títulos de justicia en los 
que no intervenga estipendio; como el caso del párroco que, en un mismo 
día, celebra una Misa por su pueblo y otra por el domingo anterior que no 
celebró. — l 

4. Suponen título de justicia: las Misas de estipendio, pro populo, de 
fundación, beneficio... No lo suponen: las celebradas gratuitamente por ca- 
ridad, obediencia, fidelidad, gratitud, o aquellas cuyos estipendios se con- 
donan. 


5. 


Se prohibe recibir estipendio (cuando concurre con un titulo de 


(4) Ls cc: 
(5) Derecho Parroquial, II, Sevilla, 1993, pág. 48. 
(6) Ius Sacramentarium, I, Santander, 1945, pag. 138. 
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LAS MISAS BINADAS Y EL TITULO DE JUSTICIA 


Justicia), ya se trate dé percepción directa o indirecta del estipendio, Asi 
era en las fuentes, y las palabras del canon 824 son generales. 

A estas mismas conclusiones nos lleva el fin o la causa motiva de la ley 
que comentamos; fin o motivo que, como se vió a través de la evolución 
histórica, fué evitar la avaricia y el escándalo. 


199 


. st aplica una Misa por título de justicia, por la otra Misa no puede 
recibir estipendio..." : Vale la misma regla, bien se trate de casos de bina- 
ción o bien de casos de aplicación triple. Es lo mismo también que el esti- 
pendio se perciba en la primera o en la segunda Misa, aunque muchas ve- 
ces los autores y las fuentes hablen como si la primera Misa fuera la de 
estipendio o de oficio y la segunda la que se aplica gratuitamente. 

"pero sí puede recibirse una retribución por titulo extrínseco" : Esto 
es, por un motivo oneroso y extraño a la celebración. La Iglesia ha abierto 
en esto la mano notablemente, de forma que hoy en todas las Misas puede 
caber una remuneración por el título extrínseco. Incluso en las tres que se 
celebran el día de Difuntos. Porque la prohibición de 1915, en este sentido, 
quedó abrogada por la Comisión de Intérpretes, en 20 de mayo de 1923 (7). 

Los términos en que está redactado el canon 824, en cuanto al título 
extrínseco, son tan amplios que, además de alcanzar a todas las Misas, no 
exigen la intervención del Obispo: el mismo celebrante queda facultado 
para exigir esa remuneración por el Código inmediatamente. 

Aun tratándose de Misas binadas cuyos estipendios (por Indulto) se 
hayan de entregar al Ordinario, lo que percibe el celebrante por título ex- 
trínseco o intuitu personae, es para él y no tiene que entregarlo (8). 

En cuanto a las penas establecidas en el Derecho antiguo contra los que 
percibían más de un estipendio en las Misas binadas (suspensión a divinis 
y restitución de los estipendios), diremos que hoy ya no están en vigor 
(can. 6, n. 5); pero que pueden los trasgresores del canon 824 $ 2 ser san- 
cionados a tenor del 2.324, y, en los casos de gravedad extraordinaria o 
escándalo, en virtud del canon 2.222 del Código de Derecho Canónico. 

Fuera de los casos de sanción—más o menos penal—no se puede im- 
poner la obligación moral de restituir el estipendio percibido de modo no 
debido en la Misa binada; porque aunque es verdad que, por un lado, pa- 
rece que no hay título suficiente para retener aquel estipendio, por otro, 
como realmente se aplicó la Misa, la justicia no se violó. 


SANTIAGO CASTILLO 
` : Doctor en Derecho Canónico 


(7) ASS XYI, 116; cfr. Periodica..., XIII, 81; N. Rey TEL 313. 
(8) 10 noviembre 1917; ASS XX, 368. 
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NOBLEZA, HERALDICA 
Y ORDENES MILITARES 


NOTAS CRITICAS A UNAS RECIENTES PUBLICACIONES (D) 


Aun a los ojos del más distraído espectador una cosa aparece hoy clara : 
el pujante resurgir de los estudios genealógicos y, consiguientemente, la ac- 
tividad literaria y editorial en torno a heráldica y temas nobiliarios. Ale- 
jándose cada vez más del ilusorio y utópico individualismo décimonónico, 
el mundo mira con renovado afán hacia las instituciones. Parece como si 
el mismo tráfago vertiginoso de la vida actual hincase en el alma del hom- 
bre moderno un recio afán de permanencia. Se siente efimero como nunca. 
Y goza pensando en que haya algo, lo institucional, que, encarnando y re- 
cogiendo sus más caras ilusiones, le sobreviva. 

Bellamente hizo notar el Consejo, al anunciar la aparición de la colec- 
ción Estudios de genealogía, cómo, entre todas estas instituciones, resalta 
la familia: 


“Entre los valores sociales que más honda raíz echan en los pueblos de civi- 
lización acrisolada y alta, cabe destacar uno: la familia. Y si en la institución 
familiar ha de reconocerse una destinación colectiva y permanente, superior a la 
actividad solitaria de los individuos, es forzoso encuadrar la familia en los már- 
genes demostrativos de la perspectiva histórica. 

El arte, las letras, el gobierno político y el mando militar encuentran con fre- 
cuencia la clave de sus vicisitudes en sucesos de primordial trascendencia familiar. 
No en balde la historia del imperio romano, del inglés y del español se encuentra 
ligada a la historia de las grandes estirpes familiares de Roma, Inglaterra y Es- 


paña” (1). 


Este afán, conviene notarlo, no es exclusivo de España. Ha prendido 
ya en todo el mundo. Hasta de naciones como los Estados Unidos de Amé- 
rica, tradicionalmente ajenas a tales preocupaciones, nos llegan noticias en 
este sentido. Y más abajo (nota 21) tendremos ocasión de aludir a la Revista 


(*) Notas 2, 18, 20, 30 y 31. 
(1) “Boletín Bibliográfico del Consejo Superior de Investigaciones Científicas”, II (1945), 


núm. 11, pág. 1. : 
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del Instituto Argentino de Ciencias Genealógicas, que en cinco años de tra- 
bajo ha realizado una tarea espléndida y prometedora. 

En esta labor editorial la mayor parte de sus producciones caen fuera, 
como es natural, del ámbito de una revista consagrada al Derecho canó- 
nico. No todas, empero. Y de algunas, de las que rozan temas de interés 
para el canonista, nos vamos a ocupar hoy. Tomaremos como eje de estas 
notas el proyecto de Estatuto Nobiliario, recientemente editado por el Ins- 
tituto “Jerónimo de Zurita” (2). En torno a él, puesto que trata todas las 
cuestiones, iremos engarzando algunas observaciones a otras obras que se 
han recibido en esta revista para su recensión. 


SENTIDO GENERAL 


La primera cuestión que ocurre plantear podria ser esta: ¿A qué viene, 
al cabo de tantos afios, la publicación de un proyecto legislativo que no 
llegó a promulgarse? ¿Qué ha podido mover al Consejo de Investigacio- 
nes a darlo a luz pública? Y a entrambas preguntas contesta, cumplida y 
sobreabundantemente, un examen del libro. ‘ 

Es que el interés intrinseco del proyectado Estatuto, que pudo lanzar 
a nuestra Nobleza por rumbos, si no nuevos para ella, si ciertamente glo- 
riosisimos, justifica largamente su publicación, a pesar de los dieciocho años 
transcurridos desde aquella coyuntura decisiva. Y las ponencias que lo acom- 
pañan, llenas de datos, verdaderas piezas maestras algunas, en las que con- 
densa y valora la tradición nobiliaria de las diversas regiones españolas, son 
también prenda del acierto del Instituto “Jerónimo de Zurita”. Por eso es 
de justicia tributar a éste y a D. Jost DE RújuLa, Marqués de Ciadoncha, 
que amparado en su discreto papel de prologuista y preparador de la edi- 
ción asalta al lector con todo el vigor de su erudición histórica y de su 
certera visión del problema (3), nuestra más cordial felicitación. 

Y una vez cumplido este deber, entremos en materia, 


* 
* 
* 


Hay en este libro, como en los demás que de tales temas tratan, un 
aspecto que no nos pertenece y que, consiguientemente, sólo a la ligera to- 


(2) Estatuto Nobiliario. Proyecto redactado por la Comisión Oficial de Heráldica de 3 de 
julio de 1927. Edición preparada y prologada por el Excmo. Sr. Marqués de Ciadoncha, don 
Josh DE RÚJULA Y OCHOTORENA. Tomo II de la colección “Genealogía y Heráldica”, publicada 
por el Instituto “Jerónimo Zurita” (del Consejo Superior de Investigaciones Científicas). Ma- 
drid, 1945. Un vol. de 482 págs. 

(3) De 24 ponencias recogidas, 17 son suyas. 
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caremos. Nos referimos a la parte politica. Examinarla a fondo nos lle- 
varía muy lejos de nuestro terreno. 

Un prócer hispano, cuya cuna se meció en la ciudad de los Reyes y cuyo 
linaje se enraíza en la montaña cántabra, D. José DE La Riva-AGUERO, 
hizo notar un día hasta qué punto influyó en la inestabilidad americana la 
política de Felipe II, adversa a la creación alli de una aristocracia. Si se 
hubiera contado con troncos familiares de rancia estirpe, amplio poder te- 
rritorial e influencia política, otra, muy otra, hubiera sido la suerte de aque- 
llas tierras hispanas. No fué así. “Nada limitó y contuvo en ellas la suprema 
potestad regia: nada tampoco, llegado el caso, la apoyó ni la podía secundar 
eficazmente” (4). 

Y lo que alli pasó, ocurrió aquí también. El CONDE DE VALLELLANO 
ha llamado la atención (5) sobre el rudo golpe que a nuestra Nobleza su- 
puso el triunfo de la dinastía borbónica, que le hizo perder definitivamente 
su influencia como clase social. Limitada a la titulada, parte harto escasa 
en España, falta de una organización apta de carácter total, fué paulatina- 
mente, a pesar de los esfuerzos de Carlos TIT, convirtiéndose en algo ar- 
caico e inútil. Y así, la Monarquía, el orden y la continuidad nacional vi- 
nieron a hallarse desprovistos de uno de sus más fuertes antemurales. 

Nótese bien: no vino el mal de la desaparición de los cotos cerrados, 
a los que únicamente el noble tenía acceso. La lucha franca y leal con los 
que le disputaban los puestos directivos de la política, el ejército, la eco- 
nomía o las letras hubiera contribuido a pulir y avalorar su aportación. 
en las horas amargas que España vivió. Pero reducida a términos mínimos 
la creación de títulos, negado todo acceso a los que de éstos carecían, por 
clara y noble que fuese la estirpe de su varonía, y, sobre todo, desaparecida 
la eliminación rigurosa, continua y vigilante de los elementos que la des- 
honraban, vino a convertirse en triste caricatura de lo que fué, que hizo 
exclamar a JOVELLANOS: 


“¿Es ésta la nobleza de Castilla? 
¿Es éste el brazo un día tan temido 
en quien libraba el castellano pueblo 


su libertad? ¡Oh vilipendio, oh siglo!” (6). 


(4) Prólogo del libro de ROBERTO LEVILLIER La Correspondencia de la Academia de Lima. 
Citado por el MARQUÉS DE Lozoya: José de la Riva Agüero. “Revista de Estudios Políticos”, IX 
(1944), pág. 222. 1 ! 

(5) De la mobleza en Castilla y de la Orden de Malta, pág. LOC. 7 

(6) Mensaje de Arnesto—Oda segunda—. Vid. Obras de D. G. M. Jovellanos, edición pre- 
parada por D. CÁNDIDO NOCEDAL, tomo I (Madrid, 1858), págs. 35 y sigs. (Biblioteca de Autores 
Españoles, vol L). Cfr. B. PÉREZ GALDÓS: Don Ramón de la Cruz y su época. “Obras comple- 
tas” (Madrid, 1949), tomo VI, págs. 1.529-1.531, y G. Díaz PLAJA: La literatura española como 
documento social. “Revista Internacional de Sociología”, IX (1944), 173. 
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Asi, de los lejanos ataques de ARGENSOLA (7) y MarEo ALEMÁN (8) 
y tantos otros escritores (que más o menos todos gustaban de lanzarle al- 
gún alfilerazo) se llegó a los ya universales del siglo xvrir, que habian de 
culminar en aquel indignado “¡Como vosotros, no! ¡Como vuestros ante- 
pasados!" del vencedor en los Castillejos el día en que se cubrió Grande 
de España. 

A. conseguir el retorno, desde tal postración a tradición tan gloriosa, 
se enderezaba el Estatuto que estudiamos. Sometidas a reglas claras y pre- 
cisas la concesión y sucesión de títulos y grandezas, codificadas sabiamente 
las normas reguladoras de la nobleza de sangre y privilegio, abierto el ac- 
ceso a entrambas de las familias realmente merecedoras de ello (9), esta- 
blecida la colegiación obligatoria mediante organismos encargados de “man- 
tener el mayor prestigio de la clase... con la más severa responsabilidad 
para cuantos faltaren a sus deberes" y puesto en marcha el mecanismo de- 
purador de los Tribunales de Honor (10), unos años de vigencia de esta 
ordenación jurídica hubieran sido suficientes para dar una vida y un pres- 
tigio inmenso, parigual del que en nuestros grandes siglos tuvo, a la insti- 
tución nobiliaria, que ya, por su parte, justo es recordarlo, se adelantaba 
entonces, en cuanto le era posible, a andar los caminos de tan necesaria 
renovación. 

Se trataba, en una palabra, de volver a dar su genuino significado a la 
aristocracia, término bajo el que deben cobijarse tan sólo los mejores. “Vir- 


tus, vera nobilitas", dijo la vieja fórmula ya consagrada. Y si, como ad- 
virtió Séneca... 


"nilli praeclusa virtus est; omnibus patet, omnes admitit, omnes invitat et ingenuos 


„et libertinos, et servos et reges et exules; non eligit domum nec censum, nudo ho- 
mine contenta est" (11), 


. cosa llana era que urgía provocar un doble movimiento: de salida, 
en lo malo; de entrada e incorporación, en lo bueno. 


(7) Epístola: “Dicesme, Nufio” en Rimas de Bartolomé Leonardo de Argensola, tomo II 
(Madrid, 1805), págs. 83-104. Una valoración exacta de lo que es y supone esta epístola la 
hallará quien quisiere en J. AZNAR MOLINA: Los Argensola, cap. V (Zaragoza, 1939), págs. 49-59. 

(8) GUZMÁN DE ALFARACHE (2.3 parte—l. III—, cap. I): Sobre la vanidad. Merecen leerse 
también los capítulos VIII al XI del 1. II como muestra de lo que entonces apasionaban estas 
cuestiones. 

(9) "La posesión de una Gran Cruz conflere nobleza personal; tres generaciones posee- 
doras de esta dignidad adquirirán nobleza hereditaria" art. 95 del cap. III, pág. 52). Compá- 
rense los párrafos finales del art. 24 (pág. 51) y el contenido del art. 4.° (pág. 28), y se verá 
el carácter dinámico y vital, flel reflejo de la realidad nacional, que en el proyecto se daba 
à la nobleza. 

(10) Art. 16 del cap. III, págs. 33 y 34; art. 94 del cap. II, págs. 24 y 25. Los lectores sa- 


brán perdonar lo complicado de las citas a causa de no haberse seguido numeración continua 
Gel principio al fin del articulado. 


(110 Debenec Ul, mo SOMOS 
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Desgraciadamente, el proyecto no pasó de tal, y como tal hemos de es- 
tudiarlo desde nuestra atalaya canónica. Por eso, porque se trata ya más 
bien de una publicación erudita que de un ordenamiento legal, nuestro jui- 
cio podrá ser más benévolo en su fondo y más suave en su forma. Nos li- 
mitaremos a unas cuantas observaciones que su lectura nos ha sugerido, 
algunas de las cuales podrían convertirse en quejas en la hipótesis de una 
posible promulgación. 

Y a fuer de canonistas comenzaremos diciendo que al tratar de mate- 
rias eclesiásticas nos hubiera gustado un poco más de precisión en la no- 
menclatura. Somos los primeros en reconocer que si el Estatuto había de 
redactarse de forma que conteniendo “todo el fondo de nuestras institu- 
ciones nobiliarias...” fuese ello “sin perder uno sólo de sus aspectos tan 
típicos y tradicionales” (12), era forzoso que su terminología tuviese un 
sabor algo arcaico y añejo. Pero no tanto que aun se nos hable de Obispos 
in partibus infidelium (13), Sacristanes que son dignidad, Camareros de 
Iglesias Catedrales, Abades religiosos en oposición a Mitrados (14), etc., 
etcétera. En cambio, muy digna de agradecer es la generosa enumeración 
de eclesiásticos, que hubiera hecho entrar en la Nobleza española a todos 
los Arzobispos y Obispos, a los miembros del Tribunal de la Rota, al Vi- 
cario General Castrense y a los Provisores y Vicarios Generales (15) y 
conferido privilegio de hidalguía (transmisible como nobleza de sangre a 
los descendientes de hermanos o hermanas) a los Cardenales de la Santa 
Iglesia Romana (16). Tal vez, sin embargo, no hubiese sido excesivo ex- 
tender este segundo privilegio a los Obispos, quienes, por otra parte, ya 
lo disfrutaban, por ser casi ordinario concederles alguna Gran Cruz. 


HERÁLDICA ECLESIÁSTICA 


Pero todavía más digno de alabanza y aplauso hubiera sido el Estatuto 
por otro servicio, no pequeño, que su promulgación hubiera reportado a la 
Iglesia española. Nos referimos a los artículos 31, 32 y 42 y, en general, 
a la cuidadosa ordenación de blasones en él contenida. 


(12) MARQUÉS DE CIADONCHA: Antecedentes sobre concesiones Y confirmaciones nobiliarias, 
pág. 292. 

(13) Dejaron de llamarse así por las Letras Apostólicas In Supremo, de 10 de junio de 1882 
(Leonis XIII... Acta III, págs. 83-194). Vid. art. 5.9 del cap. VIII, pág. 104. 

(14) Los dos primeros desaparecieron con el Concordato de 1851 y la antítesis entre los 
ültimos no es verdadera. Vid. art. 49 del cap. III, pág. 72. 

(15) Art. 4» del cap. III, págs. 28 y sigs. EI Vicario General Castrense hubiese estado 
mejor colocado entre los Obispos que entre los Provisores y Vicarios generales, pese a la 
semejanza en denominación. " 

(16) Art. 25 del cap. III, págs. 51 y sigs. Ver también págs. 128 y sigs. y 241 y sigs. 
La redacción del precepto no es muy feliz. ' 
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Sabido es que fué la heraldica desde su cuna ciencia de clérigos. RoTHE, 
HERMMERLIN, De Mure, el jesuita PIETRA SANCTA... formaron en las 
filas eclesiásticas. Consiguientemente los blasones de Obispos y las piedras 
armeras de instituciones eclesiásticas fueron siempre modelos de técnica, 
de ajuste y de sujeción a las normas del arte y del buen gusto. Pero -vino 
el siglo xvii, introdujo en todas partes la vanidad, estragó el paladar es- 
tético e infiltró, por tan detestables vías, novedades que dieron al traste 
con nuestras más ricas tradiciones. 

Entonces entró el cuartelaje en los escudos episcopales. Entonces des- 
apareció nuestra añeja y espafiolisima sencillez heráldica, que al menos en 
lo eclesiástico debió haber encontrado refugio. Entonces se abrió el camino 
por el que habia de venir la anarquía del siglo xix: armas de devoción 
cuarteladas antiheráldicamente, a base de signos gráficos, no simbólicos, 
con olvido a, veces total de las armas de linaje. 


No han faltado protestas en el correr de los años. En uno de las más 
prestigiosas publicaciones católicas del mundo apareció en 1912 lo que va- 
mos a copiar (velando únicamente el nombre del Obispo aludido), como 
muestra a la vez de los abusos y de las protestas contra ellos: 


“El nuevo Obispo... trae cuartelado: en el 1.°, armas de los Oblatos de María 
Inmaculada; en el 2.°, de plata, Nuestra Señora del Sagrado Corazón de Jesús 
sobre cielo de azur; en el 3.” canoa bogando; el Obispo, en el centro, y dos 
salvajes cerca, que van hacia la misión; en el 4.°, de plata, iglesia con tejado de 
gules; entado en punta, estrella de plata asiniestrada. Divisa: Ad Jesum per 
Mariam. 

Damos este ejemplo—añadía a guisa de comentario—para mostrar hasta qué 
desprecio de la ciencia heráldica y de las reglas del blasón se llega hoy en la 
confección de escudos episcopales. Un blasón es una representación emblemática 
y no un cuadro” (17). 


Felizmente se ha iniciado ya un movimiento de rectificación que el Es- 
tatuto hubiera servido en gran manera para consolidar y robustecer, con 
sus reglas precisas y acertadas. De tal movimiento son muestra dos publi- 
caciones que pasamos a comentar. ; 


La primera se refiere a un caso concreto y reciente: el del excelentísimo 
y reverendísimo señor Obispo de Túy (18). Tuvo éste el acierto de poner 
la organización de su blasón en las expertísimas manos del Sr. DE La VÁL- 


(17) Annuaire Pontifical Catholique, 1912, pág. 303. En el del año siguiente se vuelve so- 
bre el tema con frases aun más enérgicas y hablando en general. 

(18): D [ALMIRO] DE LA VÁLGOMA Y DiAZ-VARELA: Heráldica episcapal de Fr. José López Ortiz, 
Obispo de Túy (Madrid, 1944). Tirada de 25 únicos ejemplares, no venales, numerados y de- 
dicados, en papel fantasía, 20 págs. + dos hojas. 
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. GOMA, y de éstas, guiadas por el fino sentido histórico y artístico del nuevo 


Obispo, ha salido un escudo modelo que se reproduce, razona y describe en 
la publicación a que nos estamos refiriendo, “de tan limitadísima tirada 
como cuidada edición" (19). 

Copiaremos aquí su blasonado, dechado en su técnica y ejemplar en la 
precisión y tersura de su prosa: 


1.° En campo de oro, dos lobos pasantes, de sable, que es López. 2.° En azur, 
estrella de oro de ocho rayos; bordura de plata cargada de ocho rosas de gules, 
que es Ortiz. Sobre él todo, escusón partido, también en pal, cuyo primer cuartel 
blasona, en campo de oro, un corazón de gules, en llamas y flechado de dos saetas 
de plata, perfiladas de sable. 3.° De gules, parrilla de oro y palma de sinople, 
puesta en banda, cargando sobre la parrilla. Por timbre, el sombrero de sinople, 
con seis borlas, mitra y báculo. Lema de esta armería—elegido por el propio 
Fray José López Ortiz—: Plus amari quam timeri." 


A. esta lección del presente viene a afiadirse otra del pasado, de no in- 
ferior interés. El MARQUÉS DE CIADONCHA, ya aludido, publicó en 1944, 
en colaboración con D. ANTONIO DEL SOLAR, un libro en el que se recogen 
toda la trayectoria heráldica episcopal de la diócesis de Badajoz (20). Cuan- 
to hemos dicho de la sencillez primitiva y del exotismo y mal gusto de los 
últimos tiempos aparece con claridad meridiana en sus páginas, en las que 
se registran y describen los 75 blasones de una espléndida serie que co- 
mienza en el siglo x111 y llega hasta nuestros días. De desear sería que 
otras diócesis imitasen este ejemplo, si bien en algunas el esfuerzo tendría 
que ser mayor, pues no se contaría con auxilios tan valiosos como el que 
ha brindado en este caso la obra de SOLANO DE FIGUEROA (21). Pero no 
sería infructuoso. Como auxiliar magnífico de nuestra historia eclesiástica, 
tan necesitada de estas roturaciones parciales. Y como garantía de acierto 
para el porvenir. 

Precisamente a éste mirábamos, aplaudiendo la orientación que venía 
del proyectado Estatuto. Apuntaremos, sin embargo, que para que ésta fuese 
cabal deberían haberse tenido en cuenta las disposiciones eclesiásticas en 
la materia, sobre todo las más recientes. Nos hubiera agradado, en con- 
creto, que se hubiese recogido el derecho de la Sagrada Congregación Con- 


(19) J. Romo ARREGUI en “arbor”, III (1945), 138 y sigs. ; 
(20) J. DE RÚJULA Y DE OCHOTORENA Y ANTONIO DEL SOLAR Y TABOADA: Heráldica episcopal 


pacense. Publicación de la Excma. Diputación Provincial (Badajoz, 1944), 45 págs. y abundan- 
tísimas láminas sin numerar. | 

(24) Del otro lado del Atlántico nos viene el ejemplo, como puede verse en el trabajo 
de CARLOS RUIZ SANTANA Heráldica eclesiástica argentina, en “Revista del Instituto Argentino 
de Ciencias Genealógicas” correspondiente a 1945. (Citado en “Indice Cultural Español”, nú- 


mero 3, pág. 44.) 
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sistorial de 15 de enero de 1915 (22): “De vetitis nobilitatis familiaris 
titulis et signis in Episcoporum inscriptionibus et armis”, en el que se 
extienden a los escudos episcopales las conocidas normas de Inocencio X 
para los cardenalicios (23). Tenía, en efecto, para España, aparte del in- 
terés general de la prohibición en él contenida, el especial de la excepción : 
que hace, que afecta a-no pocos Obispos españoles, como los de Palencia, 
Oviedo, León y Urgel, condes de Pernía, Noreña y Colle y principe de 
Andorra, respectivamente (24). 

Ni hubiera estado de más extenderse también a dar normas directivas 
a entidades y corporaciones eclesiásticas, en las que no faltan, incluso tra- 
tándose de centros de investigación y estudio, escudos que dejarían buenos 
a los que hacían enrojecer a BATTANDIER (25). 


ORDENES MILITARES 


No es cosa de todos los días encontrarse con una disposición civil, si- 
quiera sea un proyecto, que diga: “... se hace extensivo a los Generales, 
Jefes y Oficiales... la Bula de Su Santidad de 1696...” Tal expresión, 
realmente extraña, nos lleva a un punto de fricción que la promulgación 
del Estatuto hubiera sido duda producido. Reconocemos gustosos que no 
se encierra en él ningún notorio atentado al carácter: fundamentalmente 
religioso de las Ordenes militares, que en fecha ya lejana dió ocasión a 
que se les echaran en cara unas cuantas amargas, pero inmensas, verda- 
des (26). Pero al mismo tiempo que propugnamos un cambio profundo de 
orientación en ellas, que las haga volver en lo posible a ser lo que fueron, 
no podemos admitir modificaciones que no se hagan de acuerdo con la 
Santa Sede, acuerdo del que nos hubiera gustado ver algo, una alusión 
siquiera, en el proyectado Estatuto (27). 

Digase lo mismo, con doble razón, a propósito de la Inclita y Sobe- 
rana Orden de San Juan de Jerusalén, a la que en el artículo 17 se somete 
al Estatuto, en su Lengua de España. Hemos dicho que con doble razón 
por su carácter de soberana y religiosa al mismo tiempo, que aconsejaban 


(22) AAS., VII (1915), 172. Podríamos recordar también el Decreto de la S. Congregación 


de Ritos de 27 de agosto de 1822 (núm. 27), algo más antiguo, pero aplicable también a al- 
gunos canónigos españoles. 


(23) Militantis Ecclesiae, 19 de diciembre de 1644. (Bullarium Romanum. Turín, 1868, XV, 
págs. 338-341, núm. 7.) : 


(24) Pueden verse algunos datos sobre ellos en L. ARAÚJO-COSTA: Obispos-condes. SAT BaGy 
del 9 de febrero de 1946, pág. 3. 


(25) Véanse las frases, a que hemos aludido arriba, de su Anuario de 1913. 
(26) Pueden verse en el curioso libro de RAFAEL ROTLLAN La ley llamada del candado y la 
oposición católica en las Cortes (Madrid, 1911), págs. 194-205 y 260-262. 


(27) Cfr. art. 1.9» al 5.» del cap. VI (págs. 96 y sigs.) y art. 4.0 del cap. VII (pág. 100). 
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tener en cuenta ambas autoridades, si bien la primera se salvó con la in- 
tervención, sin duda autorizada, del Conde de Vallellano. Hoy día, la exis- 
tencia del Embajador de la Orden en Madrid hubiera facilitado mucho 
de acuerdo (28). 


Si apuntamos esto es porque este achaque viene siendo viejo en Es- 
paña, en la que se sintieron dueños de las Ordenes desde la Septembrina 
del 68 y ambas Repúblicas hasta el pomposo Poder ejecutivo del 74 (29). 
Unos por anticlericalismo, otros por más o menos disimulado janseñismo. 
Todos olvidando que hay cosas en ellas que escapan al legislador civil. 

Lo repetimos: esto no es oponernos a una reforma que dé un conte- 
nido moderno y vital a instituciones que han venido a reducirse a ele- 
mentos decorativos, recuerdos petrificados de un pasado muy glorioso. Tan 
sólo es marcar el legítimo camino que ha de seguirse para hacer honor a 
tales tradiciones. 

Precisamente acerca de su historia nos llegan casi simultáneamente dos 
libros para su recensión. Uno, editado por el Instituto Histórico de la Ma- 
rina (30), lo tiene el lector estudiado unas páginas más abajo, en este mis- 
mo número. El otro, que ha visto la luz con primoroso ropaje tipográfico 
por cuenta del Archivo Histórico Nacional, va a'ocuparnos ahora unos 
momentos. Nos referimos a la’ reciente publicación de JAVIERRE Mur so- 
bre la Orden de Montesa (31). 


El libro en sí es magnífico. Tiene cuanto puede pedirse a un libro his- 
tórico: abundante material de primera mano, riqueza en sugerencias para 
trabajos ulteriores, rigor científico, conocimiento adecuado de la bibliogra- 
fía. Lo avaloran la reproducción de los escudos de todos los Maestres de 
la Orden y varios facsímiles, bellamente editados, de interesantes docu- 
mentos. Incluso hay que advertir una cosa, y es que da bastante más de 
lo que su libro promete, pues la encabezan una buena síntesis de la historia 
medieval de la Orden, la serie completa de notas biográficas de sus Maes- 
tres, relación completa y documentada de todas sus encomiendas, con su 
origen y vicisitudes, y, finalmente, la historia del archivo de Montesa desde 


(28) No deja de llamar la atención el incremento en el número de Embajadas, que ha 
hecho que en el Gotha de 1942 (último que hemos podido consultar) figuren cinco embajadores 
extraordinarios ante otros tantos Estados, prueba de la consolidación del carácter internacio- 
nal y soberano de la Orden, al que aludimos en el texto. "ns: 

(99) Puede consuitarse F. GÓMEZ SALAZAR y V. DE LA FUENTE: Lecciones de disciplina ecle- 
siástica, vol I (Madrid, 1894), 267. 

(30) J. SALVA: La Orden de Malta y las acciones navales españolas contra turcos y berbe- 
riscos en los siglos XVI y XVII. (Madrid, 1944.) 

(31) Archivo Histórico Nacional. AURREA L. JAVIERRE MUR:* Privilegios reales de la Orden 
de Montesa. Junta Técnica de Archivos, Bibliotecas y Museos (Madrid, s. a.), 1 vol. de 362 pá- 
ginas y 9 láminas. 3 
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su fundación hasta nuestros días. Añádanse a estas 108 paginas la des- 
cripción y enumeración de 218 documentos anteriores a la fundación de la 
Orden (aunque existentes en su archivo), y de gran interés algunos de 
ellos para la historia española de los templarios y hospitalarios. 


Si, prescindiendo ahora del libro, nos fijamos en su contenido, el pano- 
rama es menos atrayente. Se traza en él, en efecto, con rasgos firmes y 
exactos la historia de unos siglos de la Orden. Y esa historia se presta 
a muy hondas reflexiones. Es demasiado triste ver cuántas veces nuestras 
Ordenes militares se olvidaron de los infieles para mezclarse en turbulen- 
cias entre cristianos. Es triste, pero hay que.reconocerlo (32). Ponderemos, 
sí, la gloriosa historia de sus siglos primeros. Pero no olvidemos tampoco 
que después desertaron en más de una coyuntura su misión histórica. Esta 
obra lo demuestra amplísima y rotundamente. A pesar de terminar casi 
(algo alcanza, con todo) en el umbral de su decadencia. 


TÍTULOS PONTIFICIOS 


El mismo acuerdo, al que hemos aludido al hablar de las Ordenes, si 
bien ya no en un terreno de estricta necesidad, sino en el de mera conve- 
niencia, hubiera podido brillar en el artículo 27 del capítulo 11 (33), que 
roza el siempre delicado asunto del uso de los títulos nobiliarios pontificios. 
La Comisión heráldica, al concluir sus tareas el 20 de junio de 1929, podía 
conocer ya el ejemplo de una nación, cuya sensibilidad en estas materias es 
notoria, que cuatro meses antes había firmado un acuerdo sobre ellos (34) 
digno de ser tenido en cuenta, así como sus disposiciones complementarias, 
muy interesantes, dadas con posterioridad a la terminación del Estatuto. 


Cuestión es esta vidriosa, en la que no entraremos de lleno por tratarse, 
como hemos dicho, de una publicación erudita y no de un verdadero pro- 
yecto legal. La reciente controversia que en torno a ella hubo en Italia 
demuestra, por otra parte, hasta qué punto será necesario empezar por acla- 
rar las más fundamentales posiciones. Y ello nos llevaría muy lejos (35). 

La solución dada por el Estatuto es, por una parte, respetuosa con la 


(32) Se encontrarán detalles en la Historia eclesiástica de España, de V. DE LA FUENTE (Bar- 
celona, 1855), vol. II, pág. 272, y vol. III, pág. 157. 

(33) Págs. 26 y sigs. 
: (34) Concordato entre la Santa Sede e Italia, arts. 41 y 42, AAS., XXI (1929), págs. 292 y 
sigs. Cfr. J. RESTREPO: Concordata regnante... Pio PP. XI (Roma, 1934), págs. 322 y sigs. 

(35) Al publicarse la interesantísima obra de M. Gormo Titoli nobiliari e Ordini equestri 
pontifici. Contributo al nuevo Diritto Araldico Concordatario (Turin, 1933), hizo unas obser- 
vaciones A. PUGLIESE, S. S., en "Apollinaris", VIII (1935), 307 y sigs., recordando el autén- 
tico origen de la potestad del Romano Pontífice en estas materias y su consiguiente indepen- 
dencia del poder civil. Cfr. *Apollinaris", IX (1936), 341. 
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Santa Sede, a la que, reconociendo una indiscutible realidad, da un trato 
distinto que a los demas poderes soberanos; pero por otra coloca a los ti- 
tulos pontificios en una situación de inferioridad que acaso no colme to- 
das las exigencias deseables en el caso. El camino era un acuerdo con ella. 


Puestos a acordarnos supliremos finalmente una omisión, involuntaria 
sin duda, que hemos notado. Tanto en el preámbulo como en una de sus 
más destacadas ponencias (36), al enumerar los organismos similares a la 
Comisión que fuera de España existen, se echa en olvido uno de bién ga- 
nado prestigio. Sabido es que al regresar Pío IX a Roma y encontrarse 
con que la República había de intento destruido cuanto pudo de la docu- 
mentación nobiliaria, creó la Congregación Heráldica Capitolina, cuya vida 
se prolongó tan sólo hasta 1870. Empero, una hijuela suya, el Istituto Aral- 
dico Romano, de bien cimentado prestigio y fama universal, sobrevivió a 
la usurpación de Roma dedicado al estudio de los escudos episcopales y del 
patriciado. No es este el lugar de narrar sus vicisitudes, muy conocidas, por 
otra parte. Baste notar aquí que vió coronada su labor el 1.” de junio. 
de 1915 al transformarse su Consejo de nueve patricios romanos en la ac- 
tual Commuisione Araldica per la Corte Pontificia (37). Su prestigio, y el 
ámbito en cierto modo internacional de su competencia, parece que pedían 
un lugar para ella junto a los demás organismos, también dignisimos, ci- 
tados. 


LA IGLESIA: DOCTRINA Y PRÁCTICA 


Todo el libro, desde el prólogo hasta la última de las ponencias, está 
lleno de entusiasmo por la Nobleza. Se exalta su papel en la Historia, 
se hace ver lo trascendental y humano de su entraña, se defiende su actua- 
lidad y conveniencia (38). Sobre todo ello, desde nuestro exclusivo punto 
de vista, es forzoso decir algo, siquiera sea somerisimamente. 


Lo haremos sin dejarnos llevar de muestra condición de catedrático 
salmantino. El Estatuto de Limpieza, cuyo turbio origen señaló indele- 
mente el P. Martana (39), arrebató a nuestra Universidad alumnos de 
la talla del Beato Maestro Juan de Avila, y las pruebas de nobleza desna- 


a f 


(36) Págs. 9 y 212. eh 

(37) Cfr. Annuario Pontificio per l'anno 1943 (último llegado a España), pág. 670, en la 
que se detallan sus miembros. Como no da los nombres de los consultores ignoramos si con- 
tintia teniendo uno espafiol. Anteriormente figuraba en tal concepto D. Carlos de Odriozola 
y Grimaud. ; 

(38) Págs. VII, 7-9, 210-213, 301, etc. ! 

(39) Historia general de Espafia, t. XXII, cap. VIII, en sus Obras, tomo II (Madrid, 1854), 
pág. 131. (Biblioteca de Autores Espafioles, vol. XXXI.) 
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turalizaron y arruinaron los seculares colegios mayores que la rodeaban. 
Por eso nuestra actitud hubiera sido, en tal caso, escasamente favorable. 

En cambio, miradas las cosas desde mas altura, no cabe dudar, y al 
comienzo de esta nota lo hemos indicado asi, de la eficacia indudable que 
tiene la tradición, embalsada en la añeja gloria de un apellido ilustre, para 
imponer al que lo lleva actitudes gallardas, dignas de él. Lo dijo, en su 
Tratado de la Nobleza y de los títulos, nuestro Fr. Juan BENITO GUAR- 
DIOLA, concisa y lindamente, cuando escribió que la prosapia del linaje no 
ha de ser “nunca para el cuerdo y avisado, en cuya dichosa frente le cupo, 
causa de una hinchazón antes freno de los vicios y aguda espuela de las 
virtudes”. 


“Il wy a que les gens de vieille race pour savoir bien servir”, hubo de 
reconocer, por su parte, Napoleón hablando de nombramientos episcopa- 
les (40). Los discursos de los Papas al patriciado romano no dejan lugar 
a dudas de que la Iglesia estima y se da cuenta de la existencia en la so- 
ciedad de esta gran fuerza. 


Pero no es posible cerrar los ojos a los abusos, por más que en la pu- 
blicación que reseñamos se soslayen. Abuso fué, y no pequeño, el absurdo 
. Estatuto de Oficios, “estúpida preocupación (que) asesinando el comercio, la 
industria y aun las artes, dió a la holgazanería ejecutoria la nobleza” (41); 
absurdo el odio a los conversos, hasta excluir perpetuamente a sus descen- 
dientes de infinidad de cargos y puestos contra la auténtica tradición espa- 
ñola (42); absurdo, finalmente, el hacer jugar vanas cuestiones de estirpe 
donde, como en la provisión de canonjías de oficio, sólo la virtud y la ciencia 
podían entrar en juego (43). 


La Iglesia reconoce entrambas facetas. Rechaza estos errores más con 
hechos que con palabras, aunque tampoco éstas falten. Bien a las claras 
muestra la Historia que algunas veces le fueron, sin embargo, impuestos. 
Acepta, en cambio, lo que de bueno hay en la institución nobiliaria “otorga 
títulos nobiliarios... y concede condecoraciones y cargos honoríficos desde 


(40) Citado por A. BAUDRILLART: Quatre cents ans de Concordat (París, 1905), pág. 191. 
(41) V. DE LA FUENTE: Historia eclesiástica, págs. 237 y sigs. En la pág. 290 del libro que 

criticamos se llama “lógico y sabio” al criterio de Carlos III, adverso al estatuto de oficios. 
Véase “Revista de Trabajo”, I (1945), 673-681, donde ha publicado ANTONIO DOMÍNGUEZ ORTIZ 
un estudio con abundantes ejemplos de hasta qué inconcebibles extremos se llevó la aplica- 
ción de tal estatuto. (Notas sobre la consideración social del trabajo.) 

(42) Puesta de relieve recientemente con la publicación del libro de D. LUCIANO SERRANO 
PINEDA Los conversos D. Pablo de Santa María y D. Alfonso de Cartagena (Madrid, 1942). Pu- 
blicaciones de la Escuela de Estudios Hebraicos, serie B, núm. 1. 

(43) “...illi qui de nobili genere procreati forent, aliis non nobilibus... et inter ex utroque 
vel uno latere nobile de majori nobilium genere procreatis... praeligantur”. Bulà de Sixto IV 
"Creditam nobis", creando las canonjías doctoral y magistral. } 
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Príncipe asistente al solio pontificio y guardias nobles hasta Camareros se- 
cretos” (44). 

Pero importa muchísimo a un canonista señalar y dejar bien claro hasta 
qué punto es todo esto ajeno a su misma constitución íntima. La Iglesia 
en sí es, como el mismo autor que acabamos de citar reconoce, la “organi- 
zación tipo de la igualdad”. No hay en ella clases cerradas a la virtud, al 
talento y a la laboriosidad. Sabe colocar al frente de sus instituciones lo 
mismo al recién convertido (Wisseman) o al originario de familia humilde 
(Cisneros) que a un vástago de las más nobles (Cascajares). Y si no es 
lícito cerrar los ojos a la brillante actuación de estos últimos, tampoco puede 
negarse que los primeros le han dado días de gloria no menores (45). 


¿Cuál de los dos criterios es más acertado? La discusión es libre y ya 
hemos dicho que no queremos entrar en el aspecto político del asunto. Por 
ambas partes podrán esgrimirse argumentos. Pero quede siempre bien clara 
la actitud de la Iglesia, que ha hecho desfilar por su Suprema Magistra- 
tura en un siglo representantes de todas las clases sociales. 


FINAL 


Hora es ya de terminar estas notas. Lo haremos evocando la figura del 
VIZCONDE DE Eza, que recientemente nos arrebató la muerte. De su plu- 
ma salió, pleno de ideas y afortunado en síntesis históricas, un artículo 
sobre la misión de la aristocracia en nuestros tiempos. A él remitimos al 
lector (46), recordando aquí tan sólo su lapidario título: Mandar es servir. 


Blasones, encomiendas, títulos, veneras. . son preeminencias. Altos es- 
calones en la jerarquía social. Pero que exigen y reclaman el cumplimiento 
de una misión, un servicio tenso y constante. 

Esta es la pregunta que al cerrar el proyectado Estatuto nace en el ánimo 
del lector: ¿Traicionará la Nobleza a esta misión suma? ¿O volverá de 
nuevo a poner su espada, su poder y su influencia al servicio de la Iglesia 
y de la Patria? 

Sólo Dios lo sabe. Pero, por de pronto, enunciado sencillamente, casi 


(44) C. DE VALLELLANO: De la nobleza..., pág. 212. Un ejemplo reciente de legislación ecle- 
siástica en esta materia lo constituyen las Letras Apostólicas Litteris suis, de 11 de noviembre 
de 1939, acerca de la nobleza de los miembros de la Orden de río IX, AAS., XXXIII (1940), pá- 

ina 41. 

: (45) Un interesante estudio sobre el aristocrático Episcopado francés del antiguo régimen 
y el procedente de más humilde cuna del actual encontrará el lector en J. BRUGERETTE : Le pre- 
tre francais et la société contemporaine, vol. II (París, 1935), págs. 25-42, en especial la 27. 
Son hechos que corroboran ampliamente cuanto decimos. i 

-(46) “Revista Internacional de Sociología”, IV (1944), 39-74. En el mismo sentido D. DE LA 
VALGoMA: La exposición de “la heráldica en el arte”. “Arbor”, V (1945), 531-536. 
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con timidez, en el prólogo, nos encontramos con algo muy prometedor: 
. *... y en la reciente Cruzada de unos 1.875, entre Grandes y Títulos, han 
dado su vida por Dios y por España más de mil” (47). 

Aportación tan generosa no puede quedar sin premio. Podrán las leyes 
olvidarla. Pero ¿qué español al pensar en ello no dará paso gustosamente 
a corporación con tal ejecutoria avalorada? Al hacerlo resonarán sin duda 
en sus oídos los rudos e inmortales versos de Prudencio: 


Martyrum credas patriam coronis 
Debitam sacris chorus unde surgens 
Tendit in coelum niveus togatae 


Nobilitatis (48). 
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(47) Pág. VIII. ge 
(48) Peristephanon, Hymus, IV (P. L., 60, col. 366). 
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EL DERECHO Y EL ESTADO 
EN SAN AGUSTIN (*) 


EN TORNO A UN RECIENTE ESTUDIO 


i San Agustin se ofrece al pensador como una cantera de donde pueden 
extraerse materiales sin llegar al agotamiento. Teólogos y filósofos hallan 
en sus obras el arsenal más fecundo para sus construcciones ideológicas. 
La bibliografía es inmensa. Prueba inequívoca del interés que en todos los 
tiempos ha suscitado la mentalidad del Aguila de Hipona. 

En el libro que ahora nos ocupa se estudian, como lo indica el titulo, 
dos cuestiones fundamentales de importancia suma: la concepción iusna- 
turalista y la política, que son, como expresa el autor en el prólogo, los 
dos aspectos más importantes e interesantes del pensamiento jurídico y 
político de San Agustín: el que atañe al fundamento de la moralidad y del 
derecho y el que versa acerca de la esencia y la justificación del Estado. 

El esfuerzo de investigación, que implica llevar a cabo el propósito 
del señor Truyol, se comprenderá teniendo presente que no se encuentra 
en San Agustín el desarrollo sistemático de la doctrina del Derecho natu- 
ral. Para obtener una vista de conjunto, único modo de valorar el mérito 
ideológico, se requiere o precisa la lectura reposada y meditativa de sus 
obras y analizar, al mismo tiempo, las corrientes que de él hayan partido. 
Que el señor Truyol está suficientemente capacitado para una tarea seme- 
jante nos lo dice la acabada presentación científica de este estudio: copio- 
sa y selecta bibliografía y serena y objetiva interpretación de los textos. 

Tres capítulos forman la primera parte. Siguiendo la correlación agus- 
tiniana de lo divino y de lo humano, inquiere el señor Truyol los antece- 
dentes o supuestos antropológicos y teológicos del pensamiento jurídico 
de San Agustin, Justifica esta posición de indole’ histórica porque, para 
conocer la mente del santo Doctor, no basta saber la época en que vivió 
y unos datos generales biográficos. “San Agustin—dice—es de aquellos 


(*) TRUYOL SERRA, ANTONIO: El Derecho y el Estado en San Agustín. 911 págs. 2114 cen- 
tímetros. Editorial Revista de Derecho Privado. Madrid, 1944. 18 pesetas. 
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espíritus en que la dimensión subjetiva invade hasta los últimos resqui- 
cios de los problemas que abordan, enraizados profundamente en alguna 
vivencia personal. Ello explica por qué es necesaria, siempre que de San 
Agustin se trate, una referencia expresa o tácita a su evolución espiri- 
tual, cuyas etapas, por lo demás, son etapas de su vida, Esta vida fué una 
de las más pletóricas de fecundas tensiones íntimas de cuantas dejaron un 
recuerdo en la historia. Un publicista francés contemporáneo, H.-IRENEO 
MARROU, en una reciente y valiosa monografía sobre San Agustín (1), lo 
considera como la fuente principal del pensamiento hasta el siglo XIII. 


Analiza el señor Truyol en el primer. capítulo las dimensiones del am- 
biente histórico y del proceso de evolución espiritual de San Agustin, ha- 
ciendo breve referencia a la universalidad de su acción. Acepta la feliz 
expresión de SrEBECK sobre la modernidad de San Agustín y la explica 
con palabras de EUCKEN, según el cual es preferible no clasificarle dentro 
de una época o de un grupo determinado, sino reconocer en él a una de 
las pocas personalidades de las que se nutren las generaciones y por las 
que se orientan en tareas que están por encima de los cambios de los tiem- 
pos. Acaso por eso ningün pensador ha ejercido sobre la posteridad un 
influjo comparable al suyo ni en extensión ni en profundidad. La pre- 
sencia constante y multiforme de San Agustin en la conciencia y en la 
cultura occidental la sintetiza el autor con las bellisimas frases de JosÉ 
MAUSBACH : 


"Si Petrarca vertió lágrimas de consuelo a la lectura de las Confesiones; si 
Santa Teresa superó, gracias a ellas, las angustias de la desazón y de la tibieza, 
un Newman halló el camino de la Iglesia en las palabras: Securus iudicat orbis 
terrarum. Si Anselmo y sus contemporáneos crearon la escolástica sobre los fun- 
damentos que brindara Agustín, otros hombres, más tarde, como Malebranche, 
Bossuet y Pascal, desencantados de la escolástica, volvieron a la filosofía viva 
de Agustín. Si Carlomagno sentíase edificado ante la imagen del Estado cristiano 
universal, los Papas de la Edad Media y los filósofos del Estado del Renaci- 


miento buscaron inspiraciones en la Civitas Dei." 


Los supuestos teológicos del pensamiento jurídico están centrados en 
la dirección teleológica que San Agustin les imprimió. El punto inicial es 
la consideración de los problemas del hombre-individuo para extenderla 
hacia los problemas de la vida en sociedad. Es cierto que en San Agustín 
no hay que buscar una exposición sistemática y autónoma de su filosofía 
moral, jurídica y politica, al modo que la tenemos en las Eticas o en la 


(1) Saint Augustin et la fin de la culture antique. (París, 1938), pág. 4. 


fe — 522 — 


EL DERECHO Y EL ESTADO EN SAN AGUSTIN 


Politica de Aristóteles, ni siquiera un todo semejante a las cuestiones de 
la Prima-secundae o Secundae de la Summa theologica de Santo Tomas; 
pero ese defecto no envuelve ausencia de unidad en el pensamiento ético- 
político. Frecuentemente aborda tales problemas. El señor Truyol aduce 
el símil de Orro SCHILLING, quien compara las soluciones agustinianas 
con las piedras de un edificio, las cuales, separadas en un principio, pue- 
den ser unidas para construir un todo armónico. No hay que exagerar, 
sin embargo, como lo hace G. Comsés (2), el alcance de esta unidad, re- 
montándose de la política a su filosofía general y aun a la teología. Al 
contrario, en buena lógica hay que descender de ésta a aquélla, pues sien- 
do la filosofía de San Agustín auténtica filosofía de la conversión, gira 
toda ella en torno a Dios, que es el centro que vivifica su pensamiento. 
Asi lo entiende el señor Truyol, y, como lo había sostenido ya V. STEGE- 
MANN (3), opina que no es posible valorar debidamente las ideas político- 
sociales de San Agustín sino refiriéndolas o relacionándolas con el plan 
divino del Creador, el origen de la temporalidad, el paraíso, el pecado ori- 
ginal y la universalidad de la redención. Esta trascendencia teleológica es 
manifiesta, por ejemplo, en la noción del orden, que tan maravillosamente 
describe en el capítulo XIII del libro XIX de La Ciudad. de Dios: 


“Y así, la paz del cuerpo es la ordenada templanza de las partes. La paz 
del alma irracional, la ordenada quietud de los apetitos. La paz del alma racio- 
nal, la ordenada conformidad del conocimiento y la acción. La paz entre el cuerpo 
y el alma, la vida ordenada y salud del ser viviente. La paz entre el hombre 
mortal y Dios, la obediencia ordenada en la fe bajo la ley eterna. La paz de 
los hombres, la ordenada concordia. La paz de la casa, la ordenada concordia de 
los que viven juntos en el mando y en la obediencia. La paz de la ciudad, la 
ordenada concordia de los ciudadanos en el mando y la obediencia. La paz de la 
ciudad celeste, la ordenadísima y conformísima sociedad destinada a gozar de 
Dios y unos de otros en Dios. La paz de todas las cosas, la tranquilidad del 


orden.” 


Este orden, que ajusta adecuadamente cosas semejantes o dispares en 
función de un fin, supone un principio regulador, que unifique los elemen- 
tos disgregados. De ahí la correlación entre el concepto de orden y el con- 
cepto de ley, siendo aquél la realización de ésta. De la contemplación de 
un mundo ordenado se levantaron los antiguos a la aserción de la exis- 
tencia de una inteligencia ordenadora, que plasmó en los seres una ley 
universal para la dirección del movimiento de todos ellos, 


i ii iti Lii stin (París, 1927). 
9) En su libro La doctrine politique de Saint Augus 
i En su monografía Augustins Gottesstaat (Tubinga, 1928), págs. 3-4. 
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El señor Truyol investiga en el legado filosófico de los períodos ante- 
socrático y postaristotélico las posibles fuentes de la teoría agustiniana de 
la ley eterna, norma suprema del orden universal, concretándolas en dos 
corrientes principales: a) la que parte de Heráclito e informa la moral de 
los estoicos; b) la contenida en las Enéadas de Plotino. De paso, enume- 
ra también la bíblica. El empeño de San Agustín fué utilizar los mate- 
riales aprovechables de ambas teorías y enriquecerlos con la teística. El 
señor Truyol pone de relieve con profusión de citas y análisis minucioso 
de las mismas cómo consiguió su propósito el santo Doctor. La ley eter- 
na, según la cual es justo que todo esté ordenadísimo, no es ni la mera 
razón divina sin la presencia del imperio de la libre voluntad de Dios, ni 
es mero acto de la voluntad sin la asistencia de la razón. La clave para 
interpretar rectamente el pensamiento agustiniano en este punto la tene- 
mos en la misma definición de la ley eterna, que ha pasado a ser común 
entre moralistas y filosofos-juristas: “La ley eterna es la razón o volun- 
tad de Dios, que manda conservar y prohibe perturbar el orden natu- 
ral” (4). Razón y voluntad se aúnan para la constitución de la ley eterna. 
A San Agustín no se le puede inscribir ni como partidario del “intelec- 
tualismo” ni del “voluntarismo” en el sentido y alcance que a estos vo- 
cablos atribuyeron polemistas posteriores. 

Todos los seres se hallan sujetos a la ley eterna y cada uno la cumple 
según la capacidad de su naturaleza: los irracionales, de un modo pasivo; 
el hombre la acata de un modo activo, por participar de ella mediante su 
razón. Esta participación de la ley eterna en la mente humana es la ley 
natural, transcrita en el alma racional para que los hombres conserven en 
sus costumbres las ideas morales. 

Señala el señor Truyol cómo Heráclito, los estoicos y Plotino pusie- 
ron de manifiesto la eminente participación de la ley eterna en la criatura 
racional. Más relevante lo fué en la Patristica, que tenía ya la trayecto- 
ria paulina, cuando habló el Apóstol de que los gentiles, que naturalmente 
hacen las cosas de la ley, demuestran la obra de la ley escrita en sus co- 
razones (5). El señor Truyol deduce del recorrido histórico por las di- 
versas doctrinas sobre la ley natural que San Agustín encontró en los fi- 
lósofos paganos y en los autores cristianos valiosos elementos para la de- 
terminación de su teoría del Derecho natural. Pero también hace resaltar 
que la aportación de San Agustín significa un avance decisivo con respecto 
a los puntos de vista gentiles y patristicos; pues, al estatuir el fundamento 


(4) Contra Faustum, lib. XXII, cap. 27, P. L., tom. 42, col. 367. 
(5 Ad Rom., cap. 2, vol. xiv. 
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de la ley natural en la eterna, hizo ver cómo el orden moral natural es 
parte integrante de la totalidad del orden cósmico. Todo lo cual es sufi- 
ciente concluye el autor a poder proclamar que San Agustín fué 
quien llevó a cabo la primera ese de la teoria cristiana de la ley 
eterna y de la ley natural, es decir, de aquella grandiosa construcción que 
tuvo en Santo Tomás de Aquino y en Francisco Suárez sus otros dos se- 
ñeros artífices. 


La segunda parte de la obra contiene los problemas que sobre el Es- 
tado plantea el Derecho natural, y, más en concreto, sobre la esencia y la 
Justificación del Estado, entendiendo por “Estado” lo que San Agustín 
expresaba con los términos civitas, respublica, regnum. Materia esta di- 
fícil de exponer por la multiplicidad de opiniones dispares que han sur- 
gido en torno a la interpretación auténtica del pensamiento político de 
San Agustín. Partiendo el señor Truyol de la relación que el Estado guar- 
da con el pecado, fundamento de las diversas interpretaciones, las clasi- 
fica en “pesimistas”, “eclécticas” y “optimistas” 


[11 


La primera, que el autor denomina “clásica del siglo xix", une la doc- 
trina de San Agustin con la supuesta opinión común de los Padres de la 
Iglesia, a quienes se atribuye el criterio de que la sociedad politica se de- 
riva del pecado con la consiguiente sumisión violenta de unos a otros, 
opuesta a la natural igualdad que hubiera existido en el estado de inocen- 
cia. GREGOROVIUS, VON GIERKE, JELLINEK y J. DEL Vecchio han coin- 
cidido en que San Agustín consideró el Estado no como una necesidad 
natural, sino como efecto del pecado y un mal proveniente de la culpa 
original. El sefior Truyol ve la genealogía remota de esta tesis en el abu- 
so que de la doctrina de San Agustín hicieron Jansenio y los reforma- 
dores protestantes, exagerando las consecuencias destructoras del pecado 
en la naturaleza humana. Esto por lo que se refiere a San Agustín, pues 
la teoría en sí es herencia de la Edad Media con raigambre en la Pa- 
trística. 

No han faltado escritores de autoridad que han levantado su voz con- 
tra la interpretación pesimista. El sefior Truyol aduce las opiniones de 
Reuter, A. J. CARLYLE, E. TroeLrscH y L. Recaséns Sicmes. Todos 
ellos sostienen una posición “ecléctica”, segün la cual el Estado es para 
San Agustín una “antitesis frente al pecado" o "una consecuencia del 
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pecado, pero a la vez un remedio contra el mismo”. De este modo, las 
instituciones que atañen a la propiedad, la esclavitud, el patriarcalismo, 
la milicia, pueden y deben subsistir como expresión, precisamente, de la 
razón divina; mas, en consonancia con su sentido, han de adaptarse al 
fin del orden y de la enmienda del pecado. 

Otros investigadores han revisado las dos interpretaciones que acaba- 
mos de enumerar. El señor Truyol cita a J. MAusBAcH, que enfocó su 
examen desde el ámbito de la teología católica; OTTO SCHILLING, desde 
el de la historia del pensamiento social y jurídico cristiano; M. Bauw- 
GARTNER y E. GiLsoN, como historiadores de la filosofía medieval; 
G. HorsTEIN, desde el campo de la filosofía política, y J. Corts GRAU, 
como historiador del Derecho (6). A ellos puede unirse A. DEMPF, para 
quien San Agustín fué el defensor del Estado contra las tendencias heré- 
ticas de su tiempo, que lo estigmatizaban como engendro del pecado. Esta 
interpretación, que el señor Truyol califica de “optimista”, juzga inexacto 
atribuir a San Agustín el concepto de que la sociedad politica sea efecto 
del pecado, debiendo, por el contrario, ver en el conjunto de su doctrina 
que el Estado es una exigencia imperiosa del querer vivir social del 
hombre. 

Basta para llegar a esta legítima conclusión el análisis del principio 
de la sociabilidad natural del hombre, que San Agustin proclamó y enun- 
ció en sentido netamente aristotélico, al considerar a cada hombre en con- 
creto como una porción del género humano y a la naturaleza humana de 
condición sociable. Se observa en los animales, viene a decir San Agus- 
tín, una tendencia espontánea a juntarse con los de su especie. En el 
hombre existe esa misma tendencia, pero es de índole superior y le induce 
o impele a buscar la sociedad y la paz con sus semejantes. El señor Tru- 
yol aduce y examina diversos textos, de los cuales infiere que el concepto 
aristotélico de "animal politico" aplicado al hombre halló adecuada acep- 
tación en San Agustín, quien le dió, además, otro fundamento de mayor 
alcance y solidez: el hecho de la sociabilidad es para el cristiano un pos- 
tulado que se’asienta en el dogma de la unidad del género humano: 


[11 , Ve ^ . . 
Y ésta es la razón por la cual plúgole a Dios que de un hombre dimanaran 
todos los demás hombres, a fin de que se mantuviesen en una sociedad, no sólo 


(6) De haber aparecido más tarde esta obra, sin duda que su autor hubiera incluído aquí 
el nombre del P. BRUNO IBEAS, O. S. A., cuyo prestigio en los medios intelectuales le es bien 
conocido. En un reciente artículo de análisis directo de numerosos textos entresacados de 
las obras de San Agustín, deduce que la base inmediata de la fundamentación del Estado es 
la naturaleza del hombre. Cfr. P. BRUNO IBEAS, Agustino, Problemdtica social agustiniana del 
Estado "Revista Internacional de Sociología? (Madrid, 1945), nüms. 11-12, págs. 303-334. 
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aglutinados por la semejanza de la naturaleza, sino también por los lazos del 
parentesco.” (7). 


La sociedad comienza en la familia, cuya naturalidad fué enérgica- 
mente defendida por San Agustin frente a los que combatian el matri- 
monio como nefanda secuela del pecado. Si hubiera persistido el estado 
de inocencia—dice el santo Doctor—, nuestros primeros padres hubieran 
tenido “descendencia digna de su amor, pero no apetito que los avergon- 
zara”. Por tanto, la familia es totalmente independiente de la caida ori- 
ginal. 


Del progresivo desarrollo de la familia se forma la ciudad, que es 
“multitud de hombres unida por cierto vinculo de sociedad”. Pero no hay 
que identificar estos términos de modo que la ciudad o el Estado resulte 
una “familia más grande”. Tiene el Estado por su fin peculiar una di- 
mensión pública, de la que carecía la familia, y es lo que atañe al pueblo 
como tal, lo común a todos los ciudadanos. El señor Truyol señala acer- 
tadamente, como la había señalado HorsTEIN, una idea central del pen- 
samiento político agustiniano: el Estado es una institución natural al ser- 
vicio de la paz social. Esta idea es consecuencia necesaria del concepto 
de orden, que sustenta toda la filosofía política de San Agustín, caracte- 
rizada por la “ordenada concordia de los ciudadanos en el mando y en la 
obediencia”. 


Condición indispensable para la conservación de la paz es que el Es- 
tado se mantenga dentro de los límites de las atribuciones que le son pro- 
pias. En la antigüedad el Estado lo era todo en lo político y en lo reli- 
gioso. Con la predicación del Evangelio y el reconocimiento del valor mo- 
ral de la persona, el Estado quedó limitado a un fin exclusivamente tem- 
poral: el bienestar material: “ut bene sit hominibus”, dice San Agustín. 
Pero constando el hombre de alma y cuerpo, y limitada, por otra parte, 
la función o misión del Estado al orden natural externo, ésta habrá, de 
desenvolverse sin perder de vista las exigencias del orden sobrenatural. 
San Agustín estableció claramente una jerarquía de valores por razón de 
los fines: la Patria está por encima de los padres, y no deben ser escu- 
chados éstos si ordenan algo contra ella; pero Dios está por encima de 
la patria, y no ha de prestarse oídos a la patria si ordena algo contra Dios. 
Y en otros textos, que no hemos visto citados por el señor Truyol, in- 
siste en esta graduación jerárquica, enseñando que hay un rey para las 


(7) De bono coniugali, cap. 1, n. 1. P. L., tom. 40, Col. 373. 
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cosas humanas y temporales y otro para las divinas y eternas, siendo éste 
superior a aquél (8). | 

Problema inherente al principio de la sociabilidad humana es el de la 
autoridad. La sociedad política no puede subsistir sin un principio que re- 
gule y dirija las relaciones de sumisión y subordinación de unos miem- 
bros con respecto a otros. El señor Truyol hace resaltar cómo se refleja 
en este problema la realidad del pecado original, no en el sentido de que 
“el mando” y “la obediencia” se deriven del pecado, sino que el pecado 
transformó las relaciones entre los súbditos y el Poder. Con J. Corts 
Grau distingue en la autoridad dos aspectos: el directivo y el coercitivo. 
El primero hubiera existido en el estado de inocencia; el segundo es efec- 
to del pecado. Nosotros diríamos que, conforme a la mente de San Agus- 
tin, la autoridad debe ser considerada en el orden ontológico y en el or- 
den práctico. En el orden ontológico o del ser la autoridad es buena, como 
obra de Dios; en el orden práctico, su ejercicio se adaptará a la condi- 
ción de la humana naturaleza caída. De este modo, la existencia de la 
autoridad aparece plenamente justificada por el orden natural de las cosas. 

Mayor dificultad ofrece la compaginación de las notas que integran 
el concepto de Estado, según San Agustín. Atendiendo a la definición 
dada por Cicerón, sociedad política es la multitud unida por el lazo del 
derecho y utilidad comunes: Sabido es que San Agustín no admitió total- 
mente la susodicha definición, porque estaba fundada en ‘el derecho y en 
el Estado pagano no existía en su sentido estricto por faltar en él la ver- 
dadera justicia. El señor Truyol enfoca serenamente el análisis de los tex- 
tos y opina, en conclusión, que San Agustín empleó aquí el concepto teo- 
lógico de justicia, la cual, evidentemente, no se practicaba en los Estados 
paganos. El santo Doctor vió claramente la disyuntiva y eliminó de la de- 
nición de “pueblo” la referencia a la justicia, modificándola en estos tér- 
minos: “Pueblo es la reunión de una multitud racional unida por la co- 
munión y conformidad de los objetos que ama” (9). Aun cuando no es 
muy precisa, es lo suficiente para afirmar la justificación natural del Es- 
tado, independiente de la que puede conferirle la religión. En consecuen- 
cia, Roma y los demás Estados paganos fueron verdaderos Estados. 

Pero hay un texto que obscurece bastante la solución. Es la contro- 
vertida apóstrofe del capítulo IV del libro IV de La Ciudad de Dios (10): 
“Remota igitur iustitia, quid sunt regna nisi magna latrocinia?" E. SCHOLZ 


(8) Emarrat. in Psalm. 59, 0-995 RL., tom: 36, col. 647. 


(9) De Civ. Dei, lib. XIX, cap. 24. MIGNE, Preis tom 159601: 655* 
aO B L tome 4t col i15. 
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sóstuvo que esta frase era una sentencia de muerte para el Estado. El se- 
fior Truyol opone a su traducción libre la de J. C. DfAz-BAYRAL, que es 
más ajustada al sentido literal y al contexto: “Sin la justicia, ¿qué son los 
reinos sino grandes latrocinios?” Aquí ya no se trata de la justicia en sen- 
tido teológico, sino de la justicia, virtud cardinal, necesaria para toda or- 
denada convivencia humana y sin la cual un Estado no se diferencia de una 
agrupación de bandoleros. Se apoya, además, en la indiscutible autoridad 
de Santo Tomás de Aquino, que la interpretó como “usurpación” del po- 
der o ejercicio “injusto” del mismo. Por otra parte, el mismo San Agus- 
tín concretó su pensamiento en unas frases lapidarias, que parecen escritas 
para nuestros días: i 


“El mover guerra a los vecinos, pasar después a invadir a otros, afligir y su- 
jetar a los pueblos sin tener motivo de queja contra ellos, sólo por ambición de 
P quej P 
: z ; eai 
dominar, ¿cómo debe llamarse sino un grande latrocinio?" (11). 


Termina el sefior Truyol su estudio con un capitulo sobre el encuadra- 
miento del Estado en la gran concepción teológica agustiniana del mundo. 
“Dos amores—dice—fundaron dos ciudades; es a saber: la terrena, el amor 
propio hasta el menosprecio de Dios, y la celeste, el amor a Dios hasta el 
desprecio propio." ¿Qué valor tienen en la justificación del Estado la civi- 
tas coelestis y la civitas terrena? El señor Truyol coincide con la genera- 
lidad de los autores en que no significan la Iglesia y el Estado, respectiva- 
mente, sino que son entidades misticas supratemporales. Pero confiesa que 
San Agustín tiende con frecuencia a desdibujar, a desespiritualizar esta 
clara construcción, llevando la antítesis al campo de las realidades históri- 
cas concretas de la Iglesia y del Estado. No obstante la complejidad de la 
delimitación de las dos ciudades y de la Iglesia y del Estado, es suficien- 
temente claro que el Estado, por su esencia, no tiene como misión o fin 
propio el destino eterno del hombre; mas tampoco debe serle opuesto o im- 
pedir su consecución. Los individuos, que lo constituyen, pertenecen a la 
ciudad celeste y a la ciudad terrena, pueden ser justos o malvados. A unos 


y a otros ha de proporcionarles la relativa felicidad de la vida temporal. 


La sobrenatural es propia de la Iglesia. De este modo se armonizan ambas 
sociedades, perfectas en su orden y ambas comprendidas en el plan divino | 
de la perfección integral del hombre. 


x k ck 


(11) De Civ. Dei, lib. IX, cap. 6. P. L., tom. 41, col. 116. 
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Al terminar la lectura de esta obra es viva la impresión de que se trata 
de un estudio denso, bien desarrollado. Su autor ha logrado proporcionar- 
nos una monografía excelente, que merece ser catalogada entre las publi- 
cadas en otras naciones sobre la fecunda doctrina ético-política de San 


Agustín. 
P. Mareo LANSEROS, O. S. A. 


Profesor del Colegio de La Vid (Burgos) 
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UN ESTUDIO DE GEOGRAFIA 
ECLESIASTICA MEDIEVAL (*) 


Avezado a las obscuras y ásperas labores arqueológicas, el señor Vázquez 
de Parga, que además posee cabal dominio de los, estudios históricos y filoló- 
gicos, ha tenido el valor de afrontar uno de los más enmarañados problemas 
de nuestra historia eclesiástica” medieval. Porque valor se necesita, y no men- 
guado, para adentrarse en esa selva de documentos entrecruzados y de du- 
doso origen, que nos presentan la supuesta división de diócesis trazada por 
el rey Wamba, y que algunos modernos llaman hitación apoyándose en un 
falso supuesto. 

El objeto del trabajo del señor Vázquez de Parga no ha sido precisamente 
investigar si el documento en cuestión es auténtico o apócrifo—tarea por mu- 
chos intentada—, sino algo más fundamental, a saber, preparar una edición 
crítica en la que se reúnan, clasifiquen y publiquen las diferentes redacciones 
del texto, procurando determinar sus respectivos origenes y relaciones mu- 
tuas. 

Previamente se ha tomado el difícil trabajo de descubrir y estudiar “los 
Catálogos de sedes episcopales del reino visigodo de Toledo”, haciendo de 
todos ellos un análisis verdaderamente enfadoso—lo reconoce el autor—, pero 
necesario o, por lo menos, muy útil. Con todo, creemos que se podría haber 
hecho un poco menos enfadoso, dando a la redacción de ese primer capítulo 
más nitidez y claridad. La gran mayoría de los eruditos tendrán que hacer un 
no pequeño esfuerzo y aun repetir la lectura si quieren seguirle en esa ma- 
raña de códices. Gracias al cuadro sinóptico de listas de sedes episcopales 
_ que nos ofrece en las páginas 24-30. Pero aqui, como más adelante, las pá- 

ginas intercaladas no se han colocado con el mayor acierto tipográfico. 

De todo modos queda bien asentado que los quince textos estudiados res- 
ponden a dos originales diferentes, de fecha imprecisa anterior a la invasión 
árabe: el “Compluto”, originario tal vez de Braga, y el “Oreto”, de posible 
origen toledano; y no a tradiciones diferentes (ovetense, leonesa, mozárabe), 
como parece suponer el señor Sánchez Albornoz. 

De paso hace el autor la historia de las opiniones que han mantenido los 
eruditos ante la “división de Wamba”, desde Antonio Agustín y don Juan 
Bautista Pérez, que sospechan sea “cosa nueva y fingida y... cosa de moros”, 
pasando por Nicolás Antonio y el P. Flórez, que niegan rotundamente su 
autenticidad, hasta Sánchez Albornoz y García Villada, que consideran es- 


(De LUIS eee DE PARGA: La división de Wamba. Contribución al estudio de la his- 
toria y geografía eclesiásticas de la Edad Media Española. Madrid, 1943; 134 págs. “Con- 
sejo de Investigaciones Científicas”. Instituto Jerónimo de Zurita. $ 
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purio el documento. Y paralelamente corren los nombres de los partidarios 
de su genuinidad, desde Alvar Gomez de Castro y Fr. Manuel Risco hasta 
don Aureliano Fernández Guerra, don Antonio Blázquez y Jiménez Soler, 
con matices y atenuantes que no son,de este lugar. 


Aunque, como queda dicho, no es dilucidar esta cuestión lo que directa- 
mente pretende el sefior Vázquez de Parga en su trabajo, sin embargo en la 
conclusión manifiesta claramente su parecer con estas palabras: “Si los pró- 
logos y epílogos se forjaron sin duda posible en los siglos XI al XII, ¿suce- 
dió lo mismo con los nombres de las cuatro localidades, que sirven de limite 
a cada diócesis? Nuestro convencimiento íntimo nos haría pronunciarnos por 
la afirmativa, aunque reconociendo que no tenemos argumentos contundentes 
en que apoyarlo." Cree Vázquez de Parga que el famoso documento debió 
de componerse en el Obispado de Osma o en Toledo, entre 1088 (Concilio 
de Husillos) y 1107-1108, año:en que Pascual II hace clara referencia a él 
(*scriptum illud vetus quod Oxomensis Episcopus habere se dicit"). Proba- 
blemente hay que ver ya una alusión a su existencia en la bula de Urbano II 
(15 julio 1097). Entre los argumentos aducidos por Vázquez de Parga contra 
la autenticidad, dos hay que a mí particularmente me hacen mucha fuerza: 
el primero es intrínseco, a saber: la absurda manera de delimitar las diócesis 
inmediatas (lo cual sabe a composición literaria demasiado pueril e inütil 
prácticamente, menos algün caso); y el otro es extrínseco, o sea la tradición 
manuscrita del texto, cuya existencia no es conocida durante más de cuatro 
siglos, no apareciendo con claridad cita alguna de él hasta Pascual II, y en- 
tonces, dice el Papa, “nec a vobis nec a Nobis autenticum creditur". Cree- 
mos que ante la fuerza incontrovertible de estas razones los argumentos de 
Blázquez se desvanecen en el aire. 


. 

Para todos los que todavía abriguen algunas dudas y para todos cuantos 
deseen hacer nuevas investigaciones sobre los problemas históricos y geo- 
gráficos que encierra este curiosisimo documento publica el señor Vázquez 
de Parga seis diversas recensiones del texto en los Apéndices, y antes nos 
ofrece una edición crítica que es muy de agradecer. Describe 27 códices, que 
contienen o contuvieron el texto de la división de Wamba, y los clasifica en 
dos grupos: por una parte, el Pelagiano (amañado en los escritorios oveten- 
ses del Obispo don Pelayo), y por otra, el Aragonés, Bracarense y Toledano, 
todos los cuales proceden de un arquetipo único, que es el que se trata de 
reconstruir. A este fin utiliza trece textos distintos para la provincia tole- 
dana, doce para la tarraconense v ocho para las restantes. 

Lo único que echamos de menos es una exposición razonada de cuál es el 
manuscrito que ha servido de base y por qué unas lecturas han sido prefe- 
ridas a otras. 

Pocos documentos habrá en la historia medieval más obscuros, enrevesa- 
dos y difíciles que éste, ora se atienda al texto mismo, ora a la tradición ma- 
nuscrita. Por eso nos alegramos que un investigador tan hábil y concienzudo 
como el señor Vázquez de Parga haya desbrozado el camino, facilitando el 
estudio a futuros eruditos. A ver cuándo se lanza alguno a determinar el 
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nombre y la ubicación de tantas localidades, extrañas y acaso fantásticas, de 
nuestra geografía medieval. 


R. GARCIA-VILLOSLADA, S. I. 


Catedrático de la Universidad, Pontificia de Salamanca 


HISTORIA MARITIMA DE 
LA ORDEN DE MALTA (*) 


En apretado volumen, el Instituto Histórico de Marina ha auspiciado el 
erudito trabajo del coronel de Intendencia de la Armada don Jaime Salvá 
sobre una institución religiosomilitar que tanta importancia tuvo en la Cris- 
tiandad desde que nació, en el siglo XI, a la sombra del Santo Sepulcro: la 
Orden Hospitalaria de San Juan de Jerusalén. 

Todas las vicisitudes que corrió desde su fundación, todas las coyunturas 
brillantes de sus épocas mejores, todo el laurel de sus victorias bélicas y he- 
chos de armas, todas las efemérides recoletas de sus desgracias... quedan pa- 
tentes en la prosa sencila de este libro, que pretendemos ahora comentar 
brevemente. 

Sitúa, en primer lugar, su autor el origen de esta ínclita Orden en el mar- 
co histórico de las Cruzadas. Dos poderes frente a frente, con las armas en 
la mano. La espada contra el alfanje. La cruz contra la media luna. Occidente 
contra Oriente... l 


El Mediterráneo, ese mar “a la puerta de casa”, camino de imperios y ruta 
de desmanes, es el escenario. Entre las bambalinas derruidas de Bizancio es- 
peran su turno los intérpretes turcos. De improviso, como alocado vendaval, 
entran en escena y juegan su papel de traidores. Los otros actores, desangrán- 
dose en luchas fraternas, no salen de su sopor... Es preciso que se alce un 
escudo, que se oponga un dique defensivo. Y surge, por fin, de pechos nobles 
que responden a sonoros apellidos de rancia estirpe europea y que sobre sus 
corazones llevan una cruz blanca. 

` Se organizan inmediatamente sus cuadros y milicias, se arman naves, se 
redactan los estatutos—ceremonial, normas, puniciones, a que más abajo ha- 
remos alusión—y se señala su riguroso vivir. 

Después, rápidamente, aquel núcleo primigenio de San Juan de Acre se 
extiende y ramifica por toda la Cristiandad. Y la pluma, cuidadosa y prolija 
del señor Salvá, va reseñando, con abundancia de datos, la historia, la geo- 
grafía, en una palabra y con mayúsculas, lą BIOGRAFIA de la Orden mal- 
tesa. Sin duda alguna, el autor ha manejado la copiosa obra que existe sobre 
este tema y ha conseguido agotarlo. Su trabajo, exhaustivo, es doblemente 
interesante, porque si por un lado resume y compendia—en monumento bi- 


(°) JAIME SALVA: La Orden de Malta y las acciones navales españolas contra turcos 
y berberiscos en los siglos XVI y XVII. Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 
Instituto Histórico de Marina. Madrid, 1944; 447 págs. 
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bliografico—todos los documentos escritos sobre la Orden, por. T otro cons- 
tituye la hermenéutica mejor de una soberbia página de la historia de la ci- 
vilización. 

La mancha de cíceros—como se dice en el lenguaje de los tórculos—es en 
muchas páginas seguidas uniforme y constante. Esto da idea de lo denso y 
concentrado que es el trabajo de don Jaime Salvá. 

Unos grabados interesantisimos y profusión de apéndices documentales 
amplian el valor del libro—repito—, rebosante de erudición, relato fiel y au- 
téntico criticismo. tC UA 


Empero, la indole de esta revista pide que digamos algo más concreto acer- 
ca de su interés para el canonista. 

Directamente là obra en sí no dice mucho. Es la historia de una Orden 
religiosa, pero enfocada en su aspecto marinero casi exclusivamente. Así pa- 
recia exigirlo la entidad que lo edita y la especialidad del autor. No faltan, 
sin embargo, datos muy interesantes acerca de la organización de la Orden, 
su aprobación pontificia, ceremonial de admisión y profesión (B9. 13) pro- 
cedimientos disciplinares (fig. 14), formación de los novicios (fig. 30), privi- 
legios pontificios (fig. 89), forma curiosisima en que se celebraban los capi- 
tulos de la Orden (fig. 79), etc., etc., sin que estén ausentes tampoco otros que 
podrían dar pábulo a hondas reflexiones, como las que el autor nos propor- 
ciona acerca de las riquezas de la Orden como instrumento de su decaden- 
cia (fig. 23) o las que se consignan a lo largo de todo su libro acerca de las 
disensiones políticas que periódicamente la agitaban. 

Indirectamente, la lección que encierra es espléndida. En la epopeya gi- 
gantesca de aquellos caballeros que durante siglos pelearon sin doblegarse ja- 
más brilla en todo su esplendor la fecundidad inmensa, la elasticidad admi- 
rable de la Iglesia, que supo dar un cauce juridico adecuado a la religión de 
Malta no sólo en sus primeros tiempos de Orden hospitalaria, sino también 
cuando se trocó en milicia maritima, y arbolando en sus galeras la cruz la 
paseó triunfante por el Mediterráneo, infestado de piratas. 


Parece que circunstancias tan extrañas podrían haber chocado con las aris- 
tas de una concepción estrecha del estado religioso por parte del Derecho ca- 
nónico. No fué así. La soldadura fué: perfecta, y aquellos caballeros que te- 
ñían con su sangre los mares, miraban el combate como un acto más de in- 
molación dentro de su vida de religiosos. Y que tal era también el concepto 
que de ellos se formaba el pueblo cristiano lo muestran: ampliamente des 
parte de los documentos que inserta el autor en sus apéndices. 

Por eso su obra, al par que un capitulo interesante y erudito de historia 
marítima, es una lección práctica e indiscutible de la fuerza vital y capacidad 
de adaptación del Derecho de la Iglesia. 


José Luis de AZCARRAGA 


Auditor dé la Armada : '..:: 
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LA VERSION CASTELLANA DE 
LA MORAL DE ARREGUI (*) 


Gracias a la meritísima laboriosidad del P. Zalba poseemos en la rica len- 
gua castellana el “Sumario de Teología Moral” del llorado P. Arregui. Nada 
diremos del mérito intrínseco de esta obra conocida en todo el mundo y es- 
timadísima por su claridad, orden, concisión, abundancia de doctrina, juicio 
sereno y moderado. El mejor elogio de ella es el éxito que tuvo en vida del 
autor. En cierta ocasión oímos decir al párroco de St. Mary Cadogan, .de Lon- 
dres: “El mejor obsequio que puede hacerse a un sacerdote inglés, irlandés 
y norteamericano es un ejempla del Sumario del P. Arregui.” Asi se explica 
que la edición tercera, de 9.690 ejemplares, fuese enviada, casi en su totalidad, 
a Estados Unidos. 

Ciñéndonos al brillante trabajo del P. Zalba, decimos que no es “una mera 
versión” del Sumario, sino “una traducción revisada, acomodada y ampliada 
del mismo”. El joven profesor de Oña ha introducido en él algunas cuestiones 
nuevas, cambiando algunos puntos opinables, ampliado otros de doctrina, re- 
gistrando las nuevas disposiciones jurídicas, tanto eclesiásticas como civiles, 
posteriores a la última edición dirigida por el autor y corrigiendo las mo- 
dificadas, especialmente en materia civil: 


A) Cuestiones nuevas.—Entre ellas figuran: a) el fin del hombre (nn.1-3, 
páginas 3-4). En esto el P. Zalba sigue a los autores modernos: Priimmer, 
Romani..., que encabezan sus manuales de Teología Moral con esta cuestión; 
b) la noción de justicia social, su objeto, extensión de éste comparado con el 
de la justicia legal y distributiva (n. 276; nota, pp. 209-210). Mas de su obli- 
gatoriedad solamente dice lo que de las otras clases de justicia antes se decía. 
Después ya no habla de ella en las aplicaciones prácticas a la vida social de los 
hombres. Pero esto no debe extrañarnos. Cosa análoga hacen casi todos los 
autores de Teología Moral; c) el examen médico y certificado médico prema- 
trimoniales, valor y alcance que ambos pueden y deben tener (n. 712, 21, 1; 
páginas 616, 611); d) una breve indicación de las teorías de los DD. Doms, 
Rocholl y otros acerca del fin del matrimonio. Cita AAS, donde se contiene el 
decreto del Sto. Oficio reprobándolas (no. 707, nota 1, p. 607); e) las obliga- 
ciones de los farmacéuticos (n. 71, pp. 373-374) y algunas cuestiones más. 


B) Cambios de sentencia—Uno de ellos es en materia de justicia. Tra- 
tando de la unión de los hurtos pequeños conservados, el P. Zalba ha dejado 
la opinión benigna del autor para sumarse a la sentencia más común de los 
moralistas sosteniendo “que los hurtos pequeños conservados sin consumirlos 
se unen siempre, sea cual fuere la distancia de tiempo de unos a otros” (n. 316, 
b), p. 239). Otro punto pertenece al impedimento de impotencia, Contra lo 
defendido por el autor, aquél afirma que no se ha de impedir el matrimonio cal 
(*) ARREGUI-ZALBA, S. I.: Compendio de Teología Moral. Obra escrita en latín por el 


P. ANTONIO MARÍA ARREGUI, S. I., y traducida al castellano por el R. P. MARCELINO ZALBA, S. I. 
(El Mensajero del Corazón de Jesus. Bilbao, 1945. Apartado 73). 15 x 10 centímetros y pá- 


ginas XXXIL-830. 


nel aes 


BIBLIOGRAFIA 


varón que ha padecido la operación de vasectomía doble, aunque ésta sea irre- 
parable” (1) (n. 753 con el 751, pp. 48-49). Ambos cambios nos parecen acer- 
tados. 


C) Ampliación de doctrina.—Son incontables los puntos de doctrina amplia- 
dos o de algún modo aclarados por el P. Zalba. 

Pueden verse, como ejemplo, los correspondientes a las virtudes a) de la 
fe, el trato con acatólicos en cosas sagradas (n. 127, b), p. 106); la prohibición 
de pertenecer a ciertas sociedades modernas, como las teosóficas, para procurar 
la Unidad de la Cristiandad, etc. (n. 128, b), p. 107); b),de la caridad, en lo re- 
lativo al orden de la misma (n. 136, 1.^, p. 111) y en el amor de beneficencia, 
anotando algunas reglas sobre la obligación y proporción de distribuir lo su- 
perfluo (n. 142, nota, p. 116); c) de la justicia, especialmente en el contrato de 
compra-venta (n. 397, p. 302); en el justo precio de las cosas, donde expone 
con claridad y concisión las nociones y principios que modernos economistas 
y recientes moralistas suelen traer en esta materia (n. 398, pp. 304-307); en el 
contrato del trabajo: y del salario (n. 405, pp. 316-317) y en otros muchísimos 
más. También la moral profesional y sacramental han salido ampliadas de la 
pluma del joven profesor de Oña. 

Convendría que en las sucesivas ediciones pusiese algún signo que indique 
al lector lo añadido o modificado por el traductor. 


Observaciones.—Laudabilisimo es la grande diligencia puesta por el P. Zal- 
ba en procurar que la traducción del Sumario saliese con toda perfección; mas 
a pesar de ello y de la encantadora brillantez con que la presenta, nos parece 
haber hallado algunos defectillos. No sería obra humana si no los tuviese. 

En el n. 69, 2.°, b), p. 48, dice: “No es lícito poner causas eximentes próxi- 
mas...” No cabe duda que esto es una especie de errata, que el buen sentido del 
lector habrá subsanado, leyendo: causas impedientes próximas, como exige el 
contexto. En el n. 397, 1.°, p. 302, escribe: “El vendedor debe manifestar los 
defectos sustanciales [de la mercancia]”, citando el a. 484 CH, en lugar del 
1.484, que alega más adelante. 

Sobre el buen uso del Probabilismo, escribe Arregui en el n. 46-III: “E 
duabus opinionibus oppositis simul vere probabilibus nunc una nunc altera 
uti...” Zalba, en el mismo número, p. 30, lo pone de este otro modo: “Cuando 
hay dos opiniones opuestas, igualmente probables...” Estas palabras, tal como 
suenan, no parecen responder con exactitud a la idea probabilista, en que autor 
y traductor coinciden. El Probabilismo admite que puede haber dos sentencias 
entre sí, ambas verdaderamente probables y a la vez una más probable que 
la otra. Aun cuando entendamos el adverbio igualmente en cuanto a la subs- 
tancia y no en cuanto al grado de probabilidad, todavíal la frase es ambigua y 
de sabor equiprobabilista. 


(1) Respecto de esta sentencia véase YANGUAS en Sal Terrae, vol. 24 (1935),, págs. 810-813. 
Allí sostuvimos que esta sentencia, adoptada ahora por el P. ZALBA, era probable en teoría 
y segura en la práctica. Hoy se ha visto robustecida por la doctrina expuesta por Su Santi- 


dad Pío XII en la Alocución a los jueces del S. Trib. de la Rota Romana, tenida en octubre 
de 1941. V AAS, 33 (1941), 423 ss. 
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; En el n. 195, 2.°, p. 151, dice: “Se diferencian específicamente entre si el sa- 
crilegio personal, local y real”, sin añadir con la sentencia adoptada por el 
autor: en especie ínfima; ni con la opuesta: en especie subalterna. Opinamos 
que convendría determinar más este n. 2.” para que el lector vea el por qué 
lógicamente se dice en Aplicaciones: 1. “No difiere específicamente la viola- 
ción que se comete golpeando a una Religiosa, de la que se comete abusando 
de ella”, puesto que de dicho n. 2.” con igual lógica se podía haber deducido: 
“Difiere específicamente...” 

En el n. 258, 11, p. 200, la palabra latina: Distillatio, que expresa el goteo de 
secreciones prostático-uretrales, se traduce al castellano por espermatorrea, 
que se refiere a las poluciones patológicas. Ambas cosas son distintas. 

En el n. 405, p. 318, Aplicaciones: a) “El Patrono que despide a un... obre- 
ro sin causa justa antes de la fecha convenida, está obligado a repararle todos 
los daños que le ocasiona (v. CH 1.583).” Hoy debe juzgarse este caso por lo 
dispuesto en el art. 81 del Decreto de 26-I-1944, publicado en “BOE” 24-II-944, 
página 1.634. 

En el n. 684, I, p. 590, escribe: “La S. Congregación de Seminarios ha 
dado órdenes más severas, y quiere que se excluya del acceso al sacerdocio no 
sólo a todos los que han pecado, aunque sólo sea una vez, con otra persona...” 
Nos parece que el P. Zalba, para evitar inconvenientes, debió advertir a sus 
lectores que las Normas de la S. Congr. de Seminarios y Universidades, cuyas 
disposiciones en materia de castidad compendia, no son ahora obligatorias, 
sino directivas. 


Resumen.—No obstante estos defectos, el Sumario Arregui-Zalba sale a la 
luz pública con la esmeradisima presentación tipográfica que tanto se aprecia- 
ba en las ediciones anteriores del mismo; notablemente aumentado en no pocos 
puntos doctrinales, retocado en otros, ostentando, dentro de los límites de su 
brevedad, las últimas aportaciones de los moralistas, canonistas y sociólogos 
en varios problemas morales. 

Vivamente recomendamos a los lectores esta obra, en la que todos, y espe- 
cialmente médicos, jueces, notarios, abogados, comerciantes, industriales, etc., 
hallarán un guía seguro en muchos problemas de sus profesiones. 

Reciba nuestra más cordial felicitación el P. Zalba, de cuyas excelentes 
cualidades e incansable laboriosidad mucho espera la Teología Moral. 


Aurelio YANGUAS, S. 1. 


UN BUEN MANUAL DE DERECHO CANONICO (*) 


Con la cuidada presentación que la Editorial “Revista de Derecho Privado” 
acostumbra dar a sus libros, nos llega la traducción castellana del “Derecho 
canónico” de Caviglioli. Tal vez fuera más prudente esperar a la aparición de 


(*) Prof. JUAN CAVIGLIOLI: Derecho canónico (Editorial Rev. de Derecho privado, Madrid, 
1946), un vol. de xxx-576 págs. 
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la obra completa antes de aventurar un juicio sobre ella. Pero no parece opor- 
tuno teniendo en cuenta la larga periodicidad de esta revista. Por lo cual di- 
remos algo de este primer volumen que nos llega. 

Hablar de una obra ya consagrada en su original ante el doble tribunal del 
público y de la crítica es sobremanera fácil. Nuestro papel se limita a asentir 
a cuanto de ella se ha escrito: es obra clara, bien concebida, ordenada, suges- 
tiva. Tiene densidad y riqueza de ideas. Está escrita con fines didácticos, a los 
que responde admirablemente. Creemos que será muy útil, particularmente en 
manos de nuestros estudiantes y profesionales del Derecho. Pero siempre que 
no se le pida lo que no intenta dar, ya que no es obra de investigación en el 
sentido riguroso de esta palabra. 

En cuanto a la traducción, es digna de alabanza la tersura y fluidez del cas- 
tellano empleado, así como el cuidado que se ha puesto en adaptar la obra a 
España. Se inserta, por ejemplo, en las páginas 11-26 un buen estudio acerca 
de la vigencia del Código canónico; otro, en las páginas 423-427, acerca de los 
capellanes castrenses, y otro, en las páginas 391-393, acerca de las canonjías de 
oficio, etc., etc., mostrando el traductor en todos ellos estar muy al tanto del 
estado de estas cuestiones. 

En una palabra: tanto el traductor como la Editorial están de enhorabuena. 
¡Ojalá que el camino emprendido se continúe y nos vengan por él tantas mo- 
nografías y libros de enjundia canónica como en estos últimos tiempos han pro- 
ducido los autores italianos! . 


* * ox 


El capitulo de reparos es de escasa monta. Prescindiendo del mayor de to- 
dos, a saber: no haberse hecho distinción ninguna entre lo que es del autor 
y lo que pertenece al traductor (1), diremos que aquí y allá saltan detalles que 
bien podrían corregirse, como hacer a Calahorra y Solsona administraciones 
apostólicas (pág. 353); omitir la respuesta de la Comisión de intérpretes de 
30 de diciembre de 1937 (nota 5 de la pág. 512), y atribuir a los capellanes cast 
trenses espafioles algo mas de lo que realmente tienen (pag. 426), como se vid 
con ocasión de la División española de voluntarios. Pero se trata de menuden- 
cias inevitables (2). 

Se pronuncia el traductor en su extenso y jugoso prólogo (al que siguen 
dos del autor, con un total de 30 páginas) “contra el sistema de separación en- 
tre historia y dogmática en la exposición y estudio del Derecho canónico”. No 
nos es posible entrar a fondo en esta cuestión, que con él creemos ya supe- 
rada, aunque disintamos al fijar en qué sentido. Tal vez todos estemos con- 
formes en algo cuya fórmula fuese esta: conocimiento de lo histórico por parte 


(1) Véanse las notas 22 de la página 10 y 16 de la 211, en las que es casi imposible 
saber si se habla de Italia o de España. 

(2) También al autor se le escapan algunas, v. gr.: la nota 41 de la página 488 no es 
exacta: las Normae están al alcance de cualquiera, por ejemplo, en el volumen V de las 
Instituciones de CORONATA. Sin hablar de su resumen histórico, que en sus 33 páginas no 


encuentra lugar para citar entre las colecciones a la Hispana, y entre las universidades, a 
le de Salamanca. 
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del exégeta. Cultivo independiente de la historia atribuido a sus especialistas. 
Y, en obras de tipo elemental como la reseñada, inserción de los resultados 
obtenidos por éstos. 

Una observación final: el traductor, que en la página 61, al hablar del Con- 
venio de 1941 con la Santa Sede, lo refiere a los “beneficios consistoriales” en 
general, especifica en la página 346 que “lo convenido es aplicable no sólo a 
los obispos residenciales, sino también a todas las demás provisiones consisto- 
riales”, y para que no pueda dudarse del sentido de esta frase, añade por vía 
de ejemplo: “... como coadjutores con o sin futura sucesión, administradores 
y vicarios apostólicos, auxiliares”, etc. Aun convencidos de que se trata de un 
“lapsus calami”, lo delicado de la materia de que se trata nos fuerza a no de- 
jarlo pasar en silencio. Los términos del Convenio son clarísimos, y no menos 
clara es la práctica observada en los años transcurridos, en los que ningún 
nombramiento de Obispo auxiliar o Administrador apostólico hemos visto en 
las páginas del “Boletin Oficial”, sin que se haya suscitado dificultad ninguna 
por los nombramientos hechos libremente por la Santa Sede. 


Lamberto DE ECHEVERRIA 


UN BUEN LIBRO DE DOCTRINA 
JURIDICA TOMISTA (*) 


-La impresión es consoladora. Un jurista seglar que se acerca a la ingente 
y medieval producción de las obras filosóficas y teológicas de Santo Tomás de 
Aquino con confianza y aplomo, porque va a ellas con conocimiento de causa 
—pleno dominio del idioma y tecnicismo latinos—localiza en ellas las grandes 
canteras de sus ideas fundamentales sobre la comunidad política y los filones 
aislados o vetas de textos dispersos, los entresaca y recoge amorosamente—en 
una selección abundante y de primera mano—; luego los analiza y valora, en- 
hebrándolos en una sistematización lógica, ofreciéndonos asi—en rico bordado 
ideológico—la imagen fiel de la filosofía política de Santo Tomás. 

Sólo el empeño es digno de alabanza y sintomático. Significa que el autor 
no ve en el ideario filosófico-político de Santo Tomás un complejo de teorías 
viejas y trasnochadas, sujetas a la caducidad de estructuras políticas de su 
“tiempo, sino doctrinas de perenne actualidad con valor de magisterio aun para 
nuestras generaciones. Así lo afirma el autor, justificando con ello su obra: 
“El condicionamiento de sus doctrinas por las circunstancias de su tiempo 
existe, a no dudarlo. Pero es ciertamente mínimo, y sin perjuicio de él supo 
Santo Tomás decir cosas válidas para todos los tiempos, y entre los hilos de 
la cogitación de su época dejar “prendidos segmentos de eternidad”. En me- 
dio de la triste realidad política de hoy, el pensamiento de Santo Tomás, desde 
su remota distancia histórica, refulge aún con vivísima luz...” (pág. 8). 

* 


(*) EUSTAQUIO GALAN GUTIÉRREZ, Doctor en Derecho: La filosofía política de Santo Tomás 
de Aquino. Madrid, Revista de Derecho Privado, 1945. Un tomo de 230 págs. 
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Es también caso revelador del ambiente juridico de nuestra patria. Los me- 
jores cultivadores de la ciencia juridica se entran con avidez en la investiga- 
ción de las fuentes más puras del Derecho, explorando la doctrina tradicional 
y, en especial, las reconditeces y matices del pensamiento de Santo Tomás, 
seguros de encontrar en él normas siempre orientadoras. Ejemplo señero y 
digno de imitarse es el de la presente obra. 


Pero además el libro del señor Galán es de alabar no sólo como laudable 
intento, sino como ensayo bien hecho y logrado. Bajo el epígrafe de “Filo- 
sofía política de Santo Tomás” son desarrollados los principales capítulos de 
su concepción de la Sociedad y del Estado, fundamento del poder político 
y de la doctrina política en general. El autor procede por la división escolás- 
tica de las cuatro causas: la causa eficiente u origen histórico y jurídico del 
Estado. Esencia del Estado como sociedad perfecta y sus relaciones con la 
Iglesia. En especial es instructivo el apartado que considera al Estado sub 
specie personae, al Estado como personalidad. Siguen luego los capítulos so- 
bre la causa final o: el Bien común y la causa formal o el poder. político. 
Y más detenidamente, como consecuencias sobre las que va centrada la aten- 
ción y consideración principal, el estudio sobre las formas de gobierno y ejer- 
cicio del poder en Santo Tomás, cerrando el ensayo dos capítulos sobre la 
doctrina tomista en torno a la tiranía y licitud de la resistencia al poder ti- 
ránico. 

Todo esto no es nada nuevo, pues ha sido innumerables veces tratado en 
todos los tonos y con los más variados propósitos. Por eso, la obra del señor 
Galán no es de novedad, pero sí de concienzuda exposición. Recogiendo parte 
muy selecta de la literatura tomista en torno a cada tema, logra darnos un 
resumen fiel y objetivo de las ideas del Santo. Labor más que de teorización 
brillante y personal de diligente búsqueda y paciente inquisición de los tex- 
tos del Aquinate dispersos por todas sus obras. El señor Galán los inserta 
íntegros en notas, dejando que también ellos hahlen con la elocuencia origi- 
nal de su gracia y precisión latinas y pueda así comprobarse la sencilla pa- 
ráfrasis interpretativa del autor. Difícil encontrar florilegio más selecto, no 
de lugares comunes, sino de raros textos, muchos de ellos nada citados, de la 
Filosofía política de Santo Tomás. 


Los juicios del autor son, en general, muy verdaderos y justos. Santo, To- 


más no es contractualista; no habla de un contrato político como base de la 
constitución del Estado, como hablaron teólogos posteriores, en especial Suá- 
rez. “Si es lícito hablar de un contrato como fundamento del Estado, aquél 
M ser entendido ante todo como un tácito consentimiento comün mani- 
festado a través de los actos cooperativos, no tanto como un pacto formal 
y expreso. Cabalmente la doctrina contractualista—segün la cual el contrato 
es el fundamento constitutivo del Estado y del Derecho püblico—representa 
la degeneración de la doctrina de Santo Tomás..." (pág. 15). Dentro de sus 
concepciones, el fundamento constitutivo lo representa el impulso social del 
hombre, expresión de una necesidad vital y de un imperativo de Derecho na- 
tural si bien la obra de este impulso vital debe ser racionalizada, realizada 
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con aportacion de elementos voluntarios, es decir, libremente determinada y 
asistida de un espontaneo consentimiento (pags. 13, 87). 

Santo Tomás ha ideado la estructura del Estado según el concepto orga- 
nicista, explicando por la imagen del organismo y sus miembros las relacio- 
nes existentes entre los individuos y la comunidad política. Pero no ha incu- 
rrido—como algunos le han inculpado—en el universalismo extremo de aque- 
llos sistemas que han visto en el Estado un organismo gigante, el Todo sub- 
sistente en donde se subsumen totalitariamente y se diluyen por absorción las 
existencias individuales (pág. 89). Su concepción analégica—diriamos nos- 
otros—, latente siempre que aplica a la sociedad la imagen del todo y las par- 
tes del cuerpo orgánico y sus miembros, le impiden caer en ese exceso uni- 
vocista a que llegaron la teoría orgánica antigua, el sociologismo y el pan- 
teismo y socialismos del Estado. 

Así lo muestra también el señor Galán, explicando esa intención analógica 
existente en los ejemplos cien veces repetidos por Santo Tomás del todo y 
sus partes con sólo recordar las diferencias de todos y modos de contener las 
partes que reconoce la lógica aquiniana (pag. 83), e invocar aquel ‘principio 
universal de analogía, presente siempre en la filosofía de Santo Tomás: In 
metaphoricis non oportet attendi similitudinem quantum ad omnia. 

En cambio, esa idea orgánica del Estado ha sido acuñada y perfilada por 
el Santo Doctor en el concepto de personalidad, atribuyendo, contra el ato- 
mismo antiguo y medieval, a la comunidad estatal una realidad natural de 
persona, siempre bajo el principio rector de la analogía y a título de analo- 
gado secundario, no como subsistencia física, sino en el plano moral (pág. 43). 


ko 


Puestos a poner reparos a la exposición del señor Galán, pocos encontra- 
ríamos de alguna consideración. Casi todos los temas rezuman puro tomismo, 
exacta valoración de las doctrinas del Aquinate. El que se nos ocurre de ma- 
yor monta es el referente al poder político y sujeto en que reside. Sostiene 
el autor que para Santo Tomás el sujeto de la autoridad es la comunidad, el 
pueblo. En él reside formalmente, como en su poseedor propio. “El titular 
del poder político, por derecho natural, es la comunidad”, que lo recibe de 
Dios (pág. 140). Porque dicha potestad es el instrumento o medio natural de 
que dispone la comunidad política para promover su bien propio, el bien co- 
mún. A ningún individuo o grupo le es lícito, por lo tanto, detentar esa au- 
toridad a título personal, sino como representante de la comunidad, a la que 
pertenece por título propio. Incluso cuando ésta “transfiere a los órganos de 
la autoridad meramente el ejercicio del poder como un officium público, el 
poder en sí mismo sigue teniendo en la comunidad su titular” (pág. 152). 

Tal ni es la forma recta de explicar el sujeto y transmisión del poder pú- 
blico, seguida por los mejores teólogos, ni es la auténtica explicación de Santo 
Tomás, sino en todo caso de Suárez. En efecto, salta a la vista la contradic- 
ción en que incurre el autor al nombrar a la comunidad política sujeto propio 
y único titular del poder, y declarar a la vez, siguiendo en esto a Santo To- 
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más, la incapacidad radical de aquélla “para ejercer:por sí misma, como mul- 

titud, ningún acto de poder propiamente dicho, por lo que necesariamente 
2 

tiene que conferir el poder a determinada o determinadas personas (pág. 143). 


Ninguna forma puede recibirse, como en sujeto propio, en aquel que es 
incapaz de actualizarla. Y la actualización del poder político es el ejercicio 
de los actos de poder. La sociedad, por lo tanto, incapaz de regirse a si misma 
como tal multitud, forzada por el derecho natural a constituir “una fuerza 
rectora comün"—que dice Santo Tomás, De regim. Princ., 1. I, cap. I—so- 
bre todo él cuerpo social, una autoridad y órgano de la misma o gobierno que 
unifique las fuerzas dispersas y promueva la actividad de los individuos al 
bien comtn, no es el sujeto propio o titular del poder politico. Este no existe 
formal o actualizado mientras no se concrete y encarne en el órgano de au- 
toridad legítimo que ha de ejercerlo. Ciertamente que el principe o gober- 
nantes, detentores del poder supremo, obrarán como representantes de la co- 
munidad política, ejerciendo el poder no a título personal, sino en virtud de 
la autoridad que les ha conferido la comunidad popular, a cuyo bien y no al 
propio provecho personal deberán encaminar ese mismo ejercicio. Pero mien- 
tras permaneciere el gobernante legitimamente en el poder, él será el verda- 
dero poseedor y titular de la püblica autoridad, sin que a la vez pueda de- 
cirse que también el titular de la misma sea la masa social o multitud. ; Po- 
drían permanecer ambos titulares poseyendo una e idéntica potestad rectora 
de la comunidad pro.indiviso? ¿O es que la comunidad política se reserva a 
titulo propio y ordinario dicha autoridad, figurando el verdadero gobernante 
como un delegado revocable a libertad? Si así fuera, no habríamos rebasado 
la explicación liberalista del contrato rousseauniano, en que el pueblo ha he- 
cho cesión de sus derechos y del poder en sus representantes, pero en rigor 
los conserva integros en la libertad omnímoda de revocación que se reserva. 


No; el poder politico es transferido integro a las representantes legítimos 
de la comunidad, quedando éstos convertidos en únicos titulares de esa única 
y espiritual potestad que se llama la soberanía o el poder del Estado. Cierto 
que al gobernante le es transmitida esa soberanía por la comunidad popular, 
pero anteriormente sólo residía en este cuerpo social de una manera informe, 
potencial o virtualmente, como potestad de constituir sus representantes y 
transmitirles la autoridad rectora de la nación. Y a la vez de revocar o reti- 
rarles esa representación y poder público según las leyes institucionales pre- 
fijadas o cuando las necesidades del bien común lo reclamen. 


Esta potestas—poder constituyente, dirán los modernos—es lo que reside 


y se mantiene en el cuerpo social simultáneamente al poder politico en el go- 
bernante. 


La solución estaba, pues, en haber distinguido—como lo hará más tarde 
Vitoria—esta potestas o derecho eminente de la comunidad, del poder real y 
efectivo, el poder gubernativo, en su triple forma, legislativa, ejecutiva y ju- 
dicial. A éste se le reservan con más propiedad los términos de ius iurisdic- 
tionis o auctoritas. Tal autoridad deriva de aquella potestas informe de la co- 
munidad política de regirse y gobernarse por sí misma, la cual, sin embargo, 
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no deviene la autoridad formal mientras la multitud no se haya organizado 
en Estado, creando sus Órganos rectores o de autoridad. 

El señor Galán debiera haber distinguido esta dualidad de aspectos en el 
problema del poder político, a fin de haber interpretado debidamente, en el 
espíritu de los teólogos posteriores, los pocos textos y un tanto genéricos que 
de Santo Tomás cita y se encuentran sobre la cuestión. Sólo así se evita el 
peligro de considerar entre los modos existenciales del Estado y del poder 
la forma democrática como la mejor absolutamente, la que por derecho na- 
tural gozara de absoluta prioridad y preferencia. 

Pero aun sin tal distinción el señor Galán, con gran sentido histórico, evi- 
ta este escollo democratizante en su exposición de las formas de gobierno, 
según Santo Tomás. El Santo Doctor ha analizado todas estas formas his- 
tóricas que se presentaban hasta su época, ha sopesado las ventajas de cada 
una, ha señalado los peligros de corrupción o las distintas tiranías, pero no 
ha manifestado su preferencia absoluta sino por aquella mixtura teórica o 
acumulación abstracta de las ventajas de las tres típicas formas de gobierno, 
es decir, un régimen mixto de monarquía, aristocracia y democracia, ya deli- 
neado en Aristóteles. Sería un error de perspectiva y anacronismo identifi- 
carla con algunas de las instituciones políticas actuales, aunque se acerque 
más a la monarquía templada (¿electiva?) o al sistema republicano presi- 
dencial. 

En concreto, sólo ha establecido el principio de que aquella forma de go- 
bierno será la mejor que más se adapte a las condiciones de cada nación que 
consiga su plena justificación a posteriori por ejercerse justamente y en bien 
del pueblo. Todas las demás pasionales exaltaciones democráticas de la doc- 
trina política de Santo Tomás han sido falsear el pensamiento claro, terso 
y desapasionado del Santo Doctor. 

Admiramos también el espíritu ecuánime del señor Galán en la exposición 
objetiva de este capítulo de las formas de gobierno y del siguiente y último 
del problema: tiranía y resistencia al poder tiránico. 

“Y por descontado alabamos y recomendamos un ensayo tan sano en su 
orientación tomista como el del señor Galán Gutiérrez. 


Fr. Teófilo URDANOZ, O. P. 


IGLESIA CASTELLANO-LEONESA Y CURIA 
ROMANA EN LOS TIEMPOS DEL REY 
SAN FERNANDO (*) 


Por vez primera se estudia en este importante trabajo el glorioso reinado 
de Fernando III el Santo a la luz de los doctimentos que se conservan en los 


(*) MANSILLA REOYO, DEMETRIO, Iglesia castellano-leonesa y Curia Romana en los tiempos 
del Rey San Fernando. Estudio documental sacado de los Registros Vaticanos. Madrid, 1945, 4.°, 
x1-vi-378 págs. (Consejo Superior de Investigaciones Científicas. Instituto Francisco Suárez, 


de Teología.) 
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archivos vaticanos. Solamente esta circunstancia serviría para darle gran real- 
ce; porque es sabida la importancia que tienen para el estudio de la Edad Me- 
dia los archivos de los Romanos Pontífices, por desgracia tan poco explorados 
en lo que se refieren a la historia de España. Pero, además, es el caso de que 
aquí la documentación vaticana está aprovechada y presentada con singular 
maestría, en combinación con un conocimiento extenso y profundo de cuanto 
hasta el presente se ha escrito en la Península a base de archivos locales. El he- 
cho de que hubiese merecido el alto honor de ser agraciado con el Premio Pa- 
celli, destinado a ensalzar la mejor tesis doctoral que se presente cada año en 
la Universidad Gregoriana, habla por sí solo. Unicamente las presentes circuns- 
tancias han determinado el que hayamos tenido la satisfacción de que se haya 
editado en el Consejo Superior de Investigaciones Científicas. 


La materia de estudio se halla dividida en dos grandes secciones: la Santa 
Sede en relación con los problemas politico-eclesiasticos de la época, y la misma 
en relación con los asuntos meramente eclesiásticos. En ambas, junto a las 
cuestiones puramente históricas, que constituyen la parte principal del libro, se 
hallan tratados algunos puntos jurídicos de máxima importancia. 


En la primera parte, después de una introducción sobre la intervención de 
la Cura Pontificia en los problemas políticos de León y Castilla desde mediados 
del siglo XI hasta el advenimiento de San Fernando, el autor examina al de- 
talle la postura de Roma frente al problema del ascenso del Rey Santo al doble 
trono castellano-leonés, al de la prosecución de la reconquista española, la res- 
tauración de las iglesias de las ciudades reconquistadas, la conducta del Rey con 
los judios y herejes, y, por fin, dedica un capítulo a la descripción detallada de 
las circunscripciones eclesiásticas de la época. 

En este apartado merecen especial atención los capítulos dedicados al ori- 
gen del Derecho de patronato y a la puntualización de los límites de las cir- 
cunscripciones eclesiásticas de las diócesis españolas. Según el autor, no se puede 
colocar el origen del patronato en la famosa Bula de Urbano II, falsificada al 
parecer por los representantes del Arzobispado de Tarragona en el proceso que 
siguió contra Toledo en el siglo XIII, sino que se describen con sobriedad y 
detalle los primeros pasos del mismo. Cuando San Fernando conquistó Córdo- 
ba (1236) consiguió de Gregorio IX el privilegio de poder presentar al Obispo 
candidatos para cuatro dignidades de la catedral. En 1238, al Rey de Aragón 
Jaime I le concedió privilegio de presentación para_la iglesia de San Vicente, 
de Valencia, y el Hospital, así como para las iglesias y monasterios del Reino 
de Valencia que fuesen construídos y dotados por él. Semejantes privilegios ob- 
tuvieron también el Rey San Fernando y su hijo primogénito, don Alfonso, so- 


bre las iglesias de Cartagena y Sevilla. Antes no se dan indicios de privilegios 
parecidos. 


Con paciencia verdaderamente benedictina ha ido entresacando el autor, de 
entre las suscripciones de los Concilios provinciales, las indicaciones incidenta- 
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les de los numerosos documentos papales de la época que se vid obligado a 
manejar, y de los trabajos ya antes publicados por cronistas e historiadores de 
cada didcesis, las delimitaciones provinciales y diocesanas de mediado el si- 
glo XIII. En adelante, este punto, que permanecia oscuro y dificil, queda de- 
finitivamente aclarado, por lo menos en sus trazos generales; y la enmarafiada 
contextura de las provincias eclesiásticas españolas queda ya patente merced 
a un mapa gráfico que ha tenido el acierto de acoplar para que el lector pueda 
obtener una vista de conjunto. En la exposición no se ciñe a describir escue- 
tamente los límites, sino que se hace una breve historia de cada diócesis. 


En la segunda parte estudia, en primer lugar, la intervención pontificia en 
la provisión de las Sedes episcopales. Para poder realzar mejor el significado 
de la misma, antepone unas breves consideraciones sobre los diversos sistemas 
de elección de Obispos que se sucedieron entre los siglos XI al XIII, así como 
las especiales dificultades que se presentaban durante las Sedes vacantes. A con- 
tinuación entra en el estudio detallado y exhaustivo de las diversas interven- 
ciones de Honorio III, Gregorio IX e Inocencio IV, de las cuales deduce como 
conclusión un cuadro sintético donde de un golpe de vista se pueden observar 
las principales características. De todo ello se deduce la conclusión de que 
queda una vez más comprobado que a la sazón no se ejercía el Derecho de 
patronato; y, por el contrario, se ilumina con una nueva luz el lento tránsito 
de las elecciones capitulares a las reservas pontificias. 


Pasa después a hacer el mismo detenido estudio de la intervención ponti- 
ficia en la provisión de beneficios eclesiásticos de ambos Reinos. En este punto, 
la posición del autor es verdaderamente privilegiada. Teniendo a su disposición 
los registros vaticanos ha podido seguir paso a paso todas y cada una de las 
provisiones papales, aportando nuevos datos desconocidos para los que se con- 
tentasen con la edición de los registros llevada a cabo por la Escuela de Fran- 
cia; y, al mismo tiempo, ha podido perfilar. los contornos de las características 
de los Pontificados de Honorio III, Gregorio IX e Inocencio IV en orden al 
asunto. Otras listas sintéticas, colocadas al final de los capítulos respectivos, 
dan una vista de conjunto de todos los casos registrados de provisión de be- 
neficios y acumulación de prebendas. 

Por fin, cierra la segunda parte un capítulo referente al movimiento cultural 
de la época. La fundación y primeros pasos de las Universidades de Palencia, 
Salamanca y Valladolid son estudiados bajo un nuevo prisma. Una serie de 
ochenta y un documentos inéditos, transcritos en su integridad, o por lo me- 
nos en sus partes más esenciales, avaloran extraordinariamente este trabajo. 


No podemos terminar esta breve recensión sin volver a manifestar la pro- 
funda satisfacción que produce en todo amante de las glorias patrias la publi- 
cación de estudios semejantes. Es preciso imitar el ejemplo y continuar la labor 
de investigación de los inagotables tesoros que guardan los archivos vaticanos 
referentes a la historia de España. En este punto no puede menos de agrade- 
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cerse la labor que está ya realizando la joven Facultad de Historia Eclesiástica 
de la Universidad Gregoriana de Roma, bajo la dirección de su Decano, el re- 
verendo Padre Pedro Leturia, S. J., a cuya inspiración se debe el presente 
trabajo. Es de esperar que lo alcanzado hasta aquí no ha de ser más que un 
preludio de lo que falta por conseguirse. 


José ZUNZUNEGUI 


Profesor del Seminario de Vitoria 


CONCEPTO Y MISION DE LA 
FILOSOFIA JURIDICA (*) 


Entre las numerosas e interesantes publicaciones que saca a luz la editorial 
de la “Revista de Derecho Privado” figura una serie de obras filosófico-jurídicas 
y filosófico-políticas dedicadas unas a la exposición del pensamiento sobre estas 
materias de las figuras más insignes en la historia de la Filosofía del Derecho 
y del Estado, y otras, de un contenido más personal y original, al enfoque de 
los problemas que la realidad actual nos ofrece, desde un elevado punto de 
vista doctrinal. 

A este segundo grupo pertenece la obra del señor Galán y Gutiérrez, que 
aquí reseñamos. ¿Cuál es el cometido que a la Filosofía Jurídica le correspon- 
de inmediatamente en la vida jurídica, o sea en la producción del derecho, en 
la alta dirección y regulación de las relaciones de derecho, e indirectamente 
en toda la vida social? 

Esta misión eminente y peculiar de la Filosofía Jurídica hay que deducirla 
de su propio verdadero concepto. Y a esto es a lo que se endereza la presente 
obra: a la determinación del concepto de la Filosofia Jurídica, para de ahí de- 
ducir su misión directa y su transcendencia universal. 

Pero el concepto de Filosofía Juridica, como muy bien sefiala el autor, está 
en función del sistema filosófico total, y por eso la determinación de su natu- 
raleza y su oficio depende de la naturaleza y oficio de la Filosofía en general. 
Tal es el primer problema que el autor se plantea y a cuya solución dedica los 
tres primeros capítulos de la obra. En ellos considera la diversidad de modos 
de concebir y de definir la Filosofía, propugna la conveniencia de desenten- 
derse de toda concepción ya elaborada de la Filosofía a fin de acertar en la 
tarea de especificar y definir ésta, trata de las relaciones de la especulación ra- 
cional con la revelación y del valor científico y supracientífico de la Filosofía 
segün las diversas concepciones, sefiala la función de la Filosofía en la vida 
espiritual del hombre y expone sus semejanzas y diferencias con la Poesía y 
la Religión, concepciones asimismo del mundo y de la vida; habla de las recí- 
procas determinaciones entre la Filosofía y la Historia de la Filosofía, ponde- 
rando la eficacia de la concepción cristiana del mundo para una interpretación 
unitaria y plena de la Filosofía a través de su historia. 


(*) EUSTAQUIO GALÁN Y GUTIÉRREZ: Concepto y misión de la Filosofía Jurídica. 132 pági- 
nas 20 X 14 cms. Editorial Revista de Derecho, Privado. Madrid, 1944. 
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En los capitulos IV y V aun se resefian nuevos aspectos, modalidades y 
nuevas funciones de la Filosofia en general: la Filosofia como ciencia, como 
concepción racionalizada del mundo, como ontología, como modo de vida. 
Se señala la sucesiva preponderancia que cada uno de estos aspectos ha te- 
nido según las vicisitudes de la historia y la que tiene ahora. 

El capítulo VI es el dedicado al concepto y misión de la Filosofía del 
Derecho. 


A base de las distinciones admitidas en los capítulos precedentes se con- 
traponen en éste el Derecho Natural, como concepción del mundo, y la Fi- 
losofía del Derecha, como ontología, insistiendo en el valor e importancia 
especial que la primera modalidad tiene en nuestros tiempos. 


El capítulo VII es una breve recapitulación a la vez que una exposición 
esquemática de los temas de la Filosofía del Derecho. 


* ok ok 


Campea en la obra, sobre el plano de una sana doctrina y de un bien fun- 
dado entusiasmo por la filosofia cristiana, la erudición y el conocimiento de 
los sistemas filosóficos antiguos y modernos, de los temas predilectos de cada 
uno, de su actitud doctrinal frente al objeto de la Filosofía. 

Sobre estos materiales actüa vistosamente el ingenio del autor, filosofando 
ágilmente sobre la misma Filosofía, sobre su historia, sobre las relaciones de 
oposición y afinidad de escuelas, opiniones, modos de enfocar las cuestiones, 
aspectos de las mismas. 

Esto mismo ahoga en no pocas ocasiones la claridad del raciocinio filosó- 
fico, perturba el orden y la proporción de los elementos y partes y perjudica 
la exactitud de la doctrina o, por lo menos, de bastantes proposiciones, y la 
misma coherencia de las ideas. 

Es, sobre todo, llamativa la desproporción entre lo dedicado al tema ex- 
presado por el título de la obra y lo gastado en los capítulos preambulares. 
En éstos, el autor ha estado deleitandose—y deleitando al lector—con su pro- 
pio filosofar sobre la Filosofía en general, sobre sus modos de ser concebida, 
funciones, concreciones históricas, etc.; pero cuando llega al capítulo VI, en 
el que se enuncia el objeto y fin de la obra y donde era de esperar una amplia 
aplicación de todo lo dicho anteriormente, más una profundización adecuada 
en las cuestiones tan importantes, tan peculiares y tan de actualidad del con- 
cepto y misión de la Filosofía del Derecho (indiquemos únicamente, por vía 
de ejemplo, lo que se pudiera haber dicho respecto de la misión de una ver- 
dadera Filosofía Jurídica frente a las concepciones del Derecho que han es- 
tado vigentes en tiempos muy próximos, aun en Espafia: el hegelianismo, el 
pragmatismo, el formalismo positivista de Kelsen, el racionalismo moderado 
de Del Vecchio) en unas breves páginas, dedicadas también en parte a preám- 
bulos y digresiones, da por resueltas las cuestiones con no poca sorpresa del 
lector, que no acierta fácilmente a concretar en algo sólido, jugoso e impor- 
tante el fruto de su lectura. 


549 — 


BIBLIOGRAFIA 


En cosas de detalle pudiéranse también poner reparos, aunque de poca 
importancia y no por defecto intrinseco de la doctrina, pues es la de un buen 
filésofo cristiano que sabe distinguir la verdad y el error en los numerosos 
sistemas por él conocidos, sino por el estilo un tanto ensayistico en que esta 
escrita la obra. Este estilo o espiritu es causa de que sus afirmaciones acerca 
del método para investigar cuál sea el concepto y cuál la misión de la Filo- 
sofía tengan a veces un sabor relativista e historicista, el que no quede bien 
precisado el carácter científico de la Filosofía y la Metafísica, el de que se dé 
por cosa fundamental la división de la Filosofía en concepción del mundo y 
ciencia, división discutible al menos por lo vago de sus términos, el que se 
deje sin esclarecer en qué sentido la Poesía y la Religión son “concepciones” 
del mundo en una división trimembre de ellas con la Filosofía, el de que a 
veces dé la impresión de que deja al aire libre la posibilidad de una Filosofía 
intrínsecamente universal y objetiva, en contraposición a su férvida adhesión 
a la Philosophia perennis. 

También quisiéramos ver al señor Galán más autónomo y personal, pues 
tiene talento y ciencia para ello, en sus apreciaciones sobre Dilthey, sobre 
Simmel (le parece que es bella la definición de filósofo dada por éste cuando 
dice que el filósofo es un tipo de hombre que “posee un órgano de reacción 
para la totalidad del ser” ante cualquier situación, problema o acontecimien- 
to), sobre los que afirman que la Filosofía es un modo de vida, sobre todos 
esos escorzos conceptistas o conceptualistas que sólo por indulgentes ampli- 
ficaciones del significado de la palabra pueden llamarse “filosofía”. 


* ok ox 


En resumen: revelándose el autor en esta obra como hombre que conoce 
ampliamente la literatura filosófica, como pensador original para iluminar con 
nuevas luces los problemas, como inteligencia sólidamente adherida a las so- 
luciones verdaderas, la obra en sí es más amena que profunda, más erudita 
que sistemática y pedagógica, más ingeniosa que substancial y definitiva. 

Esperamos firmemente que en nuevas producciones el autor sepa juntar 
a las brillantes cualidades que en ésta aparecen las que en ella no han tenido 
su plena manifestación. 


Salvador CUESTA, S. I. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas. 


EL HEGELIANISMO JURIDICO ESPAÑOL (*) 


Se trata de una monografía excelente sobre un capítulo, hasta ahora no 


puesto en claro, de la historia de la filosofía del Derecho en España: “el he- 
gelianismo”. 


(*) Francisco ELÍAS DE TEJADA: El hegelismo jurídico español. Edit. Revista de Derecho 
Privado, Madrid (1944), págs. 154. E j y E 
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El libro consta en primer lugar de unas páginas preliminares acerca: 1) del 
contenido y puesto que corresponde a la filosofía del Derecho en el sistema 
de Hegel; 2) de la interpretación que dan a Hegel los escritores españoles del 
siglo XIX; por lo que toca a los aquí estudiados, liberal; 3) del marcó en que 
fué recibido Hegel en España: complacencia para la aproximación ideológica 
a Alemania (p. 27), pero ganado previamente el campo por el “krausismo”, mer- 
ced a Sanz del Río; 4) de la fidelidad con que Hegel fué recibido, en esa poca 
parte que le cupo: ortodoxamente, por Benítez de Lugo; mezclado con ideas 
proudhonianas, por Pi y Margall y su escuela; sólo en cuanto al aparato ver- 
bal, por Castelar (p. 31). 

Tres ensayos llenan el centro de la obra: 


1. “Ortodoxia hegeliana”, la cual—dice—se halla máximamente en Bení- 
tez de Lugo; también en A. M. Fabié. Benítez de Lugo, “indignado y aver- 
gonzado de verse obligado a recomendar a sus alumnos obras extranjeras en 
que beban la verdadera filosofía, siente el deseo de difundirla en el verbo cas- 
tellano, y se entrega a escribir su tratado de filosofía del derecho calcado en 
las ideas de Hegel” (p. 36). De rodillas “ante esas inteligencias privilegiadas 
con que otros países se honran” (p. 37), Benítez no critica ni modifica, sino 
expone a Hegel con la fidelidad, por lo demás relativa, que pueden ofrecerle 
traducciones y comentarios; tanto más “relativa”, tratándose de Hegel, crea- 
dor de términos a la vez que del sistema. El Prof. E. de Tejada le nota bien 
los pasos de inexactitud, o al menos oscuridad en la exposición, así como 
tanto a él como a Hegel, descubre al vivo el punto que dejan herido e inde- 
fenso de la personalidad individual, desaparecida irremediablemente en esa 
unidad cimera suprema, que se llama Estado (p. 51). 

2. Grupo pimargaliano.—A Pi y Margal, si bien se haya dado en llamar 
hegeliano, atribuye nuestro autor en derecho, ética y política, más ideas de 
Feuerbach y Proudhon que del berlinés. La evolución dialéctica, el panteismo, 
la fusión de lo racional y lo real, son de Hegel; pero la doble razón y volun- 
tad: individual y colectiva, con predominio de la primera, hasta el punto de 
pedirse “organización anarquista o federal y no Estado que mande” (p. 71), es 
de Feuerbach y Proudhon. Así, partiendo del panteismo de Hegel, llega, en 
saltos absurdos y contradictorios, a los postulados liberales más extremosos: 
“Panteismo piino para uso de lo república federal”, que llamó J. Valera (D70) 

R. Barcia, como Pi, es panteísta, con ribetes ya de Krause, ya de Hegel, sin 
concluir tampoco, cual sería lógico, en el final de un estado totalitario, sino 
en la inesperada tesis democrática de que no hay más individualidades y, por 
lo tanto, libertades, que las de los componentes de la comunidad (pp. 87-90). 

3. Emilio Castelar.—A él dedica el tercer ensayo. ¿Qué sistema filosófico- 
jurídico fué el suyo? Quien dice que ninguno, porque no le cuadra a Castelar 
el nombre de pensador; quien, incluso el maestro Menéndez y Pelayo (1), le 
adscriben al hegelianismo.' Nuestro autor asegura, con mucha razón, que en 
aquel desbarajuste colosal de su pensamiento, en aquel amasijo de ideas, hubo, 
a la vez o en distintos tiempos, detalles de positivismo, idealismo, hegelianismo ; 


(1) Heterodoxos, VII, 397 -400. 
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que a Hegel no le llegó nunca a entender, aunque use su terminología (pági- 
nas 114, 118, etc.); por eso confunde el progreso positivista de Comte con la 
esencia del devenir histórico de Hegel (pp. 11-119), la libertad filosófica hege- 
liana—ptopiedad del espíritu por la que avanza en su curso ascendente supe- 
rando las dificultades en que precisamente consiste su marcha, con la libertad 
liberal *afilosófica"—sistema de garantías para el arbitrio independiente de 
cada hombre. 

Termina, por fin, este tercer ensayo con breves páginas sobre F. Escudero 
y Peroso, el cual intentó teorizar las cuestiones morales con materiales hege- 
lianos, si bien no llegará a meterse en el terreno político jurídico (p. 141). 


Así procede, en grandes línea, la monografía presente del Prof. E. de Te- 
jada. Es trabajo sólido, suficientemente documentado, de sana orientación, 
pulcro en el lenguaje y diáfano en el método expositivo, en el que con suma 
utilidad descubre la vaciedad doctrinal de sabor extranjero, por lo demás 
hetedoxo, de nuestros filosofantes liberales del siglo XIX. 


Deseárase tan sólo más cumplido el estudio preliminar, una vez que con 
mucho acierto el autor se ha querido introducir por él, al objeto directo de la 
obra; y ver evitados algunos defenctos de mera técnica externa, v. gr.: si en 
los guiones del segundo ensayo siguen al nombre de cada autor las fechas de 
nacimiento y muerte, ¿por qué no asimismo en los del primero y en el último 
del tercero? Además de las frecuentes y notables erratas, v. gr.: pp. 66, 69, 70, 
Then Oy, yk. Tein aie. 

Esperamos vivamente el mas amplio libro que el autor nos promete sobre 
las relaciones culturales hispanoalemanas durante el siglo XIX. 


Olís ROBLEDA, $. J. 


Catedrático de la Universidad Pontificia de Comillas 
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I. NECROLÓGICA 


Importa, antes que nada, recoger en nuestras paginas el dolor causado 
por la desaparición de unos cuantos ejemplares cultivadores de nuestra 
ciencia canónica o de materias afines, que en estos últimos meses cambia- 
ron esta vida perecedera por otra harto mejor, según de su laboriosidad 
y virtudes nos es dado esperar. 


El R. P. Rafael Sánchez de Lamadrid, S. J. 


El primero, cuyos datos nos toca recoger, constituida al tiempo de su 
fallecimiento una de las más prometedoras esperanzas para el futuro de 
nuestra disciplina en España, arrebatada en la plenitud de la edad y del 
rendimiento. Nos referimos al P. Sánchez de Lamadrid, que el 27 de ju- 
nio de 1945 entregó piadosamente su alma al, Señor, a los cuarenta y siete 
años de edad y veintinueve de vida religiosa. 

Nacido en el Puerto de Santa Maria el 7 de enero de 1898, ingresó 
en la Compañía de Jesús en Granada, el 22 de julio de 1916, después de 
haber obtenido la licenciatura de Filosofía y Letras (sección de Historia) 
en la Universidad Central. Cursados todos los estudios de la carrera ecle- 
siástica, fué destinado por sus superiores a la enseñanza, para la que se 
preparó inmediatamente en la Universidad Gregoriana de Roma, en don- 
de obtuvo los grados de licenciado y doctor en Derecho canónico, siendo 
discípulo de los PP. Vidal, Mostaza y Cappello. Su profesorado en la 
Facultad de Teología de Granada, comenzado en 1936, duró apenas nue- 
ve años. 

Su admirable constancia y consagración al trabajo dió como fruto en 
cortos años, además del profesorado, diversos estudios de su especialidad, 
orientados principalmente en las dos direcciones del derecho público de la 
Iglesia e historia del derecho canónico, en las que alimentaba grandes pla- 
nes, tronchados ahora por la muerte. He aquí la nota de dichos estudios: 


1.—El Concordato español de 1753, según los documentos originales de su negociación. 


(Jerez de la Frontera, 1938.) 
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2.—La España nueva ante el Concordato. “Razón y Fe”, 113 (1937), 208-221. 

3.—La enseñanza religiosa en la nueva España. "Razón y Fe”, 113 (1937), 36-49. 

4.—La España libertada. Un año de legislación. “Revista Javeriana”, 9 (1938), 46-50, 
125-132. 

5.—La nuova Spagna e lo spirito della sua legislazione. “Civiltá Cattolica”, 89 (1938), 

6.—La Santa Sede, persona internacional. “Razón y Fe”, 119 (1940), 235-248. 

7.—La naturaleza jurídica de los concordatos. (Granada, 1940.) 

8.—El Derecho público de la Iglesia católica. (1.* edic., Granada, 1940; 2.* edic., Cá- 
diz, 1942.) 

9.—El convenio entre el Gobierno español y la Santa Sede. “Boletín de la Universidad 
de Granada”, 64 (1941), 371-375. 

10.—El Derecho tridentino. “Razón y Fe”, 131 (1945), 127-149. Reproducido en el tomo 
El Concilio de Trento, 231-153. 

11.—Para la historia del Derecho canónico postridentino. La cátedra de prima de Coimbra, 
siglos XVI-XVII. “Archivo Teológico Granadino”, 2 (1939), 4-24. 

12.—Para la historia del Derecho canónico postridentino. La cátedra de vísperas de Coim- 
bra, siglos XVI-XVII. “Biblos”, 25 (1939), 429-436. 

13.—La enseñanza del Derecho canónico en Salamanca durante los siglos XVI-XVII. 
“Las Ciencias”, 6 (1941), 417-436. 

14.—Para la historia de la Universidad de Alcalá. Las cátedras de cánones durante los 
siglos XVI-XVII. “Archivo Teológico Granadino”, 5 (1942), 5-28. 

15.—Conceito de Justiza social. “Brotéria”, 26 (1938), 282-293. 

16.—Cómo entende Salazar a Justiza social. “Brotéria”, 27 (1938), 41-41. 

17.—Martín de Azpilcueta y el dominio de los bienes eclesiásticos. "Archivo Teológico 
Granadino”, 4 (1941), 5-22. 

18.—La “equidad” en los concilios de Toledo. “Estudios Eclesiásticos”, 17 (1943), 183-200. 

19.—Vázquez y la inseparabilidad del contrato y el sacramento en el matrimonio. “Archivo 
Teológico Granadino”, 6 (1943), 191-215, 

20.—El matrimonio cristiano. (Cádiz, 1944.) 

21.—La “Rimostranza” de BENEDICTO XIV, Edic. en “Archivo Teológico Granadino”, 1 
(1938), 149-190. 

22.—Luis DE MoLINA: De bello (2. 2, q. 40). Edic. en “Archivo Teológico Granadino”, 
2 (1939), 155-232. 

23.—El tratado del Cardenal Toledo sobre la canonización de los Santos, Edic. en “Ar- 
chivo Teológico Granadino”, 3 (1940), 171-210. 

24.—BEATO JUAN DE AviLA: Advertencias al Concilio Toledano de 1565-1566. Edic. en 
“Archivo Teológico Granadino”, 4 (1942), 5-28. 


El R. P. Fernando Fuster, S. J. 


Nos corresponde continuar la serie con uno de los asistentes a la I Se- 
mana de Derecho canónico que el Instituto organizó. Hablando con él, en 
aquellos días, de la revista, entonces en proyecto, y de otras iniciativas 
acariciadas por él largos años que nos exponía, estábamos lejos de pen- 
sar que la muerte nos lo iba a arrebatar sin ver siquiera el comienzo de 

una y Otras. 


Efectivamente, el día 18 del pasado enero fallecía, en la paz del Se- 
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hor, en Barcelona, donde ejercia los cargos de prefecto de Estudios de 
las Facultades de Teología y Filosofía del Colegio Máximo de San Ig- 
nacio, de Sarriá. 

Nacido en Valencia a 30 de mayo de 1878, entró en la Compañía de 
Jesús el 17 de abril de 1896; iba, por tanto, a celebrar su jubileo de vida 
religiosa. Terminados sus estudios teológicos en Tortosa, fué enviado a 
Roma para estudiar Derecho canónico en la Universidad Gregoriana, cuyo 
doctorado obtuvo bajo la dirección de los PP. Pedro Vidal y Benito Ojet- 
ti. En 1915, al trasladarse al Colegio Máximo de Tortosa a Sarriá, fué 
nombrado profesor de Teología Moral, donde desde 1916 a 1922 des- 
empeñó además el cargo de prefecto de Estudios. En Madrid permane- 
ció desde 1922 a 1936, los tres primeros años como redactor de “Razón 
y Fe”; los once siguientes, sin dejar de colaborar en dicha revista pri- 
mero y en “Estudios eclesiásticos” después, fué gestor de negocios y con- 
sultor canónico de las provincias de España de la Compañía de Jesús. 
En 1927 se le encargó además la dirección de “Estudios eclesiásticos”, 
que prosiguió hasta julio de 1936. Al final de la guerra fué nuevamente 
agregado al Colegio Máximo de Sarriá con los mismos cargos de antes: 
prefecto de Estudios y profesor de Teología Moral, 


Sus cualidades intelectuales y morales y su talento práctico brillaron 
en su profesorado, en las numerosisimas consultas morales y canónicas 
que llovían sobre su mesa de trabajo, en los boletines canónicos, que pu- 
blicaba en las revistas, y en el impulso que imprimió a “Estudios ecle- 
siásticos”. En la mente .de todos está además, por lo reciente y destacada, 
su intervención en el Sínodo diocesano de Vich. 

Fiel discípulo de los PP. Ferreres y Vidal, heredó su sano criterio, 
y su veneración hacia el P. Ferreres le movió a dedicar buena parte de 
su actividad a reeditar sus obras, sobre todo el famoso Compendium 
Theologiae Moralis, del cual preparaba actualmente una refundición muy 
profunda, que esperamos se podrá completar y publicar. 

Parecía que podía el P. Fuster continuar todavia varios años su me- 
ritisima labor, cuando inesperadamente fué víctima de una insidiosa en- 
fermedad que, al parecer, minaba ya hacía tiempo su salud sin que él se 
diese cuenta. 

He aquí la nota de sus publicaciones que nos ha facilitado la carita- 
tiva solicitud de sus hermanos del Colegio Máximo de Sarriá: 


1.—Los reservados episcopales según el nuevo Código. Estudio de la reservación de los 
casos en general y de los principios que la rigen según el Código. “Razón y Fe”, 


52 (1918), 510. 
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.2.—Los reservados episcopales según el nuevo Código. “Razón y Fe”, 53 (1919), 103, 
108510; 

M ap de Estado de Su Santidad. Manera de cursar las denuncias al Santo Oficio. 
"Razón y Fe", 54 (1919), 107. 

4.—Nunciatura Apostólica. Nuevas facultades del Excmo. Sr. Nuncio en España. “Razón 
y Fe”; 54 (1919), 377. 

5—S. C. Consistorial. Decreto sobre los clérigos que emigran a determinadas regiones. 
"Razón y Fe", 54 (1919), 98 y 225. 

6.—Declaración sobre el decreto “Redeuntibus”. “Razón y Fe”, 54 (1919), 375. 

7.—Los reservados episcopales según el nuevo Código. “Razón y Fe”, 54 (1919), 378 
y 502. 

8.—S. Penitenciaría Apostólica. Indulgencia plenaria. a los socios de la Liga Santa de 
Víctimas del Sagrado Corazón de Jesús. “Razón y Fe”, 55 (1919), 499. 

9.—S. C. de Religiosos. Declaración acerca del decreto "Inter reliquas". “Razón y Fe”, 
55 (1919), 362. 

10.—Duda acerca de los ritos en la profesión de las monjas. “Razón y Fe”, 55 (1919), 377. 

11.—Los reservados episcopales según el nuevo Código. "Razón y Fe", 55 (1919), 99, 235 
y 501. 

12.—S. C. del Concilio. Catálogo de las fiestas suprimidas en toda la Iglesia. "Razón y 
Fe", 56 (1920), 488. 

13.—S. C. de Religiosos. Profesión de religiosos legos en las Ordenes regulares. "Razón 
y Fe”, 56 (1920), 95. 

14.— Comisión pontificia para interpretar auténticamente los cánones. Dudas resueltas. “Ra- 
zon y Fe", 56 (1920), 223 y 361. 

15.—Los reservados episcopales según el nuevo Código. "Razón y Fe”, 56 (1920), 97, 
230 y 500. 


16—S. C. de Religiosos. Duda acerca de los religiosos sujetos al servicio militar. "Razón 

hi y Fe", 57 (1920), 224. 

[7.— Circular sobre la reelección de las Superioras generales en las Congregaciones religio- 
sas y de las Abadesas o Superioras de monasterios de monjas. "Razón y Fe" 
57 (1920), 489. 

18.—S. C. de Ritos. Dudas sobre la celebración de las tres Misas en el día de Navidad 
y en el de la Conmemoración de todos los fieles difuntos. "Razón y Fe", 57 
(120), 226. 

19.—Los reservados episcopales según el nuevo Código. “Razón y Fe", 57 (1920), 93, 
220 32357. 

21.—Comisión pontificia para interpretar auténticamente los cánones. Dudas resueltas en 
las reuniones plenarias de los eminentisimos Padres: De canonicis. “Razón y Fe”. 
59 (1921), 220 y 478. 

22.—De examine parochorum. "Razón y Fe", 60 (1921), 216. 

23.—De religiosis. “Razón y Fe", 60 (1921022363; 

24.—Renuncia de beneficios hecha por religiosos. "Razón y Fe", 60 (1921), 87. 

25.—De reservationibus. "Razón y Fe", 61 (1921), 351. 

26.—De sede confesionali. "Razón y Fe", 61 (1921), 353. 

27.—De officio funebri sollemi. “Razón y Fe”, 51 (1921), 354. 

28.—De abstinentia et ieiunio. "Razón y Fe", 61 (1921), 356. 

29.—De devolutione collationis beneficiorum ad S. Sedem. “Razón y Fe", 61 (1921), 358. 

30.—De remotione parochorum. "Razón y Fe", 61 (1921), 360. 

31.—De alienatione rerum eclesiasticorum. “Razón y Fe”, 61 (1921), 360. 
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32.—Bula de la Sta. Cruzada. ¿Pueden los españoles residentes en el extranjero adquirir 
la nueva Bula sin necesidad de llegarse a territorio español? “Razón y Fe”, 6l 


(1921), 491. 


33.— Declaración sobre la revisión de las Constituciones. "Razón y Fe”, 62 (1922), 80, 84. 

34.—Instrucción sobre el segundo año de noviciado. “Razón y Fe 6301922), 81, 87. 

35.—Extensión de algunas fiestas a la Iglesia universal. “Razón y Fe”, 62 (1922), 83. 

36.—De la potestad ordinaria y delegada a iure. “Razón y Fe”, 62 (1922), 364. 

37.—Motu proprio por el que se cambian algunas prescripciones de la Constitución de 
Pío X “Vacante Sede Apostolica”. “Razón y Fe”, 62 (1922), 99. 

38.—Sobre los dones votivos y las enajenaciones. “Razón y Fe”, 63 (1922), 100. 

39.—Relación quinquenal que han de remitir las Religiones a la S. Sede; “Razón y Fe”, 
63 (1922), 101, 234, 354, 485. 

40.—Duración del cargo de Superior general. “Razón y Fe”, 63 (1922), 99, 239, 

41.—Lo adquirido por los religiosos con ocasión del servicio militar en tiempo de guerra. 
“Razón y Fe”, 64 (1922), 237, 360. 

42.—Eleccién y postulación. “Razón y Fe”, 64 (1922), 363. 

43.—Reservación de dignidades. “Razón y Fe”, 64 (1922), 364. 

44.—Dudas sobre el canon 139. “Razón y Fe”, 64 (1922), 367. 

45.—Adquisición de domicilio. “Razón y Fe”, 64 (1922), 504. 

46.—Obligaciones de los clérigos. “Razón y Fe”, 64 (1922), 504. 

48.—Los párrocos. “Razón y Fe”, 64 (1922), 506. 

49 —Clérigos sustitutos y suplentes, en cuanto a la asistencia a los matrimonios. “Razón 

: y Fe”, 64 (1922), 507. 

50.—Las delegaciones a iure en el nuevo Código. “Razón y Fe”, 64 (1922), 91. 

51.—Decreto acerca de las congregaciones religiosas o pías sociedades de derecho diocesano. 
“Razón y Fe”, 65 (1923), 236, 367. 

52.—Motu proprio acerca de las facultades quinquenales de los Ordinarios. “Razón y Fe”, 
66 (1923), 501. 

53.— Cédula eclesiástica para los emigrantes de Italia. “Razón y Fe”, 66 (1923), 102. 

54 —Mitigación parcial del ayuno eucaristico antes de la Misa. “Razón y Fe”, 66 (1923), 
224. 

55.— Aviso a los Ordinarios de los lugares para que repriman el abuso de alabar libros 
y otras obras de ingenio y arte contrarias a la doctrina católica o al sentido cris- 
tiano. “Razón y Fe”, 66 (1923), 225. 

56.—La profesión religiosa en la hora de la muerte, permitida a los novicios o postulantes. 
“Razón y Fe”, 66 (1923), 226. 

57.—Hábito de novicios que ha de llevar el que pasa a otra religión. “Razón y Fe”, 66 


(1923), 504. 

58.— Competencia de la S. C. del Concilio y la de Religiosos. “Razón y Fe”, 66 (1923), 
492. 

59.— Competencia de la S. C. de Sacramentos y la de Religiosos. “Razón: y Fe”, 66 
(1923), 486. 


60.—Exencién de tributos de las Comunidades religiosas. "Razón y Fe", 66 (1923), 348. 
61.—Las delegaciones a iure ante el nuevo Código. "Razón y Fe", 66 (1923), 496. 
62.—Motu proprio sobre el ordenamiento de la enseñanza de la doctrina cristiana en todo 
el orbe. “Razón y Fe”, 67 (1923), 93, 236. 
63.—S. C. de Religiosos. Acerca de las monjas de Francia y Bélgica. “Razón y Fe”, 
: 67 (1923), 97:505. E. E 
64.—Duda o declaración acerca del recurso contra el decreto de dimisión del religioso pro- 


. feso de votos temporales. “Razón y Fe”,:67. (1923), 51203 
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65.—Recomendación a los Superiores de las Misiones para hacer su trabajo más fecundo. 
“Razón y Fe”, 67 (1923), 101, 504. 

66.—Carta circular a los Romos. Obispos sobre la obligación de hacer o enmendar los es- 
tatutos capitulares. “Razón y Fe”, 67 (1923), 508. 

67.—De la enseñanza religiosa en la instrucción pública. “Razón y Fe”, 67 (1923), 341. - 

68.—Boletín canónico. “Estudios Eclesiásticos”, 3 (1924), 409. 

69.—Recurso contra el decreto de dimisión del religioso profeso de votos temporales. “Ra- 
zón y Fe”, 68 (1924), 228. 

70.—El servicio militar de clérigos y religiosos en España. “Razón y Fe”, 68 (1924), 95. 

71.—La libertad de enseñanza según la ley constitucional de España. “Razón y Fe”, 68 
(1924), 491. 


72.—Boletín canónico. “Estudios Eclesiásticos”, 7 (1928), 417. 

73.—Boletín canónico. Exposición y discusión de los principales puntos de Derecho canó- 
nico tratados en la Prensa técnica. “Estudios Eclesiásticos”, 8 (1929), 531. 

74.—Boletín canónico. Proclamas matrimoniales. Valor del matrimonio en caso de bau- 
tismo dudoso. Dispensa de impedimentos en caso de urgencia. “Estudios Eclesiás- 
ticos”, 9 (1930), 104, 378, 518. 

75.—Legislación canónica y civil sobre el tesoro artístico y literario de la Iglesia. “Estudios 
Eclesiásticos", 9 (1930), 5. : 

76.—Notas y comentarios. Textos y estudios histórico-jurídicos. “Estudios Eclesiásticos", 
9 (1930), 458. 

77.—Publicó y prologó la edic. 16 del Compendium Theologiae moralis auctore P. IOANNE 
B. FERRERES, S. J. (Barcinone, 1940.) 

78.—Epitome de Teología Moral por el P. JUAN B. FERRERES, S. J. Séptima edic., ter- 
cera en castellano, corregida, notablemente mejorada..., por el F. FERNANDO 


Fuster, S. J. (Barcelona, 1944.) Eugenio Subirana, S. A. 
Don Plácido Zaydin. 


Cerramos este triste cortejo de pérdidas para la ciencia canónica con 
la venerable figara de D. Plácido Zaydin, que por sí sola llena toda una 
época en su campo especializado de la jurisdicción castrense. El 25 del 
mes de marzo próximo pasado, a los setenta y nueve afios de edad, mu- 
rió en Madrid, santamente. 

Procedente de la diócesis de Barbastro, ingresó en el Cuerpo Ecle- 


siastico del Ejército el año 1892, por lo que bien puede decirse que le 
dedicó su vida entera. 


Hombre cultísimo, cosa frecuente en el Cuerpo al que pertenecía, su 
espíritu de trabajo y su prudencia le pusieron repetidas veces en cargos 
de no escasa responsabilidad, hasta convertirlo en el consultor nato de 
cuantos vicarios generales castrenses fueron tomando en sus manos el 
cuidado espiritual del Ejército. Fué una labor continua y callada, cuyos 
frutos quedan esparcidos por los archivos de curias y tenencias vicarias, 
sitios todos en los que supo ganarse a la vez el respeto y la confianza. 

No contento con esta labor publicó no poco en torno a cuestiones re- 
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lacionadas con la jurisdicción privilegiada castrense. Desgraciadamente. su 
labor, contenida en las páginas del “Boletín eclesiástico castrense”, puede 
decirse que ha quedado fuera del alcance de los estudiosos, por la des- 
aparición durante nuestra guerra de las colecciones que se conservaban, 
sin que haya sido suficiente la buena voluntad del actual asesor del Vica- 
riato, el coronel capellán D. Joaquín Mur, para permitirnos proporcionar 
una nota completa de sus artículos a nuestros lectores. Tal vez más ade- 
lante podamos hacerlo, pues no se han perdido todas las esperanzas. Pero 
ya desde ahora es de justicia consignar aquí nuestra gratitud a dicho se- 
ñor por las molestias que para ello se ha tomado y se sigue tomando. 

Empero, la obra principal de D. Plácido Zaydin fué su conocidísimo, 
y hoy totalmente agotado, “Bulario castrense”, cuya referencia bibliográ- 
fica exacta es: | 


Colección. de Breves y Rescriptos Pontificios de la Jurisdicción Eclesiástica Castrense de 
Espana, en que se expresan los privilegios concedidos a los militares de Muar y Tierra 
y los derechos y obligaciones de los T enientes Vicarios y Capellanes desdé el punto de 
vista jurisdiccional. Dispuesta, anotada e ilustrada con numerosas Reales órdenes y dis- 
posiciones complementarias por el M. I. Sr. R. D. PrÁcipo ZavpiN Y Laprip, Te- 
niente Vicario de 2.* del Ejército. (Madrid, 1925.) Talleres Calpe. 840 págs. 


Su trabajo, que no constituía una mera recopilación de fuentes, sino 
que era también una historia completa y documentada de-las vicisitudes 
de la jurisdicción castrense, con comentarios a cuantos documentos ecle- 
siásticos y militares se dieron desde 1645 hasta nuestros días, quedó in- 
completo en su primer tomo. Del segundo se llegaron a publicar unas cua- 
trocientas páginas y dejó original preparado para unas doscientas más. 
Pero lo que apareció es ya suficiente para acreditarle como diestro cano- 
nista y declararle digno de agradecimiento por parte no sólo de los cape- 
llanes castrenses, sino de los juristas eclesiásticos en general. ¡Ojalá se 
lograse reimprimir su obra completándola con lo que él dejó preparado 
y enteramente puesta al día! Sea cualquiera el porvenir que a la jurisdic- 
ción castrense espera, siempre será verdad que trescientos años no pasan. 
en vano, sin suscitar interesantes objetos de investigación para el jurista. 


Otras figuras. 

Una alusión ceñida y discreta, para no hacernos interminables, a otros 
dos religiosos últimamente fallecidos: al P. Antonio Arregui, S. J., cuyo 
“Sumario de Teología Moral”, portentosamente divulgado, y del que en- 
contrará amplia reseña el lector en otros lugar de este número, fué uno 
de los instrumentos más eficaces para el conocimiento del Código en nues- 
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tra Patria (1); y al P. Manuel Barbado, O. P., que aunque dedicado a 
una rama de la ciencia algo distante de la nuestra no dejó de ilustrar al- 
guna vez problemas canónicos (El bautismo de los fetos abortivos según 
el Código de Derecho canónico, “Boletín eclesiástico de Filipinas”, octu- 
bre 1928, págs. 589-603). Era consultor de la S. Congregación de Sacra- 
mentos y formaba parte de la Comisión especial que estudia las causas de 
nulidad de la ordenación sacerdotal. Se escuchaba también particularmente 
su voto en causas matrimoniales fundadas en motivos relacionados con los 
estudios de su especialización. Para nuestra Revista, cuya publicación alen- 
taba, dejó redactados interesantes estudios de carácter científico, cuyo co- 
nocimiento se considera útil para orientar en las Curias diocesanas el plan- 
teamiento de problemas relacionados con las materias anteriormente in- 
dicadas. 


TeV IDA DEL INSTITUTO 
La Revista. 


Unas líneas, muy pocas, para agradecer la acogida que se le ha dis- 
pensado. Dos cosas hemos visto brillar en ella: la primera, que venía a 
llenar una necesidad. En esto han estado unánimes todos nuestros comu- 
nicantes. La segunda, que nos ha consolado no poco, la clara percepción 
de que no se trata de un coto vedado. Incorpora este segundo numero, 
e incorporará también (D. m.) el tercero, un grupo de colaboradores nue- 
vos. Apenas hay categoria de entidad cultural que no se encuentre ya re- 
presentada. Universidades pontificias y literarias, seminarios, cabildos, cu- 
rias, casas religiosas... Hasta en las mismas órdenes religiosas se observa 
no escasa variedad. Esta misma linea quisiéramos continuar manteniendo 
siempre. Pero... no es sólo cosa nuestra. Depende de todos. 


Otras labores. 


Esquemáticamente diremos que el Instituto ha iniciado sus publica- 
ciones con la obra de PEDRO CANTERO La rota española (Madrid, 1946), 
de la que daremos una recensión en el próximo nümero. 

En relación con la ansiada edición de la “Hispana”, se han iniciado 
los trabajos de fotocopia de documentos extranjeros, por persona espe: 
cializada en ello,.a la que se espera muy pronto poder afiadir otra que le 
ayude en nuestra Patria. 
| T. pr E. 


(1) Prescindimos de su menta labor en la codificación del Derecho i de la pun: 
pañía y a través de los áureos comentarios que le dedicó. 
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ESTUDIOS 


EDUARDO F. RecatiLLo, S. I. (Decano de la Facultad de Derecho canónico de la 
Universidad Pontificia de Comillas) : Sugerencias acerca del Código canónico. Págs. 295-318, 


Tras un elogio de la excelencia del Código canónico, reconocida aun por los canonis- 
tas protestantes, indica algunas deficiencias propias de toda obra humana. Por otra parte, 
aunque su vida sea aún nada más que de veintiocho años, ha transcurrido a través de dos 
guerras sin igual en la Historia. Finalmente, el Derecho no es un cadáver, sino un ser 
viviente, que evoluciona acomodándose a las conveniencias de los tiempos. Por todo ello 
no está vedado al jurisconsulto sugerir con el debido acatamiento modificaciones que juz- 
gue convenientes. El A. propone y razona las siguientes: 

1.2 Codificación sistemática del Derecho litúrgico. 

2. Reforma del Derecho capitular. 

3.” Supresión de la necesidad de jurisdicción especial para oír confesiones de re- 
ligiosas. 

4. Modificación del ayuno eucarístico en cuanto al tiempo y en relación con los 
sacerdotes. 

5. Permiso de celebrar misa todos los sacerdotes en jueves santo y aún el sábado 
santo, permitiéndose la comunión en éste sin distinción alguna. 

6. Perfeccionamiento de la regulación jurídica de las asociaciones piadosas e inclu- 
sión en el código de la Acción Católica. 

7.2 Jurisdicción para absolver en los viajes aéreos. 

8. Supresión de la reservación de pecados y de algunos impedimentos matrimoniales. 

9.2 Modificación de la ley de la abstinencia y el ayuno. 


Laureano Pérez MIER (Decano de la Facultad de Derecho canónico en la Universidad 
Pontificia de Salamanca): Concordato y ley concordada. Págs. 319-354. 


Los hechos sociales y el carácter realista del Derecho. Alocución consistorial de Be- 
nedicto XV, de fecha 21-11-1921 y cuestiones que suscita. La denuncia del concordato 
de Polonia: concordato y ley concordada. 

1.2 Los concordatos, acuerdos normativos: Tratados-contratos y tratados-leyes o acuer- 
dos normativos. Concordato-convenio y concordato-ley. La soberanía de las partes en pre- 
sencia. Carácter institucional del concordato: su unidad y los caracteres institucionales del 
mismo. Dualismo y monismo en el campo canónico. La tesis dualista y el monismo reciente 
de los canonistas. Nuestra opinión. 

2.2 Concordato y ley concordada en el Código de Derecho canónico: El canon 3.” y 
los concordatos. Codificación y unificación en el Derecho canónico. El principio de la in- 
corporación de la ley concordada por el Código y el de la reintegración del Derecho co- 
mún. La ley concordada, el c. 6, n. I, y el c. 22. Derecho común y ley concordada. 

3.2 Consecuencias de la cesación del concordato. ¿Supresión o corrección de la norma 
concordada? La extinción del concordato y la transformación de sus elementos. Principio 
de Derecho concordatario. Los concordatos, complemento del Código: la aplicación y la 
adaptación del Derecho canónico, función propia de la norma concordada. Conclusión. 


FronENTINo Ropero Taranco (Profesor de la Universidad Literaria de Salamanca) : 
Los problemas tributarios y la concesión y organización del diezmo en Indias. Págs. 355-381. 
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El derecho del que los Reyes españoles disfrutaron de percibir los diezmos en las lla- 
madas Indias españolas se estudia en este artículo en dos partes bien distintas: 


l^ Concesión: Después de describir la situación económica que dió lugar a ella, se 
reproduce la bula de Alejandro VI, origen de la concesión, y se dibuja a grandes rasgos 
la vicisitudes por las que ésta fué pasando. 


2.° Organización: Se estudia sucesivamente el principio general y sus excepciones: 
Relaciones entre tributación y diezmos; tasaciones y empadronamientos; directivas de la 
legislación: respeto a las costumbres, moderación y sentido de justicia social; cobranza, 
personal, distribución y contabilidad. 


MANUEL GoNZALEZ Ruiz (Prefecto de estudios del Seminario de Malaga): Vicisitu- 
des de la propiedad eclesiástica en España durante el siglo XIX. Págs. 383-424. 


Se estudian dos aspectos de la desamortización española: 


1.2 El primero abarca desde 1820 a 1844, siendo la ley fundamental la de 1841. El 
Estado se apropia de los bienes eclesiásticos para venderlos en provecho propio. 

2? A partir de 1844 prevalece otro tipo de desamortización: la venta de los inmue- 
bles entregando al propietario valores y mobiliario. La ley principal de este período es 
del 1 de mayo de 1855. Sin embargo, para no indemnizar a la Iglesia, el Estado se.apropia 
de-sus bienes antes de desamortizarlos. 

3. Excepción hecha con las fundaciones familiares: ley del 19 de agosto de 1841. 

4. Leyes desvinculadoras, que suprimieron los llamados mayorazgos y cualquier clase 
de vinculaciones. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


AURELIO YANGUAS, S. 1. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca): 
El crimen pésimo y la competencia del Santo Oficio en relación a él. Págs. 427-439. 


En este estudio, escrito en latín, estudia el A , sucesivamente, los siguientes puntos re- 
ferentes al crimen pésimo: 


1.° Su definición, tal cual la da el Santo Oficio. 
2.° El sujeto y término o cómplice. 
3. El objeto y su extensión. 
, 4^ Competencia para proceder en las causas que a él se refieren. 
5.° Modo de tratar estas causas. 
6. Obligación de denunciar al reo y manera posible y prudente de hacerlo. 
7.2 Penas con que los reos pueden ser castigados. 
8. Gravedad especial que en estos tres crímenes puede hallarse. 
9. Algo acerca de la potestad de los religiosos. 


SABINO ALoNso, O. P. (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca): La 
nueva Constitución de Pio XII “Vacantis Apostolicae Sedis”. Págs. 441-452. 


Es un estudio comparativo de la novísima constitución “Vacantis Apostolicae Saedis” 
y los documentos a que ha venido a sustituir. Siguiendo el orden de sus capítulos y artículos 
se anotan las variaciones introducidas, deteniéndose de una manera especial en el título se- 


gundo referente a la elección del Romano Pontífice, que es el que las ha experimentado 
más profundas. 


a hee 


ManueL Bonet (Profesor del Seminario de Barcelona): El matrimonio acusado por 
el Promotor de Justicia a tenor del canon 1.971. Págs. 453-484. 


Es un comentario a la sentencia de la Sagrada Rota Romana pronunciado el día 17 de 
noviembre de 1937, coram Jullien, en el que se estudia sucesivamente: 

| La figura del Promotor de Justicia o Fiscal cuando acusa el matrimonio. Después 
de unas noticias generales acerca del Promotor de Justicia se estudia su actuación como ac- 
tor en las causas matrimoniales, tanto en el momento de recibir la denuncia de nulidad 
como en el período entre tal denuncia y la acusación y durante el desarrollo del juicio. 

2^ La figura del denunciante de una nulidad matrimonial: se estudia distinguiendo 
su actuación en dos períodos: el prejudicial y el propiamente judicial. 

3.° Como aplicación de la doctrina expuesta, da el A. unas cuantas conclusiones en 
relación con el derecho a apelar y el deber de hacerlo por parte del Promotor de Justicia. 


NOTAS 


PauLiNo PEDRET Casapo (Catedrático de la Universidad de Santiago de Compostela) : 
Los Lectorales de Decreto. Págs. 487-491. 


El año 1511 se creó en la catedral de Santiago la primera prebenda de oficio con el 
nombre de "Lectoral de Decreto". El A. estudia: 


1.° La serie de canónigos que la disfrutaron a través de los tiempos y su actividad 
docente en la antigua facultad de cánones de Santiago. 

2.° Se detiene especialmente en la figura de Benito Méndez de Parga y Andrade, in- 
signe publicista de principios del siglo xvii que intervino en la defensa del patronato tnico 
de Santiago Apóstol sobre Espana. 

3. Termina exponiendo otras actividades de los más importantes Lectorales de Decreto 
hasta su supresión por el concordato de 1851. 


` 


SaNTIAGO CASTILLO: Las Misas binadas y el titulo de justicia. Págs. 493-505. 


Prosigue en este número el estudio iniciado en el anterior acerca de las obligaciones de 
justicia de los estipendios en relación con la iteración del Santo Sacrificio, fijándose a la 
luz del derecho antiguo y de la jurisprudencia en los casos siguientes: 

1.2 Misas de asociaciones. 

2. Misas celebradas gratuitamente. 

3. Misas binadas en las misiones. 

4. El título extrínseco en las Misas binadas. 

5.” Conclusión. 


LAMBERTO DE EcHeverría (Catedrático de la Universidad Pontificia de Salamanca): 
Nobleza, Heráldica y Ordenes Militares. Págs. 507-520. 


Las publicaciones sobre temas nobiliarios y genealógicos son cada día más numerosas. 
Aunque la mayor parte de ellas carecen de interés para el canonista, otras no dejan de 
ofrecerlo, y un grupo de éstas es objeto de examen en esta nota. Siguiendo el orden que 
establece el Estatuto nobiliario, proyecto legislativo español recientemente hecho público, se 
examina: A 

1.° El sentido general del proyecto. 

2.2 Su relación con la Heráldica eclesiástica, acerca de la cual se da cuenta de dos 
interesantes estudios ültimamente editados. 

3.° Su conexión con el problema de las Ordenes Militares españolas. 
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45 La cuestión del reconocimiento por parte del Estado de los títulos nobiliarios pon- 
tificios. 
5.2 La doctrina y la práctica de la Iglesia en relación con las instituciones nobiliarias. 


Mateo Lanseros, O. S. A. (Profesor del Colegio Agustiniano de La Vid): El de- 
recho y el Estado en San Agustin. Págs. 521-530. 


La reciente publicación de un libro en el que, bajo este mismo título, se estudia la doc- 
trina de San Agustín en puntos de tanto interés y actualidad, ofrece ocasión el autor para 
hacer un resumen crítico de ella, aplaudiendo sin reservas la orientación y contenido de 
la obra de TRUYOL SERRA, objeto de esta nota, 
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Epuarpus F. REcariLLo (Decanus Facultatis Iuris Canonici in Pontificia Universitate 
Comillensi) : Considerationes circa Codicem luris Canonici. Págs. 295-318. 


Laudat in antecessum Auctor excellentiam Codicis Canonici, ab ipsis etiam canonistis 
protestantibus recognitam; quasdam tamen imperfectiones, cuiusvis humani operis proprias, 
animadvertit. Ex alia parte, etsi eiusdem aetas octo supra viginti sit tantum annorum, duo 
bella, qualia numquam historia conspexerat, eo tempore locum habuere. lus denique non 
cadaver est, sed quid vivens, quod mutationes patitur temporibusque accommodatur. Qua de 
causa innovationes, debita reverentia, suggerere, quas consentaneas arbitretur, iurisconsulto 
licet. Hae auctore proponuntur ac propugnatur: 

1) Systematica Iuris liturgici codificatio. 

2) [Iuris capitularis reformatio. 

3), Suppressio necessitatis iurisdictionis specialis ad audiendas monialium confessiones. 

4) Modificatio ieiunii eucharistici, quoad tempus et in ordine ad sacerdotes. 

5) Licentia omnibus sacerdotibus ad Missam celebrandam in Coena Domini etiamque 
in Sabbato Sancto, permissa absque ulla restrictione in hac ultima die communione eucha- 
ristica. 

6) Perfectio iuridicae associationum piarum ordinationis et inclusio explicita Actionis 
Catholicae in lege Codicis. 

7) Iurisdictio ad absolvendum in itinere aereo. 

8) Reservationis peccatorum, nonnullorumque impedimentorum matrimonialium sup- 
pressio. ' 

9) Legis abstinentiae atque ieiunii modificatio. 


LAUREANUS PEREZ MIER (In Facultate Iuris Canonici Pontificiae Universitatis Sal- 
manticensis Decanus): Concordatum et lex concordata. Págs., 319-354, 


Facta socialia iurisque indoles vere realis. Consistorialis allocutio Benedicti XV, die 21 
mensis novembris 1921 prolata, quaestionesque ab illa motae. Concordati polonici accusa- 
tio. Concordatum et lex concordata. 

I. Concordata, pactiones normativae.— lractatus-contractus atque tractatus-leges, seu 
pacta normativa. Concordatum-conventio et concordatum-lex. Utriusque partis suprema po- 
testas. Indoles institutionalis concordati eiusque unitas. In re canonica dualismi et monismi 
systema. Auctoris opinio. 

Il. Concordatum et lex concordata in Codice luris Canonici.—Canon 3 et concor- 
data. Codificatio atque uniformitas in Iure Canonico. Principia duo: receptionis legis con- 
cordatae vi Codicis atque redintegratonis iuris communis: Legem concordatam inter et ca- 
nones 6, n.° l, atque 22 relatio. Ius commune atque lex concordata. 

IL. Exstinctionis concordati corollaria.—Suppressio' an correctio normae concordatae? 
Concordati exstinctio ipsiusque elementorum transformatio. [uris concordatarii principium. 
Concordata, Codicis complementum: normae concordatae proprium munus in applicatione 
atque aptatione Turis canonici. Conclusio. 


FLonENTINUs Ropero Taranco (In Litteraria Universitate Salmanticensi Magister) : 
Vectigalia, necnon concessio et Constitutio decimarum in Indiis. Págs. 355-381. 
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Duabus partibus mutuo distinctis exponit Auctor ius, quo Reges Hispaniae gavisi sunt, 
decimas in “Indiis Hispanicis” nuncupatis percipiendi. 

1.* Concessio.—Post expositionem status oeconomici, qui occasionem illi concesioni prae- 
buit, profertur Bulla Apostolica Alexandri VI, concessionis origo, eiusque vicissitudines 
breviter exponuntur. y 

2.* Constitutio—Principium generale eiusque exceptiones succesive exponuntur. Vec- 
tigale inter et decimas relationes: taxationes censusque; legislationis praecepta, morum re- 
verentia, moderatio et sensus iustitiae socialis, exactiones, personae, distributio, rationum ta- 


bulae. 


EMMANUEL GonzáLEZ Ruiz (Studiorum Praefectus in Seminario Malacitano): Vicis- 
situdines bonorum ecclesiasticorum in Hispania saec. XIX. Págs. 383-424. 


Expoliationis in Hispania duo exponuntur aspectus. 

1.° Primus complectitur ab anno 1820 ad 1844. Lex princeps fertur anno 1841. Status 
Ecclesiae bona sibi vindicat, eaque in propriam utilitatem venumdat. 

2, Alius ab anno 1844 modus expoliationis praevalet: bonorum immobilium venditio, 
praetia et supellectiles dominis tribuendo. Lex princeps hujus periodi fertur die | maii 
anno 1855. Ne tamen Ecclesiae remuneraret, Status illa bona ante expoliationem sibi vin- 
dicat. 

3. Excipiuntur fundationes familiares. Lex die 19 augusti 1841. 

4. Leges vincula dirumpentes, quibus primigenia bona (“mayorazgos”) omniaque bo- 
norum genera in perpetuum assignatorum (“vinculaciones”) fuerunt suppressa. 


II. DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA: COMMENTARIA 


AURELIUS YANGUAS, S. I. (In Pontificia Universitate Salmanticensi Magister) : Crimen 
pessimum et Sancti Officii in ordine ad illud competentia. Págs. 427-439, 


Hac in dissertatione, latine conscripta, Auctor succesive attingit criminis pessimi: 
1) definitionem prout a Sto. Officio traditur; 

2) subiectum et terminum seu complicem; 

3) obiectum eiusque extensionem; 

4) competentiam; 

5) modum pertractandi eius causam; 

6) obligationem denuntiandi reum et possibilem prudentemque modum illa exsequendi; 
7) poenas, quibus tali flagitii rei puniri possunt; 

8) gravitatem, specialem quae in tribus illis criminibus inveniri potest; 

9) aliqua de potestate superiorum religiosorum hac super re; ; 

10) casum forte contingentem accusationis clerici penes loci Ordinarium. 


- SABINus ALoNso, O. P. (In Pontificia Universitate Salmanticensi Magister) : Nova 
Constitutio Pii XII “Vacantis Apostolicae Sedis". Págs. 441-452. 


Novissima Constitutio “Vacantis Apostolicae Sedis" cum documentis ei anterioribus 
comparatur. 


In diversis articulis capitibusque ordinatim expositis, inductae notantur variationes, at- 
tente et speciatim consideratur titulus secundus, qui Romani Pontificis electionem, in quan- 
tum profundiores modificationes passa est, refert. 


EMMANUEL BoNET (In Seminario Barcinonensi Magister) : Matrimonium a Promotore 
lustitiae accusatum iuxta canonem 1.971. Págs. 453-484, 
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Commentarium in Sacrae Romanae Rotae sententiam, die 17 mensis novembri anni 1937, 
"coram [ullien", prolata, quo haec ordinatim docentur: 

1.2. Promotoris iustitiae seu Fiscalis figura, matrimonium accusantis. Quibusdam. tra- 
ditis de Promotore Iustitiae, eius officium ut actoris in causis matrimonialibus exponitur, cum 
in nullitatis delatione accipienda, tum in periodo delationem inter et accusationem, tum de- 
nique in explanando iudicio. 


2. Matrimonialem nullitatem denuntiantis figura. Ipsius munus tam in praeiudiciali 
quam in stricte iudiciali periodo explanatur. 


3.° Ex tradita doctrina, Auctor quasdam de apellationis iure et de munere a Promo- 
tore Iustitiae obeiundo conclusiones tradit. 


LLLNOTUL.E 


PauLiNus Pepret Casano (In Universitate Compostellana Magister): Lectores Decreti. 
Págs. 487-491. 


Anno 1511 in Ecclesia Cathedrali Compostellana primum ecclesiasticum officium “Lec- 
toralis Decreti" nomine, creatum est. 


Auctor suo studio complectitur: 

l. ^ Canonicorum seriem, quibus per tempora illud officium concessum est, eorumque 
aclivitatem docentem in antiqua Facultate Canonum Compostellana. 

2, Figuram Benedicti Méndez de Parga Andrade, ineunte saeculo XVIII scriptoris in- 
signis, qui partem habuit in defensione singularis patronatus Sti. Iacobi Apostoli pro Hispania. 


3. Operis sui finem instituit expositione diversarum activitatum praestantiorum Lecto- 
ralium Decreti usque ad eius suppressionem in Concordato 1851. 


IAcoBUs CasriLLo: Missae binatae et titulus iustitiae. Págs. 493-505. 


In hoc numero prosequitur studium in anteriore inceptum circa officia iustitiae relate ad 
ilerationem S. Sacrificii. Prae oculis habet Auctor ius antiguum et iurisprudentiam in se- 
quentium casuum studio: 

]) Associationum Missae. 

2) Missae gratis celebratae. 

3) Missae in Missionibus binatae. 

4) In Missis binatis extrinsecus titulus. 


5). Conclusio. 


LAMBERTUs DE ECHEVERRÍA (In Pontificia Salmanticensi Universitate Magister) : Nobi- 
litas, gentilitia ars, Ordines militares. Págs. 507-520. 


Editionum de nobiliartis genealogicisque rebus tractantium numerus in dies singulus cres- 
cit. Quamvis quidem maxima earum pars ad legisperitum parvi sint momenti, aliae tamen 
eius animi intentionem tenere possunt, quarum quemdam cumulum in hac notula censemus. 
Secundum ordinem, quem "Statutum nobiliarium”, consilium legislativum hispanum nuper 
editum, decrevit, consetur: 

1) Generalis sensus consilii. 

2) Eius relatio cum arte gentilitia ecclesiastica, circa quam duo utilissima studia pos- 
tremunt dicata referuntur. 

3) Eius cum quaestione de Ordinibus militaribus hispanis nexus. 
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4) Quaestio de recognitione, quod ad Rem publicam pertinet, Nobiliorum Pontificum 


Titulorum. 

5) Ecclesiae mos et doctrina, quod ad nobiliarias institutiones pertinet. d 

MattHaeus Lanseros, O. S. A. (In Scholis augustinianis “La Vid” Magister): Jus et 
Status in Sancto Augustino. Págs. 521-530. 

Recens cuiusdam libri editio, in quo sub hoc ipso titulo, Sti. Augustini doctrina in rebus 
magni momenti, quaeque ad praesens tempus spectant, diligentissime studetur, auctori oc- 
casionem praebet ad eius criticam recensionem faciendam, plane laudans normam et ar- 
gumentum operis Truyol Serra, ad quod haec notula refertur. : 
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NO. 2 (MAY-AUGUST 1946) 
SUMMARIES 
TESTU DIES 


EDUARDO F. RecatiLLo, S. J. (Dean of the Faculty of Canon Law at the Pontifical 
University of Comillas): Sugerencias acerca del Código Canónico. Pp. 295-318. 


The excellency of the Code of Canon Law is recognized even by Protestant canonists; 
like everything human, however, it is not free from all deficiency. Moreover, although only 
28 years old, it has passed through two wars not equalled in history. And finally law is 
not a dead body. It is a living thing subject to evolution and capable of adjusting itself to 
the changing requirements of the times. Thus, within due limits, it is lawful for the jurist 
to suggest the modifications he considers convenient. After these preliminary considerations 
the writer suggests and discusses the following changes: 


1) Systematic codification of liturgical law. 

2) Reform of capitular law. 

3) Suppression of special jurisdiction for hearing confessions of religious women. 

4) Modification of eucharistic fast as to its length and in the case of priests. 

5) Permission granted to all priests to celebrate Mass on Holy Thursday and Holy 
Saturday and to receive Holy Communion on the latter day without distinction. 

6) Improvement of the juridical legislation concerning pious associations and inclu- 
sion of Catholic Action in the legislation of the Code. 

7) Jurisdiction for absolving while travelling by air. 

8) Suppression of the reservation of sins and of some matrimonial impediments. 

9) Modification of the precept of fasting and abstinence. 


Laureano Pérez Mier (Dean of the Faculty of Law at the Pontifical University of 
Salamanca): Concordato y ley concordada. Pp. 319-354. 


Social facts and realistic character of law. Consistorial address delivered by Benedict XV 
on Nov. 21, 1921 and questions arising from it. Denouncement of the concordat with Poland: 
concordat and concorded law. 

1) Concordats, normative agreements: treatises - contracts and treatises laws or nor- 
mative agreements. Concordat - convention and concordat - law. Sovereignty of the parts 
present. Institutional character of the concordat: its unity and institutional characteristics. 
Dualism and monism in the canonical field. The dualistic thesis and the recent monism 
of canonists. Our opinion. 

2) Concordat and concorded law in the Code of Canon Law. Canon 3 and con- 
cordats. Codification and unification in Canon law. The principle of the incorporation of 
the concorded law in the Code and that of redintegration of common law. Concorded law, 
Can. 6, n. | and Can. 22. Common law and concorded law. 

3) Consequences of the cessation of the Concordat. Suppression or correction of the 
concorded norm? Extinction of the concordat and transformation of its elements. 

The princjple of concordatory law. Concordats, a complement to the Code: the appli- 
cation and adaptation of canon law, proper function of concorded norm. Conclusión. 
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FLoRENTINO Ropero Taranco (Professor at the Literary University of Salamanca): 
Los problemas tributarios y la concesión y organización del diezmo en Indias. Págs. 355-381. 
o 


The right enjoyed by Spanish kings to collect tithes in the so-called Spanish Indies is 
studied in this article in two well separated sections: 

1) Concession: the economic situation which occasioned the granting of the privilege 
is described and the bull of Alexander VI which ratified it reproduced. The writer then 
gives a rapid survey of the vicissitudes through which it passed. 

2) Organisation: the general principle and its exceptions are pointed out successi- 
vely: the relations between contribution and tithes; taxes and census; aims of the legis- 
lation: respect of customs, moderation and sense of social justice; collection, employees, 
distribution, and accounting. 


MANUEL GoNZÁLEZ Ruiz (Prefect of studies at the Seminary of Málaga): La pro- 
piedad eclesiástica española en el siglo XIX. Pp. 383-424. 


Various aspects of the disamortization of Church property by the Spanish State are 
studied: 

1) The first period goes from 1820 to 1844, the fundamental law being that of 1841. 
The State takes over ecclesiastical goods and sells them for its own benefit. 

2) After 1844 another type of disamortization is prevalent: the sale of real estate, 
delivering to the proprietor values and movables. The principal law of this period is that 
of May I, 1855. However, the State siezes Church property before disamortizing it, in 
order to avoid paying the indemnity. , 

3) Exception in the case of family foundations: law of August 19, 1841. 

4) Disamortization laws suppressing entailment and any kind of encumbrances. 


II. COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


AURELIO YANGUAS, S. J. (Profesor at the Ponit ét University of Salamanca.) : Crimen 
pessimum et Sancti Officii in ordine ad illud competentia. Pp. 427-439. 


In this study, written in Latin, the author examines the following points related to ihe 
crimen pessimum: 

1) Its definition as it is given by the Holy Office. 

2) The subject and the term or accomplice. 

3) The object and its extension. 

4) Competency for proceeding in such cases. 

5) Way to treat them. 

6) Obligation of denouncing the culprit and prudent way to do so. 

7) Penalties which can be inflicted upon the transgressors. 

8) Special gravity of these three crimes. 

9) Some considerations about the powers of religious. 


Sasino ALoNso, O. P. (Professor at the Pontifical University of Salamanca): La 
nueva Constitución de Pio XII “Vacantis Apostolicae Sedis”. Pp. 441-452. 


It is a comparative study of the very recent constitution “V acantis Apostolicae Sedis” 
‘and the documents which it came to substitute. Following the order of its chapters and 
articles the commentator notes the changes which have been introduced, considering es- 


pecially the second heading on the election of the Roman Pontiff which has undergone 
the deepest variations. 25 1 : H 
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MANUEL Boner. (Professor at the Seminary of Barcelona): El matrimonio acusado 
por el promotor de justicia a tenor del canon 1.971. Pp. 453-484. 


It is a commentary on the sentence passed by the Sacra Rota on November 17, 1937 
coram judice, in which the writer studies: 


1) The róle of the promotor justitiae denouncing a marriage. After giving some ge- 
neral notions on the promotor, he analyzes his action in matrimonial suits when receiving 
the denouncement of nullity, during the period from the denouncement to the accusation, 
and during the prosecution of the suit itself. 

2) The róle of the person denouncing marriage as null and void. He distinguishes 
a pre-judicial and a judicial period in the denouncer's action. 

3) As a practical application of the doctrine explained in this article, the writer lays 
down a few conclusions on the right of appeal and the promotor’s duty with regard to it. 


Path NO TES 


PauLiNo PepRET Casapo. (Professor at the University of Santiago de Compostela) : 
Los Lectorales de Decreto. Pp. 487-491. 


In.the year 1511 the first prebend was established in the Cathedral of Santiago, the be- 
neficiary obtaining’ the title of “Lectural of Decretum” 


The writer studies: 


1) The series of Canons who enjoyed in through the centuries and their teaching at 
the ancient Faculty of Canons of Santiago. 

2) He especially considers the personality of Benito Mendez de Parga y Andrado, 
notable writer and lecturer on law at ‘the beginning of the 17th century, who intervened 
in the defense of the Apostle St. James as the only patron of Spain. 

3) He concludes surveying other activities of the most important lecturals of Decre- 
tum up to the suppression of the prebend by the concordat of 1851. 


SaNTIAGO CasriLLo: Las Misas binadas y el título de justicia. Pp. 493-505. 


Here the writer continues the study begun in the preceding issue on the obligation in 
justice with regard to the celcbration of the Holy Sacrifice twice on the same day. In the 
light of ancient law and jurisprudence he considers the following points: 


1) Masses of associations. 

2) Masses not said for a stipend. 

3) Celebration of two Masses on the same day in missionary countries. 
4) The extrinsic title of two Masses celebrated on the same day. 


5) Conslusion. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA. (Professor at the Pontifical University of Salamanca): 
Nobleza, Heráldica y Ordenes Militares. 507-520. 


Publications on nobiliary and genealogical subjects are becoming every day more nu- 
‘merous. Although most of them are of no interest to the canonist, some of them do con- 
cern him. A group of such works is examined in this note. Following the order established 
by the Estatuto nobiliario, a Spanish legislative project recently published, the writer exa- 
mines: 

1) The general significance of the project. 
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2) Its relation to ecclesiastical heraldry, pointing out two interesting studies recently 
published on the subject. 

3) Its connection with the problem of Spanish Military Orders. 

4) The question of the recognition of pontifical titles of nobility by the State. 

5) The doctrine and practice of the Church with regard to nobiliary institutions.” 


Mateo Lanseros, O. S. A. (Professor at the: Agustinian School of La Vid): El 
derecho y el Estado en San Agustín: Pp. 521-530. 


This is a critical summary of a recent book under the same title, in which the author 
studies the thought of St. Augustine on law and State. 
The contents and aims of TRuyoL SERRA 's work are heartily praised. 
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